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Resumen


El presente Trabajo Final de Graduación, en la modalidad de Tesis, consistió en una investigación  novedosa y por ende ambiciosa con respecto al tema de  las políticas penitenciarias en Costa Rica, no solo por el hecho de la población a la que remite sino también por la inexistencia de estudios semejantes así como la utilización de un enfoque de género dentro de un marco de Derechos Humanos; esto debido a que como queda sustentado, el Sistema Penal y Penitenciario ha emergido y se ha mantenido sobre bases y prácticas androcéntricas  propias de una cultura patriarcal.

Por tanto como objetivo general nos dimos a la tarea de indagar cómo el Estado costarricense ha elaborado y ejecutado las políticas penitenciarias con respecto a la población femenina y si se ha contemplado un enfoque de género tanto en su elaboración como implementación.

Para dar respuesta a dicho planteamiento se partió de un exhaustivo desarrollo histórico-penitenciario para presentar un escenario de cómo ha sido el abordaje de las mujeres privadas de libertad a lo largo de la historia, asimismo se realizaron entrevistas en profundidad de las mujeres pertenecientes al Nivel Semi-Institucional, más específicamente a aquellas que descuentan condena en el Centro de Atención Semi-Instittucional  para la Mujer (CASIM) para así conocer su percepción sobre las políticas penitenciarias.

Posteriormente se llevó a cabo un análisis de contenido con enfoque de género de las Políticas Penitenciarias que nos permitió identificar si éstas son o no sexistas desde su elaboración y gracias a las entrevistas realizadas constatar si de igual manera lo son en su aplicabilidad. 

Por otra parte la percepción de los funcionarios (as) con respecto a las políticas penitenciarias se obtuvo en un foro organizado por la Comisión para la Elaboración de un Plan Nacional para las Mujeres Privadas de Libertad (de la cual formamos parte) del Ministerio de Justicia y Gracia.

Lo anterior dentro de un marco investigativo de índole cualitativo y cuyos resultados nos permitieron comprender la realidad de las mujeres privadas de libertad con respecto a las políticas penitenciarias para así trazar algunas conclusiones, recomendaciones y reflexiones.
INTRODUCCIÓN

Los procesos carcelarios vividos tanto por hombres como por mujeres contemplan ciertas necesidades que distan de ser semejantes debido a la construcción social de los géneros, en donde las relaciones de poder influyen directamente en el establecimiento de pautas sociales que deben seguirse como el ideal de hombre o mujer.  

Ante tal situación surge el cuestionamiento de cómo el Estado costarricense ha elaborado y ejecutado las políticas penitenciarias con respecto a la población femenina y si se ha contemplado sus necesidades, puesto que ambas poblaciones (varones y mujeres) merecen un tratamiento especializado y particularizado, en donde se respeten su condición de seres humanos(as) diferentes según sus necesidades y especificidades; es decir, que se tome en cuenta su etnia, sexo, género, contexto social, posición económica, entre muchas otras particularidades que hacen de los hombres y mujeres ser personas distintas aún y cuando pertenezcan a un mismo género, país, etnia, etc. 

  Por ende, se vislumbra la necesidad de estudios que contemplen el tema de las políticas penitenciarias que permitan una mayor comprensión de la situación de las mujeres con respecto al ámbito jurídico-penal; pues en la mayoría de los casos se da un desfase entre el discurso y la práctica penológicas, agravando esta problemática, el desconocimiento por parte de la reclusa sobre su condición jurídica.

Por tanto el primer y segundo capítulo corresponden a la fundamentación teórica y delimitación del problema del cual partimos y que da sustento a la presente investigación, presentando información descriptiva sobre la situación de la mujer privada de libertad en el escenario nacional y centroamericano, un desarrollo y debate teórico sobre la perspectiva de  género y sus implicaciones tanto a nivel general como con respecto a la población en estudio (enfoque que sustenta la investigación), así como el trazo de los objetivos a seguir y la metodología empleada. 

Con respecto a este último punto, cada capítulo cuenta con el desarrollo metodológico correspondiente, algunas acotaciones teóricas, limitaciones e implantación para una mayor comprensión de los procedimientos requeridos.

Posteriormente se da paso a los cuatro ejes centrales que conforman el cuerpo teórico- práctico del estudio, los cuales corresponden a un capítulo en particular, éstos son:

 Primero, una descripción sobre el desarrollo histórico- penitenciario costarricense para conocer el abordaje que se le ha dado a la criminalidad femenina para lo cual se parte de 1822 con el nacimiento de lo que se considera la primera cárcel de nuestro país en donde se albergaban  tanto hombres como mujeres. El presente recuento histórico corresponde a un esfuerzo por identificar dentro del contexto masculino momentos o eventos cruciales que han marcado el desarrollo de la mujer en el Sistema Penal, corrientes o tendencias que han predominado y cómo han afectado la implantación e implementación de la normativa jurídica y si ha tomado en cuenta o no al sexo femenino. 

Es importante aclarar que al ser 184 años de historia el abordaje no puede ser completamente exhaustivo, sin embargo se tratará de dar un panorama amplio y relevante. Asimismo resultó particularmente difícil reconstruir la historia de las mujeres privadas de libertad pues prácticamente no se encontró material alguno que recopile datos de algún periodo especifico de acuerdo a su papel dentro del Sistema Penal y menos aún en su normativa. 

Como se verá en el capítulo correspondiente se utiliza como punto de referencia la situación de los varones reclusos pues es imposible partir de su condición cuando la misma historia lo toma como paradigma a seguir (así ha sido en la historia tradicional), a la vez, en la última década de estudio de los años 90 a la actualidad la materia correspondiente a la delincuencia femenina lejos de disminuir aumenta, esto si partimos de los ingresos y población penitenciaria recluida en el Buen Pastor, mas sin embargo no sucede lo mismo en el Centro de Atención Semi Institucional para la mujer (CASIM) en donde la población se reduce, esta situación se profundizará más adelante.

Creemos que esto se debe al auge que ha significado el tema del género y Derechos Humanos que si bien han marcado la historia de las mujeres en general, se ha utilizado como amparo para esta población pero no para sectores específicos.  Así se han dado esfuerzos en lo referente a proyectos, leyes y demás en cuestiones de violencia doméstica, agresión sexual, derechos políticos y muchos otros (que no siempre se llevan a cabalidad) pero no en lo que respecta a la condición carcelaria de las mujeres. 

Segundo, un estudio de caso en el Centro de Atención Semi-Institucional para la mujer (CASIM) situado en Guadalupe, San José; en donde el rescate de las voces de las mujeres privadas de libertad a través de entrevistas a profundidad nos permitirá conocer su perspectiva con respecto a las políticas penitenciarias.  Esto con la finalidad de conocer su historia y las condiciones bajo las cuales han sido procesadas y la atención que han recibido. Nos interesa particularmente conocer sus necesidades como mujeres privadas de libertad, las diferencias de un proceso carcelario vivido por un hombre ó por una mujer, la construcción de género, el conocimiento de sus derechos, cómo se implementan las políticas penitenciarias y más aún si éstas responden a sus necesidades. 

Para ello hemos realizado siete entrevistas en profundidad en las cuales se abordan 16 tópicos referentes a su historia de vida (desde la infancia hasta la actualidad), esto con motivo de conocer sus vivencias como mujeres. Aclaramos que no nos interesa el delito o el estudio de su topología ni profundizar en las condiciones que las llevan a delinquir (solo se mencionan para una mayor comprensión de la situación de cada mujer) a pesar de que resultaron ser aspectos significantes de análisis.

Tercero, se realizó un análisis de contenido de las políticas penitenciarias desde la perspectiva de género utilizando como instrumento la herramienta teórico-metodológica elaborada por Alda Facio Montejo, titulada: “Metodología para el análisis de género de un texto legal”. Dicha herramienta presenta cierta complejidad como se verá en el capítulo V y no ha sido aplicada en su totalidad pues si bien es un instrumento de gran riqueza teórica implica ciertos conocimientos en el campo del Derecho; mas sin embargo, como su autora lo dice puede ser empleada de diversas formas pues no pretende ser una receta. 

Lo primordial de este eje es la identificación de los tipos de sexismos contemplados en las políticas penitenciarias para así lograr esclarecer el concepto o estereotipo que sustenta la ley con respecto a la mujer, es decir, verificar si la ley contempla o no a la mujer, la invisibiliza o si por el contrario, al presentarla cuál es el papel que ella personifica. 

 Por último se presenta un análisis sobre la pertinencia de las políticas penitenciarias en el caso de las mujeres privadas de libertad en general, para así proponer algunas reflexiones y recomendaciones que contribuyan al mejoramiento de la situación carcelaria de la población en estudio llegando al punto culminante del presente estudio.

JUSTIFICACIÓN


La función y el papel de la cárcel en el abordaje de la problemática criminal a lo largo de la historia ha sido sujeto a diversos cuestionamientos, a pesar de los múltiples enfoques y abordajes criminológicos y reformas penales a la que ha sido sujeto, sin embargo no se ha podido llegar a concordar en cuál es la orientación que ésta debe cumplir.

 Las discusiones más fuertes inician a finales de 1970 y principio de 1980; lo que lleva a la implantación del Sistema Progresivo Penitenciario, el cual busca la resocialización del sujeto a través de diferentes etapas: diagnóstico, tratamiento y reintegración, por medio del trabajo, educación, disciplina, convivencia y relaciones con el exterior. Más tarde, este sistema será juzgado por ciertos sectores y especialistas en el tema penal, al afirmar que los objetivos de rehabilitación, reeducación y resocialización carecen de contenido, puesto que la cárcel ha mostrado ineficacia en cuanto a su finalidad de rehabilitar, sumándose otra serie de peripecias como el hacinamiento, la violencia dentro de la cárcel, la propagación de enfermedades, la infraestructura decadente, entre muchas otras.

Sin embargo desde el Modelo actual la progresividad no generó avances significativos para la solución de los problemas carcelarios, al seguir empleando viejas recetas obsoletas de resocialización, readaptación y reeducación aún cundo se comprobaba que la prisión no cumplía con estos fines (como se verá en capítulos posteriores).

 Cabría decir que una de las principales causas de la situación citada anteriormente reside en que no se ha tomado conciencia de que los problemas carcelarios y delictivos no comienzan ni terminan en el Sistema Penal, pues más que  problemas penales son sobre todo sociales.  Por ende, la Política Criminal se sirve de las ciencias sociales y penales sin embargo; “no es posible reconstruir  una relación de paridad entre la ciencia penal y la ciencia social en razón de que la ciencia jurídica, privilegiando su carácter técnico, ha abandonado sus fines cognoscitivos y experimentando un cierto retardo respecto a la ciencia social” (Santos, s.f.e: 84) por lo que para solucionar la problemática criminológica debemos recurrir a las ciencias sociales criticas y conocedoras de la realidad y potenciales de cambio hacia una política criminal alternativa.

Posteriormente, para la década de los 90 surgen nuevas disputas sobre el cuestionamiento de la función de la cárcel y la necesidad de fortalecer la aplicación de medidas alternativas, lo que lleva al surgimiento del Plan de Desarrollo Institucional (PDI) en 1993, el cual plantea nuevos niveles de atención (Institucional, Semi Institucional, Comunidad y Penal Juvenil) con la finalidad de brindar un abordaje particularizado a cada población (masculina/femenina), considerando de vital importancia el entorno social y la prevención como acciones sociales que permiten la permanente integración del individuo a la sociedad. 


Es a partir de ésta década y con el PDI que se inicia un nuevo debate sobre la desinstitucionalización carcelaria y cuán eficaz puede ser en la integración de las personas privadas de libertad a la sociedad; sin embargo la gran mayoría sigue apelando a la dureza de las leyes y penas privativas como solución al conflicto de la delincuencia.

Así contradictoriamente para abril/mayo de 1994, tan solo un año después de la promulgación del PDI se da un “endurecimiento de las penas” con las reformas al Código Penal en sus artículos 51 y 55 en donde se abordan temas con respecto al aumento de penas, rigor carcelario y disminución de beneficios, por ejemplo, se pasa de una pena máxima de 25 a 50 años.      

Esto repercute considerablemente en el  Sistema Penitenciario Nacional pues la disminución de beneficios y el aumento de penas favorecen el hacinamiento y con ello un sin fin de problemas de salud, comportamiento, infraestructura, etcétera. Asimismo, el miedo e inseguridad ciudadana que se ha acrecentado en los últimos años a generado  una demanda por “encerrar” al delincuente  fortaleciéndose la institucionalización.

Por tanto, la presente investigación contempla el período 1993-2005 puesto que, como se mencionó anteriormente, es a partir de este año que se inicia el despliegue de la desinstitucionalización y la aplicación del PDI, la discusión sobre su vigencia y eficacia, además de fuertes discusiones sobre la necesidad de cambios significativos en el sistema penal, tema discutido en múltiples seminarios, congresos y foros mundiales, en donde se ha tratado como eje primordial los derechos humanos, abogándose por un trato adecuado e igualitario con respecto a hombres y mujeres privados y privadas de libertad. Así es como se inician los primeros esfuerzos por introducir la perspectiva de género y brindar una mayor y mejor atención a la población penal femenina.  

Por otra parte, se eligió el Nivel de Atención Semi-Institucional en mujeres por ser una modalidad relativamente nueva y de desconocimiento para muchos(as); a la vez, porque llama poderosamente la atención la existencia de un único centro bajo esta modalidad destinado en su totalidad a población femenina en contraposición a 11 centros para población masculina. Nos  referimos al “Centro de Atención Semi-Institucional para la Mujer” (CASIM). No sabemos a ciencia cierta si esto se debe a aspectos de cantidad de población, pues como es sabido las mujeres delinquen en un grado menor o menos riguroso que los varones o si responde a prácticas androcentristas al considerar de menor importancia las necesidades de las mujeres o en todo caso si por su condición de género éstas son castigadas más severamente y limitadas al acceso de un beneficio en este nivel de atención.

Asimismo, aclaramos que nuestro objeto de investigación no se basa en el proceso de la desinstitucionalización como tal, sino que es importante remitirse al mismo como base para el entendimiento del funcionamiento del nivel Semi-Institucional y por ende del CASIM. Además al ser una población carcelaria abierta, permite un mayor acceso a las mujeres pues si el sistema no lo permite y ellas así lo desean pueden ser localizadas fuera de la institución.

 En síntesis podríamos decir que nuestro principal interés se centra en comprender la situación de las mujeres privadas de libertad con respecto a las políticas penitenciarias para así conocer cómo el Estado Costarricense ha elaborado y ejecutado las políticas penitenciarias con respecto a la población femenina, debido a que la mayoría de los estudios realizados se han concentrado en mostrar y conocer las condiciones de vida de las mujeres privadas de libertad dentro de los reclusorios pero no en la normativa-legal que las rige, pues en la mayoría de los casos se ha abordado desde el campo del Derecho y sin tomar en cuenta el género como una variable socialmente construida.

Se ha dejado de lado que los seres humanos (as) somos seres sociales, producto de nuestra interacción con otros (as), de una cultura, un contexto; por lo que es fundamental tomar en cuenta cómo el sexo ha influido directamente a toda una construcción histórica de lo que es ser hombre o mujer, de cómo el género ha creado roles y estereotipos que han permitido que las mujeres sean víctimas de desigualdades sociales por el simple hecho de ser mujer. 

Es por esto que la mujer en el Sistema Penal no ha sido abordada de manera profunda desde la Sociología, quizás porque el tema de las mujeres delincuentes fue abordado durante mucho tiempo de manera muy distinta a la criminalidad masculina (como veremos más adelante) y no se había dado la importancia que ameritaba tal problema social al considerarlas enfermas o locas y donde la vanidad, la infidelidad hasta el contraer una enfermedad de transmisión sexual, entre muchos casos alarmantes, eran considerados delitos (no así en los hombres). 

Así la criminalidad femenina ha sido tratada desde diversas disciplinas científicas pero en número reducido por aquellas consideradas Ciencias Sociales. Estamos hablando de políticas penitenciarias pues muchas disciplinas sociales han abordado el tema de la mujer-madre reclusa, del abuso sexual, entre otros pero no de su condición jurídica, quizás porque se considera que es un tema que le corresponde a especialistas en Derecho. 

Por ende partimos de que la situación de las mujeres debido a la construcción de género producto de una cultura patriarcal y la poca concientización y conocimiento sobre la realidad que éstas viven, las han situado en general en un sin fin de escenarios desalentadores, discriminatorios y de exclusión. 

La situación se agrava cuando hablamos de mujeres delincuentes y/o privadas de libertad debido a que, las circunstancias descritas anteriormente y procesos de socialización aunados a la desventaja de ser una minoría en comparación a la población penal masculina en términos numéricos a nivel mundial, han provocado que estos sectores sean organizados desde las necesidades de los reclusos varones, sin tomar en cuenta que la situación de varones y mujeres reclusos(as) son muy diferentes.

Por lo que es necesario prestar especial atención a las políticas penitenciarias que se implementan en el Sistema Penal en especial su conceptualización basadas en nociones sexistas.  Como seres humanas merecen ser contempladas en la normativa penal sin que se viole sus derechos al sometimiento de un proceso penal igual de riguroso que el de los varones pero tomando en cuenta sus particularidades, pues nos queda claro que el proceso carcelario vivido por mujeres así como las consecuencias del encarcelamiento, causan efectos muy diferentes en sus vidas con respecto a la de los varones y es lo que pretendemos demostrar a continuación.

CAPITULO I

CONTEXTO INVESTIGATIVO Y CONSTRUCCIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN

1. ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS


Corresponde a este apartado presentar estudios realizados por otros(as) investigadores(as) pertenecientes a diversas disciplinas sobre la situación penitenciaria costarricense, la cual abarca no solo el escenario social sino las condiciones de las mujeres privadas de libertad tanto en nuestro país como en toda Centroamérica;  para así tener un mayor panorama de la situación actual de esta población, las problemáticas a las que se enfrentan y las medidas que se han llevado a cabo o que se piensan realizar a futuro.


Asimismo se desarrollan antecedentes de carácter empíricos, los cuales aluden a datos y análisis que nos brindan un mayor conocimiento sobre la población penitenciaria costarricense como tal, permitiendo trazar algunas características propias de este sector. Por tanto, se presenta información de lo más general a lo más particular, es decir, de la población penitenciaria total pasando por niveles de atención hasta llegar propiamente a nuestro objeto de estudio, las mujeres privadas de libertad, tanto en el nivel institucional como semi institucional. 


Seguidamente al conocer un poco más a profundidad el escenario social y carcelario así como algunas características de la población penitenciaria en estudio, planteamos nuestro problema de investigación y los objetivos que de este se desprenden para sí poder dar respuesta a ésta interrogante.


Finalmente damos paso a la metodología empleada para la realización de este trabajo investigativo, la cual está conformada por seis fases claramente delimitadas que permitirán el cumplimiento de cada uno de los objetivos formulados con anterioridad. Cabe aclarar que cada capítulo contará con el desarrollo de manera más minuciosa de su metodología y por ende de la fase correspondiente.

1.1 Situación social penitenciaria

La situación actual en el mundo con respecto a la violencia y a la criminalidad revela un crecimiento casi inimaginable y por ende inmanejable, como consecuencia del crecimiento urbano, la pobreza, la corrupción, el desempleo, pérdida de valores y la desigualdad social.  Su extensión se ha dado no solo en cantidad sino en intensidad.  Los homicidios son cada vez más atroces, los hurtos cada vez más organizados y con una tendencia al ensañamiento hacia  las víctimas.  

Por tal motivo, la sociedad se ha convertido en un espacio de contradicciones, inseguridades, peligros y miedos.  Esto ha provocado que la situación penitenciaria alrededor del mundo se encuentre en medio de la controversia, ya que existen diversas posiciones y cuestionamientos sobre la función que la institución carcelaria debe tener.  Muchos profesan la creencia de que la cárcel tiene como fin último la rehabilitación, readaptación o resocialización, mientras que algunos otros alegan que ésta no cumple con esta función a cabalidad, puesto que es una latente contradicción la de querer rehabilitar socialmente al delincuente alejándolo de su medio social, es decir, la eterna paradoja de la readaptación a través de un medio meramente represivo: la privación.  “El trato al delincuente y la función rehabilitadora ha sido en el peor de los casos, inhumanos, en el mejor ineficaces, por lo general nada efectivos, y en todos los casos confusos” (Sánchez, 1993:3)

Sin embargo, tanto la problemática social como la penitenciaria descritas anteriormente, han provocado que el  fenómeno de inseguridad ciudadana impere hoy en día, por lo que la reacción social de los gobiernos y de la sociedad en general es una mayor demanda de reclusión y “endurecimiento” de penas (aumento de condenas), al considerarse la cárcel como el mejor método de control del fenómeno delictivo.

Al mismo tiempo, surgen propuestas en contraposición al planteamiento anterior por parte de ciertos sectores que buscan una ruptura con los enfoques unidimensionales de la delincuencia (lo único relevante es el delito cometido y no sus causas). 

 Por ende se vislumbra la necesidad de incorporar enfoques integrales, que contribuyan a la prevención, lo que lleva a la búsqueda de medidas alternativas que permitan de forma más eficiente la preparación de los y las privados (as) de libertad para una vida en sociedad, en donde la cárcel no sea la única vía de solución sino que se valoren otros mecanismos para la ejecución de la pena, ya que se considera que dicha institución  promueve un entorno autoritario y opresivo, en donde se engendra y reproduce más violencia.

“En los últimos tiempos se ha observado un cambio importante en el discurso jurídico penal, en donde, se verifica un abandono de las teorías absolutas, y se ha empezado a buscar algún fundamento a la pena estatal que no sea ni el castigo ni la resocialización (…) la pena privativa de libertad (…) ya ha venido siendo cuestionada tanto desde su praxis como en sus fundamentos ideológicos, especialmente por no satisfacer ni siquiera las funciones declaradas (legalmente) que debe cumplir (…) no logra un mejoramiento de los internos, tampoco se reduce el número de los reincidentes y, en directa consecuencia a todo esto, el sistema penitenciario genera una contracultura absolutamente proclive al aislacionismo y a la adopción de roles mucho más violentos que aquellos que motivaron un primer contacto con la red lanzada por el Sistema Penal” (Alvarado y otros,1992: 3)  

1.2 Situación de las mujeres privadas de libertad

1.2.1 Escenario carcelario en Centroamérica

Con el propósito de mostrar la problemática penitenciaria en la región centroamericana y en particular en Costa Rica, recurrimos al informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH) y el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD) del 2004. 

 Partimos del caso de las mujeres privadas de libertad en El Salvador, que comprenden el 6% de la población penitenciaria total, distribuida en cuatros centros penales (dos exclusivos para mujeres) y donde solo uno de ellos cumple con la infraestructura adecuada, los otros dos albergan población mixta separada en pabellones por disposiciones legales en donde se recluyen mujeres con altos índices de peligrosidad y agresividad.  Dentro de estos centros penales se han identificado como principales problemas: el hacinamiento que dificulta la posibilidad de trabajar, la lentitud del proceso penal y una inadecuada infraestructura, además de una desigualdad con respecto a la visita conyugal, ya que las mujeres deben cumplir con ciertos requisitos que no son exigidos para los varones privados de libertad. 

En Guatemala el 5% de la población total está comprendida por mujeres distribuidas en dos centros exclusivos para mujeres y en centros de alojamiento mixtos.  Los principales problemas identificados dentro de los centros penales son: ausencia de una ley penitenciaria, escaso presupuesto e inexistencia de políticas de selección y capacitación de personal, al igual que programas y políticas que permitan rehabilitar a las privadas de libertad por medio del trabajo remunerado o la educación.  Con respecto a la visita conyugal para las mujeres existen restricciones ya que es permitida en un solo centro.

En el sistema penitenciario hondureño el 4% de la población penitenciaria total esta conformado por mujeres alojadas solamente en un centro de modalidad exclusivo y 19 centros mixtos separando hombres y mujeres por pabellones.  Los principales problemas a los que se enfrentan las mujeres privadas de libertad en estos centros son: alto porcentaje de mujeres procesadas sin condena, la falta de infraestructura que posibilite la rehabilitación, la proliferación de enfermedades de transmisión sexual y de la piel, ausencia de partidas presupuestarias para desarrollar programas de rehabilitación y de personal técnico suficiente, por otro lado la visita conyugal al igual que en El Salvador está condicionada solo para las mujeres. 

En Nicaragua el 4% de la población penitenciaria total son mujeres las cuales cuentan solamente con un centro exclusivo, además de instituciones de población mixta.  Dentro de la problemática se encuentra: inadecuada e insuficiente infraestructura, las actividades laborales que desempeñan son principalmente aquellas que se les ha asignado por su condición de género, por ejemplo, las manualidades y la costura y por último, existe la ausencia de una reglamentación dirigida a la población femenina. 

Costa Rica es el país centroamericano con el mayor índice de mujeres privadas de libertad, un 9.5% de la población penitenciaria total, la cual carece de una ley penitenciaria representativa de sus condiciones.  La población se recluye en dos centros para la atención institucional, el primero de ellos el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor exclusivo para mujeres pero bajo condiciones inadecuadas y de hacinamiento el Centro de Pérez Zeledón y el Centro de Calle Real en Liberia de modalidad mixta en iguales condiciones. 

El resto de las mujeres privadas de libertad que han sido trasladadas a un régimen semi-institucional y cuentan con 12 centros de atención, en donde en solo uno de ellos pueden pernoctar mujeres (tal es el caso del CASIM) ya que el resto es solo para atención diurna.  El presente estudio se centrará en este nivel, el cual responde a un proceso de desinstitucionalización que como plantea Sánchez Arroyo (1993), constituye una medida efectiva, eficaz, preventiva, humanizante, con el que se enfrenta el fenómeno de la delincuencia, ya que este no ha podido ser rehabilitado dentro del sistema institucional.  La desinstitucionalización busca reducir el número de reclusos dentro de las cárceles, para así ofrecer medidas alternativas ante lo tradicional, que logren la rehabilitación o readaptación del delincuente en la sociedad. 

 Con lo que el nivel semi - institucional tiene a su cargo: “…la población privada de libertad que cumple la ejecución de las penas de prisión en un medio abierto.  Le corresponde implementar un proceso técnico-administrativo de seguridad y comunitario para la atención integral de la población semi-institucionalizada. Los requisitos que deben cumplir las privadas de libertad para poder acceder al CASI son: estar condenadas, poseer una oferta laboral viable, tener un domicilio o recurso familiar o sustituto y no presentar problemas de convivencia,” (OACNUPH y ILANUD, 2004: 74)

Ante los resultados expuestos por la OACNUPH y el ILANUD sobre la situación de los centros penitenciarios en Centroamérica y en particular ante la ausencia de leyes, políticas o acciones que contemplen las especificidades de las mujeres privadas de libertad; la Comisión Interamericana de Mujeres (2002) muestra la necesidad de integrar una perspectiva de género en los programas y políticas de los Ministerios de Justicia a través de programas de capacitación en género con todos los funcionarios(as) del ministerio; además de promover el desarrollo desde esta perspectiva en las doctrinas jurídicas, criminológicas y administrativas de la justicia con el fin de asegurar que las necesidades y las situaciones de las mujeres y hombres sean tomadas en cuenta, y en donde los Estados generen mecanismos de implementación y difusión de una adecuación en la legislación vigente, que permita promover la integración de dicha perspectiva en las reformas de los sistemas procesales penales.

El ILANUD manifestó en su informe de febrero del 2004 la preocupación por el crecimiento de la población penitenciaria en Latinoamérica como producto de las tendencias que recurren al encarcelamiento como la única solución ante la creciente criminalidad, violencia y crecimiento demográfico que se vive en la región.  Por tanto, esta cultura punitiva ha conducido al hacinamiento y a la sobre población penitenciaria, debido a que se recurre a la cárcel como forma de castigar o sancionar, a la vez que es utilizada como mecanismo para la detención preventiva, ignorándose la posibilidad de otras sanciones alternativas que disminuyan las malas condiciones sanitarias, de salud y de alimentación en las que viven los privados de libertad y que constituyen una de las más grandes violaciones a los derechos humanos:“Las personas privadas de libertad, además de ser privadas de su libertad ambulatoria por haber cometido un hecho ilícito, son privadas prácticamente de todos sus derechos fundamentales y sometidas a condiciones insalubres, violentas, que constituyen en sí mismas una pena cruel, inhumana y degradante. Las prisiones lejos de ser lugares donde los reclusos y reclusas reparan el daño causado y se rehabilitan para volver a la sociedad, se han convertido en depósitos de seres humanos y verdaderas escuelas del delito.”  (OACNUPH  y ILANUD, 2004: 37)

Por su parte el Alto comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) reconoce que la violencia contra las mujeres en las prisiones es uno de los problemas más graves, ya que se enfrentan constantemente a abusos de poder, los cuales deben de ser evitados por el gobierno “…la violencia contra la mujer es un acto discriminatorio y descalifica a los sistemas legales de América Latina por no brindar protección apropiada a las mujeres encarceladas” (ACNUR, s.f.e: 2)

1.2.2 Mujeres privadas de libertad en Costa Rica

El tema de la criminalidad se ha tratado a lo largo de la historia desde distintas perspectivas, como veremos más adelante, que han provocado todo un debate sobre la tipología del delincuente, del delito y la condena.

Es a partir del quinquenio 1975-1980 que la criminalidad femenina toma importancia en Costa Rica, debido a un proceso de transformación que se viene dando, tanto en lo social, económico y lo político, como consecuencia a la incorporación de las mujeres en el proceso educativo, formal y técnico- vocacional; permitiéndoseles  formar parte del sistema productivo.

Córdoba en el Seminario Latinoamericano sobre la Mujer (1981), dice que Costa Rica atraviesa por un momento de transición, debido a los diferentes aportes de los movimientos de “Emancipación de la mujer” a escala internacional -que abogan por una nueva conceptualización de la participación de las mujeres en el mundo- al desarrollo de las Ciencias Sociales, a los enfoques y aportes de la criminología crítica en el campo penitenciario con respecto a la criminalidad femenina, a la conciencia adquirida por los ejecutores de la pena con respecto al costo social que acarrea la patología social, entre otros. Estos acontecimientos conducen a una nueva concepción de la criminalidad al  dándosele importancia en un grado mayor con respecto al pasado a las mujeres.

Para este período (1980) según el Departamento de Estadísticas Judiciales del Poder Judicial,  las mujeres condenadas en los Tribunales y Juzgados Penales en Costa Rica representaban una cifra muy por debajo de la de los hombres, de un total de 4 818 condenados, 4 396 correspondía a hombres y solo 422 a mujeres, estas últimas en su mayoría condenadas por delitos como: contra la vida (181), infracción a la Ley General del Consumidor (48), contra la propiedad (44), contra el honor (18); siguiéndoles delitos  contra la libertad, contra el ámbito de intimidad, contra la autoridad pública, contra la administración de justicia, contra el físico y de infracción a Ley Forestal, éstos en un menor grado.

Para estos años, la edad promedio de estas mujeres estaba por debajo de los 30 años, siendo las edades más comunes entre 21 y 25 años, en donde se registraba, que en comparación a los hombres, estos tendían a ser más jóvenes.


En un estudio realizado por el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para el Desarrollo (ILANUD) se muestra como para finales de los setenta e inicio de los ochenta “el 6% del total de la población penal estaba constituido por mujeres...la mayoría de ellas eran adultas. En total con la población penal, el sector femenino ha venido disminuyendo en los últimos años. Sin embargo, esto podría ser un indicador de que la población penal masculina se ha ido incrementado con mayor rapidez y que no ha habido una disminución real del sector femenino” (ILANUD, 1980:35) 

La criminalidad femenina ha modificado el tipo de delito e incrementado la cantidad de los mismos,  llegando a ser más severos en los últimos años, a la vez, ingresan mujeres cada vez más jóvenes con un record fuerte en actividades delictivas y en condiciones deplorables, al ser el consumo de drogas más frecuente que en años pasados. Las mujeres reclusas del Buen Pastor para estos años era un grupo de escasos recursos económicos, en su mayoría se dedicaban a brindar servicios domésticos o simplemente eran indigentes.

Para 1988, surge una propuesta de Diagnóstico con respecto al área técnica del Sistema Penitenciario Nacional, y como consecuencia, se inicia una serie de Seminarios de Evaluación de las diferentes disciplinas en los cuales se diagnosticó la realidad penitenciaria, la cual es  catalogada como una situación en crisis. 

“Existe un resquebrajamiento en el modelo de Tratamiento específicamente sobre los cuestionamientos de concebir a la cárcel como espacio resocializador; por que no se puede pretender resocializar, o adaptar a un delincuente concibiéndolo aislado de la sociedad de donde proviene, o peor aún, concibiendo a éste como una identidad perfecta (Centro Penal) De manera que si se pensara en términos de adaptar al hombre preso a nuestra sociedad históricamente conformada, solo estaríamos contribuyendo a acentuar su marginación”(Briceño, 1990: 12)

Esta situación en crisis sigue en aumento al igual que la problemática del sistema penitenciario en Costa Rica al ser el país con más presos(as) sin condena en Centroamérica; uniéndosele a esto la ineficiente e insalubre infraestructura que niega condiciones mínimas de vida, al alojar tantos presos (as) y que a la vez provoca el hacinamiento en nuestras cárceles. De igual manera se analiza la situación con respecto a la  violación a los derechos humanos a los que se enfrentan  los y las privados(as) de libertad y la poca eficacia del sistema penal con respecto a la recuperación y reinserción del preso(a) dentro de la sociedad.

Así mismo debido a la sobrepoblación que se vive en las cárceles y en especial, dentro del Buen Pastor y la Penitenciaría Central la Reforma en San Sebastián, se han generado actos de violencia producto, igualmente, de las malas condiciones que han desembocado en la desacreditación y desprestigio del Sistema de Justicia Penal. Además, se mutila la dignidad humana del recluso, al darse, por ejemplo, problemas sanitarios que provocan enfermedades mentales y físicas, solución de la violencia interna con más violencia, lo que no permite la disminución de las conductas delictivas; a la vez,  no se concibe una política social que brinde la posibilidad de una amplitud en la implementación  del  nivel  Semi - Institucional, sino que solo se percibe como solución al sistema tradicional cerrado (institucional).

Con respecto a lo anterior, Jaime Martínez Ventura amplia el tema de la problemática carcelaria. Según su abordaje teórico sobre “Los problemas penitenciarios y las alternativas de solución”, el cual se refiere al  papel del Estado como una expresión de la violencia del poder, al privar a las personas de sus derechos. Este autor nos explica cómo la cárcel cumple una función “resocializadora” pero que, sin embargo, esta institución se ha valido de su poder legitimado para castigar en vez de rehabilitar, así concluye que  no se puede enseñar a vivir en libertad mediante el encierro. Por otra parte, asegura que el Sistema Penitenciario se ha aferrado al nivel Institucional, dejando de lado la alternativa del nivel Semi-Institucional.


Consecuentemente, Martínez Ventura se refiere a la Política Criminal -encargada de elaborar estrategias, mecanismos, métodos, etcétera, que deben utilizarse para enfrentar la delincuencia- que junto al Derecho Penal, la Criminología, la Sociología, la Estadística, entre muchas otros, han utilizado la cárcel como un instrumento coercitivo mas no educativo; lo que acentúa la problemática del Sistema Penal. 

Debido a la problemática descrita anteriormente, surgen dos alternativas de solución, las cuales consisten en dos vertientes opuestas:

“Por una parte surge una POSICIÓN AUTORITARIA que consiste en la negación de los fines constitucionales de la pena y propone un regreso al uso de la cárcel como castigo, como simple fortaleza de seguridad y de aislamiento. Esta posición no tiene fundamento en un Estado democrático de derecho, por que contradice sus principios fundamentales... Y por otra parte una POSICIÓN DEMOCRÁTICA HUMANISTA que enfatiza el problema del deterioro en la persona que produce el encarcelamiento, por lo que sus propuestas van encaminadas a producir un radical cambio en la concepción del uso de la cárcel y principalmente a sustituir la pena de prisión lo más que s pueda y establecer un tratamiento humanitario en los casos en que la prisión no se puede evitar, todo con apego y respeto al Estado de Derecho” (Martínez, s.f.e: 9)
Por ende, se aboga por un enfoque que se centre en la “cuestión social” y humanitaria y no sobre la individualidad del delincuente y el autoritarismo; ya que estos son los mecanismos sociales que constituyen las conductas dañinas.

Para Urtubia Martínez (1968), quien realizó un estudio con 120 mujeres madres reclusas, ya se hacía notoria la necesidad de un enfoque o política capaz de retomar los posibles determinantes o factores que inciden en las conductas delictivas. Esta autora utiliza el concepto de “condiciones climáticas de las regiones”, para referirse a condicionantes como la educación, la situación económica y moral, la edad, el lugar de origen, las costumbres y el cuido materno en la gestación. Ante el proceso de investigación se llega a las siguientes conclusiones:

1. Las condiciones climáticas, lugar de origen y costumbres si influyen en la tipificación de los delitos.

2. El nivel educativo de las internas es mínimo, factor que es tomado en relación directa con la conducta observada.

3. Como consecuencia de lo anterior su nivel económico es de igual manera mínimo, casi miserable.

4. La edad más frecuente de las mujeres reclusas oscila entre 18 y 38 años.

5. Estas mujeres carecen casi en su totalidad de su conocimiento sobre los cuidados de sus hijos(as) desde la gestación.

6. Los niños(as) desde su periodo de gestación hasta los 11 años viven en la correccional con sus madres contando con una pésima educación.

7. La correccional no cuenta ni con medios materiales ni humanos para atender a tantas internas. 

8. Las internas que salen en libertad enfrentan una difícil situación al insertarse de nuevo a la sociedad, más aun si cumplieron una larga condena.

9. Los servicios sociales no funcionan eficaz ni eficientemente.

A la vez Haydee y Oliva (1976), analizan los factores y las causas de la delincuencia desde una perspectiva social, económica, política y educativa, en donde se vislumbra que los factores que inciden en mayor medida en conductas delictivas son los económicos y sociales, no obstante, se aclara que la población femenina es la que delinque en menor frecuencia y con crímenes en menor grado.  Sin embargo dentro de los crímenes más frecuentes para esa época en que inciden las mujeres se encuentran los que se dan en contra del patrimonio, más específicamente en robo y hurto, tráfico de drogas y delitos contra la salud pública. Seguidamente, los autores plantean tres supuestos:

1. El hogar y la familia son factores decisivos en la formación del individuo y como consecuencia de una mala orientación adquieren características inigualables como factores predisponibles de la delincuencia femenina.

2. La delincuencia es producto de factores hereditarios y ambientales (culturales) que predisponen al individuo y en los que adquiere mayor importancia el factor económico, pues de él se generan los demás aspectos como es la falta de educación e instrucción.

3. Algunos programas de televisión, de cine y publicaciones escritas, por su gran poder de influencia contribuyen a aumentar la delincuencia y la crisis de valores morales.

Por ende, se ha buscado contribuir a una mejora en las condiciones en que viven y se desarrollan las mujeres dentro del sistema penitenciario, que desde hace muchos años atrás y han contado con poca colaboración por parte de los directores y empleados. Esto se refleja en el Taller impartido por Fernando Coto (1989, denominado “El taller de ritmos y expresiones corporales del Buen Pastor un ensayo de elevación de Autoestima en mujeres reclusas “, en donde se pretendía poner en práctica un modelo terapéutico dentro del Buen Pastor para analizar la creatividad y la conciencia crítica hacia la reinserción social. El autor recalca el aporte de las  consideraciones teóricas, acerca del proceso de criminalización y estigmatización social de que son víctimas las mujeres reclusas.

Coto plantea que las reclusas al delinquir hacen evidente un conflicto que pudo ser evitado por medio de la prevención especial penal. Los resultados de este taller son principalmente la aparición de habilidades y talentos determinándose roles productivos y la valoración de la interna como ser humano.  


Dentro del taller también se realza la responsabilidad que debe tener el Estado, ya que al sacar y aislar a las mujeres de la sociedad, éste debe proveer las condiciones  y mecanismos necesarios para que éstas se reintegren dentro de la sociedad. Dado que dentro de las cárceles, según Coto, solo se promueve el fracaso, por lo tanto, recalca la importancia de fomentar y legitimar el  Nivel  Semi - Institucional,  ya que para él, este si toma en cuenta a un ser humano con integridad. 

Por otra parte, Carvajal (1992) realiza su labor en el Centro Institucional de la Reforma en los meses de marzo a octubre de ese año, enfocándose hacia el tema del “Trabajo en el sistema carcelario penal” y se cuestiona si éste tiene un valor rehabilitador para el privado de libertad o si más bien es una manera de canalizar la agresividad.  Además se cuestiona sobre la capacidad del recluso para optar por un oficio al obtener de nuevo su libertad y si el trabajo es tomado dentro del centro como un mecanismo contra el ocio más que como un medio de posible reinserción. Este estudio no toma en cuenta a las mujeres privadas de libertad. 

A grandes rasgos para Sánchez (1993), el proceso de desinstitucionalización al que busca abrirse el sistema penal y penitenciario se enfrenta a una serie de posibilidades y obstáculos sociales e institucionales; sin embargo constituye una medida efectiva, eficaz, preventiva, humanizante, con el que se enfrenta el fenómeno de la delincuencia, ya que éste no ha podido ser rehabilitado dentro del sistema institucional, que además de ser costoso constituye una respuesta social y jurídica.

Uno de los propósitos de la desinstitucionalización es el buscar reducir el número de reclusos dentro de las cárceles, para así ofrecer medidas alternativas ante lo tradicional, que logren la rehabilitación o readaptación del delincuente en la sociedad. Según lo establecido por las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Ley de Adaptación Social, se debe evitar el aumento de reclusos en el centro penitenciario de la Reforma, por lo tanto, no se debe segregar o separar al recluso del ambiente social procurando que su inclusión a la sociedad sea más fácil.

Mora y Vargas (1993) concuerdan con lo anterior, ya que ambos se centran en las condiciones de vida de las mujeres privadas de libertad y cómo esas condiciones producen cambios en el modo de vida de las reclusas, su estudio lo llevan a cabo en el Centro de Atención Semi - Institucional para la Mujer (CASIM).


En dicho trabajo se trata la incertidumbre, la culpa y el temor que sienten las mujeres al entrar en estos centros, y cómo estos sentimientos producen efectos en ellas, tales como depresión y  utilización de drogas, sin dejar de lado, la existencia de una  posibilidad de que algunas  logren darle un cambio positivo a sus vidas.

Por otra parte, este estudio retoma el tema de la reinserción a la familia y a la sociedad, ámbitos donde se encuentra en la mayoría de los casos el rechazo,  siendo éste uno de los motivos para delinquir de nuevo.  Por otro lado, se asegura que el Centro Semi-institucional para la mujer pretende prevenir la reincidencia en el delito, ya que este fortalece las relaciones de apoyo por parte de la familia, la comunidad y la sociedad.

Por otra parte, Artavia y otros (1986) plantean en primer lugar, un nuevo enfoque para el estudio de las prisiones, favoreciendo la disminución del uso de la cárcel, en segundo lugar efectúa un análisis histórico - critico a partir de factores económicos - estructurales y socio - políticos, para describir de esta forma los cambios que se han experimentado en el área penitenciaria. En tercer lugar, da a  conocer los principales problemas y limitaciones que presenta el Sistema Penitenciario, así como analizar si es funcional o no el aparato administrativo Penitenciario.  

Como  resultado de los planteamientos anteriores, se llega a la conclusión en primer lugar de que el sistema penitenciario debe abandonar las corrientes positivistas, construccionistas sociales y fenomenológicas, para que se inicie una búsqueda de una filosofía critica del sistema legal, siendo uno de los retos más grandes de la criminología, la eliminación de la cárcel como instrumento de control social, ya que este aspecto lleva implícito polémicas, tales como la criminalización - descriminalización, el papel de los medios de comunicación en la reproducción de los estereotipos tradicionales del delincuente, de la critica a los modelos individualistas y sociales del criminal como una enfermedad.  

Es así que el desarrollo de una Criminología Critica enfocada hacia la Institución Carcelaria como parte integral a la sociedad, debe darse a través de un análisis, en primer instancia, económico, social y político en el que se propicie una perspectiva de la Criminología Crítica, aspecto central en el desarrollo de la penología con el fin de evitar posturas positivistas propias de los discursos tradicionalistas, característico de los años 70 y 80 y aún presentes en nuestro país.
2. ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS DE CARÁCTER EMPÍRICO

2.1 Reseña poblacional penitenciaria 1994-2006 

Las reformas al Código Penal y Código Procesal Penal implementados desde 1994 marcan una tendencia hacia el endurecimiento penal dentro del síndrome de la inseguridad ciudadana, provocando que la ejecución penal se oriente a la institucionalización por medio de la ejecución de altas condenas (50 años como pena máxima).  Por otro lado, el nivel de la no institucionalización busca el establecimiento de sanciones alternativas a la institucionalización, por lo que tal sector no es considerado como población penitenciaria sino como aquella atendida por la Dirección General de Adaptación Social. Las tendencias sociales y penales han restringido el crecimiento del nivel semi institucional y la desinstitucionalización, obstaculizando el ingreso de privados (as) de libertad.

Como podemos observar en el cuadro 1, la población institucional (sobrepoblación) ha aumentado de forma constante desde 1994 al 2006, donde el 2002 representa el año con el mayor incremento poblacional y para el año en curso el promedio de privadas (os) de libertad por año es de 5407; sin embargo, el crecimiento del nivel semi-institucional en los últimos 12 años no ha sido tan persistente, es así que esta subpoblación en este periodo se ha promediado en 705.8  privada de libertad. Esto permite corroborar que el sistema penal privilegia el uso del nivel cerrado como primera alternativa para castigar sancionar a quienes delinquen. (Cuadro 2)
Cuadro1

Evolución de la Población Penitenciaria por Niveles de Atención, según promedios del mes de enero de cada año Junio 1994 - Enero 2004.

	Nivel
	6-94
	1-95
	1-96
	1-97
	1-98
	1-99
	1-00
	1-01
	1-02
	1-03
	1-04
	1-05
	1-06
	Prom

	Institucional
	2709
	2885
	3779
	4639
	4955
	5305
	5327
	5662
	6448
	6703
	6864
	7425
	7599
	5407

	Semi Institucional
	343
	384
	307
	379
	386
	667
	801
	1056
	870
	1043
	1255
	907
	778
	705.8

	Comunidad
	636
	586
	474
	402
	383
	173
	442
	350
	571
	603
	659
	763
	3599
	741.6

	Penal Juvenil


	-
	-
	109
	44
	31
	44
	25
	23
	27
	40
	16
	102
	558
	92.6

	Total
	3688
	3855
	4669
	5464
	5755
	6189
	6595
	7091
	7916
	8389
	8794
	9197
	12890
	


Fuente: elaboración propia a partir de datos obtenidos en Artavia Cubero, P. “Desinstitucionalización Carcelaria: Evolución reciente, tendencias y políticas actuales”(2003). Resumen estadístico sobre población penitenciaria, (2004) Anuario Estadístico (2005) y Informe Mensual de la Población Atendida por la Dirección General de Adaptación Social. Agosto (2006) del Ministerio de Justicia, Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Departamento de Investigaciones y Estadística, San José, Costa Rica.

Cuadro 2

Población Atendida por la D.G.A.S.

 Según Niveles de Atención

Enero Agosto 2006

	Nivel de Atención 
	Enero 
	Febrero 
	Marzo 
	Abril 
	Mayo 
	Junio 
	Julio
	Agosto 
	Prom.

	Institucional 
	7599
	7605
	7627
	7712
	7744
	7737
	7782
	7842
	7706

	Semi -Institucional
	778
	758
	714
	681
	670
	660
	632
	623
	689.5

	Comunidad
	3955
	3956
	3995
	3986
	3983
	4039
	4051
	4099
	4008

	Penal Juvenil 
	558
	544
	576
	586
	571
	551
	550
	556
	561.5

	Total 
	12890
	12863
	12912
	12965
	12968
	12987
	13015
	13120
	


Fuente: Informe Mensual de la Población Atendida por la Dirección General de Adaptación Social. Agosto (2006) del Ministerio de Justicia, Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Departamento de Investigaciones y Estadística, San José, Costa Rica.

Para agosto del 2006 la población sentenciada que estaba en el nivel semi institucional correspondió a un 8.5% a diferencia del nivel institucional, tal como se presenta en el cuadro 3, representó el 80.7% de un total de 7327 privados y privadas de libertad, de los cuales 6720 son varones distribuidos entre los cuatro diferentes niveles de atención de la siguiente manera: 81.7% en el nivel institucional, 8% del semi institucional, 9.4% de comunidad y 1% de penal juvenil. En lo concerniente a la población femenina se encuentra un total de 607 mujeres de las cuales el 70% (425 privadas de libertad) en el nivel institucional, 14.25% (88 privadas de libertad) están en el Semi-Institucional, 14.2 % (86 privadas de libertad) en comunidad y 1.3% (8 privadas de libertad ) en penal juvenil.

Cuadro 3

Población Sentenciada Atendida por la D.G.A.S 

Según Niveles de Atención, por sexo 

Población al 31 de Agosto del 2006

	Nivel de Atención 
	Masculino Absoluto         %
	Femenino Absoluto        %
	Total  Absoluto        %

	Institucional 
	5487
	81.7
	425
	70.0
	5912
	80.7

	Semi Institucional 
	538
	8.0
	88
	14.25
	623
	8.5

	Comunidad
	623
	9.4
	86
	14.2
	718
	9.79

	Penal Juvenil 
	66
	1.0
	8
	1.3
	74
	1.0

	Total 
	6720
	100.0
	607
	100.0
	7327
	100


Fuente: Informe Mensual de la Población Atendida por la Dirección General de Adaptación Social. Agosto (2006) del Ministerio de Justicia, Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Departamento de Investigaciones y Estadística, San José, Costa Rica.

La ubicación de la población femenina sentenciada del nivel institucional (Cuadro 4)  se da en 3 diferentes centros, siendo el Centro de Atención Institucional (CAI) el Buen Pastor el  único centro exclusivo para la atención de las mujeres albergando a 402 de ellas, mientras el CAI Liberia atiende a 13 privadas de libertad seguido por el CAI de Pérez Zeledón que atiende solo a 10 mujeres. 

Por su parte, la población femenina del nivel semi institucional se ubica principalmente en Guadalupe donde se alberga a 51 mujeres, en el Centro de Atención Semi Institucional (CASI) Puntarenas se atienden a 9 mujeres seguido de CASI San Ramón y CASI Liberia con 7 mujeres respectivamente, y el resto se encuentra en Pérez Zeledón, Cartago, San Agustín  y Limón. (Cuadro 5)

Cuadro 4

Población Femenina Atendida en el Nivel Institucional

Según centro, por condición jurídica

Población al 31 de Agosto del 2006

	Nivel de Atención
	Sentenciadas
	Indiciadas
	Pensión Alimenticia
	Total

	CAI Buen Pastor
	402
	118
	2
	522

	CAI Pérez Zeledón
	10
	0
	0
	10

	CAI Liberia
	13
	0
	0
	13

	Total
	425
	0
	0
	545


Fuente: Elaboración propia a partir de: Informe Mensual de la Población Atendida por la Dirección General de Adaptación Social. Agosto (2006) del Ministerio de Justicia, Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Departamento de Investigaciones y Estadística, San José, Costa Rica.
Cuadro 5

Población Penitenciaria del Nivel Semi Institucional

Según Centro de Atención, por sexo. 

Población al 31 de Agosto del 2006

	Centro 
	Masculino Absoluto           %
	Femenino Absoluto      %     
	Total Absoluto      %           

	CASI San José (Guadalupe)
	184
	30
	0
	0
	184
	30

	CASI Mujeres (Guadalupe)
	0
	0
	51
	8
	51
	8

	CASI Pérez Zeledón (Palmares)
	28
	4
	5
	1
	33
	5

	CASI San Ramón (centro)
	28
	4
	7
	1
	35
	6

	CASI Cartago (centro)
	26
	4
	4
	1
	30
	5

	CASI San Agustín (centro)
	93
	15
	1
	0
	94
	15

	CASI San Luis (Santo Domingo)
	54
	9
	0
	0
	54
	9

	CASI Nicoya (Río Grande )
	32
	5
	0
	0
	32
	5

	CASI Liberia (centro)
	0
	1
	7
	1
	16
	3

	CASI Puntarenas (El Roble)
	49
	8
	9
	1
	58
	9

	CASI Limón (Sandoval)
	32
	5
	4
	1
	36
	6

	Total
	535
	86
	88
	14
	623
	100


Fuente: Informe Mensual de la Población Atendida por la Dirección General de Adaptación Social. Agosto (2006) del Ministerio de Justicia, Dirección General de Adaptación Social, Instituto Nacional de Criminología, Departamento de Investigaciones y Estadística, San José, Costa Rica.

2.2 Reseña poblacional del Centro de Atención Institucional Buen Pastor (CAI Buen Pastor)

Para un análisis más reciente y certero de las mujeres atendidas dentro del nivel institucional recurriremos a los últimos datos brindados por el Departamento de Investigación y Estadística del Ministerio de Justicia y Gracia del 2005, el cual se realizó en el marco de formulación del Programa de Atención a las Mujeres del Sistema Penitenciario costarricense. 

En este estudio se seleccionaron a 113 mujeres de las cuales 101 son mujeres sentenciadas y 12 beneficiadas con la suspensión del proceso a prueba; 73 ubicadas en el Nivel Institucional, que corresponden a 57 casos de CAI Buen Pastor y 16 del CAI Liberia, 15 del Nivel Semi Institucional San José y 25 del Nivel de Atención en Comunidad San José.

El mayor porcentaje de mujeres se ubica dentro del rango de edad de 33 a 37 años y de 43 a  47 años (18% en cada uno de los grupos), seguidamente el 16% de las mujeres se ubica dentro del rango de 38 a 42 años y un 14% en el de 23 a 27 años (Cuadro 6). 

Seguidamente se presenta el cuadro 7 en donde se muestra que el mayor porcentaje de mujeres es de procedencia costarricense (un 82% exactamente), seguidos de países como Nicaragua con un 6%, Colombia y Estados Unidos con un 3%.

Cuadro 6

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario

Según grupo de edad.  Mayo 2005.

	Grupos de edad
	Absoluta
	Relativa

	18 a 22
	4
	4

	23 a 27
	16
	14

	28 a 32
	12
	11

	33 a 37
	20
	18

	38 a 42
	18
	16

	43 a 47
	20
	18

	48 a 52
	14
	12

	53  a 57
	4
	4

	58 a 62
	2
	2

	63 y más
	1
	1

	No indicada
	2
	2

	Total
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Cuadro 7

Muestra de mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según país de procedencia. Mayo 2005

	País Procedencia
	Absoluto 
	Relativo

	Costa Rica
	93
	82

	Nicaragua
	7
	6

	Colombia
	3
	3

	Estados Unidos
	3
	3

	El Salvador
	2
	2

	Bolivia
	1
	1

	Holanda
	2
	2

	Alemania
	1
	1

	Inglaterra
	1
	1

	Total 
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Se puede observar (Cuadro 8) que la mitad de la población reside en la provincia de San José, realidad muy presente dentro del sistema penitenciario a pesar de las particularidades descritas dentro de los criterios de selección de la muestra, seguidamente las provincias de Guanacaste y Puntarenas representan el 12% cada una del total de mujeres privadas de libertad, en tercer lugar se ubica la provincia de Alajuela con un 8%, seguido por Limón con un 7%, para que finalmente el 6% este conformado por mujeres que no residían dentro de nuestro país al momento de la detención. 

Cuadro 8

Muestra de mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según provincia de residencia. Mayo 2005

	Provincia de Procedencia
	Absoluto 
	Relativo

	San José
	56
	50

	Alajuela
	9
	8

	Heredia
	4
	4

	Guanacaste
	14
	12

	Puntarenas
	13
	12

	Limón
	8
	7

	Fuera de Costa Rica
	7
	6

	Total 
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Las principales variantes en lo referente a la situación civil de la población en estudio nos presenta que el 43% están solteras, seguido por el 19% casadas, el 14% en unión libre, el 12% divorciadas, , 8% separadas y 4% viudas (Cuadro 9). 

Como factor alarmante dentro de esta población es la escasa preparación o baja escolaridad (Cuadro 10), dado que el 15% solo cuenta con la primaria completa, el 4 % con la secundaria completa. Este factor como es sabido se encuentra estrechamente relacionado con el acceso al empleo o actividad económica (cuadro 11) donde se muestra que el 54% de las mujeres se reportan como amas de casa,  el 23% restante de las mujeres manifiestan que se dedican a diversas actividades distribuidas de la siguiente manera: tres comerciantes, tres enfermeras, una asistente administrativa, una estudiante, una artesana, una operaria de fábrica de atún, una bartender, una ayudante de cocina, una salonera, una empacadora, una dependiente, una diseñadora de floristería en hotel, una oficinista, dos recepcionistas, una asistente legal, una informática, una trabajadora en confección bolsas, una trabajadora en estética y 4 mujeres para las que no se indica el tipo de empleo. Un 14% de las mujeres reporta tener un trabajo por cuenta propia, en los cuales se detallan las siguientes actividades: Costurera 4, comerciante 3, propietaria soda 1, estilista 1, agricultora 1, ventas de ropa y comida 1, venta comida 1, vendedora  de chances 1, niñera 1 y en dos casos no se conoce el tipo de trabajo.

Cuadro 9

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario

Según estado civil. Mayo 2005

	Estado civil
	Frecuencia

	
	Absoluta
	Relativa

	Solteras
	49
	43

	Casadas
	21
	19

	Divorciada
	13
	12

	Unión Libre
	16
	14

	Separada
	9
	8

	Viudas
	5
	4

	Total
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Cuadro 10

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según Nivel Educativo. Mayo 2005

	Nivel educativo
	Absoluto 
	Relativo

	Analfabeta
	6
	5

	Primaria incompleta
	39
	35

	Primaria completa
	17
	15

	Secundaria incompleta
	31
	27

	Secundaria completa
	5
	4

	Universitaria incompleta
	8
	7

	Universitaria completa
	4
	4

	No indica
	3
	3

	Total
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Cuadro 11

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según Condición de Actividad. Mayo 2005

	Nivel educativo
	Absoluto 
	Relativo

	Desempleada
	3
	3

	Pensionada
	1
	1

	Ama de casa
	61
	54

	Servidora doméstica
	5
	4

	Trab. Cta. Propia
	16
	14

	Otro tipo empleo 
	26
	23

	No indica
	1
	1

	Total
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

En lo relacionado a la condición de la jefatura de hogar solo se tienen datos de 53 mujeres, el 19% se establecen como las jefas de hogar,  mientras que el 34% no tienen esa condición (Cuadro12).

En lo concerniente a la condición de maternidad (Cuadro 13), el porcentaje más elevado lo conforman las mujeres que reportan tener hijos o hijas menores de edad en un 42%, seguido por el 25% donde sus hijos o hijas son menores y mayores de edad y el 12% donde ya son mayores de edad. La distribución de las mujeres madres de niños o niñas menores de edad dentro del nivel institucional según edad de la madre (Cuadro 14) indica que el 26% se ubica dentro del grupo etario de 33 a 37 años, seguido por madres de 23 a 27 con un 24% y el grupo de 38 a 42 con el 17% de la población femenina. 

Cuadro 12

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según Jefatura de Hogar. Mayo 2005

	Nivel educativo
	Absoluto 
	Relativo

	Jefa de hogar
	22
	19

	Sin jefatura de hogar
	38
	34

	No indica
	53
	47

	Total
	113
	100


Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

	Cuadro 13

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según Condición de Maternidad y Grupo etario de los Hijos (as)

Mayo 2005

Nivel educativo

Absoluto 

Relativo

No tiene hijos (as)

6

8

No indica si tiene hijos (as)

1

1

Hijos (as) fallecidos (as)

1

1

Con hijos (as) pero se ignora la edad

7

10

Con hijos (as) menores de edad

31

42

Con hijos (as) mayores de edad

9

12

Con hijos (as) menores  y mayores de edad

18

25

Total

73

100



	Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Cuadro 14

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según grupo de edad de la madre por número de hijos (as) menores de edad

Mayo 2005



	Grupo de edad de la madre

Número de hijos (as) menores de edad

       Absoluto                 Relativo

18-22

2

4

23-27

11

24

28-32

6

13

33-37

12

26

38-42

8

17

43-47

5

11

48-52

1

2

53-57

1

2

Total

46

100



	Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005



	Si se consideran dentro de las variables en estudio el tipo de delito por el cual las mujeres están sujetas al sistema penitenciario podemos observar que predominan  aquellas que cometieron delitos contra la ley de psicotrópicos en un 65%, seguido por un 12% de mujeres con delitos contra la vida y un 8% contra la propiedad, es importante rescatar la relevancia  de esta variable que aunada a la pobreza, baja escolaridad, actividad económica y otros aspectos que procederemos a explicar nos permiten visualizar las principales particularidades o características poblacionales. (cuadro 15)  

En lo referente a la existencia de otra persona involucrada en la ejecución del delito en el 24% de los casos no fue posible identificar si hubo o no persona(s) involucrada(s). Asimismo, el 35% manifestó que no existió o existieron personas implicadas, sin embargo, el 42% de las mujeres privadas de libertad han indicado la existencia de otra persona involucrada en el delito; en donde el 15% indica la no existencia de una relación personal con la privada de libertad.


De las 47 mujeres que manifestaron que hubo otra(s) persona(s) involucradas, 25 de ellas fueron aprendidas por violación a la ley de psicotrópicos (cuadro 17), en donde según el tipo de relación referida el 52% de las mujeres indica que con la otra persona involucrada existía una relación de pareja y en un 28% de los casos la persona involucrada es otro familiar.


Finalizando este apartado la presente muestra evidencia que el 34% de las mujeres dentro del nivel institucional no han realizado ninguna solicitud de visita conyugal, no obstante el 33% de las mujeres tienen visita conyugal ya sea que reciben a su pareja en el centro (22%), o bien se trasladan a un centro penal de hombres (11%).  Un 26% de los casos pidió la suspensión de la visita conyugal, a un 5% le fue denegada y un 1% fue su pareja la que decidió suspenderla.

Cuadro 15

Muestra de Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según Clase de Delito

Mayo 2005

Clase de delito

Absoluto 

Relativo

Contra la vida

13

12

Delitos sexuales

4

4

Contra la propiedad

9

8

C. Buena fe Negoc

1

1

Contra la autoridad

3

3

Contra la fe pública

8

7

Contra la Ley de Psicotrópicos 

74

65

No indica

1

1

Total

113

100



	Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Cuadro 16

Mujeres a cargo del Sistema Penitenciario 

Según la existencia de otra persona involucrada en la comisión del delito.

Mayo 2005

Existencia otro (a) persona involucrada

Número de mujeres

Absoluto 

Relativo

No hay otra persona involucrada

39

35

Otro (a) involucrado sin relación. Pers.

17

15

Otro (a) involucrado con relación. Pers.

30

27

No indica información 

27

24

Total

113

100

Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005



	Cuadro 17

Mujeres con delitos de psicotrópicos en que hubo otro (a) involucrado (a) 

Según relación con involucrado (a) 

Mayo 2005

Existencia otro (a) persona involucrada

Número de mujeres

Absoluto 

Relativo

Involucrado (a) es pareja 

13

52

Involucrado (a) es otro familiar

7

28

Involucrado (a) es amigo (a).

2

8

No indica relación con involucrado

3

12

Total

25

100

Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

Cuadro 18

Muestra de Mujeres del nivel Institucional  

Según gestión en visita conyugal 

Mayo 2005

Gestión Visita Conyugal

Número de mujeres

Absoluto        Relativo                       

No ha solicitado visita

25

34

Solicito suspender visita

13

26

No se le aprobó visita

4

5

Visita centro hombres

8

11

Recibe visita en centro 

16

22

Pareja suspende visita

1

1

Total 

73

100

Fuente: Informe sobre las características de la mujer a cargo del sistema penitenciario costarricense. Mayo 2005. .Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP). Dic 2005

2.3. Reseña poblacional del Centro de Atención Semi-Institucional para la mujer (CASIM)

Con el fin de explicar las características de esta población debemos recurrir a los datos del 2002, ya que no se ha efectuado estudios sociodemográficos posteriores a este año que nos permita realizar un análisis más actualizado.  Por lo tanto la población semi institucional a enero del 2002 alcanzó un promedio de 870 Privados (as) de libertad (cuadro 1), en donde 92 corresponden a mujeres pertenecientes al CASIM, población que para octubre de ese año cuenta con 106 Privados (as) de libertad (todas sentenciadas) con las siguientes características:  el 22% se encuentran dentro de un rango de edad de 38 a 42 años (cuadro 19), un 55% son solteras, un 23% casadas (cuadro 20) y un 71%  residen en la provincia de San José (cuadro 21)

Cuadro 19

Distribución absoluta y relativa de la población

Según grupo de edad.  2002.

Grupos de edad

Absoluta

Relativa

18 a 22

3

3

23 a 27

13

12

28 a 32

13

12

33 a 37

13

12

38 a 42

23

22

43 a 47

16

15

48 a 52

15

14

53  a 57

1

1

58 a 62

0

0

63 a 67

4

4

No indicada

5

5

Total

106

100

Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) pg. 10.

Cuadro20

Distribución absoluta y relativa de la población

Según estado civil / conyugal.  2002

Estado civil 

Frecuencia

Absoluta

Relativa

Solteras

58

55

Casadas

24

23

Unión libre

11

10

Separadas

8

7

Divorciados

3

3

Viudas

2

2

Total

106
100
 Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) pg. 11.
Cuadro 21

Distribución de la Población Penitenciaria

Según lugar de Residencial

Lugar de residencia

(provincias y cantones)

Frecuencia

Absoluta

Relativa

San José

77

71

Central

34

32

Alajuelita

6

5

Desamparados

11

10

Tibás

6

5

Escazú

1

1

Goicoechea

10

9

Coronado

2

2

Curridabat

1

1

Aserrí

2

2

Moravia

1

1

Montes de Oca

2

2

Pérez Zeledón

1

1

Alajuela

2

2

Central

2

2

Cartago

9

8

Central

1

1

La Unión

7

6

Turrialba

1

1

Heredia

4

4

Central

2

2

San Pablo

1

1

San Isidro

1

1

Guanacaste

4

4

Liberia

2

2

Nicoya

1

1

La Cruz

1

1

Puntarenas

4

4

Corredores

2

2

Aguirre

1

1

Osa

1

1

Limón

4

4

Central

3

3

Pococí

1

1

Sin domicilio fijo

2

2

TOTAL

106

100

Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) pg. 14.

Con respecto a la nacionalidad, el 89% de esta población es costarricense, seguida de un 9% de nacionalidad nicaragüense, una hondureña y una dominicana.  

El 78% de las privadas de libertad manifestó que el último trabajo desempeñado en libertad fue el de servicios domésticos, un 13% laboraban en comercio; un 5% de costureras u operarias industriales y un 3% en servicios profesionales o técnicos (cuadro 22).

Cuadro 22

Distribución absoluta y relativa de la Población

Según Grupos ocupacionales y ocupación. 2002

Grupos ocupacionales y ocupaciones

Frecuencia

Absoluta

Relativa

Servicios

82

78

Oficios domésticos no remunerados

78

7478

74

74

Empleada doméstica

1

1

1

1

Salonera

1

1

1

1

Estudiante

1

1

1

1

Prostituta

1

1

Comerciantes y Vendedores

14

13

Comerciantes por mayor y por menor

12

11

Dependientes de tiendas

2

2

Construcción, mecánica, electricidad, textiles y confecciones

5

5

Costureras

3

3

Operadora de maquinaria industrial

1

1

Operadora de maquina textil

1

1

Profesionales y técnicos

3

3

Profesora de enseñanza secundaria

1

1

Diseñadora

1

1

Fotógrafa

1

1

Administrativos del Estado y actividad privada

1

1

Secretaria ejecutiva

1

1

Conducción, Manejo y control medios de transporte

1

1

Chofer de autobus y microbus

1

1

Total

106

100

Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) p 15.
El nivel de escolaridad de esta población está conformado por un 4% sin escolaridad; un 22% primaria incompleta; 35% primaria completa y 37% secundaria incompleta entre otros (cuadro 23).  

Según la distribución de mujeres por el tipo de delito, nos muestra que estas son sentenciadas en un  79% por algún tipo de delito contra la Ley de Psicotrópicos, siguiendo un 15% por delitos contra la propiedad; un 3% por delitos contra la vida, entre otros (cuadro 24).  De esta población de 106 mujeres, 102 provienen del Centro del Buen Pastor y 4 de distintos centro semi institucionales (cuadro25). 

Cuadro 23

Distribución absoluta y relativa de la Población

Según escolaridad 2002

Escolaridad

Frecuencia

Absoluta

Relativa

Sin escolaridad

4

4

Primaria incompleta

22

21

Primaria completa

35

33

Secundaria incompleta

37

35

Secundaria completa

5

4

Universitaria incompleta

2

2

Universitaria completa

1

1

Total

106
100
Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) p 17

Cuadro 24

Distribución absoluta y relativa de la Población

Según clase y tipo de delito 2002

Clases y tipos de delito

Frecuencia

Absoluta

Relativa

Delitos contra la ley de psicotrópicos

84

79

Venta de drogas

23

21

Infracción Ley de Psicotrópicos

16

15

Tenencia de drogas

13

12

Posesión de drogas

9

8

Tráfico de drogas

6

5

Venta de cocaína

6

5

Almacenamiento de drogas

3

3

Almacenamiento de cocaína

2

2

Tenencia de marihuana

1

1

Tenencia de cocaína

1

1

Tráfico internacional de drogas

1

1

Suministro de drogas

1

1

Suministro de cocaína

1

1

Compra de drogas

1

1

Delitos contra la propiedad

16

15

Robo agravado

7

6

Hurto agravado

2

2

Estafa

3

3

Robo simple

1

1

Extorsión simple

1

1

Estelionato

1

1

Estafa mediante cheque

1

1

Delitos contra la vida

3

3

Homicidio calificado

2

2

Lesiones graves

1

1

Delitos contra la seguridad común
1

1

Incendio

1

1

Contra el ámbito de intimidad

1

1

Violación de domicilio

1

1

No indica

1

1

Total

106

100

Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) p 19.

Cuadro 25

Distribución absoluta y relativa de la población

Según lugar de procedencia. al 31 de octubre del 2002

Lugar de procedencia

Frecuencia

Absoluta

Relativa

Del CAI Buen Pastor

102

96

Del CASI Pérez Zeledón

1

1

Del CASI San Agustín

1

1

Del CASI Limón

1

1

De libertad

1

1

Total

106

100

Fuente: Ulate Barrantes Jacobo, (2002) Estudio sociodemográfico, jurídico e institucional de población penitenciaria: Centro de Atención Semi Institucional de Mujeres Datos al 31 de octubre del año 2002.  Ministerio de Justicia.  Dirección General de Adaptación Social Instituto Nacional de Criminología.  Departamento de Investigación; y Estadística, Sistema de Información Penitenciaria (SIP) p 24.

3. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN

Tanto hombres como mujeres nacen personas humanas igualmente diferentes y no pueden ser tratados en términos exclusivamente masculinos o femeninos. Sin embargo nuestra sociedad se ha encargado de “etiquetar” comportamientos como adecuados e inadecuados según su sexo, esto como producto de una cultura patriarcal que se instaura y fortalece mediante procesos de socialización que han ubicado a lo largo de la historia al hombre varón como el ente dominante o arquetipo a seguir dotándoles de todo el poder social, relegando a las mujeres a un lugar de subordinación y desigualdad social, económica, política y profesional.

Como producto de ésta dinámica social, las mujeres han vivido bajo la sombra de los hombres y han sido en la mayoría de los casos invisibilizadas. Esta situación se agrava cuando dentro de la población femenina existen algunas que deciden “romper” el esquema tradicional siendo señaladas y castigadas. Este es el caso de la mujeres privadas de libertad las cuales no solo deben lidiar con su condición de mujer sino con el estigma que acarrea ser una mujer delincuente. 

El estado al ser un órgano social cuya función se reduce al control social de múltiples maneras, no se ha escapado de ser teñido y hasta sumergido en la mayoría de los casos, por la cultura patriarcal, el androcentrismo y el poder que le vio nacer, por lo que nos cuestionamos cómo ha elaborado y ejecutado el Estado costarricense las políticas penitenciarias con respecto a la población femenina y si se ha contemplado las necesidades de las mujeres privadas de libertad dentro del proceso carcelario o si por el contrario ha minimizado la importancia de un trato igualitario pero diferenciad pues tanto hombres y mujeres se encuentran en igualdad condiciones y capacidades pero no siempre de oportunidades y necesidades. Para dar respuesta a esta interrogante hemos planteado los siguientes objetivos:

4. OBJETIVO GENERAL

Indagar si el Estado Costarricense ha elaborado y ejecutado políticas penitenciarias con perspectiva de género,  para  la población femenina privada de libertad perteneciente al nivel Semi-Institucional.
4.1 OBJETIVOS ESPECÍFICOS:

4.1.1 Caracterizar el desarrollo histórico- penitenciario costarricense,  para indagar el abordaje que se le ha dado a la criminalidad femenina y a los procesos carcelarios de las mujeres privadas de libertad.

	


4.1.2. Conocer la percepción que tienen las mujeres privadas de libertad y los (as) funcionarios (as) con respecto a las políticas penitenciarias nacionales para comprender como afectan las mismas, el proceso al que se enfrentan dichas mujeres
4.1.3. Analizar el contenido de las políticas penitenciarias nacionales para identificar si existe algún enfoque de género en ellas
4.1.4 Reflexionar a partir de los resultados obtenidos sobre la pertinencia de las políticas penitenciarias nacionales para así comprender la situación de las mujeres privadas de libertad.
5.  METODOLOGÍA

5.1 Perfil de la investigación

Desde la perspectiva de Sierra Bravo (1979) nuestro estudio investigativo presenta las siguientes características: una finalidad básica pues pretende conocer, comprender y explicar la situación de las mujeres con respecto a las políticas penitenciarias. Por otra parte, el alcance temporal de la investigación es seccional pues se centra en un momento específico de un tiempo dado (1993-2005).  Con respecto a la profundidad, inicia con una fase exploratoria para llegar a una explicativa (como se verá más adelante), teniendo una amplitud de lo macrosociológico (políticas penitenciarias) a lo microsociológico (CASIM) utilizando fuentes primarias y secundarias. 

 El carácter investigativo es de índole cualitativo al ser considerado éste como el más adecuado para el abordaje de la temática a estudiar, ya que se busca la comprensión de esta población (mujeres privadas de libertad) en su medio y el acercamiento a su cotidianeidad y vivencias.

“El método cualitativo no parte de supuestos derivados teóricamente, sino  que busca conceptuar sobre la realidad con base en el comportamiento, los conocimientos, las actitudes y los valores que guían el comportamiento de las personas estudiadas. El proceso de investigación cualitativa explora de manera sistemática los conocimientos y valores que comparten los individuos en un determinado contexto espacial y temporal.  Esto implica  que no aborda la situación empírica con hipótesis deducidos conceptualmente, sino que de manera inductiva pasa del dato observado a identificar parámetros normativos de comportamiento, que son aceptados por los individuos en contextos específicos históricamente determinados”(Bonilla,1997: 47)

Según la clasificación utilizada por Shake (Shake citado por Rodríguez, 1999: 93) nuestro caso en particular (CASIM) puede ser clasificado como instrumental  ya que es utilizado como un apoyo para facilitar la comprensión de un fenómeno.  El CASIM se elige porque hace aportes significativos al tema u objeto de estudio, es decir, la selección del centro se hace con el fin de poder fundamentar el aparato teórico precedente.  Así como menciona Rodríguez (1999), los objetivos que orientan los estudios de caso no son otros que los que guían a la investigación en general: explorar, describir, explicar, evaluar y/o transformar.

5.2 Estrategia metodológica

Nuestro trabajo recorrerá distintas etapas de investigación según lo planteado por Dankhe (1986) y retomado por Hernández Sampieri (1998), que dependen del estado de conocimiento en el tema de investigación.  Estas serán descritas a continuación.

I FASE: Exploratoria

“Los estudios exploratorios nos sirven para aumentar el grado de familiaridad con fenómenos relativamente desconocidos, obtener la información sobre la posibilidad de llevar a cabo una investigación más completa sobre un contexto particular de la vida real (...) identificar conceptos o variables promisorias, establecer prioridades para investigaciones posteriores o sugerir afirmaciones (postulados) verificables” (Dankhe (1986) ,citado por Hernández,1998: 60)

Esta fase consiste en la revisión y estudio de literatura brindada por distintos centros de documentación (Universidad de Costa Rica, ILANUD, Corte Suprema de Justicia, Memorias del Ministerio de Justicia y Gracia, Biblioteca del Registro Público, etc.) referente a justicia, mujer, violencia y género, para examinar la existencia de investigaciones que abordaran la misma temática o problema en estudio.  

II FASE: Descriptiva

En esta fase se describe situaciones y eventos, así como la manifestación y propiedades específicas de fenómenos determinados en un contexto particular. Estos pueden ser: personas, comunidades, grupos o cualquier fenómeno que pueda ser sometido a análisis. 

El primer objetivo de la presente investigación corresponde a esta fase: la caracterización del desarrollo histórico- penitenciario costarricense para indagar el abordaje que se le ha dado a la criminalidad femenina y a los procesos carcelarios de las mujeres privadas de libertad. Se recurrirá a la revisión bibliográfica de documentos, literatura e investigaciones realizadas, tanto a nivel nacional como internacional, para así identificar el cómo, el por qué y el cuándo de la dinámica social de este proceso histórico.  Para la realización de este objetivo, se utilizó la información recabada en la I fase.

III FASE: Trabajo de campo

Para cumplir con nuestro segundo objetivo: Conocer la percepción que tienen las mujeres privadas de libertad y los funcionarios del CASIM con respecto a las políticas penitenciarias nacionales para comprender como afectan las mismas, el proceso al que se enfrentan éstas mujeres; se implementarán entrevistas en profundidad-estandarizadas, ya que al ser dos investigadoras las encargadas de llevar a cabo la tarea, ésta organiza y formaliza el proceso de recolección de los datos, teniendo un orden de preguntas y tópicos, esto con la finalidad de disminuir posibles alteraciones o variaciones de la información obtenida de una entrevista a otra. 

La elección de las mujeres para la aplicación de la entrevista en profundidad, se hizo bajo consentimiento informado y el criterio denominado “muestreo opinámico”, en el cual: “El investigador selecciona los informantes que han de componer la muestra siguiendo un criterio estratégico personal: lo más fáciles (para ahorrar tiempo y dinero).  Los que voluntariamente o fortuitamente le salen al encuentro (son lo único que puede lograr para una entrevista (…) lo que por su conocimiento de la situación o del problema a investigar se le antojan ser lo más idóneo y representativo de la población a estudiar, o entran en contacto con el investigador a través de sujetos entrevistados previamente para la aplicación de la entrevista a profundidad” (Ruiz, 1999: 64)

Lo anterior debido a que se trata de una población de difícil acceso y muy fluctuante, pues pernoctan una, dos o tres  veces a la semana según lo considere el Instituto Nacional de Criminología, asimismo se debió considerar el tipo de institución donde se realiza la investigación dado que al ser un centro penal las medidas de seguridad y acceso tanto al sitio como a la población son restringidas. El muestreo opinámico se aplicó de la siguiente manera:

1. Una selección previa por parte de la directora del centro de las posibles mujeres que estarían en la disposición de colaborar  basándose en su historia de vida, proceso carcelario, o necesidad de auto reflexión.

2. Es así que por desconfianza y/o indiferencia de esta población no todas acceden a participar por lo que partimos a la realización de las entrevistas con un total de 6 mujeres, las que igualmente dado sus vivencias y proceso carcelario inician la entrevista de manera recelosa y sigilosa. Solo la última entrevistada (Marta) se acerca por iniciativa propia ante la necesidad personal de “denunciar todas las violaciones a sus derechos”. 

  3. Se prosiguió a la aplicación de las entrevistas en cada uno de los casos hasta que las investigadoras consideraron que el objeto de investigación estaba cubierto. 

 Recordemos que las entrevistas a profundidad son entrevistas cara a cara que tienen como objetivo fundamental conocer la percepción detallada de una persona con respecto a un tema en particular: “La entrevista cualitativa con fines investigativos se centra en el conocimiento o la opinión individual solo en la medida en que dicha opinión puede ser representativa de un conocimiento cultural mas amplio. En este sentido, las entrevistas individual en profundidad son el instrumento mas adecuado cuando se han identificado informantes o personas clave dentro de la comunidad.”  (Bonilla, 1997: 93)

Las entrevistas en profundidad permiten conocer la percepción de las mujeres privadas de libertad y de los funcionarios(as) del CASIM, con respecto a las políticas penitenciarias en relación a la situación de dicha población.  Estos mecanismos permiten una extracción de información de gran utilidad, que permitirá la comprensión de las condiciones inmediatas de estas mujeres, además de que permite conocer la percepción que muchas veces escapan de la observación de los investigadores (as).

FASE IV: Análisis de contenido

Para la realización del segundo objetivo: análisis de contenido de las políticas penitenciarias se implementará la metodología planteada por Alda Facio (1992) “Metodología para el análisis de género de un texto legal”, la cual ha sido utilizada por Sandoval y Fernández (2001) en la obra “Derechos laborales de las mujeres: un análisis comparado para América Central y Panamá.  Es importante recalcar que ésta herramienta metodológica será aplicada solo en los apartados considerados significativos de dicha documentación (ver Capítulo V). Consta de seis pasos que serán desarrollados en el capítulo correspondiente.

FASE V:   Analítica y de elaboración

La interpretación de la información obtenida a través de estos instrumentos metodológicos puede darse durante la fase III (trabajo de campo), sin embargo para una mayor claridad en el proceso a seguir, la situamos como una fase independiente, pues con el abandono del escenario social se da inicio a la fase más intensa: transcripción, codificación y análisis de los datos recabados anteriormente.  El análisis propiamente dicho siguió las siguientes etapas propuestas por Rodríguez (1999):

1. Reducción de los datos que consiste en:

1.1 Separación en unidades

1.2 Identificación y clasificación en unidades

1.3 Síntesis y agrupamiento

2. Disposición y transformación de datos

3. Obtención de resultados y conclusiones.  Se subdivide en:

3.1 Obtención de resultados y conclusiones

3.2 Verificación de conclusiones

VI FASE: Explicativa

Parafraseando a Hernández Sampieri (1998), los estudios explicativos van más allá de la descripción de conceptos o fenómenos o del establecimiento de relaciones entre conceptos, están dirigidos a responder a las causas de los eventos sociales, su interés se centra en explicar por qué ocurre un fenómeno y en qué condiciones se da éste, o por qué dos o más variables se encuentran relacionadas.  

Es importante aclarar que esta fase acompaña todo el proceso investigativo, pues de las fases anteriores siempre debe desprenderse el análisis para el enriquecimiento del estudio; sin embargo, es en la etapa final (cuarto y último objetivo) donde se hace énfasis en el carácter explicativo, pues es en este momento en que se realizó una reflexión profunda, analítica y explicativa, de  los resultados obtenidos en las fases precedentes, es decir, un contraste del segundo y el tercer objetivo, con la finalidad de conocer y comprender la pertinencia de las políticas penitenciarias nacionales en el caso de las mujeres privadas de libertad en general y por ende en el CASIM. A esta etapa corresponde la elaboración del documento final.

Para una mayor comprensión de la metodología a utilizar, incluimos un diagrama con las distintas fases que abarcó la investigación:
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CAPITULO II

MARCO TEÓRICO

1. MARCO TEÓRICO

El presente marco teórico está conformado por tres ejes fundamentales: 1.1 Género, 1.2 Institucionalización del poder y 1.3 Derechos Humanos; en donde bajo cada uno de éstos se da lugar a la discusión teórica que han manejado diferentes representantes.

La finalidad del punto 1.1 Género es presentar una discusión teórica sobre las distintas acepciones con las que se define y utiliza el término, para un mayor entendimiento del mismo recurrimos a explicar  cómo se construye el género ya que consideramos que este es una categoría meramente social y las diversas teorías referentes al mismo que se han desarrollado a lo largo de la historia, presentándose los postulados más relevantes que las nutren. Finalmente presentamos nuestro posicionamiento teórico al concordar con Teresita De Barbierie que el género al ser una construcción social remite a un Sistema de Poder.

En el apartado sobre la Institucionalización del Poder abordamos el papel del Estado como ente de poder y control social de manera breve pues será ampliado en el contexto histórico del capítulo II.


Lo anterior nos brindará un panorama de cómo el Estado, el poder y las políticas penitenciarias influyen directamente sobre las condiciones carcelarias, siendo de nuestro interés las mujeres en prisión, en donde daremos paso a alguna particularidades y necesidades a las que éstas deben enfrentarse al entrar a un sistema penal.


Por último nos corresponde hablar sobre el surgimiento de la Declaración de los Derechos Humanos y cómo estos abrieron brecha a todo un esfuerzo por mejorar la calidad de vida de los seres humanos; sin embargo no han estado lejos de incentivar casi una revolución histórica al plantear una vida sin diferencias ni desigualdad. Para lograrlo muchas mujeres emprendieron la lucha para ser tomadas en cuenta, en algunos casos se logró, en muchos otros no y otro tanto siguen en pie.

2.
Género

Para dar inicio es importante aclarar que partimos de una acepción de mujer entendida como un universal en donde no existe una única mujer como tal sino mujeres que viven su género de distintas maneras de acuerdo a los matices que les tocó vivir; es por ello que optamos por la pluralización del concepto mujer por el de mujeres ya que “el empleo de la palabra  en singular no es teóricamente irrelevante, puesto que la mujer hace referencia a una esencia femenina única (el eterno femeninismo), ahistórica, de raíz a la vez biológica y metafísica. En tanto las mujeres expresa la diversidad e historicidad de situaciones en que se encuentran las mujeres” (De Barbieri, 1992:2). Asimismo, cuando nos referimos al hombre (varón) este alude al sexo masculino y no al hombre como sinónimo de ser humano y/o humanidad.

2.1
Concepto de género
El concepto de género es bastante complejo y difícil de explicar o establecer, puesto que las categorías teóricas son históricas y por tanto se encuentran referidas a procesos y contextos específicos que les definen. Asimismo se encuentran diversas acepciones; algunas que se refieren a una población diferenciada por el sexo, aunque en la mayoría de los casos, esa población se reduce a las mujeres; otras reconocen a varones y mujeres  como poblaciones diferentes pero utilizan el vocablo para concentrarse en el tema de la libertad, asegurando que ésta es menor en la población femenina, y por último, se encuentra el de contenido sociocultural que deja de lado la connotación biológica y corporal.

Según  estudios realizados por Lamas (1993) y De Barbieri (1996), la categoría gender (género) surge en los años 70 gracias al esfuerzo de un grupo de académicas anglosajonas por advertir que las características “femeninas” no eran construcciones biológicas, sino que éstas corresponden a construcciones socioculturales, afirmando que ciertos rasgos son adquiridos mediante  procesos colectivos basados en las diferencias corporales mas no naturales.

Para la década de los 80, el término género es empleado en español. Al no existir un término semejante al vocablo gender, los estudios feministas hacen una distinción entre el vocablo mujer y el de género en la literatura; sin embargo estudios posteriores inician una confusión y reduccionismo del término como equivalente a mujer. 

De la misma manera para esa época se considera que la sustitución del vocablo es más favorable para el contexto político, puesto que es más neutral y puede evitar posibles críticas ya que “incluye a las mujeres sin nombrarlas y así parece no plantear amenazas críticas”(Lamas,1993:329)

En los 90 se enfrenta otra ambigüedad, se tiende a equiparar la categoría de género por el término sexo. En términos anglosajones gender se vincula directamente con los sexos al hacer referencia al término engendrar;  mientras que en castellano se alude a un sinnúmero de acepciones lejos de la concepción de los sexos, tales como: clase, especie o tipo a la que pertenecen las cosas, a un grupo taxonómico, a los artículos o mercancías que son objeto de comercio y a la tela.

Por último, existe otra concepción que alude a las relaciones sociales entre los sexos y la cual nos parece ser la más acertada, ya que  asegura que no se puede separar a las mujeres de los hombres puesto que hablar de uno implica estrictamente un estudio del otro e insiste en dejar claro que, las  experiencias de un sexo lejos de  no tener nada que ver con las del otro, se construyen en un mismo mundo, afirmándose así que:  “el mundo de las mujeres es parte del mundo de los varones”
Dentro de esta concepción Scout -expuesto por Lamas (1993)- hace una definición de género bastante completa y acertada a nuestro parecer; así plantea cuatro elementos fundamentales que constituyen el término, estos son:

1. Los símbolos y los mitos culturalmente disponibles que evocan representaciones múltiples.

2. Los conceptos normativos que manifiestan las interpretaciones de los significados de los símbolos. Estos conceptos se expresan en doctrina religiosa, educativa, científica, legal y política que afirman categórica y unívocamente el significado de varón y mujer, masculina y femenina.

3. Las instituciones y organizaciones sociales de las relaciones de género: el sistema de parentesco, la familia, el mercado de trabajo segregado por sexos, las instituciones educativas, la política.

4. La identidad. 

Estos cuatro elementos citados anteriormente,  culminan en una concepción de género de índole socio-cultural y es la que fundamenta el esqueleto teórico de la presente investigación y del cual parten nuestros postulados teóricos; así Scout afirma que: “el género es un elemento constitutivo de las relaciones sociales basadas en las diferencias que distinguen los sexos y el género es una forma primaria de relaciones significantes de poder” (Lamas, 1993:330)


Por otra parte con respecto al concepto de perspectiva de género sucede algo similar, inmediatamente se asocia con las mujeres, esto debido a que todos los hispanohablantes se dirigen a las mujeres como “el género femenino” por lo que la perspectiva de género o género por sí solo alude a las mujeres o a la perspectiva del sexo femenino, es más,  aún dentro de los movimientos feministas, se utiliza como sinónimo de feminismo o punto de vista, vivencias o perspectivas de las mujeres


Así el término perspectiva de género es utilizado en vez de feminismo, logrando una mejor aceptación con respecto a la situación de las mujeres, de lo contrario, se evidencia un rechazo al tema producto de una cultura patriarcal que promueve el antifeminismo.

2.2
Algunas consideraciones importantes sobre la construcción del género

Desde las teorías de género, las relaciones de poder se transmiten a través de procesos de socialización que reproducen formas de pensar y actuar, moldeando el propio modo de ser hasta convertirlo en un ideal cultural, es decir, lo que es ser mujer dependerá siempre de las características biológicas asociadas a un proceso de socialización producto de una cultura determinada. 

 Es en este marco cultural en donde las diferencias sociales adquieren significado de superior o inferior. “La cultura es el resultado y la acción entre ellos mismos, en su acción sobre la naturaleza y sobre la sociedad. Es el conjunto de características propias, comunes y diversas de los seres humanos frente a todos los otros seres vivos, los distingue de ellos, les permite actuar sobre la naturaleza y, en esa interacción, construir la sociedad y la misma cultura.  Así, la cultura está constituida por las diversas formas de vida construidas por los seres humanos en la relación con la naturaleza, desde sus particulares formas sociales" (Lagarde, 1990:14)

 
A través de prácticas y factores culturales como se inicia el proceso de construcción del género como tal y por ende de la identidad de género. A partir del sexo entendido como la constitución biológica (sistema de reproducción), se desarrollan una serie de expectativas sobre cuál debe ser el comportamiento del sujeto. La interiorización de lo que es ser varón o mujer se da por medio de la socialización; proceso por medio del cual las personas adultas enseñan a los infantes formas de pensar, de sentir y de actuar socialmente definidas y diferenciadas por sexos, llegando a la construcción e interiorización de lo que hemos denominado género.

La socialización es tan fuerte que al transmitir los ideales culturales modela no solo los pensamientos y acciones sino el propio modo de ser. Las actividades y comportamientos humanos tales como, los sentimientos, pensamientos, valoraciones, entre otras, no son instaurados o gobernados exclusivamente por patrones biológicos más bien por la interacción de éstas con factores culturales que dirigen las acciones con respecto a lo que es o no es o lo que debe ser o no debe ser. Las diferencias biológicas son acentuadas en este proceso y por consiguiente trae implicaciones sociales y de conducta. Lo que es ser varón o mujer depende de las interpretaciones biológicas asociadas a cada modo cultural de una sociedad determinada.

Por ende, las diferencias biológicas y sociales conforman un sistema de valores culturales definidos para cada sociedad en donde se dota de significado jerárquico ciertas características o comportamientos asumidos como superior o inferior.

En síntesis podríamos decir que el género apunta a un conjunto de significados sociales y culturales, al contenido simbólico, de acuerdo con las diferencias sexuales percibidas por un grupo social. 

Cuando las diferencias entre varones y mujeres son aceptadas (a través del proceso de socialización) porque son consideradas como naturales pero que en realidad son parte de la incorporación del papel de género, se da el proceso de identificación de género. Las relaciones de género implican una representación de lo que es femenino y masculino en la sociedad y cuando estos roles (conductas socialmente atribuidas) son asumidos y reproducidos es cuando emerge la identidad de género.

Tanto el proceso de socialización como la identidad de género son los principales causantes de la formación de mitos y estereotipos para ambos sexos. Según el Diccionario de la Lengua Española el mito es un “Relato o noticia que desfigura lo que realmente es una cosa, y le da apariencia de ser más valiosa o atractiva”, mientras que estereotipo lo define como “imagen o idea aceptada comúnmente por un grupo o sociedad con carácter inmutable”. Ambas son concepción socialmente construida y por tanto sujeta a cambios según la cultura y la época, es decir, el momento histórico que se viva.

Uno de los mitos más arraigados en nuestras sociedades según Elizabeth Badinter retomada por Abramovay (1993) es el mito de la maternidad, el cual alude a que el instinto maternal es natural y que la madre es la única capaz de sentirlo fervientemente y por ello es la encargada de ocuparse del cuido de su hijo, como asegura Badinter, “En realidad el amor maternal es infinitamente complejo e imperfecto. Lejos de ser un instinto está condicionado por factores independientes de la buena voluntad de la madre. El mismo depende de la historia personal de cada mujer, sus condiciones de vida, factores socioeconómicos, sociales, políticos y culturales. Historia y socialización de género” (Abramovay, 1993: 15)

Ser madre en nuestra sociedad dentro de este sistema tradicional significa ser responsable de cuidar, atender, educar, nutrir física y emocionalmente a los hijos(as). La maternalización de las relaciones en la familia hace que las mujeres sean encargadas de acompañar, proteger, comprender y tolerar no solo a los hijos(as) sino a los demás miembros del núcleo familiar. Por consecuente, el padre en muchos de los casos queda marginado en el proceso de crianza de los hijos(as).

Con respecto a los estereotipos, se puede decir que éstos son más comunes en nuestra sociedad y que han sido creados a favor del sexo que lo construye y en contra del sexo opuesto, con la finalidad de ejercer cierto control y dominación. Se refieren a características particulares que son generalizados a grupos mayores como reales; es decir, se le asignan “etiquetas” a los sexos.

Los estereotipos tienen una raíz profunda en la sociedad, tan profunda que se llega a creer que existe una fundamentación biológica en las conductas de varones y mujeres, por ejemplo, se cree que la identidad masculina se construye bajo los postulados y creencias de que el hombre es más racional, lógico y menos influenciado por las creencias, tales como la fe y las emociones. Por lo tanto, se considera (falsamente) que esas formas de lo que es ser hombre o mujer son determinadas por la naturaleza.

Tanto roles como mitos y estereotipos constituyen sociedades patriarcales (sociedades dominadas por hombres) y la cultura producto de este tipo de sociedad a la vez fomenta y reproduce a los mismos. No existe una sola sociedad conocida en la que las mujeres sean más poderosas que los varones. Las mujeres, en la mayoría de los casos, se dedican a labores destinadas al ámbito privado, es decir, al cuido del hogar; mientras que las actividades políticas y de ámbito público suelen ser realizadas por los varones. 

Todas las sociedades que se conocen actualmente son patriarcales, aunque el grado y el carácter de la dominación y de las desigualdades entre los géneros varían considerablemente no solo de unas culturas a otras sino también dentro de la misma cultura según grupos étnicos, clases, zonas urbanas o rurales y en diferentes períodos históricos.

Al asumir lo anterior, se reconoce que una sociedad patriarcal construye las relaciones sociales desde una base de dominación y subordinación entre los géneros, al asignar a las mujeres papeles dentro del ámbito doméstico y que la invisibilizan en actividades laborales, productivas y políticas.

Entender que las relaciones entre varones y mujeres no están determinadas por el orden de lo natural sino por funciones que responden a relaciones de poder, donde las mujeres son las principales responsables de las funciones domésticas y donde, al mismo tiempo, se concibe a la familia como un reproductor de las jerarquías sociales al estar sujeta a los patrones normativos del sistema patriarcal, es comprender que el género está basado en relaciones de subordinación y opresión que afecta a todas las mujeres, es una cuestión de poder.

2.3
¿Teoría o teorías  de género?

A lo largo de la historia se han desarrollado diversos movimientos feministas y teorías de género cuyos postulados sobre las condiciones sociales entre varones y mujeres se contraponen y/o complementan unas de otras.  Para iniciar es de suma importancia aclarar que no es lo mismo teoría  feminista que Teoría de género. 

El principal objetivo de la teoría feminista es dar a conocer las situaciones o experiencias de las mujeres en la sociedad, considerando a éstas como el punto de partida para cualquier investigación para así lograr un mundo mejor para éstas; así establecen cuatro preguntas esenciales que conforman sus ejes teóricos: ¿qué hay de las mujeres?, ¿dónde están las mujeres en un contexto particular? ¿Están o no presentes? y ¿por qué todo es cómo es? 

Por otra parte, la teoría de género desde la sociología corresponde al estudio de los roles, es decir a las relaciones entre hombres y mujeres, considerando el género como un componente más de la estructura social, no pretende explicar el mundo social desde una perspectiva centrada en las mujeres.

Desde la sociología como tal, se podría decir que ésta experimenta dos grandes momentos en relación con el feminismo, un primero entre 1840 y 1960 cuando la disciplina surge como una perspectiva científica y un segundo al convertirse entre 1890 y 1920 en una actividad profesional, época de expansión del feminismo. Sin embargo, los sociólogos de la época tales como Spencer, Durkheim, Parsons y Weber, ven el género como un tema irrelevante.

 Los primeros esfuerzos por introducir la temática de género a la disciplina se da en la sociología estadounidense con teóricos como Deegan (1988), R. Rosenberg (1982) y Fitzpatrick (1990) Muchas mujeres fueron pioneras en este campo mas no tuvieron un lugar muy privilegiado en la historia debido a que la disciplina había sido durante más de cien años construida por sociólogos varones, algunas de ellas fueron Virginia Robinson, Frances Keller, Edith Abbot, Gertrut Simmel, Marianne Weber, Clotilde Vaux, entre muchas otras.


Con respecto a las teorías feministas contemporáneas se podrían clasificar en tres grandes ramas. Primero, las  teorías de la diferencia de género que  parten del hecho de que la posición y experiencia de la mayoría de las mujeres es diferente de la de los varones en idéntica situación. Segundo, las teorías de la desigualdad aseguran que la posición de las mujeres en la mayoría de los casos no sólo es diferente a la de los varones, sino menos privilegiada o desigual y por último, las teorías  de la opresión que afirman que las mujeres no sólo son diferentes o desiguales, sino que se hallan oprimidas, activamente constreñidas, subordinadas, moldeadas, usadas y son objetos de abuso por parte de los varones.

a. Teorías de la diferencia género

Estas teorías constituyen un número minoritario dentro de las teorías feministas, entre ellas se encuentran: las teorías de explicación biológica de las diferencias de género, en las cuales algunos teóricos afirman que existen diferencias psíquicas entre varones y mujeres con respecto a la construcción social de la realidad, ya que hombres y mujeres poseen intereses, valores, creatividad y conciencia de las cosas de distinta manera. Tal es el caso de Freud, quien vincula las diferencias entre hombres y mujeres con los genitales y los procesos cognitivos que conllevan las diferencias fisiológicas.

Las teorías institucionales de las diferencias de género acentúan la forma de crianza, otorgándole todo el peso a la familia y más específicamente al cuido materno, pues es el encargado de transmitir la división sexual del trabajo al preparar a las mujeres para su papel de madre, esposa y ama de casa, es decir con la esfera privada y no pública de la sociedad.

Las teorías sociológicas del género son las llamadas fenomenológicas y teorías de la socialización. La primera se centra en la configuración de la cultura, el lenguaje y la cotidianidad para así comprender por qué se mantienen las categorías de masculinidad y feminidad, por ejemplo, en un estudio realizado por filósofas francesas (Helene Cixous, Luce Irigaray y Julia Kristeva) demuestran que la masculinidad y el lenguaje están sustancialmente ligados, afirmando que todo lenguaje existente tiene carácter falocéntrico (son conceptualizaciones que se apoyan en experiencias vividas por hombres) de aquí que el lenguaje y el discurso sean aspectos de suma importancia. 

Por último, la teoría de la socialización en donde se asegura que las diferencias de género parten de un aprendizaje social que enseña roles específicos “adecuados”, conformando lo masculino y femenino.

b. Teorías de la desigualdad

Estas teorías aseguran que las mujeres gozan de un menor estatus, poder, recursos materiales y oportunidades que los hombres, aún cuando se cuenta con una idéntica posición social y que la desigualdad proviene de la organización social y no de diferencias biológicas. Asimismo, consideran que las mujeres han tenido menos oportunidad para percatarse de la necesidad de autorrealización debido a que han contado con una menor libertad en comparación a los varones. 

Es importante resaltar que dichas teorías mantienen una visión positiva al cambio, así creen fervientemente en que la situación desigual entre varones y mujeres puede ser diferente ante estructuras sociales más igualitarias. Entre las principales corrientes encontramos: el Feminismo liberal que aboga por una igualdad tanto en el ámbito público como en el ámbito privado, es decir, luchan por una misma responsabilidad en la crianza y cuidado de los hijos(as), una misma educación y una misma oportunidad profesional, que se alcanzará solo a través de un proceso de  socialización sistemática en donde ambos géneros sean preparados para desempeñar los mismos papeles en ambas esferas. 

Asimismo proponen: “la movilización en pro del uso de los canales políticos y legales existentes para lograr el cambio; la igualdad de oportunidades económicas; la introducción de cambios en la familia, la escuela, y en los mensajes de los medios de comunicación de masas con el fin de que las personas no se socialicen en roles de sexo rígidamente separados (...) se llegará a una situación ideal cuando cada individuo pueda elegir el modo de vida que más le convenga y cuando se respete y acepte esa elección, ya sea ama o amo de casa, profesional no casado o miembro de una familia de doble ingreso, sin niños o con niños, heterosexual o homosexual” (Ritzer, 1994 : 375)

Por otra parte, el Feminismo marxista plantea que la subordinación de las mujeres corresponde a un orden social y no biológico. La subordinación inicia y se fomenta en el seno de la familia, al ser esta una institución que reproduce relaciones de dominancia y servicio, por lo que  atestiguar que la familia es la base fundamental de todas las sociedades es una falacia, ya que ésta corresponde a un sistema económico en donde surge la noción de propiedad. Aseveran que fueron los varones quienes se proclamaron dueños y al tener la necesidad de mano de obra  recurrieron a esposas y niños sirvientes, poco a poco la familia evolucionó junto al devenir histórico y conformó estructuras complejas de dominación y subordinación basadas en las relaciones de clase. 

Estas teorías afirman que ante tal situación,  las mujeres sólo podrán alcanzar su libertad social, económica, política y personal mediante una revolución comunista que acabe con los derechos de propiedad.


Por último,  el Feminismo marxista contemporáneo expone que las mujeres no son iguales  a los varones debido a la opresión de clase y no por un conflicto de intereses de géneros. Esto  conlleva a la alienación de las mujeres.

c.  Teorías  de la opresión

Las teorías de la opresión basan sus fundamentos teóricos en el poder, afirmando que existe una relación de poder entre varones y mujeres en donde los primeros llevan a cabo el control, sumisión y opresión de las mujeres movidos por intereses concretos y fundamentales. Esta opresión se consolida en una organización social de dominación, el  patriarcado.

 Dentro de estas teorías encontramos las Teorías feministas psicoanalíticas que se fundamentan en la dinámica emocional de la personalidad y en la importancia de los primeros años de la infancia en la conformación de esas emociones. De igual manera, afirman que el patriarcado existe debido a que las mujeres no ofrecen una resistencia constante y que suelen asentir su propia subordinación y peor aún favorecen su desarrollo, esto corresponde según sus teóricos(as), a un profundo miedo a la muerte y al entorno socioemocional en el que se forma su personalidad durante la niñez. 

El Feminismo radical por su parte, centra su postulado en la idea de que todas las sociedades se caracterizan por la opresión y por ende, todas las sociedades son patriarcales. Consideran que esta situación puede cambiar si se lleva a cabo un enfrentamiento crítico a la dominación patriarcal allí donde exista y un paulatino proceso de integración de las mujeres en todos los ámbitos dominados por los varones.  

Esta corriente junto al pensamiento feminista marxista da paso al Feminismo socialista, el cual hace alusión de igual manera a la opresión de clase y opresión de géneros, centrándose en  cómo las jerarquías sociales, tales como, edad, etnicidad, preferencia sexual, entre otros, influyen en los sistemas de opresión  denominados  patriarcados capitalistas.

 Finalmente, el Feminismo de tercera ola  alude a una serie de estudios críticos de escritos realizados en la década de los 60 y 70 dentro del movimiento de las mujeres, en donde se analiza  el concepto generalizado y monolítico de “mujer”.

Como queda demostrado no existe una teoría de género como tal sino diversos enfoques de género que dan lugar a un sin número de pensamientos y perspectivas. Es importante rescatar que a pesar de las diversas perspectivas existentes, encontramos un punto de convergencia entre estas teorías: se trata de que todos los enfoques que éstas asumen son considerados radicales. 

A continuación nos referiremos al enfoque de género dentro de la Criminología.

2.4
 Teorías de género y Criminalidad

La investigación criminológica femenina ha sido uno de los más grandes olvidos en el campo penal, en comparación a la criminalidad del varón, la cual ha tenido a lo largo de la historia todo un abordaje teórico y práctico desde diferentes teorías y perspectivas: desde la escuela Clásica a la Positivista y luego a la Teoría de las Subculturas, Interaccionismo y posteriormente el Marxismo.

Sin embargo la criminalidad femenina fue estudiada por algunas corrientes antropobiológicas, las cuales se centraban en un enfoque de determinismo biológico, algunos de sus máximos representantes son: Lombroso, Ferri y Garófalo, precursores de la Escuela Positivista. Esta concebía el delito como algo natural ya sea por circunstancias meramente físicas o sociales que conllevan al individuo a  delinquir, por lo tanto, en esta corriente,  el “Libre albedrío” no era una opción, por lo que el delincuente no tiene carga moral al no ser responsable de sus actos, así se crean categorías de criminales tomando en cuenta aspectos orgánicos, hereditarios, psíquicos o adquiridos. La sanción debía ser un tratamiento reeducador y adaptador. Vemos como el ámbito social es totalmente relegado.

Por otra parte, César Lombroso hace un estudio en su libro “La donna delinquente”, en el cual busca establecer las diferencias antropométricas que existen entre varones y mujeres delincuentes y no delincuentes, este afirmó que las mujeres delincuentes y prostitutas  presentan más “anormalidades” que las no delincuentes. Algunas de las “anomalías” encontradas por Lombroso son: depresión craneana, mandíbula muy voluminosa, plagiocefalia, espina nasal enorme, fusión entre el atlas y el occipital, senos voluminosos, huesos frontales pesados; mujeres feas en lo general (Lombroso citado por Lima, 1988:56)

Seguidamente, gracias a los descubrimientos de Lombroso, muchos investigadores continuaron la línea de fijación en ciertas etapas orgánicas de la mujer, como lo son: el período menstrual y la menopausia, ya que es en estos períodos donde la mujer está sujeta a cambios hormonales drásticos que influyen considerablemente en su temperamento; sin embargo, concordamos con Lima cuando afirma al respecto: “que las modificaciones físicas pueden generar procesos de desajuste psicológico, pero esto dependerá en cada caso concreto del tipo de vida que cada individuo haya llevado” (Lima, 1988:66) 

A pesar de las críticas, gracias a las teorías antropobiológicas se empieza a concebir la importancia de hacer estudios particulares sobre las mujeres criminales.

Posteriormente las corrientes psicosociales que buscaban abandonar el positivismo,  tienen su auge alrededor  de la primera mitad del siglo XX. Algunas de las principales teorías desarrolladas por estas corrientes son las siguientes:

 En primer lugar, surge la Forma inconsciente de rebelión, según la cual, la mujer reprimida por la falta de oportunidades, protesta ante la sociedad para rebelarse ante dicha situación, llegando así al delito. 

En segundo lugar, el Fracaso en la Socialización, se orienta hacia la idea de que la mujer llega al delito por un fallo en el proceso de socialización que provocan la desobediencia y la  promiscuidad sexual, por lo tanto, deben ser tratadas como enfermas, retomando así el punto de partida de las corrientes positivistas: el delito como una patología del individuo que debe ser curada por medio de un tratamiento. Si bien es cierto, el proceso de socialización juega un papel fundamental en materia criminal, este enfoque se orienta al papel sumiso de la mujer, pues al desobedecer, revelarse, o tener una vida sexual activa, es considerada delincuente, es decir, toda mujer que se salga de los comportamientos “correctos” es anormal, enferma o criminal.

Como producto de la teoría anteriormente descrita, surge la Teoría de los “roles”, que sustenta que la mujer llega a la delincuencia debido a una desviación en su “rol” normal, ya que el papel de la mujer dentro de la sociedad se encuentra determinado por el proceso socializador que asigna “roles” específicos “adecuados”, cuando una mujer se desvía de estos papeles normales asignados socialmente, requiere de una corrección que le permita readaptarse nuevamente. Por último, la Desviación hacia el papel masculino, asegura que la mujer delinque porque desea masculinizarse.

Las corrientes modernas juegan un papel muy importante en el desarrollo de teorías criminológicas femeninas. El interaccionismo simbólico surge en los Estados Unidos en la década de los 30 y cuyo fundador Herbert Blumer, afirma que la sociedad se encuentra en un continuo proceso por lo que no puede existir equilibrio. “Su método de trabajo consistió: primero en revalorizar las vivencias y experiencias a través de las versiones de las personas implicadas en situación de delincuentes, enfermos mentales, etcétera; y en segundo lugar, evaluar el efecto de las etiquetas impuestas por las instituciones sociales sobre los pacientes de asilos, prisiones, detenidos, minorías étnicas, inmigrantes, etc. ...Los sociólogos desarrollaron sobre estas  bases sus teorías del “etiquetaje” (Labelling Theory); una manifestación de relaciones de poder, que no comprende únicamente la conducta del desviado, sino que está constituida por la acción de otros actores. Lo que acontece en una parte de la vida social afecta a la sociedad entera” (Lima, 1988:72)

El representante más importante del interaccionismo simbólico es Howard S. Becker. Este investigador explica cómo la desviación y los desviados se dan por a la interacción entre diversas personas que pueden etiquetar como desviados a ciertos sujetos. Desde el punto de vista de la criminalidad femenina, esta corriente es fundamental, ya que Becker enfatiza en el etiquetamiento que los unos hacen con respecto a los otros, lo que nos permite analizar cómo la sociedad ha etiquetado a las mujeres con ciertas pautas que al no ser cumplidas son señaladas como desviadas y  a la vez, éstas también se auto-etiquetan. 

Es importante retomar que Becker señala a la policía como el principal ejecutor de etiquetamiento a través de la ley, la cual siempre ha tenido carácter masculino, al imponer sus propios valores y voluntad a los demás.

Después de un largo proceso y de diversos movimientos propios de la década de los 70, se  abandona la criminología tradicional y se da paso a la criminología crítica, que busca el análisis del delito dentro de un marco de derechos humanos debido a que alega que la criminología tradicional había quedado rezagada de acuerdo a la realidad social. Así toman importancia temas relacionados con la reincidencia, readaptación social, medidas de seguridad, prisión preventiva, etcétera.  
Luego de un breve recorrido por algunas de las corrientes más importantes en el ámbito de la criminalidad femenina, citamos los criterios establecidos por Lima Malvado (1988) para la planificación de una política criminológica femenina, los cuales a pesar de que fueron trazados varias décadas atrás se encuentran aún presentes en la normativa penitenciaria siendo en su mayoría, a nuestro parecer, planteamientos obsoletos como se verá a continuación. Sin embargo, es importante aclarar que algunos de los  elementos allí presentes pueden ser  contemplados dentro de la formulación de la normativa penitenciaria en general y en especial a aquellas dirigidas a las mujeres, estos son: 

1. “Que la desviación social o criminal de la mujer debe valorarse a través del análisis profundo del proceso de conformación de los estereotipos y marcos de referencia socioculturales a través de los cuales se juzga a la mujer, para así poder ver las contradicciones que han sido las percepciones sobre el hombre, comparadas con la mujer”

En este primer caso coincidimos en el hecho de que toda política criminológica debe partir de un marco sociocultural, para así poder analizar el contexto en el cual las mujeres han conformado su proceso histórico e identitario y no proponer normativas incoherentes a la realidad. Además este análisis profundo del proceso de conformación sociocultural debe servir para identificar aquellos elementos que le permitan a las mujeres mejores condiciones de vida y no una profundización de estereotipos, roles, discriminación y/o exclusión.

 Más sin embargo, es necesario recordar que la criminalidad no es un problema de “desviación” como se menciona anteriormente. Este concepto remite a aquel sujeto “desviado”, “anormal” o “enfermo” que comete algún delito por una desviación en el rol socialmente asignado, por lo que se asegura que se debe a un fallo en la socialización. 

Como bien es sabido, el proceso de socialización es un aspecto fundamental entre muchos otros en  el análisis de la criminalidad, pero no siempre aquel que no cumpla con los estándares socialmente establecidos es un criminal. 

2. “La mujer debe recibir dosificada y paulatinamente la señal de cambio, de modo que sus actitudes y pensamientos vayan adaptándose al proceso de desarrollo para así evitar que el cambio radical a un modelo de comportamiento diametralmente opuesto al tradicional, eleve la fuerza de resistencia y acarree conflictos que conduzcan a la desviación”

Al afirmarse que las mujeres deben ser “dosificadas paulatinamente” se establece que éstas deben cumplir con ciertas funciones establecidas por la sociedad que al ser “incumplidas” tenderán en un conflicto para la sociedad, por lo que es necesario cierto tipo de “adiestramiento” para evitar la “desviación” de los papeles establecidos para ellas. De igual manera es de singular importancia la utilización del término “resistencia”, el cual nos remite a pensar que todas aquellas mujeres que decidan emprender otros roles distintos a los asignados socialmente, “no propios a su sexo-género”, serán consideradas desviadas y por lo tanto criminales, aludiendo a la ya mencionada teoría de roles la cual asevera que las mujeres que rompen con el estereotipo tradicional se “desvían” por el deseo de masculinizarse alterando el orden natural de la sociedad. Así la resistencia a la dominación y discriminación traen problemas en el orden social.

3. “Se debe trabajar con los agentes socializadores, con el propósito de crear programas para reforzar positivamente los nuevos conceptos de comportamiento, tanto para el hombre como para la mujer y así contrarrestar la influencia de los estereotipos sexuales de nuestra cultura, eliminando los mecanismos de grandiosidad y descalificación que guían la mayoría de las interrelaciones entre el varón y la mujer”

Este criterio resulta uno de los puntos acertados en cuanto a la necesidad de conocimiento y reforzamiento de los agentes socializadores, los cuales deben ser una herramienta para erradicar prejuicios y estereotipos sexuales y así poder brindar una atención particularizada a varones y mujeres, respetando su condición de ser humano y humana igualmente diferentes. Para ello es necesario no solo el trabajo de agentes socializadores de los y las privadas de libertad, sino es de vital importancia darse a la tarea de concientizar a la sociedad en general en cuanto a la necesidad de un proceso de socialización en donde los elementos y pautas transmitidas remitan a la igualdad y justicia, para así alejarse de la cultura androcentrista prevaleciente a lo largo de la historia.
4. “Tomando en consideración que la noción de delito es relativa a partir de la idea de que el tipo de organización social determina cuáles son los tipos de conducta que será desviada y lo que es delito en un momento y en un lugar determinado, es necesario al estudiar la criminalidad femenina, observar en el contexto social general y específico. Esto permitirá estudiar con acierto la criminalidad legal, aparente y real de la mujer y abandonar todo positivismo”

 El postulado anterior nos recuerda que tanto los individuos como la sociedad se encuentran inmersos en un proceso histórico dinámico en donde se interactúa y se influyen mutuamente, el individuo no puede ser aislado de su contexto sociocultural. Así mismo, las corrientes teóricas imperantes van a determinar el enfoque que se le dará a la problemática delictiva, tanto en su concepción con en las acciones o practicas a desarrollar, por lo que un posicionamiento teórico libre de todo positivismo y sexismo nos permite profundizar en el estudio de la criminalidad femenina. 

Por lo que además es necesario que las políticas criminales sean coherentes tanto en su formulación como en la aplicación ya que en la mayoría de los casos vemos como éstas no son acordes a la realidad o simplemente no se aplican de la misma manera en que fueron elaboradas.

5. “Es indispensable la elaboración de investigaciones a nivel interdisciplinario y crítico sobre la criminalidad  femenina para así implementar  programas de estudio criminológicos que  estudien  este fenómeno no sólo superficialmente”.

El estudio interdisciplinario de cualquier hecho social brinda un conocimiento profundo de la realidad en estudio. Es necesaria que la criminalidad sea analizada desde diferentes enfoques como la psicología, la sociología, la economía, entre otras disciplinas, para así evitar reduccionismos; de manera que se evite la formulación de políticas criminales dirigidas solo al individuo como un enfermo que necesita tratamiento y se establezca políticas criminales integrales y de acuerdo a la realidad de cada sexo/género para que se atiendan necesidades y particularidades de forma igualitaria.

6. “El Estado aplica las penas como un medio de control social, buscando la seguridad individual y jurídica. Pero hay tendencia a desvirtuar esta realidad, desvinculando el fin de ejecución con la pena, ya que asignan a la pena un fin resocializador, incompatible con los métodos de ejecución”.

En este punto nos distanciamos del uso de la resocialización como fin de la pena dado que se evoca a corrientes positivistas donde el sujeto es definido como un delincuente tanto por los mecanismos de control social formal e informal, donde se resocializa al mejorable y se evita la reincidencia a través de la custodia del incorregible .

Se presenta un desinterés por parte de dicho postulado en comprender las causas o consecuencias del delito y la delincuencia para llegar a centrarse en el sujeto y considerar que es por su medio que se capta el panorama, los delincuentes son sujetos enfermos al que desde una concepción clínica se debe curar y así  constituir el proceso psicológico - social de aprendizaje de normas y valores ya sea porque no se llevo a cabo o porque resulto defectuoso, por lo que el sujeto debe ser resocialización en el transcurso de la ejecución de la pena y alcanzar el objetivo de la readaptación donde el sentido de culpa y responsabilidad tendría sentido

7. “No es posible que se siga manejando como fin de la pena la dogmática de la readaptación aplicada a través de la privación de libertad, ya que esta provoca resultados opuestos. Se necesita alternativas de control, menos rigurosas que la prisión, más eficaces y menos estigmatizantes, así como la apertura de procesos alternativos de socialización contra la desviación por medio de transferencia de esa función del Estado a la sociedad”.

El hacinamiento, la insuficiencia de recursos (materiales, económicos, humanos, OTROS) y el uso indiscriminado de la prisión preventiva conlleva a que las condiciones de los centros penales sean considerados infrahumanos y violatorio de los derechos humanos para los privados y privadas de libertad. Las prisiones han demostrado que no logran un mejoramiento en las personas, no reduce el número de reincidentes ya que lo que el sistema penitenciario genera es una contracultura proclive al aislamiento y al desarrollo de conductas más violentas. 

Es así como el Estado debe realizar un cambio en su paradigma y en la ejecución y concepción de la política criminal para procurar medidas alternativas que enfrenten la criminalidad y problemática penitenciaria desde una visión humanista que enfatice y exprese el impacto negativo que produce el encierro en los seres humanos, por lo que una política de desinstitucionalización que contemple tales aspectos producirá cambios positivos más no mágicos para la solución de la problemática penitenciaria.

 8. “Se requiere un estudio analítico profundo sobre el modelo subcultural que las instituciones penitenciarias femeninas adoptan, para intentar diseñar tácticas que respondan a su realidad, y no transplantar, como siempre se ha dicho, las que se planifican para los varones”.  

Este punto resume la meta que se busca alcanzar con la presente investigación, puesto que nuestro objetivo remite más allá de un producto académico de las políticas penitenciarias, sino que visualiza la posibilidad de  trazar líneas estratégicas para el diseño de tácticas particularizadas y apegadas a realidad en el mejoramiento de la atención a las mujeres privadas de libertad, las cuales requieren de una política criminal diferenciada a la de los varones y no una simple trasplantación.

2.5
Teresita De Barbieri: Teoría de Género como Sistema de poder 

El poder en las relaciones de género ha sido un aspecto fundamental en el análisis de la subordinación de las mujeres con respecto a los varones. Así De Barbieri (1992) identifica tres perspectivas teóricas que toman como base el elemento poder como generador de desigualdad de género.

 La primera es de corriente marxista y es denominada “Las relaciones sociales del sexo”, se fundamenta en la división del trabajo como la causante de la desigualdad de género.  Dentro de esta perspectiva  se encuentran aquellas que  consideran al género como “un sistema jerarquizado de status o prestigio social”, dándole énfasis a los agentes socializadores que promueven la repetición de papeles o roles durante la vida. Por otra parte, “el sistema de poder como resultado de un conflicto social” expone que la resolución de conflictos siempre se hace de forma desfavorable para las mujeres. Por último, se trata de una corriente más de tipo estructuralista  en donde “los fenómenos sociales se definen por las relaciones que guardan entre sí” siendo base fundamental la contextualización como parte de la construcción y análisis del objeto de estudio. 

Para la presente investigación partimos de esta última perspectiva, al considerar que el género alude a una construcción social basada en diferencias sociales y culturales percibidas por los distintos grupos sociales, generando prácticas, símbolos, normas y valores determinados que conllevan a la formación de relaciones de poder y por ende a la instauración, reproducción y legitimación de una cultura en donde el hombre-varón es considerado el modelo y arquetipo a seguir, es decir, una cultura androcéntrica. 

De este modo, planteamos la relación existente entre género y poder, fundamentada en la  perspectiva De Barbieri (1992) la cual propone el género como un  “Sistema de Poder” que remite a  “las maneras en cómo se estructura y se ejerce en los espacios reconocidos del mismo.  Es decir, es necesario dirigir la mirada a las definiciones de las personas y de ciudadanía en tanto sujetos de derecho y responsabilidades, a las formas y contenidos de la participación en la esfera pública, al Estado, el sistema político (y de partidos) y a la cultura política” (De Barbieri, 1992: 22)
A la vez es importante reconocer el poder que se ejerce no solo en la esfera pública sino en toda relación social y por ende en el ámbito privado. Asimismo como se mencionó anteriormente, para que el poder exista deben existir dos partes tal y como expone Lagarde: la idea del poder que se ejerce y el poder que se somete.  

Aunado a esto Foucault (1990) plantea la existencia de solo dos clases de sujetos:  aquel sometido a otro a través de la dependencia y el control o el que está encadenado a su propia identidad por la conciencia o el conocimiento de sí mismo, asegurando que no es posible la existencia de una sociedad sin relaciones de poder puesto que ésta sería una mera abstracción, ya que el poder se da solo en la medida en que  se ejerce unos sobre otros, concluyendo: “el poder se ejerce no se posee”. Ambos hablan de un doble sometimiento que vive el sujeto: el impuesto y el “voluntario”.

 Se podría inferir que las mujeres se incluyen en ambos sentidos puesto que en primer lugar, se encuentran sometidas a una construcción socio-histórica androcéntrica que ha legitimado un sentido de dependencia y subordinación por medio del poder y el control emanado por diferentes instituciones sociales, como la familia, la escuela, el Estado, entre otros, que condicionan formas de actuar y de pensar.

Es así como el poder “Produce verdades, disciplina y orden pero también siempre está en peligro y amenazado de perderse. Por ello no bastan leyes y normas, amenazas cumplidas y castigos ejemplares. Las/os dominadas/os tienen un campo de posibilidades de readecuación, obediencia aparente pero desobediencia real, resistencia, manipulación de la subordinación(...) De ahí entonces que los lugares de control sobre las mujeres-(...)madres-esposas-amas de casa-sean también espacios de poder de las mujeres: el reproductivo, el acceso al cuerpo y la seducción, la organización de la vida doméstica, se vuelvan entonces espacios, contradictorios, inseguros, siempre en tensión”(Torres Arias (1989) citado por De Barbieri,1992: 123)

El vínculo existente entre género y poder permite el orden del mundo, un orden político que delimita la vida cotidiana de los sujetos otorgando o eliminando, valorando o desvalorizando poderes, jerarquizando e incidiendo en la construcción social de la realidad de hombres y mujeres, en donde cada individuo por una parte ejerce ciertos poderes y  a la vez  esta sometido a otros, así se asegura que   los sujetos sociales cumplan con sus funciones como mujeres y como varones. Por ende el sistema género/poder, tiene como objetivos (Lagarde, 1996: 24):

a) especializar a los sujetos definidos a partir de su sexo

b) convertirlas en expertas/os, o en actividades y funciones particulares que los hagan ser mujeres y hombres

c) lograr la continuidad del mundo así estructurado a través de variados mecanismos los sujetos quedan incluidos o excluidos de ámbitos y relaciones, y ocupan posiciones jerárquicas 

El poder no solo se ejerce en un espacio determinado sino que se construye a partir de las actividades, derechos y deberes que los  sujetos posean, definiendo formas y estilos de vida de acuerdo a la cultura, sistema político, participación ciudadana, etc.  Para una mayor comprensión del vínculo género-poder retomamos algunas consideraciones teóricas propuestas por la Geografía de la Percepción, del Tiempo y la Cultura así como de la Sociología del uso del tiempo para entender no solo como se posee el poder sino como se ejerce en el espacio cotidiano entendido como  aquel “mundo personal de los individuos, un entorno inmediato que constituye el contexto de sus actividades, valores y aspiraciones. Es un mundo que nosotros en parte creamos, mantenemos y transformamos” (Sabate, et al, 1995: 287)

La Geografía de la Percepción y del Tiempo se ha dedicado al estudio de la experiencia del espacio entre hombres y mujeres, desarrollando un abordaje teórico de cómo la  construcción del género influye en el control de  la vida cotidiana y el espacio y viceversa, afirmando que existen espacios feminizados y espacios masculinizados. “El espacio y el tiempo tienen una importante significación cuando se pretende comprender la forma en que las mujeres organizan sus actividades cotidianas y construyen sus biografías” (Sabate, et al, 1995: 288) Aquí entra en juego la funcionalidad del espacio en sí, que determina la división de roles: hombre espacio-tiempo productivo y mujer-espacio reproductiva. 

Este binomio mujer-espacio reproductivo forma parte del sistema género/poder mencionado anteriormente, ya que este se fundamenta en las diferencias anatómicas-fisiológicas, afirmando que el cuerpo como entidad biológica carece de poder mas sin embargo, la sociedad se ha encargado de otorgárselo a través del control de la sexualidad, ésta última  entendida como “el conjunto de las maneras muy diversas en que las personas se relacionan como seres sexuados con otros seres también sexuados, en intercambios que como todo lo humano, son acciones y prácticas cargadas de sentido”  (De Barbieri,1992: 118)

Por tanto, el poder que se ejerce sobre las mujeres inicia en su sexualidad y el control de su cuerpo, más específicamente en cómo éstas deben vivirla, al punto de implantar con quién puede y debe  tener relaciones sexuales (en singular ya que generalmente se permite solo el contacto sexual con un único varón: el marido). Como si esto fuera poco, a la vez se ejerce un control sobre su reproducción debido a que “desde muy temprano varones y mujeres tienen la capacidad de producir y reproducir  con el cuerpo, ambos tienen la capacidad de dar placer al otro, pero solo las mujeres cuentan con el poder de dar vida a otro cuerpo” (De Barbieri, 1992: 117); es por ello que existe un poder particular con respecto a la edad de la mujer, es decir, se le da un mayor valor social a  aquellas mujeres menores de 40 años (edad reproductiva).  

Lo anterior tiene que ver con lo que De Barbieri (1992) denomina “Ciclos de Vida” los cuales son al igual que el género construcciones sociales en donde media el poder y el control y en donde la socialización juega un papel predominante. Así niñas y niños son formados para aceptar desigualdades, “desde el moño azul o rosa en las clínicas obstétricas contemporáneas y el enterramiento de la placenta cerca o lejos de la vivienda de los mayas, los ritos de iniciación, los aprendizajes y enseñanzas formales e informales y todas las prácticas y símbolos con los que se convive, festeja y reprime en las diferentes culturas”  (De Barbieri, 1992: 119). Es durante los ciclos de vida que se establecen  posiciones y papeles que mujeres y varones deben desempeñar, iniciándose en la organización de la vida familiar y doméstica. 

Por tanto,  el hogar, espacio femenino por “excelencia”, es el primer medio por el que se ejerce poder sobre las mujeres, ya que transmite pautas de comportamiento que conllevan a la reproducción de relaciones desiguales entre varones y mujeres.  Igualmente, la relación conyugal desde la perspectiva de Miralles (1983) contribuye a que la mujer sea valorada por el papel que cumple en relación con otros, asignándole funciones o roles “socialmente aceptados” como los de madre, esposa, ama de casa y educadora de sus hijos; si por alguna razón no se llegan a cumplir, la sociedad y la familia hasta cierto punto,  las niega como mujeres.  Estamos hablando de un poder “múltiple, localizado en muy diferentes espacios sociales, que puede incluso no vestirse con los ropajes de la autoridad, sino con los más nobles sentimientos de afecto, ternura y amor” (De Barbieri, 1992:1)

Este planteamiento es de singular importancia, puesto que hoy en día la sociedad ha sufrido grandes transformaciones tanto en  su organización como en sus prácticas. Las mujeres han tomado un lugar importante en el desarrollo social, económico y cultural, estableciendo nuevos espacios y ocupando aquellos que pertenecían tradicionalmente a los varones, lo que ha llevado en algunos de los casos a que éstas opten por un postergamiento de su maternidad o vida familiar, aunque en la mayoría, las mujeres han empezado a desarrollar una vida de “doble jornada” atendiendo tanto las labores domésticas como profesionales.  Tanto unas como otras no han dejado de ser el blanco de críticas de qué tan asertivo es para el desarrollo familiar y de la sociedad estas conductas “no tradicionales”. 

Con respecto a esto, la Sociología del Uso del Tiempo encargada de  “estudiar los ritmos y rutinas de las actividades en el tiempo, en conocer la forma en que organizamos un conjunto de actividades a lo largo de periodos que pueden ir desde 24 horas del día a la longitud total de la vida”  (Sabate et al,1995: 302), esclarece una clara división entre el tiempo productivo (gobernado por los horarios laborales) y el reproductivo (tiempo dedicado al hogar), marcando una clara diferencia entre la organización de las actividades en el tiempo de mujeres y varones que en la mayoría de los casos se encuentra condicionada a los papeles socialmente asignados.

“Las mujeres que conjugan las responsabilidades domésticas con un trabajo remunerado deben realizar verdaderos equilibrios para distribuir a lo largo del día múltiples actividades con horarios no siempre compatibles...a las actividades productivas deben sumar las reproductivas...el tiempo de los hombres es discontinuo, constituido por una secuencia en la que se alternan periodos de trabajo y periodos de descanso” (Sabate et al,1995: 303), siendo el tiempo libre de las mujeres en algunos casos, reducidos a  fines de semana (si es que el tiempo reproductivo no se doblega al encontrarse con todos los miembros de la familia en el hogar). 

A la vez su inserción en el mundo laboral se ve limitado por la incompatibilidad de los horarios “sociales” (instituciones de enseñanza, comercio, servicios, bancos, otros), que obligan a las mujeres a la organización de su tiempo según la división sexual del trabajo, el cual se podría decir, funciona con un horario masculino.

Por otra parte, la Geografía del Género se centra en el estudio de la configuración de imagines mentales entre hombres y mujeres con respecto al espacio, explicando posibles diferencias entre ellos, lanzando la hipótesis de que el rol social determina la percepción del espacio y por ende  la habilidad espacial entendida como “la capacidad de las personas para captar características como la localización, conectividad, jerarquía, proximidad o área” (Sabate et al, 1995: 293). Por ende se afirma que el hecho de trabajar no tiene el mismo efecto sobre la interacción espacial entre varones y mujeres. Las mujeres trabajadoras-amas de casa poseen una habilidad espacial restringida en comparación a los hombres debido a la posibilidad de acción y percepción del espacio, ya que “una diferente posición en la sociedad implica también una diferente experiencia del mundo que nos rodea” (Sabate et al, 1995: 295)

Derivado de lo anterior, las mujeres han vivido durante la historia con un miedo al espacio público, esto debido a que “en nuestra sociedad, las niñas usualmente tienen un radio espacial de acción más restringido que los niños debido a las actitudes de protección de los padres sobre ellas, y parece demostrado que este hecho influye grandemente en la forma en que niños y niñas desarrollan sus habilidades espaciales” (Sabate et al, 1995: 293). Por otra parte Sabate y otros (1995) aseguran que la principal causa del miedo vivido por las mujeres en los espacios públicos se debe al miedo a la agresión física que si bien también es experimentada por los hombres hay una diferencia significativa en cuanto a la amenaza de ser víctimas de violencia sexual.

“El miedo de las mujeres no es “espacial”. Éstas experimentan mayor aprensión hacia lugares aislados- parques, callejones, aparcamientos, suburbano-y, por tanto, su ansiedad restringe sus movimientos y su uso independiente del espacio, especialmente durante la noche” (Sabate et al, 1995: 299); más sin embargo, la Geografía del Miedo y la Geografía de la Violencia han demostrado que el lugar donde ocurren más agresiones físicas y sexuales es el propio hogar de la víctima.

Volviendo un poco al eje central del género-poder, hemos trazado alguna líneas de cómo se construye el género basado en el poder y cómo el poder legitima y transmite el género en diferentes espacios, con la finalidad de comprender y explicar los géneros como Sistemas de Poder, cómo se posee y ejerce el poder, como el género al ser una construcción social se vale del control del espacio, vida sexual, uso del tiempo, posibilidades de acción, entre muchos otros aspectos y ámbitos de la vida, tanto privados como públicos; sumergiendo a las mujeres en un poder invisibilizado, muchas veces lleno de afectos que conllevan a una vida limitada y subsumida.

Como menciona De Barbieri (1992) para conocer y comprender los Sistemas de género/poder “no basta con conocer los ámbitos en donde mayoritariamente varones y mujeres se expresan e interactúan, ni los espacios de la normalidad por donde transcurre la mayoría de la vida de la población.  Se requiere también de conocer (…) esas zonas oscuras y límites de la sociabilidad sobre las que da miedo y produce dolor pensar” (De Barbieri, 1992: 123)
Precisamente nos adentraremos en los espacios del poder, el Estado, el Sistema Penal, las políticas penitenciarias y más específicamente en lo correspondiente a las mujeres privadas de libertad; zonas oscuras que tal y como afirma la misma, el solo posible acercamiento  produce miedo y dolor, pero que en la mayoría de los casos, han sido escenarios olvidados, discriminados, excluidos, silenciados e invisibilizados. 

En este caso en particular, nos interesa conocer cómo se desarrolla la vida de las mujeres en ese lugar tan olvidado: la cárcel y cómo se apropia de ese espacio, cómo la percepción del tiempo y el espacio se altera, cuál es su uso y si ello es tomado en cuenta en la atención adecuada a las mujeres privadas de libertad (tales como el día de pernoctación, el tiempo libre, tiempo productivo y reproductivo) y si esas particularidades están presentes en las políticas penitenciarias que las rigen.

3.  Institucionalización del poder 

3.1 Estado y Poder Social 
En la mayoría de los casos se cree ilusoriamente que las instituciones no intervienen en lo femenino y masculino, cubriéndose la realidad con las diferentes vestiduras con las que se disfraza el poder;  “el poder es tolerable sólo con la condición de enmascarar una parte importante de sí mismo”  (Foucault, 1980:105).  Pues el poder no siempre engendra violencia.

El poder no es una categoría abstracta; el poder es algo que se ejerce, que se visualiza en las interacciones en donde su función radica en oprimir y configurar modos de relaciones, espacios, subjetividades, etc. Por tanto, encontramos dos acepciones alientes al termino “poder”, aquella que hace referencia a la capacidad personal de hacer, pensar, sentir y decidir, y que requiere de un legitimidad social  y otra a la capacidad de control sobre la vida de otros que necesita de ciertos recursos, y que es utilizada en la mayoría de los casos para sancionar y obtener obediencia.

El Estado como ente de control social impone sus intereses en la configuración de la sociedad, si bien éste  puede ejercer el poder mediante medios coercitivos, en la mayoría de los casos lo hace sin recurrir a ellos, utilizando otros medios de sometimiento.

Un claro ejemplo de lo anterior es el papel que juega el género dentro de este poder, en donde el Estado con una clara visión androcentrista, ha legitimado el poder masculino y paternal no solo en el ámbito público sino también en el privado, llevando a que las mujeres deban “ vivir incluso bajo gobiernos y regímenes políticos masculinos como lo hacen en  cualquier ámbito social: los hombres deben dirigir los destinos en la pareja, en la familia, en las esferas-ámbitos, organizaciones e instituciones-educativas, partidistas, sociales, religiosas, científicas.  Y ellas deben reproducir con su trabajo y sus acciones prácticas esos ámbitos y deben recrear las condiciones morales y culturales de su existencia (...) Pero lo hacen siempre bajo la tutoría política de los hombres” (Lagarde, 1992: 28). 

 La cultura patriarcal ha sido fundamento importante en la configuración ideológica del Estado y éste transcribe sus valores en la misma, dándose una doble relación de retroalimentación y legitimación de ese poder patriarcal: "Las instituciones fundamentales en una sociedad- la familia, la escuela, el mundo del trabajo- definen y limitan lo que las personas, cada persona en concreto, pueden hacer, y ello en forma diferenciada” (Martin-Baró, 1983:94) 

Es a través del poder social que engendra el Estado que se busca afianzar y formalizar ciertos valores y pautas de comportamiento que permitan en circunstancias determinadas recibir respuestas esperadas, es decir, acciones que acaten los intereses sociales particulares promulgados por el mismo; logrando una dominación social solapada que es aceptada y legitimada por medio de la socialización. Este sometimiento se da de forma tan sutil que se llega a establecer  como un orden natural. 

Con respecto a lo anterior  Althusser (1970) asevera que el Estado solo tiene sentido en función del poder adquirido y ejecutado por una clase dominante que impone las pautas a seguir para el mantenimiento del orden social, actuando directamente sobre el comportamiento humano con el fin de forjar “individuos disciplinados”, que a lo largo de la historia se han manifestado  en el dominio de varones sobre mujeres, puesto que la cultura ha legitimado la creencia del varón como ente superior, es decir el poder personal  es el rasgo masculino por excelencia mientras que a las mujeres les corresponde el poder de los afectos.

Este poder Estatal y de dominación se ejerce a través de lo que él denominó como  “aparatos ideológicos y represivos del Estado”, en donde “el aparato (represivo) de Estado, por su cuenta funciona masivamente con la represión (incluso física) como forma predominante, y solo secundariamente con la ideología, (no existen aparatos puramente represivos) (…) Los aparatos ideológicos de Estado funcionan masivamente con la ideología como forma predominante, y utilizan secundariamente, y en situaciones límite, una represión muy atenuada, disimulada, es decir simbólica (no existe aparato puramente ideológico)” (Althusser, 1970: 30). 

Por tanto, podríamos decir que el Estado es un aparato represivo-ideológico, que ha utilizado de forma desigual su poder para controlar a través de sus dimensiones sociales y culturales los parámetros que deben seguirse para una conducta socialmente aceptada, pues es a través de mecanismos de control formal e informal que se otorga o se retira poder de los individuos según los intereses y la dinámica social regida bajos los parámetros de lo que debe ser masculino o femenino.  Así, el Estado busca el equilibrio y orden social por medio del poder y control ejercido a través de diversas instituciones, que según su origen pueden formar parte ya sea del control formal o informal.

Los mecanismos de control formal son aparatos represivos del Estado, que se encargan de reproducir e influir directamente, como es en este caso, en la política penitenciaria por medio de los códigos y reglamentos que rigen el Sistema Penal costarricense, el cual está constituido por actores inmersos en el propio sistema (policía, tribunales, sistema penitenciario, etc.) como con los relacionados con el mismo (ministerios, legislaciones, medios de comunicación, etc.).  Cada uno ejerce sus intereses, concepciones y funciones con la finalidad de que este organismo en general tenga un adecuado funcionamiento, sin embargo, tal y como nos expone Zaffaroni (1984): “(...) en ningún sistema penal se opera una coincidencia entre los objetivos proclamados por la legislación y el discurso jurídico y lo que sucede en la realidad por efecto de su funcionamiento” (Zaffaroni, 1984: 11) 

Por otra parte, el control informal es asumido por los aparatos ideológicos del Estado, conformando un fenómeno más amplio y complejo; alude a  instituciones jurídicas, políticas, informativas y culturales, tales  como, la  religión, escuelas, familia, que tienen como principal función mantener la opresión de ciertos sectores que carecen de poder, siendo en la mayoría de los casos las mujeres las más afectadas.

Miralles (1983) nos amplía: “es un fenómeno complejo con distintas dimensiones que recubren las diversas formas de opresión a que la mujer está sometida.  Los intereses del Estado dentro del sistema capitalista de producción, con relación al papel de la mujer dentro de este sistema abarca la familia, la escuela y el trabajo, así como el área médica; todas estas instituciones aplican un mismo programa, funcionan con los mismos objetivos: crear primero y mantienen a continuación a la mujer en el papel asignado” (Miralles, 1983: 133)

A pesar de que el Estado es considerado un aparato represivo que debe velar por el orden social, en la mayoría de los casos éste no es totalmente alcanzado por las instancias formales e informales; la ejecución del castigo no solo es social sino que pasa a posicionarse en el ámbito jurídico: la prisión. Es allí donde el status de los individuos se transforma al ser considerados delincuentes, antisociales, inadaptados o enfermos, entrando en juego el poder más déspota y totalizador, puesto que en palabras de Foucault (1980), ya no se castiga el cuerpo sino el alma y se emplea “un castigo que actué en profundidad sobre el corazón, el  pensamiento, la voluntad, las disposiciones” (Foucault, 1980: 24)  

Por otra parte existe la respuesta por parte de los individuos de una sociedad determinada hacia las pautas establecidas por el Estado y sus mecanismos de control formal e informal que es lo que entenderemos por reacción social, existente en todas las relaciones humanas. 

 Así ante el incremento en los últimos años en la criminalidad tanto masculina como femenina que no discrimina a jóvenes, ancianos (as),  niños (as) y/o estatus social; la reacción social más habitual es la demanda de leyes más fuertes, castigos más déspotas y condenas más duraderas.

 Por tanto, la prisión surge como una repuesta a la demanda social de castigar al individuo que delinque o que no acata las reglas sociales establecidas (reacción social), así la seguridad pública busca imponer con mayor dureza el poder y control con tal de no ver afectada la seguridad ciudadana, ésta última pensada como: “la preocupación por la calidad de vida y la dignidad humana en término de libertad, acceso al mercado y oportunidades sociales... significa principalmente no temer una agresión violenta, saber respetada la integridad física y, sobre todo, poder disfrutar de la privacidad del hogar sin miedo a ser asaltado y circular tranquilamente por las calles sin temer un robo o una agresión” (Arraigada y Godoy, 2000: 108) por lo que son consideradas como amenazas la pobreza, el desempleo, el hambre, el deterioro ambiental y la drogadicción. Por tanto, ante el eminente peligro  que estas  representan se visualiza como única solución el encarcelamiento. En síntesis podríamos decir que el control informal nutre el formal y lo hace más fuerte.
 Asimismo Michael Foucault (1980) se refiere de cierta manera al control formal e informal al plantear la existencia de dos paradigmas teóricos sobre el poder: el jurídico y el estratégico. 

El paradigma jurídico responde al control formal del sistema social y entiende que “el poder es un objeto social del que dispone el estado como gerente del bien común y que distribuye entre los miembros de la sociedad a fin de poner en ejecución las exigencias y reglas del sistema establecido” (Foucault citado por Martin-Baró, 1983:102). Esto quiere decir que el estado es el ente encargado de establecer lo que es bueno o malo, plausible o ilícito y por ende, sancionable. Y por otra parte, el paradigma estratégico alude a los roles que cada actor social asume en las relaciones sociales. “El poder no es un objeto ni una institución ni una potencia; es más bien una situación estratégica que surge con cada relación social, en la medida en que esa relación presente una desigualdad de fuerzas. Por ello el poder se está produciendo a cada instant  y en todos los puntos del entramado social donde se establecen relaciones” (Foucault citado por Martin-Baró, 1983:102)

a.  Políticas penitenciarias

La criminalidad al ser catalogada como un fenómeno social es abordada dentro de la política social imperante característica de un Estado; el cual tiene como principio velar por su seguridad y la de sus ciudadanos utilizando como medio de protección principalmente la represión, a través de sanciones legales como la privación de libertad, labor que debe hacerse “dentro del marco del respeto a los derechos humanos, como se ha comprometido, tarea que en el caso de la custodia de las personas privadas de libertad corresponde al Poder Ejecutivo, siendo la labor del Poder Judicial - y dentro de éste- particularmente del Tribunal Constitucional, velar por que así se cumpla” (Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas y degradantes, citado por Carranza Elías, 2001:34). Solo así por medio de Estados democráticos y humanitarios es que las políticas con sus mecanismos, organizaciones, estrategias, instituciones y métodos podrán combatir la destrucción y castigo hacia las personas. 

Estamos diciendo entonces que las políticas criminales son parte de las políticas sociales entendidas como: “el conjunto de sucesivas iniciativas, decisiones y acciones del régimen político frente a situaciones socialmente problemáticas que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles manejables” (Vargas, 1999:57) y en donde prevalecen relaciones de poder, dentro de la formulación y ejecución de las políticas en las que intervienen diversas instituciones.

Por ende, la Política criminal se sirve de la ciencia social y penal; sin embargo “en opinión de Baratta, no es posible reconstruir una relación de paridad entre la ciencia penal y la ciencia social en razón de que la ciencia jurídica, privilegiando su carácter técnico, ha abandonado sus fines cognoscitivos y experimentando un cierto retardo respecto a la ciencia social” (Santos Thamara, s.f.e: 84); por lo que para solucionar la problemática criminológica debemos recurrir a las ciencias sociales criticas y conocedoras de la realidad y potenciales de cambio hacia una política criminal alternativa. 

 A pesar de que las ciencias penales se rigen bajo el principio jurídico de que la ley es igual para todos actúan discriminatoriamente contra los individuos que viven en condiciones desiguales reproduciendo jurídicamente la desigualdad al forjar los valores, actitudes y representaciones del crimen y el o la criminal.

Por tanto, la formulación y ejecución eficaz y eficiente de una Política Criminal o una Política Punitiva del Estado debe presentar una concepción integral de aspectos judiciales, policiales, penitenciarios y legislativos y evitar así abordar la problemática criminológica desde una visión fraccionaria como si fueran realidades distintas.

 Por tanto las políticas penitenciarias constituyen solo un eslabón en la configuración de la misma, en donde se contemplan diversos elementos que rigen en el Sistema Penitenciario tales como: Códigos, Leyes, reglamentos, Normas y Principios de regulación, entre otros,  los cuales forman parte de la legislación. A la vez  las declaraciones universales o convenciones emanadas por organismos internacionales acogidos por la legislación costarricense, llegan a regir dentro del Sistema Penal al convertirse en acciones para todos y todas los seres humanos en general; sin embargo el discurso es muy diferente a la realidad.

Para Carranza (2001) las acciones o aspectos que se deben contemplar en la concepción de una Política criminal y poder así abordar la problemática a la que está por lo regular le atañe, son: 

1.
Nivel Político: con el fin de evitar la sobre población penitenciaria los Estados deben contemplar dos líneas de acción, la primera de ellas es construir o ampliar los centros penitenciarios lo que implica tomar en cuenta tres particularidades: el tamaño con el fin de evitar la construcción de mega cárceles reduciendo su dimensión humana ya que se ha corroborado que existe una estrecha relación entre el tamaño de las prisiones y el numero de evasiones, agresiones, suicidios, incendios y otros hechos de violencia; la ubicación geográfica evitando construir penales lejos de los circuitos judiciales y del lugar de residencia de los familiares favoreciendo la eliminación de los altos costos de transporte y des-regionalización; y las características de las cárceles las que deben ser diseñadas para albergar a poblaciones con diferentes grados de peligrosidad.  La segunda línea de acción a nivel político debe orientarse en reducir el número de privados (as) de libertad a través una reforma integral (leyes penales, procesales y de ejecución de la pena) que conlleven a la implementación de medidas alternativas que vayan de acuerdo con el principio de mínima intervención. 

2.
Nivel Dirección del Sistema Penitenciario: Se deben tomar decisiones que contemplen aspectos como la eficacia en el uso de los recursos materiales y humanos ya que el sistema penal se enfrenta ante la disyuntiva de escasos recursos frente a la creciente población; la clasificación de los privados(as) de libertad en relación con el escaso espacio de las instalaciones y las tensiones que esto genera; los problemas de salud especialmente las enfermedades infecciosas a causa del hacinamiento y por último que el número de funcionarios(as) sea equiparable al de los prisioneras(os).

3.
En el nivel de cada Unidad Penitenciaria: las decisiones que los centros en concreto tomen se deben enfocar en evitar los brotes de violencia por parte de las personas privadas de libertad, fugas, promiscuidad, criminalidad interna y externa, abusos de poder, estigmatización y deterioro personal.

3.2  Mujer y Prisión

Tal y como afirma Makowski (2000) los oscuros espacios de la prisión han sido abordados a lo largo de la historia desde perspectivas estructurales  e institucionales centradas en  el análisis de las formas de poder que se imponen a los sujetos a través de la disciplina y el castigo, dándole poca relevancia a aspectos como la interacción social, construcción de la subjetividad y vida cotidiana; elementos  que nos interesan rescatar con respecto a las mujeres privadas de libertad;  puesto que el ingreso a prisión implica un largo proceso de ajuste. Esto no implica que los varones se encuentre exentos de vivir desajustes en su interacción social, subjetividad y cotidianeidad, más sin embargo producto de la construcción social del género éstos se viven de forma distinta, lo que conlleva a la  atribución de  ciertas particularidades.

Al representar un pequeño porcentaje de la población penitenciaria, éstas son relegadas y obligadas a vivir bajo la organización y necesidades de los varones privados de libertad, en condiciones inadecuadas de seguridad, infraestructura, educación, recreación, trabajo y muchas otras condiciones propias del ser mujer como la maternidad y la salud, las cuales requieren de atención especial y distinta a la de los varones.

“Las mujeres enviadas a prisión han sufrido por lo general abusos físicos o sexuales, y con frecuencia llegarán con una serie de problemas de salud no tratados. Las consecuencias del encarcelamiento, y sus efectos sobre sus vidas, también pueden ser muy distintas para la mujer” (Coyle, 2002: 131)

 Para iniciar un recuento de las muchas diferencias que pueden presentarse en las prisiones solo por el hecho de ser mujer tenemos como punto principal el doble proceso de estigmatización al que deben enfrentarse, primero por ser mujeres “delincuentes” y segundo “mujeres de familia”; así deben por un lado aceptar la culpa de haber cometido un delito y  por otro lado, se asume una carga moral al ser señalada como una mujer “disfuncional” al tener que abandonar a sus hijos(as), esposo, hermanos(as), padre, madre, otros. 

 Esto último remite al cambio sufrido en la dinámica familiar al ser una madre-esposa- hija-hermana enviada a prisión, puesto que en la mayoría de los casos las mujeres son las encargadas de velar por el cuido y educación de los hijos así como de brindar cierta seguridad en el hogar.

 “Si un padre es enviado a prisión, las más de las veces la madre asumirá sus propias responsabilidades como la de su pareja.  Cuando una madre es enviada a prisión el padre que queda libre puede resultarle tremendamente difícil cumplir sus funciones parentales, en especial si no recibe el apoyo del entorno familiar.  En muchos casos, la madre es único sostén del hogar.  Todo ello implica que deben adoptarse medidas especiales para asegurar que las reclusas puedan mantener un contacto provechoso con sus hijos” (Coyle, 2002: 131) Esto es solo un ejemplo de cómo las mujeres viven su proceso carcelario de una forma muy distinta a la de los varones privados de libertad. 

Asimismo, cuando una mujer se encuentra en proceso de gestación, la institución debe brindarle la atención adecuada durante el embarazo y el periodo de lactancia, lo cual implica en primer instancia que se le debe aplicar la pena de encarcelación solo si es estrictamente necesario y bajo las valoraciones precisas, si no queda más remedio, la administración deberá asegurarse de que el alumbramiento no se dé dentro de la prisión.  

Según la regla 23 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos: “En los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones especiales para el tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que acaban de dar a luz y de las convalecientes.  Hasta donde sea posible, se tomarán medidas para que el parte se verifique en un hospital civil.  Si el niño nace en el establecimiento, no deberá hacerse constar este hecho en su partida de nacimiento.  Cuando se permita a las madres reclusas conservar a su niño, deberán tomarse disposiciones para organizar una guardería infantil, con personal calificado, donde estarán los niños cuando no se hallen atendidos por las madres” (Coyle, 2002: 133)

Sin embargo, la principal preocupación de las mujeres - madres en prisión es el momento en que deben ser separadas de sus hijos(as). Este factor provoca distintas posiciones sobre si el niño o niña debe permanecer al lado de su madre durante el periodo de la condena o si la cárcel como un medio anómalo podría afectar el desarrollo de los niños y niñas. Esta última perspectiva es la más manejada dentro de las prisiones. 

En el caso de Costa Rica se cuenta con una casa cuna donde las madres conviven con sus hijos hasta los 3 años de edad para luego ser entregados a familiares para su cuido; en este momento tanto la madre como el niño necesitan atención especializada para enfrentar adecuadamente la separación.

Con respecto a la educación y capacitación laboral esta ese encuentra centrada  en  oficios tradicionales (lavado, costura y cocina) lo que les impide contar con las mismas oportunidades que a los reclusos varones fuera de prisión. Además, estas labores no son reconocidas socialmente por lo que cuentan con una muy baja remuneración, lo que no les permite atender sus necesidades económicas ni las de sus hijos y/o familia. “…las prisiones tienden a ser administradas desde una perspectiva masculina. Por lo general, esto supone que los procedimientos y programas han sido diseñados a la medida de las necesidades de la población masculina mayoritaria y adaptados (aunque en ocasiones no)  las necesidades de la mujer” (Coyle, 2002: 134)

Lo anterior se refleja en muchos aspectos, quizás el más importante sea que en la mayoría de los casos las mujeres privadas de libertad son alojadas en agregados o anexos de la infraestructura carcelaria destinada a varones y por ende en lugares muy lejanos de su núcleo familiar, asimismo al ser una población agregada al resto tiende a ser vigilada de manera más estricta y constante siendo evaluadas a la vez bajo parámetros masculinos, esto con respecto a su comportamiento y conducta; mas sin embargo no es lo mismo con respecto a su seguridad puesto que estas deben contar con un cuidado especial para prevenir posibles abusos físicos y/o sexuales por parte de los reclusos varones y hasta del mismo personal penitenciario masculino, ya que la cifra de delitos sexuales en prisión es una realidad que afecta a todas las prisiones del mundo. 

Otro factor en tela de juicio sería su recreación pues es notable que al ser un número reducido de mujeres en un espacio reducido y poco adecuado, éstas no cuenten con la misma oportunidad de acceso a espacios deportivos, de educación o diversión como el resto de la población.

Por otra parte si hablamos de procesos más subjetivos y de las vivencias propias del ser mujer, el olvido, muerte e individualidad al que se es sometida al ingresar a prisión, son igualmente vividos de forma distinta. 

El olvido se da en dos direcciones: primero el ser olvidada y segundo el aprender a olvidar a los otros.  Con el paso del tiempo el olvido se arraiga en la vida de las sentenciadas de forma casi natural, lo que refuerza sentimientos de culpa no solo por el delito cometido sino por el estigma que la cárcel produce sobre ella y su familia.  Así se exclama: “para mal y para bien olvidamos.  Empezando por la muerte, mil cosas olvidamos para poder vivir.  Y aunque no lo aceptemos tal vez quienes mejor olvidan mejor viven.  (…)  Pero olvidamos.  A los inolvidables, a los mejores, a los mas buenos, a quienes más felices nos han hecho, logramos olvidarlos para quedarnos con la vida (…) Olvidamos por eso el dolor y a quienes nos lo causaron.  Perdonamos por eso” (Makowski, 2000: 38)

Por otra parte la muerte se da a través de un proceso de desprendimiento paulatino, producto del olvido y la ausencia, esto es lo que se conoce como“micromuertes”, así se expresa :“Sentirse muertas en la prisión es también una forma de dar muerte al de afuera.  Se mata a los seres queridos, a los estilos de vida que se tenían en el mundo exterior, se matan ciertos deseos (...) Muertes silenciosas conforman la trama de un sujeto distinto que asume otros roles en el marco de una nueva vida cotidiana” (Makowski, 2000: 43)  

Las “micromuertes” pueden darse en forma conjunta o progresiva en tres sentidos: primero, la micromuerte del rol de madre puede darse ya sea por los hijos(as) que se dejan fuera, por suspensión de la maternidad después del nacimiento (separación madre-hijo) o cancelación que corresponde aquellas mujeres que están en edad de procrear pero que por múltiples factores (encierro) deben cancelar esta función.  Esta última es considerada quizás como la más dolorosa. Segundo, la micromuerte del rol de esposa o compañera se da con el ingreso a prisión pues la mujer no solo se enfrenta a una pérdida afectiva y sexual sino al rechazo de su esposo o compañero y por último, la micromuerte del rol de hija y de hermana se manifiesta en la mayoría de los casos por parte del padre y hermanos (varones) pues es la madre la que cumple la función de mantener vivo el contacto entre la reclusa y su mundo externo (Familia, amigos, comunidad, etc.)

Con respecto a la individualidad como consecuencia de un proceso de desarticulación de las instancias colectivas, la socialización se encuentra controlada y mediatizada por la institución, disolviendo y fragmentando la grupalidad.  Por ende predominan las relaciones conflictivas y cuando se logra cierta socialidad se crean redes muy pequeñas y fluctuantes para el intercambio de favores o para dañar a otra(s).

Este eje trae como consecuencia una ruptura con la vida cotidiana y por ende de la identidad, dándose toda una reconstrucción subjetiva a nivel de la auto-percepción (definición que el sujeto hace de sí mismo) y de la hetero-percepción (reconocimiento de los otros). Las mujeres  sentenciadas sufren  un proceso de cambio significativo en su identidad  debido a la ruptura con su  vida cotidiana.  La cárcel separa por largos años a las mujeres de las experiencias, roles, y ámbitos que tradicionalmente reafirmaban su identidad,  lo que conlleva a  un reinicio que con el tiempo se irá reconstruyendo de la mano  de una nueva cotidianidad.

4. Derechos Humanos

4.1. Generalidades 

“Quiénes redactaron la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), probablemente no imaginaron que estaban escribiendo un manifiesto revolucionario. Sin embargo, cada palabra expresaba un ideal de conducta y posición tan contrario a la realidad de 1948, que los poderosos de entonces, o no cayeron en cuenta, o pensaron que lo podía aprobar con el desenfado retórico con que se promete la luna” (Bunch citado por Facio, 2001: 35)


Los derechos humanos surgen de la necesidades de las personas por vivir una vida plena y con dignidad, por lo que van más allá de simples normas, tratados o convenios, pues deben ser una forma de vida y pertenecen a cada persona simple y sencillamente por ser seres humanos sin importar el lugar de nacimiento, religión, idioma, color o nivel socioeconómico, son derechos inherentes a la vida humana como lo son: derecho a la igualdad, a la vida y seguridad personal, a la libertad de expresión, a la protección de la vida privada, al libre tránsito, a la salud, educación, recreación y seguridad social, etc. 

Al ser estos derechos parte de la vida humana son universales puesto que son adscritos  tanto a hombres y mujeres, de todas las edades y países. A la vez, conforman un conjunto en donde todos los derechos son igualmente importantes por lo que es necesario el desarrollo y respeto de cada uno de ellos, la violación de uno afecta al resto, por lo que se afirma que éstos son integrales, interdependientes e indivisibles. Por otra parte, los derechos humanos son intransferibles, esto quiere decir que no se puede renunciar a ellos ni darlos a otras personas y nos acompañan toda la vida, siendo defendibles en cualquier territorio nacional e internacional lo que permite que sean exigibles jurídicamente (siempre y cuando estén reconocidos en las leyes, constituciones y tratados de nuestro país). Es importante aclarar que aunque son derechos, éstos también generan deberes y pueden ser ampliados según surjan nuevas necesidades por parte de las personas ya que son dinámicos y progresivos.  (IIDH, 2003:12) 

Los derechos humanos responden tanto a un nivel internacional como a un plano nacional. El primero hace referencia a las convenciones, pactos, tratados o convenios que se llevan a cabo entre dos o más países, mientras que los segundos deben encontrarse en constituciones, leyes, normas o políticas emanadas del Estado 

a.  Mujer y Derechos Humanos

Para el año 1789 surgen los Derechos del Hombre como un símbolo de ciudadanía y democracia universal. 

“Olimpia de Gouges, en 1791 se soñó humana y escribió la Declaración de los Derechos de la Mujer y de la Ciudadana, quizás la primera vez que se enmarcaban los derechos de las mujeres de una declaración de derechos humanos. Pero, como ha sucedido con los aporte de todas o casi todas nuestras antepasadas, su trabajo fue censurado y condenado al olvido, y ella, desaparecida de la historia oficial”  (Facio, 2001: 15)

 Mas sin embargo, un siglo y medio después Eleonor Roosevelt ve en ellos lo mismo que la olvidada Olimpia; una clara exclusión de un sector importante e invisibilizado durante muchos años de historia: las mujeres. Así plantea la sustitución de hombre por humanos al ser un término neutral  que vendría a cubrir ambos géneros y que al ser planteado en plural abordaría las  correspondientes particularidades de los mismos.
Según Lagarde (1996) al ser las mujeres innombrables son por ende inexistentes, incapaces de exigir sus derechos vitales que como humanas merecen y requieren, por lo que darle al hombre el poder de unificar a la humanidad bajo sus parámetros androcentristas es como afirmar que las mujeres no son lo suficientemente humanas para ser tomadas en cuenta

Esto no quiere decir que se abogue por un Derecho de las humanas o de las mujeres en sí, implica un más allá, es incorporar y hacer existente que varones y mujeres  son humanos, con diferencias e igualdades que constituyen su condición genérica, por ello, “los derechos humanos surgen de los esfuerzos por cambiar de manera sustancial esas condiciones genéricas entre mujeres y hombres, y sus relaciones sociales. Concretan asimismo los esfuerzos por modificar, desde una reorganización genérica a la sociedad en su conjunto y al Estado, y de configurar una renovación de la cultura que exprese y sintetice esta nueva filosofía genérica” (Lagarde, 1996: 88)

Sin embargo, esta sustitución no significó un cambio real de paradigmas debido a que no permitió que la especificidad de las mujeres fueran transformadas en contenido, aunque si brindo una luz a la necesidad de la inclusión de las mujeres en la normativa. “A pesar de este esfuerzo, aún es vigente la concepción sobre los derechos del hombre. Los reclamos sobre la exclusión nominal y normativa de las mujeres, son refutados con el argumento de que el hombre es sinónimo de humanidad y por lo tanto es innecesario nombrar a las mujeres, lo que muestra por lo menos, una clara subsunción de las mujeres en los hombres y por esa vía en simbólico, el hombre”  (Lagarde, 1996: 87) 


Los derechos de las mujeres no son comúnmente catalogados dentro de los derechos humanos lo que provoca una percepción diferente por parte de la sociedad con respecto a la situación y problemática que viven las mujeres, aceptándose que los derechos humanos y los derechos de las mujeres son cosas distintas. Esto se debe según Bunch (1990) a que los Derechos Humanos contienen implicaciones políticas por lo que al demandar más atención a los gobiernos sobre la atención de las mujeres, éstos responden con argumentos que tienden a seguir ciertas líneas  de oposición a tal solicitud, algunas de éstas son: 

1. La discriminación sexual es demasiado trivial o no lo suficientemente importante, o se tratará después de ser examinados problemas más importantes que atañen a la sobrevivencia y que exigen una mayor atención,

 2. El abuso contra las mujeres, aunque lamentable, es un problema cultural, privado o individual y no un asunto político que requiere atención estatal,

 3. Aunque son apropiados para otras acciones, los derechos de la mujer no son derechos humanos per se,

 4. Cuando el abuso contra las mujeres es reconocido, se define como inevitable o tan amplio, que su consideración o resulta inútil o podría sobrepasar otros problemas concernientes a los derechos humanos. 

Pese a los anteriores posicionamientos, muchos sectores de las sociedades, gobiernos, organizaciones, movimientos e instituciones internacionales han buscado plataformas de acción ante la situación desigual y violencia de la mayoría de las mujeres en todo el orbe, lográndose abrir un camino ante tal escenario. 

Para 1945 en San Francisco se realiza la primera Asamblea General de la Organización de las  Naciones Unidas (ONU) se crea una subcomisión sobre la Condición de la Mujer la cual tendría a cargo el análisis de la situación de tal población, estableciéndose una oficina de Avance para la Mujer en el Departamento de Economía Internacional y Asuntos Sociales que para junio de 1946 se convertiría en la Comisión sobre la Condición de la Mujer y muchos años después (1994) pasaría a ser el Centro Internacional de la Mujer.

 Posteriormente, la Asamblea General de las Naciones Unidas adopta y proclama la Declaración Universal de los Derechos Humanos mediante la resolución 217 A (III) el 10 de diciembre de 1948, la cual abre paso a una serie de convocatorias internacionales tales como:

1 1951 Convenio de la OIT: igual remuneración por igual trabajo sin distinción de sexo

2 1952 Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer: Derecho de las mujeres al voto, a participar en las candidaturas a puestos políticos así como la posibilidad de ejercer puestos públicos.

3 1957 Convención sobre la Nacionalidad de las Mujeres Casadas: el matrimonio no afectará la nacionalidad de la esposa.

Asimismo se desarrollan diferentes acciones y declaraciones en defensa de las mujeres:

1 1963 Borrador de la Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, presentado a la Asamblea General en 1966 y adoptado al año siguiente abogando por el principio de igualdad entre hombres y mujeres.

2 1970 Primera Conferencia Internacional sobre Derechos Humanos, de donde surge  la Declaración de Teherán la cual promueve la eliminación de la discriminación contra las mujeres del mundo instando a todos los Estados a promover las libertades y dignidad de todas las personas.

3 1975 Primera Convención Mundial realizada en México, la Conferencia Mundial del Año Internacional de la Mujer de donde surge la Declaración de México que aboga por la igualdad de las mujeres y su contribución al desarrollo y la paz. 

4 1976 Proyecto la Tribuna del Año de la Mujer en la cual participaron 6000 mujeres, contribuyó a  la formación de redes de organización entre mujeres a nivel mundial. En este mismo año se realiza el Tribunal de crímenes contra la mujer en Bruselas, reuniendo a 40 países con más de 2000 representantes mujeres que declararon sus vivencias.

5 1979 Aprobación de Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). 

6 1980 Conferencia Mundial para la Mitad del Decenio de la Mujer en Copenhague, en donde se evalúan los avances obtenidos en  las áreas de salud, educación y empleo de las mujeres desde 1975.

7 1984 Estudio Mundial sobre el Papel de la Mujer en el Desarrollo efectuado por la ONU.

8 1985 Tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer en Nairobi, Kenya.  De aquí surgen 372 acciones para la eliminación de la discriminación hacia las mujeres, denominado “Las Estrategias  de Nairobi” orientadas a acciones hacia el año 2000.

9 Debido a los acontecimientos dados el periodo de  1976-1985  es declarado como el Decenio de las Naciones Unidas de la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz.

Para la década de los noventa se inicia la puesta en marcha de “Las estrategias de Nairobi” y la ONU plantea en su Agenda Internacional cinco conferencias mundiales:

1 Medio Ambiente y Desarrollo del 3 al 14 de junio de 1992: Permitió la incorporación de las mujeres por primera vez a nivel mundial en este campo.

2 Derechos Humanos del 14 al 25 de junio de 1993: Se reconoce los derechos humanos  de las mujeres y niñas como derechos universales; a la vez, se establecen recomendaciones para la eliminación de toda violencia contra las mujeres como el acoso sexual, explotación, sexismo en la justicia, prácticas, costumbres y tradiciones culturales y religiosas que resulten perjudiciales. 

3 Población y Desarrollo del 5 al 13 de setiembre de 1994: se tratan aspectos concernientes a  los derechos con respecto a la salud sexual y reproductiva de hombres y mujeres, estableciéndose que el control de la reproducción es un asunto individual y de pareja.

4 Desarrollo Social del 6 al 12 de marzo de 1995: su objetivo, garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso al desarrollo, tales como, la participación de las mujeres en la toma de decisiones sobre asuntos políticos y planes de desarrollo.

5 IV Conferencia de la Mujer del 4 al 15 de setiembre de 1995: realizada en Beijing, en donde se  muestra el lento progreso en la aplicación de las estrategias de Nairobi por lo que se plantean una nueva Plataforma de Acción. Esta conferencia se da en dos momentos: un primero en donde participaron todos los Estados miembros de la ONU y un segundo llamado el Foro de ONGs  con más de 30 000 representantes de ONGs y diversos sectores de la sociedad civil.

En síntesis, los convenios internacionales a favor de los derechos humanos abogan por la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, tal y como se  menciona Coyle (2002), se busca:

a. Consagrar, si aun no se ha hecho en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de este principio;

b. Adoptar medidas adecuadas legislativas y de otro carácter con las sanciones correspondientes que prohíban toda discriminación hacia la mujer,

c. Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los hombres y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación;

d. Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación hacia la mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen en conformidad con esta obligación;

e. Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualquier persona, organización o empresa;

f. Adoptar todas las medias adecuadas incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer.

g. Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer.

Pese a los muchos esfuerzos por legitimar una igualdad de género, los derechos de las mujeres siguen siendo soslayados por los derechos humanos que han sido definidos bajo la norma de los varones, impidiendo eliminar el ser mujer como el principal factor de riesgo para ser víctima de la discriminación, asimismo se nos pide soñar en un mundo sin distinciones en donde todos y todas vivamos en condiciones igualitarias pero parafraseando a Alda Facio (2001), es tan difícil soñar cuando aún queda tanto por denunciar, “ lo que pasa es que soñar cuesta mucho cuando se lucha contra la injusticia, la discriminación, la intolerancia y la apatía frente a los horrores que día a día padecemos las mujeres y otros marginados, desposeídos o invisibilizados en nuestras sociedades patriarcales” (Facio, 2001: 26)

b.  Derechos Humanos y Privación de libertad

Desde una perspectiva de género enmarcado en un enfoque de derechos humanos partimos de que tanto hombres como mujeres deben ser tratados con igualdad, pues tal y como diría Yadira Calvo (1993), “el ser humano no puede ser pensado en términos exclusivamente masculinos o femeninos pues se nace persona humana”, y como tales merecen ser tratados con dignidad independientemente de su condición como privados y privadas de libertad; principio establecido en la Declaración Universal de los Derechos humanos, artículo 2, en donde se certifica que: “ Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”(Coyle, 2002: 132)

Sin embargo, este planteamiento en la mayoría de los casos no se cumple a cabalidad como producto de los diversos factores y situaciones a las que se enfrentan las mujeres privadas de libertad por sus condiciones de sexo y género denotadas a lo largo de este capítulo.

 Dentro de las prisiones se sigue viviendo en condiciones paupérrimas que llegan a constituir graves violaciones de los derechos humanos y más aún si se trata de mujeres privadas de libertad. Así se vislumbra la necesidad de “separar acusados de sentenciados, urgencia de mejorar la infraestructura carcelaria, de contar con personal penitenciario, y de contar con criterios objetivos legalmente establecidos para asegurar la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva” (Reforma Penal Internacional, sf.e: 13)

Para garantizar que esto no ocurra se han establecido en las constituciones y leyes de distintos gobiernos nacionales e internacionales, principios para la protección de los y las privados (as) de libertad en general. Dentro de lo estipulado a nivel internacional se encuentra: 

1 Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante resolución 34/169, del 17 de diciembre de 1979.

2 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos aprobadas por el Consejo Económico y Social de la ONU mediante las resoluciones 663 CI (XXIV), del 31 de julio de 1975; 2076(LXII), del 13 de mayo de 1977; y 1984/47, del 25 de mayo de 1984.

3 Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA), el 6 de diciembre de 1985.

4 Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión.  Aprobado mediante resolución 43/173 de la Asamblea General de la ONU, del 9 de diciembre de 1988.

5 Principios Básicos  para el Tratamiento de los Reclusos, emanados del octavo congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente en 1990.

En el ámbito nacional encontramos: la Constitución Política, Código Procesal Penal, Reglamento Orgánico, Reglamento del Centro Penitenciario de Adaptación Social de la Reforma, Plan de Desarrollo Institucional, Manual de Buena Condición Penitenciaria, Diagnóstico del Centro de Adaptación Institucional, Programas internos del CASIM, Circulares del Instituto Nacional de Criminología y Jurisprudencia Constitucional.

Dentro de los mayores proyectos realizados en Costa Rica se encuentra la Declaración Interamericana sobre los Derechos y la Atención de las Personas Privadas de Libertad realizado en colaboración de Reforma Penal Internacional (RPI) que ofrece un modelo para la buena práctica penitenciaria y la protección de los derechos humanos de los detenidos y prisioneros.
Por otra parte, la Comisión de Derechos Humanos se encarga de la publicación de documentos basados en las declaraciones, normas y principios mencionados anteriormente, entre ellos se encuentran:

1 Proyecto Modelo de Reglamento de Establecimientos Penales

2 Criterios para la clasificación de la población penitenciaria

3 Revisiones en los centros de reclusión penitenciaria: directrices para la protección de internos, visitantes y trabajadores en su persona y en sus posesiones. 

4 Derechos y obligaciones del personal de seguridad y custodia.

Mas sin embargo es peligroso dar por sentado que toda esta documentación entendida para fines del presente estudio como Políticas nacionales e internacionales que rigen actualmente a nivel  Penitenciario y/o Derechos Humanos son de entero acato o de aplicación igualitaria.  Por ello el análisis del papel de las mujeres privadas de libertad dentro de las misma, constituye uno de nuestros objetivos investigativos a los que trataremos de dar respuesta en capítulos posteriores, por tal motivo no nos adentraremos en lo que se ha hecho o cómo se ha hecho sino que trataremos de mostrar la aplicabilidad de los derechos humanos con respecto al género en las prisiones donde existe población femenina para así poder trazar algunas estrategias u acciones necesarias para una atención adecuada de las necesidades y particularidades de dicha población.

CAPITULO III

DESARROLLO HISTORICO - PENITENCIARIO COSTARRICENSE 

1.
CONTEXTO

La caracterización del desarrollo histórico-penitenciario costarricense remite al primer objetivo del presente estudio, el mismo corresponde a la Fase Descriptiva en donde se relata el surgimiento de del Sistema Penitenciario en nuestro país para dar a conocer el abordaje que éste ha dado a la criminalidad femenina y a los procesos carcelarios.

Para ello es fundamental remitirnos a momentos históricos políticos, económicos y sociales que han perneado el desarrollo carcelario pues estos denotan las tendencias presentes tanto en el Sistema Penitenciario como en la criminalidad.

Es importante afirmar que la historia del Sistema Penal ha sido estudiada, desarrollada y relatada en una gran mayoría desde y para la población masculina, es decir, existe muy poca información escrita sobre cómo nuestro el Sistema Penal abordó la criminalidad femenina, por lo que el presente escenario busca “desempolvar” la historia de la cual las mujeres han sido omitidas, en este caso en particular indagamos las condiciones a las que las mujeres fueron sometidas al ser consideradas enfermas o delincuentes, las conductas, comportamientos o en muchos de los casos características o padecimientos que eran considerados delitos, tipos de condenas y castigos así como condiciones a las que se enfrentaron en reclusorios o prisiones.

Asimismo se retoman hechos importantes con respecto a la población penitenciaria masculina pues es imposible obviarlos cuando en un inicio las mujeres debían compartir los mismos espacios destinados a la privación de libertad y aún ahora  siguen viviendo bajo la sombra de regímenes masculinizados.

El siguiente desarrollo histórico del Sistema Penal costarricense comprende un periodo de 1800 iniciando con el surgimiento de las primeras cárceles hasta la actualidad dividido en 6 periodos que abarcan:

1. Primer esfuerzo en la construcción de un Sistema Penitenciario: Segregación, destierro y castigo 

    1825-1880

2. Surgimiento del Estado Liberal 1880-1906

3. Nacimiento de la Penitenciaría Central 1906-1919

4. Nacimiento del Centro Penal Buen Pastor 1921-2005

5. Un Nuevo Modelo Institucional: El Plan de Atención Institucional (PDI) 1993- 2005 

6. Situación Actual del Sistema Penitenciario Femenino 
2. Primeros esfuerzos en la construcción de un Sistema Penitenciario: segregación, destierro y castigo 1825-1880

La construcción  de una de las primeras cárceles en nuestro país data el  17 de mayo de 1822 en la provincia de Cartago, la cual  fue concebida originalmente para albergar a población masculina; sin embargo ante la ausencia de cárceles exclusivas para el “cuidado” de las mujeres, este sector de la población penal debió convivir con los varones dentro de los penales, siendo hasta el 10 de febrero de 1823, tal como lo plantea Jinesta (1940), que el Ayuntamiento condiciona un sector de la Congregación de los Ángeles u Hospicio de la Soledad, para albergar a las mujeres, las cuales estaban bajo el cuido y atención de una madrona.  

    El sistema penal heredado de la Colonia, se caracterizaba por ejercer  penas corporales (muerte, azotes, picota, etc.), infamantes (exhibición de cadáveres, desnudes, corte de cabello para los aborígenes), segregaciones (destierro, confinamiento) y servidumbre, todas con fines moralistas y atemorizadores se mantuvieron vigentes hasta 1835, tal como lo describe Arroyo (1995), ya que es a partir de este momento  cuando se inicia una regulación en materia penal y penitenciaria  por medio de Decretos Ejecutivos emitidos por Asambleas Nacionales, enfatizándose en la penalización de la vagancia y los juegos ilícitos; por lo que los varones eran condenados a realizar trabajos forzados en la apertura y mantenimiento de caminos públicos y privados.   

   En este mismo periodo específicamente en 1836, bajo la administración de Carrillo se establece en Cartago una casa de corrección de mujeres, la cual no tuvo muy buenos resultados dejando de funcionar un año después por medio del Artículo 1 del Decreto Ejecutivo del 20 de diciembre de 1837,  en donde se especifica que todas las cárceles públicas se dividirán con el fin de atender a la población masculina y femenina en sus respectivos centros,  los mismos que deberán contar con fondos propios para la manutención de los delincuentes.  

   En caso de que esto no fuera posible, el Alcalde les asignará una ocupación en “oficios honestos” que compensen los gastos en que los y las reos incurran, así se inicia la implementación de “la pena de destierro” que consiste en la colonización de zonas alejadas destinadas a actividades relacionadas con la agricultura. Así, aquellas consideradas “prostitutas”, “escandalosas”, “vagas” y “viciosas”, eran trasladas a los puertos de Caldera y Matina, acompañadas con una breve pesquisa que comprobaba su mala conducta. 

    Estas mujeres debían ejecutar labores claramente diferenciadas  a las de los varones, tales como, la preparación de los alimentos en el centro penal, el remiendo y lavado de las ropas de los reos varones, el cuido y alojamiento de todos aquellos reos enfermos y sentenciados por delitos menores que ingresaban, debido a la inexistencia de un hospital cerca o por  lejanía entre la  cárcel y su vecindario, lo que  impedía el cuidado y atención por parte de su familia.    

    Bajo esta misma administración se establece el Código General de 1841 ó Código de Carrillo, como comúnmente se conoció, el cual formó parte del reformismo que se vivió en el país en esos años en los ámbitos de educación, comercio, economía, cultura y religión, y por supuesto en materia penal y penitenciaria. Este proceso que comenzó a gestarse desde 1821 con la independencia de Costa Rica y consolidación de la República, vislumbró la necesidad de establecer un único cuerpo legal representativo que culminó con la creación de un Código Penal, un Código Civil y un Código de Procedimientos Civiles y Penales.  

    Es dentro del Código Penal en el que se especifica una caracterización de las penas en tres tipos: 

    a. Penas corporales: la muerte; el presidio; el extrañamiento perpetuo o temporal del territorio nacional; la pena de obras públicas; la reclusión en una casa de trabajo; la de ver ejecutar una sentencia de muerte; la prisión en una fortaleza; el confinamiento en un pueblo o distrito determinado; el destierro perpetuo o temporal de un pueblo o distrito. 
   b. Penas no corporales: declaración de infamia; la inhabilitación para ejercer empleo, profesión o cargo público; la suspensión de los mismos; el arresto; la sujeción a la vigilancia de las autoridades; la obligación de dar fianza de buena conducta; la retractación; la satisfacción, el apercibimiento  judicial; la represión judicial; el oír públicamente la sentencia; la corrección en establecimientos especiales para mujeres y menores. 

c. Las Penas Pecuniarias: la multa y la pérdida de algunos efectos. Por ejemplo, los delitos que quebrantaran la seguridad del país y se contrapusieran a los valores de la patria y la religión eran merecedores de la pena de muerte por medio del fusilamiento en la plaza pública. Por su parte, las mujeres que eran sentenciadas bajo la pena de muerte y que se encontraban en estado de embarazo cumplirían su sentencia hasta cuarenta días después de su alumbramiento y aquellas que eran condenadas a pasar un período en prisión eran destinadas a la atención de los reos varones, siempre que no fueran utilizadas para trabajos impropios de su sexo. 

Tal como lo plantean Astúa y otros (1984), si era el hombre quien cometía un homicidio voluntario en contra de una hija, nieta o esposa legítima, se imponía una pena de seis meses a un año de arresto, pero en el caso de los crímenes “pasionales” este código no concebía el mismo tratamiento tanto para hombres como para mujeres, favoreciendo a los maridos. Otros asuntos de la vida íntima de los matrimonios también eran sancionados, como por ejemplo el adulterio de la mujer, considerado un delito con el cual perdía todos los derechos de la sociedad conyugal y por lo que podía ser recluida en una cárcel por el tiempo que su marido estimara sin sobrepasar los seis años.  

    Asimismo, en los artículos 447, 448 y 449 del Código General queda establecido que “se imponían castigos a los esposos que provocaban desavenencias y escándalos originados en las relaciones matrimoniales.  También a la mujer que se ausentase sin permiso del marido, mostrase mala inclinación o cometiera exceso grave, podía ser llevada ante el juez para que la reprendiera; lo mismo podía suceder al marido de mala conducta o que abusara del buen trato que debía brindar a su esposa.  Para la mujer reincidente se contemplaba el arresto en una casa de corrección por un periodo no mayor a un año” (Astúa y otros, 1984: 81) 

    Posterior a la divulgación del Código General de 1841, es significativo mencionar la promulgación del primer Reglamento Policial del 18 de diciembre, como uno de los  rasgos característicos del sistema penal costarricense en la segunda mitad del siglo XIX, donde se visualizó una tendencia a segregar, aislar y clasificar a la población privada de libertad en cárceles, las cuales debían cumplir ciertos requerimientos como estar  “aisladas de todo otro edificio, en lugar retirado y rodeadas de muros alto. El edificio tiene que ser dividido en dos secciones: una para ser ocupada pro hombres y otra por mujeres. Tratándose de la cárcel general de cada Departamento, cada sección tendrá tres separaciones: para presos, deudores y detenidos” (Jinesta, 1940: 137-138) 

    Un año después por medio de un Decreto Ejecutivo de Francisco Morazán, se da una tendencia a sustituir las penas corporales por trabajos forzados en obras públicas y estrategias de control social. Para 1847, estas penas poseen un significado dual, ya que por un lado disciplinan en educación y trabajo y por otro disciplinan a los desobedientes por medio del encierro y el castigo. 

    Es por medio del Decreto legislativo N. 20 del 8 de julio de 1853 que se instaura en la capital una Casa de Reclusión para Mujeres o Casa de Corrección, la cual funcionó temporalmente en un ala del Hospital San Juan de Dios en San José, mientras se propiciaban cárceles más organizadas que establecían que dichas instituciones  debían contar con edificios ventilados, secos, luminosos y seguros, estar ubicados en todas las provincias, es decir, un medio dotado de condiciones mínimas de comodidad, seguridad e higiene.

    Para el establecimiento de la Casa de Reclusión se elaboró un reglamento en el cual se estipuló que: “Entre otras razones tiene las de doctrinar, moralizar, amonestar, corregir y castigar; así como cuidar de que trabajen, sean honestas, cuiden de sus ropas y reciban buenos alimentos. (…) el uso del uniforme por parte de las reclusas, el cual sería diferente de color según el delito cometido: dicho uniforme consiste en una bata ceñida a la cintura, será de manta dril azul; la de las convictas de homicidio premeditado, será negro con líneas verticales rojas; la de las convictas de robo, gris, la de las convictas de vagancia, azul con manchas color jade.  La reo de más de un delito llevará el uniforme que corresponda al delito más grave”  (Jinesta, citado por Caamaño 1990: 74) 

    Para 1863, gracias a la donación del Obispo Anselmo Llorente y Lafuente, surge el Centro de Reclusión de Mujeres, el cual se fundamentó en las visiones morales del religioso que buscaba devolver la dignidad a las mujeres que habían cometido algún crimen. por lo que se instaura un altar en el centro del reclusorio para impartir misa. 

 A pesar de las múltiples críticas por falta de un reglamento que regulara el funcionamiento del reclusorio, éste entra en funcionamiento ese mismo año, pero es hasta el 28 de junio de 1864 que se da el Reglamento de la Casa de Reclusión de Mujeres, el que establece un doble carácter, el de penitenciaria y cárcel; debía mantenerse por medio de las rentas del estado, contar con servicios médicos y religiosos, entre otras pautas.  

    Así se establecía que: “los alimentos que se darán son buenos pero no a comodidad de las presas.  No se les dará agua dulce en ninguna forma, ni más bebida que agua, excepto a las que merezcan mejor tratamiento (…)Por los alimentos se les rebajara un real diario del producto del trabajo (…)Serán ocupadas en la cocina, lavando, aplanchando, costura, tejido de medias y de encajes, limpia de café, fabricación de pan y tortillas, etc. (…)Para repartir el trabajo, la Directora consultara las aptitudes, de cada una, tomando en cuenta que a la nación interesa mas el que estas desgraciadas adquieran un modo honroso de vivir para después de su excarcelación. (…)Se autorizo para seguridad del encierro, grilletes, grillos y poste. Además, como penas correccionales, se autorizan: prohibición de comunicarse con la familia hasta por quince días; el calabozo, mordaza, el régimen a pan y agua hasta por tres días”  (Jinesta, 1940:155) 

A pesar de los esfuerzos por constituir una legislación penal y una política criminal, las críticas en relación al Sistema Penal no cesaron, es así como para 1868 se habla de las pésimas condiciones de higiene y de la confusión que hay dentro de ellas con respecto a la no separación de criminales que cometieron delitos leves con aquellos que  cometieron delitos graves, por lo que se propone y ensayan distintos modelos de segregación para el tratamiento del delincuente. 

   Así se impulsa la creación de  prisiones en los centros urbanos más importantes, los cuales contaron con un reglamento para presidios urbanos que data del 22 de febrero de 1839, cuando se plateó por primera vez este modelo. Dichos reglamentos establecen una división sexual del trabajo sumamente marcada  en donde las labores agrícolas, oficios de zapatería, sastrería y herrado eran delegados a  la mano de obra masculina mientras que  labores como la panadería y repostería, hilandería entre otras actividades eran realizados por las mujeres al ser consideradas labores  “propias de su sexo”. Sin embargo, en la Casa de Reclusión de Mujeres no se desarrollan los trabajos señalados para las mujeres dentro su reglamento, pues tal y como lo confirma en 1874 el Ministro Vicente Herrera: “como casa de reclusión sólo está la de mujeres que existe en la capital; por ahora es sólo para detenciones.  Sería conveniente ocupar a las reclusas en trabajos propios de sus sexo, pero esto requiere fuertes erogaciones” (Jinesta, 1940: 151) 

Para inicios de los 70 la pena de obras públicas y trabajos forzados comenzó a declinar y se  empezó a vislumbrar la necesidad de implementar  otras formas de segregación; lo que conlleva a que el 28 de febrero de 1873 se inaugure la primera cárcel formal en la Isla de San Lucas (con reglamento interno creado en 1874 y derogado en 1884 por Decreto N° XIX) para el cumplimiento de la llamada “pena del destierro”, centro que será clausurado hasta 1991.  

Por otra parte, la ley promulgada en 1878 como consecuencia al decreto de 1874, sobrelleva a la apertura del presidio de la Isla del Coco el 3 de julio, lugar donde solo permanecían aquellos que cometieran crimines graves, mientras que los crímenes menores podían ser castigados con el exilio del Valle Central y el confinamiento en pueblos fronterizos insalubres como Matina y Moin. 

La tendencia presente desde la segunda mitad del siglo XIX de segregar a la población penal en colonias aisladas, como se mencionó anteriormente, se debía a que se consideraba que estas medidas eliminaban a los criminales de las calles evitando la corrupción o el “contagio” del resto de los pobladores por medio del desarraigo. Así se argumentaba: “ las ventajas naturales que tal medida ha ocasionado,  a la moral y a los sentimientos humanitarios profundamente arraigados en nuestra raza, retirando de nuestras calles esa ambulante muestra del crimen, además de las que procuran al criminal el aislamiento para ocuparse más de sí mismo y no perder el pudor y la vergüenza sirviendo de espectáculo público en las poblaciones, se obtiene la de que el castigo se hace más severo y efectivo y más difícil la fuga”  (Jinesta, 1940:164)  

3. Surgimiento del Estado Liberal 1880-1906

Los Códigos Penal, Civil, Comercial y de Procedimientos Judiciales contenidos dentro del Código General de 1841 es sustituido en 1880 durante el gobierno de Tomas Guardia (de 1870 - 1882 en tres periodos distintos), periodo en que el desarrollo histórico costarricense marca el surgimiento del Estado liberal en medio de un contexto de inestabilidad política, en donde los golpes de Estado fueron precisamente los que permitieron el ascenso al poder de Guardia.  

Este periodo se distingue por una modificación en la concepción de castigo y ejecución, dado que se busca el papel socializador y utilitario del sistema penal, es decir, que la cárcel sirva como un medio para reinsertar al delincuente en la dinámica social, es por tanto que sobresale la abolición de la pena de muerte, primero de hecho y luego de derecho por medio del Artículo 1 del Decreto No 7 del 26 de abril de 1882. 

  Esto conlleva a que los planteamientos sobre lo punitivo “se enmarquen dentro de la concepción del individuo como persona libre y ciudadano con claros deberes y derechos, que exigen las ideas liberales. En este sentido, el mismo aparato del estado debía quedar sujeto a la legalidad libremente emanada y sancionada de las libertades individuales, por la cual; se encargaría de velar los jueces y funcionarios especializados.  El poder del Estado quedaba entonces limitado por los derechos y  por una legitimidad que no emanaba de él como entidad, ni de los funcionarios como tales, sino de ciertos valores transcendentales encarnados en los agentes privados, constituidos por ciudadanos alertas y celosos del despliegue de su independencia’" (Artavia y otros,1986:298) 

  Para Arroyo (1995) estas medidas no persiguen solamente ocultar a condenados, se trata de una nueva estrategia de control social que buscaba hacer lo mismo con otras formas de disidencia, ya sea por pobreza o enfermedad, siendo posible el cuestionamiento de los ideales humanitarios en los que se fundamentaban ambos presidios y los ideales del gobierno de Guardia; el cual consideraba que el criminal no debía exhibir públicamente su vergüenza al vivir en un país libre. En este último presidio se tenía la finalidad de albergar reos que cometieran crímenes atroces y los reincidentes,  buscando reorientar a aquellos que atentaran contra el orden social y el trabajo. 

  Ante esto Guardia expresa: "Yo que he abolido el cadalso desde que por primera vez fui llamado a regir los destinos de la República; yo que respetuoso de la dignidad humana, aún tratándose de criminales, he alejado de la calle de la ciudad de un país libre, para lo cual fundé el presidio de San Lucas, donde los reos, cumpliendo la pena pueden dedicarse a las labores agrícolas... el presidio de la isla del Coco, destinado a los reos de crímenes atroces u a los reincidentes(...) Parece rigurosa la ley que condena a los reos de crímenes atroces, a sufrir la pena de una isla situada a considerable distancia de la costa; pero allá esos desgraciados encontraran donde ejercitar sus fuerzas físicas y donde reportar provecho entregándose a la agricultura, y tienen las brisas y el horizonte del mar, en vez del aire metafísico y el ambiente estrecho de las prisiones solitarias en celda." (Artavia y otros: 1986:304) 

   Lo anterior significa una ruptura con las tendencias penales de sentenciar al delincuente a cumplir su condena desempeñando trabajos forzados en la apertura y mantenimiento de caminos públicos y privados, por lo que las estrategias y políticas penitenciarias modificaron su naturaleza y función, pretendiendo ahora ocultar la miseria humana que se vivía en las cárceles y en ambos presidios, los cuales estuvieron abiertos hasta 1905, sin embargo, desde 1881 la Isla del Coco se reservó para presos políticos.  

  Todas estas doctrinas liberales fueron permeando la estructura jurídica y en consecuencia la legislación penitenciaria, la cual se orientaba hacia un sistema de dominación indirecta que buscaba legitimar el orden social y racionalizar los mecanismos de sujeción que diferían a los utilizados con anterioridad, los cuales deberían estar en manos del estado. 

   Debido a ello es que en este periodo se tiene como finalidad evitar el castigo, aunque el Estado tiene el derecho y la obligación de separar al criminal o a cualquiera que distorsione el orden social siempre y cuando respete los derechos humanos de la persona, implementando mecanismos reformadores de la conducta que procuren la reinserción en la sociedad, como lo son la educación y orientación. 

   Así se recurre a las ciencias antropológicas, posteriormente llamadas criminológicas, las cuales conducirían a que los legisladores se apropiaran de los postulados de la Escuela Positivista del Determinismo, la cual “no castiga; pero en nombre de la defensa social tiene el derecho a recluir a las locas, aislar a los leprosos y educar a la juventud; a no permitir que los tiestos infesten con su esputos los lugares públicos, a recoger los borrachos constitudinarios, impedir el escándalo y contagio de las mujeres públicas y a velar por que los delincuentes cambien sus costumbres perniciosas por lo hábitos de honradez y trabajo.  Con el criterio determinista se estimula a los buenos (…) se cura a los enfermos, se educa al ignorante y se corrige al vicioso (…) porque aún en el fondo de las aguas infectadas hay materias utilizables, que la sociedad debe aprovechar” (Artavia, 1986:303) 

  En lo que respecta a la población femenina se manifestó la necesidad de mejorar las condiciones de vida que tenían dentro de la Casa de Corrección, por lo que en 1887 el gobierno realiza una compra de terrenos ubicados en San Sebastián, lugar conocido como la Algodonera, con el fin de instalar una nueva cárcel para mujeres con condiciones más humanitarias, dirigidas por una directora, un comandante, varios guardas y empleados. La finalidad de dichos centros, tanto de hombres como mujeres, era la de contribuir a la disminución del vicio, especialmente si se trataba de menores de edad, ya que estos eran los más accesibles a recibir una educación moral.  

  El 8 de julio de 1887 se crea la Ley Nº XXXIII contra la Vagancia, la cual consideraba como mujeres vagas aquellas “que escandalicen con sus malas costumbres o que habitualmente se encuentren en casas de juegos, tabernas o parajes sospechosos” (Artavia, 1986:311). La Ley contra la Vagancia era aplicada bajo los mismos parámetros para hombres y mujeres, solamente se hacía diferencia según la edad de los imputados.  

  Por ende en 1894, como consecuencia de el problema social de la “vagancia”, “prostitución” y delincuencia femenina es que “se establece un Reglamento de profilaxis Venérea, en el que se delimitan las zonas de residencia de las mujeres dedicadas a la prostitución, ubicándolas por sectores. Además, se establecían controles médicos para prevenir las enfermedades venéreas y sanciones penales” (Caamaño 1990: 76) 

  A pesar del cambio de paradigma y las transformaciones en materia penal y penitenciaria y las modificaciones mostradas en el Código de 1880, la problemática de las mujeres “delincuentes” no fue cambiada, ya que no se definen ni diferencian las condiciones de hombres y mujeres, tal como se ejemplifica en la concepción del adulterio como una acción privada, visión que se manejaba desde mediados del siglo XVIII, donde el marido más que nadie tenía el derecho a pedir la intervención de los tribunales siempre y cuando no haya pasado un año desde su conocimiento o cinco desde que se dio el hecho (prescribe un año después de haberse enterado) sin embargo, los parámetros bajo los que se juzgaba a hombres como a mujeres que han cometido adulterio eran dispares como respuesta a patrones sociales y culturales de la época. 

  Para finales de la década de los 80, el espacio urbano en nuestro país presentó un incremento en la población, la cual se fue centralizando alrededor de las ciudades de origen coloniales, provocando un doble proceso de migración al extenderse y movilizarse, trayendo consigo un aumento en la delincuencia al acentuarse las diferencias sociales, creciendo la necesidad de construir centros penitenciarios en la ciudad ya que el mantenimiento de la infraestructura y presos de San Lucas  y el Coco se hacía cada vez más costoso e insostenible. 

   Como consecuencia a esta situación, en 1885 Ricardo Jiménez Oreamuno y Cleto González Víquez se interesan en la construcción de una penitenciaría; enviándose en 1890 a Octavio Beeche a Europa para estudiar la arquitectura y los procedimientos penales de esos países y su aplicabilidad en Costa Rica, es a partir de sus recomendaciones que se inicia la construcción de una penitenciaria panóptica, en donde fue notable la influencia que tuvieron los países Europeos con sus sistemas penitenciario modernistas.  

  Ante la necesidad de promover el programa "higiene social contra el crimen", el cual consistía en aislar al delincuente del resto de la sociedad, se propone la construcción de centros para hombres y mujeres que sustituyan las casas de corrección que no se encuentren habitables, tal como lo plantea Jinesta (1940), se manifiesta la necesidad de una cárcel modelo para la capital, así como un reglamento que permitiera mantener el orden, disciplina, seguridad y combatir la corrupción moral y material que se daba en todas las correccionales, incluyendo la de mujeres. Este proyecto de ley para la construcción de un Centro Penitenciario  propone, "Un complejo correccional total con una posición panóptica central para inspeccionar los distintos departamentos destinados para mujeres, mujeres menores, varones menores, detenidos, prisioneros pendientes de juicio y criminales habituales"(Palmer, 2002:31) 

  La construcción de la cárcel en San José se autorizó en 1895 por la Ley Nº VI del 9 de septiembre del mismo año, dentro de la cual se exponía la necesidad urgente de una reforma al sistema penal vigente, implementando planes o proyectos que permitieran a los presos reinsertarse en la sociedad moralizándolos y educándolos, tales como los que se dieron en países avanzados y que son llamados por Arroyo (1992), “la contra estrategia del encierro carcelario”, donde se dieron una serie de medidas en el tipo de sanción como lo fue la sustitución de la deportación por el presidio de San Lucas, la misma deportación y el presidio conmuto por el arresto en la cárcel de San José. 

   Por otra parte, el arresto podría transformarse en multa, por lo que se hace evidente el uso de sanciones penales más leves y la rebaja de penas de cárcel siempre que el reo mantenga un buen comportamiento.  Sin embargo la reforma legal más importante se produjo hasta el 13 de octubre de 1909, al introducirse la “suspensión condicional del castigo” en el caso de delincuentes primarios que no fueran rebeldes o prófugos.  

   Este periodo de liberalismo es reflejo de una tendencia de las políticas penitenciaras, en donde el criminal es un ser humano con razón e inteligencia, la cual no debía ser negada al cometerse actos en contra del orden social, por lo que el Estado tiene la responsabilidad de proporcionarle un medio ambiente con condiciones humanitarias, donde se contemple una sana enseñanza, buenos ejemplos y un oficio o profesión, siendo este último aspecto de gran relevancia para el proceso regenerativo, ya que los y las  delincuentes adquirirían nuevos hábitos de trabajo que les permitirían ser útiles para la sociedad y salir de los centros penales moralizados e instruidos.   

  Este contexto de apertura a las ideas positivistas, consolidación del estado liberal y la institucionalización de los penales, es característico del periodo en que gobernó Ascensión Esquivel (1902-1906), donde además se inicia una combinación entre la penitenciaria panóptica circular y la radical, esta última hace referencia a que se debe cumplir rigurosamente con la función por la que fue creada: "Inducir en el detenido un estado consciente y permanente de visibilidad que garantiza el funcionamiento automático del poder. Hacer que la vigilancia sea permanente en sus efectos, incluso si es discontinua en su acción. Que la perfección del poder tienda a volver inútil la actualidad del ejercicio; que este aparato arquitectónico sea una maquina de crear y de sostener una relación de poder independiente de aquel que lo ejerce; en suma , que los detenidos se hallen insertos en una situación de poder en la que ellos mismos son los portadores" (Foucault, 1976: 204) 

  4. Nacimiento de la Penitenciaría Central. 1906-1919

Asimismo el 25 de marzo 1905 se inicia la construcción de la Penitenciaría para hombres y mujeres, por el decreto Nº 12 (obra en la cual no se debían limitar los gastos para su construcción), la cual se inaugura en 1909 aún sin concluir su edificación. Dicho centro fue construido gracias a la mano de obra de los reclusos y tuvo un costo aproximado para el estado de 600 colones, quedando   diseñada de la siguiente manera: 

   "La entrada principal y las oficinas estaban ubicadas en un edificio que daba hacia la ciudad y servían, junto con las paredes y las torres de vigilancia exteriores, como la fachada de la penitenciaría público. Un corredor cerrado las conectaba con el interior de la prisión propiamente dicha, donde una torre central de vigilancia daba hacia un edificio semicircular interior que a su vez daba hacia tres bloques de celdas de ladrillo. En el lado norte de este complejo, similar al de una fábrica, había un pabellón que servía como el hospital de la prisión y originalmente estaba destinado para albergar a menores. La penitenciaria contaba con una pequeña capilla y, supuestamente una biblioteca.  Ciertos cuidados de enfermería y algunos trabajos de mantenimiento eran provistos por prisioneros seleccionados en base a su buena conducta" (Palmer, 2002: 33) 

   Sin embargo es importante mencionar que en 1906, se dan los primeros esfuerzos por tener penitenciarias conectadas con las colonias agrícolas con el fin de que los presos que por su delito cometido fueron desterrados por un largo periodo, pudieran incorporarse poco a poco a la sociedad.

    Esto era posible solo si se había cumplido cabalmente con las labores o trabajos asignados, además de un buen comportamiento durante su condena; todo englobado en un marco que contempla las particularidades del delincuente, la penitenciaria y la colonia, esto debido a que se consideraba que al ser un “(…) sistema de libertad gradual tiene la ventaja de poder vigilar muy de cerca a los criminales peligrosos; con menores cuidados a los que van en camino de su regeneración moral; y durante el último periodo de la condena el simple deseo de salir definitivamente o el temor de volver a los grados anteriores de la rigidez penitenciaria harán de la colonia una sociedad relativamente ordenada por si misma” (Jinesta, 1940:  226) 

  En la Ley Nº 13 del 14 de octubre de 1914, tal como lo traza Artavia (1986), se planteaba el trabajo como un aspecto fundamental y condición indispensable para la felicidad del individuo y su aceptación en la sociedad, este era visto como el camino de la virtud y la redención, ya que se transformaba y aliviaba la condición higiénica de los mismos, tal como lo apoya posteriormente la Ley Nº 15 del 15 de julio de 1916.

  Lo anterior es respuesta a la concepción de pena y castigo, la cual se basa en suprimir las libertades del individuo al considerarlo un ser enfermo que puede recobrar su salud por medio de la regeneración moral. Por otro lado la Casa de Reclusión de Mujeres situada en la Algodonera se encuentra totalmente instalada para 1907, donde el trabajo era obligatorio y se les brindaba una adecuada atención profiláctica tal como lo plantea Guerrero (1988). Para este mismo año es que aparece la mujer en el artículo con fecha del 15 de agosto  sobre en el Código Penal.   

  Dentro de un contexto social, económico y político de gran efervescencia a nivel internacional como consecuencia de la I Guerra Mundial, es que se desarrolla el gobierno de González Flores (1914-1917), marcándose en el ámbito penitenciario costarricense una simple consolidación de las tendencias heredadas de finales del siglo XIX, para así adaptarlo a la situación del momento.  

  “Podemos decir que la influencia del positivismo criminológico se acentúa, básicamente en la concepción ideológica que la acompaña: la Defensa Social, que concibe al delincuente como un sujeto dañino o peligroso que infringe las normas de una sociedad consensual, que es por definición “buena y sana”.  Se impone en consecuencia, por sobre la concepción retributivo - moral de la pena, la concepción correccionalista de la misma. A esos sujetos delincuentes hay que someterlos a un proceso de cura, por medio del trabajo y la educación, que los resocialice y transforme en seres útiles para la sociedad” (Arroyo, 1992:157)  

  Por lo que es visible que la tendencia dominante dentro del sistema penitenciario es la de encerrar y aislar al criminal dentro de las cárceles, función que fue asumida por El centro Penitenciario de San Lucas, La Penitenciaría Central, Centros de Reclusión de menores y El Centro de Mujeres El Buen Pastor a partir de 1921, dejándose de lado las casas correccionales y creándose para 1915 el Reglamento General de la Penitenciaría; el cual establece la organización interna que ésta debe poseer y en donde se aclara el derecho del preso de acceder a servicios de salud y religiosos.  

  Flores fue despojado del mandato en 1917 por su Ministro de Guerra Federico Tinoco, como producto de las críticas intensas a la Constitución existente y a los ideales reformistas que pregonaba. Tal y como lo plantea Artavia (1986), es precisamente el derrocamiento de Flores -producto de su liberalismo ortodoxo -por parte de Federico Tinoco que provoca la reunión de expresidentes con la finalidad de redactar una nueva Constitución Política  que reemplazará  la de 1871 de carácter liberal. Sin embargo, esta fue retomada posteriormente ante el poco sustento legal que representó la nueva Constitución, por lo que se puede afirmar que el periodo de los Tinoco fue de inestabilidad con respecto a los gremios liberales que fueron sensibles a la crisis de producción tradicional (café y banano). 

  La efervescencia social que vivía el país trajo como consecuencia que el Estado implementara mecanismos de represión hacia el pueblo y organizaciones laborales, violándose las libertades de los ciudadanos, tales como, la eliminación del derecho al sufragio y por ende, la interrupción de la vida democrática, por lo que las protestas en contra del gobierno de los Tinoco eran castigadas con cárcel; situación social que se dio hasta la caída de este régimen en 1919.    

5. Nacimiento del Centro Penal de Mujeres: Buen Pastor 

5.1. Primer Periodo: La Correccional femenina bajo el mandato de la congregación religiosa 1920- 1950

  La Correccional de Mujeres en las instalaciones de la Algodonera, estuvo hasta el 15 de septiembre de 1921  en manos de una directora, un comandante, varios guardas y empleados, ya que para esa fecha un grupo de religiosas procedentes de Nicaragua asumirían la dirección de la cárcel como producto de las gestiones realizadas por Don Julio Acosta. Este hecho marca el origen del Centro Penal de Mujeres del Buen Pastor (primer y único centro institucional desde entonces dirigido a la atención de las mujeres privadas de libertad). Años más tarde (1948) se examina la construcción de nuevas instalaciones en San Rafael Arriba de Desamparados. 

  Lo anterior fue justificado ante la necesidad según las autoridades penitenciarias de mejorar la seguridad e higiene del plantel debido a que se daban situaciones extremas, por ejemplo, “algunos miembros del personal vivían en público concubinato con las recluidas. Las religiosas fueron muy mal recibidas en el plantel.  No solo encontraron la casa desmantelada sino absolutamente sucia, pues las internas comían en tapas de ollas, latas, papeles y hojas y otras en las manos y sólo sirviéndose de los dedos” (Guerrero, 1988:2). Además las mujeres debían enfrentarse a un medio ambiente contaminado y amenazante para su salud, ya que este recibía las aguas negras de la ciudad desbordándose e inundando las instalaciones en invierno, condiciones que para 1933 condujo a la muerte a varias religiosas y prisioneras por una epidemia de tuberculosis. 

  Para el año 1924, Oreamuno toma de nuevo el poder al obtener la victoria sobre Jorge Volio, retomando las propuestas de su contrincante, ya que éste planteaba:  “... modificar el Sistema penal vigente, creando casas de corrección de menores y transformando las cárceles de hoy en colonias penales" (Cruz citado por Artavia y otros,1986:319) por lo que se crea un nuevo Código Penal que contemplan los pensamientos humanistas y científicos en el que se retoman los ideales de 1906 de implementar  las colonias agrícolas para la reclusión de los reos de alta peligrosidad que amenazaran la estabilidad o tranquilidad de la sociedad.  

   A la vez se contemplan una serie de modificaciones en los tipos de condenas, como lo fue con las penas de relegación, en donde el reo era llevado a una colonia penal para pasar por un proceso de readaptación por medio del trabajo, el cual podía lograr una serie de recompensas que beneficiarían su pronta reincorporación a la sociedad a través de su buena conducta  

   Posteriormente, en 1925 se construye una nueva correccional para mujeres en las afueras de la capital, en donde la población estaba conformada en su mayor parte por mujeres que cometían delitos menores, prostitución, enfermedades venéreas, entre otras.   

  Para 1930, surge lo que se denominó  "Reforma Penitenciaria" fundada en la ideología del tratamiento (aspecto que se abordará más adelante) ya que el recluso es un sujeto patológicamente enfermo y este debe ser "curado" a través de un método clínico criminológico.  En lo referente a las mujeres ésta reforma considera en su Artículo 10 que “La casa del Buen Pastor, donde se descuentan actualmente las penas impuestas a las mujeres, tendrá el carácter de Casa de Labor; se procurará enseñar a las reclusas artes domésticas e industriales adecuadas al sexo. La Casa de Buen Pastor continuará bajo la organización general que le han dado las religiosas que la tienen a su cargo. Después de un año de vigencia de esta ley se creara el Juzgado de mujeres.” (Jinesta, 1940: 275)  Así mismo las mujeres deberán seguir encargándose del lavado y confección de los uniformes de todos los reos, ya que los centros son lugares para la corrección con el fin de tener un trabajo que les permita cubrir sus necesidades y las de su familia, mientras se está dentro de la cárcel. 

  En 1941 se estipula un nuevo Código Penal que junto con el de 1924 permanecían bajo una línea similar de pensamiento con respecto al modelo sancionatorio y a los fines asignados a la pena, sin embargo,  se establece que las políticas penitenciarias debían procurar la educación del reo y prepararlo así mismo para la reinserción.   

  Para 1943 todos estos ideales varían, lo que se busca es la eficacia de las políticas sobre la prevención del delito y tratamiento del delincuente. Ante esto es clara, la influencia del Movimiento de Defensa social, el cual se enfocaba en el aspecto individual de los delincuentes, procurando así su resocialización; basando sus mecanismos en la idea del criminal como un antisocial. Así, “se señala con ello la aparición o renovación de un humanismo penal y penitenciario, que deberían tomar en cuenta los que practicaran el derecho penal y entre ellos, jueces, Ministerio Público como abogados y demás auxiliares de la justicia, asistentes sociales, funcionarios penitenciarios, quienes debían de comprender que se trataba de una renovación de la acción social" (Beeche citado por Artavia y otros, 1986: 355) 

  Para ese mismo año con la creación de la ley No 256 dentro de la reforma a la Constitución de 1871, se estipula que el director general de prisiones debía ser un profesional con conocimientos penitenciarios o al menos abogado, "Fue a partir de esa ley cuando se legisló haciendo ver la necesidad de un personal de custodia personal especial, en contra disposición con el elemento militar que hasta el momento ejerció esas funciones" (Beeche citado por Artavia, 1986: 355) 

  Para 1948 con la instauración de la segunda república encabezada por Figueres Ferrer, se comienza nuevamente las reformas a las leyes en materia de políticas penitenciarias, tal como se ve en el Decreto número 17, al conformarse la Dirección General de Prisiones y Reformatorios encargada de dirigir todos los centros penitenciarios, instituciones represivas o de simple detención.

  En este periodo se manifiesta "(…) como las políticas sociales implementadas por el Estado durante la década de los 40, el problema penitenciario estuvo siempre presente en  ello y fue parte de esas reformas sociales, pretendiéndose la conformación de una estructura técnico administrativa organizacional, pero que, sin embargo, fundamentalmente por la presencia del elemento militar en la dirección y administración de los establecimientos penales los resultados no fueron tan satisfactorios. Fue tan importante para el legislador ese problema que, incluso en el Proyecto de Constitución Política de 1941, los redactores incluían un artículo en donde se establecía que (...) los establecimientos penales de reclusos, son instituciones dedicadas únicamente a aislar y reeducar a los detenidos y están bajo la dirección  vigilancia exclusiva de órganos técnicos "no militares" (Artavia y otros, 1986: 359) 

 5.2. Segundo Periodo: Instauración del Primer Centro Penal para mujeres y la redención de las culpas 1950-1985

  En ese mismo año se inician las negociaciones entre la Congregación del Buen Pastor y el Gobierno, con el propósito de facilitar los permisos para procurar y asegurarse los medios económicos con los que se financiará (turnos, rifas, ferias, etc.) la construcción de la nueva penitenciaria de mujeres ubicada en San Rafael Arriba de Desamparados. Dicha  edificación se inicia en 1950, culminando dos años después,.

“El Buen Pastor” fue trasladado completamente al nuevo aposento y es inaugurado por don Otilio Ulate. Su arquitectura “ consta de  una sección para las aisladas y otra para las religiosas de Buen Pastor (…) Ambas secciones están separadas al centro de la construcción por una hermosa capilla (…) La sección destinada a las internas, consta de cuatro pabellones rectangulares, tres para las tres secciones en que se reparten la población del correccional, a saber: detenidas, causas y menores; y el otro destinado a servicios médicos (…) Además en los pabellones hay dos celdas, que son para las religiosas que viven con las internas” (Ureña, citado por Caamaño 1990: 79) 

  El centro permaneció durante los siguientes 33 años bajo la dirección de religiosas, las cuales no solo se encargaban de las labores administrativas, sino que, además, concibieron y desarrollaron un modelo de tratamiento que tenía como objetivos el brindar una orientación laboral, moral, social y religiosa, debido a que aseveraban que en las reclusas “no hay formación, ni vivencia de los principios morales de su credo religioso. Ni la iglesia, ni la familia, ni la escuela, han llenado el vacío espiritual que traen saturado de supersticiones y prácticas reñidas con la fe cristiana que dicen profesar (…) tratar de llevar a sus vidas un testimonio cristiano de entrega por los demás es el empeño de las religiosas orientadoras, lo mismo que del señor capellán del centro” (Ureña, citado por Caamaño 1990: 80)  

  Dicha visión judeo - cristiana va a legitimar el orden patriarcal al que son sometidas las mujeres ya que las religiosas manejaban dos estereotipos con respecto a éstas, tal como lo expresa Caamaño (1990), por un lado encontramos el estereotipo de la mujer “pura y madre” que es representativa de la Virgen María y por otro el estereotipo de Magdalena, el de una mujer “pecadora e impura” que se redime por medio de la conversión y arrepentimiento y que por lo tanto es representada por la mujer interna. Este camino de arrepentimiento y penitencia representaba un medio en el que se purificaba no solo el alma de la interna sino también el de la religiosa al haber cumplido su misión “la de salvar almas para Dios”. Desde esta perspectiva la culpa y la redención eran las herramientas fundamentales para obtener la obediencia.  

  Por otro lado, la figura paterna estaba representada ocasionalmente por la del vigilante, el cual debía castigar a todas aquellas internas que se comportaran de forma inmanejables para las religiosas, recluyéndolas en el calabozo, en donde la protección de la monja - madre  ya no está, por lo que la interna es sometida a abusos y castigos violentos.

 Consecuentemente, el manejo de la sexualidad dentro de este modelo religioso de tratamiento era represivo y pecaminoso “la inocencia sexual femenina ha estado ligada a la represión sexual, para ser inocente la mujer debe negarse a toda sensación que manifieste la existencia de lo sexual en ella. Su sexualidad debe permanecer dormida el mayor tiempo posible. Cuando el sexismo machista se le añade a la moralidad católica, la sexualidad es considerada como fruto del pecado y la mujer el símbolo de este” (Ander-Egg, citado por Caamaño, 1990: 84). En cuando al lesbianismo estas conductas eran vistas como amenazantes y desviadas por lo que la interna debía ser sometida a un tratamiento psicológico o psiquiátrico, acompañado del aislamiento por ser considerado un problema de contagio. 

  Con la visión de la monja como madre se trató de reproducir la cotidianidad del grupo primario, la familia, dado que se partía de un proceso de socialización ineficiente o inexistente que las religiosas debían llenar, por lo que el trabajo en la institución era muy semejante al de un hogar con sus roles y labores, puesto que se procura enseñar a las reclusas artes domésticas e industriales adecuadas al sexo. 

 En general las instituciones penitenciarias señalan la década de los 50 como el inicio de un modelo “criminológico integral” que se propuso emprender reforma total, con lo que en 1953 se promulga la ley de Defensa Social, en la que se perfilan los primeros conceptos de carácter criminológico del país y se percibe al delincuente como un ser con características personales modificables por el medio. “Dicha ley que crea el Consejo Superior de Defensa Social, representa el inicio de la actual Reforma Penitenciaria. Como se señala en la presentación de la misma: Hasta la promulgación de esta ley ninguna política social especialmente dirigida, se ha desarrollado en Costa Rica para prevenir el delito y el tratar científicamente al delincuente (…)” (Ministerio de Justicia y Gracia, 1977: 5).   

 Inmerso en este proceso de cambios y transformaciones y motivado con la creación del  Consejo Superior de Defensa Social el 10 de septiembre de 1953, se lleva a cabo un proceso de revisión del Código Penal y de Procedimientos Penales, de la forma de ejecución de la pena privativa de libertad y del enfoque de pena-castigo por el de pena-rehabilitación de tendencia positivista. 

 La Penitenciaría Central significó para la Reforma penitenciaria un gran obstáculo, ya que reflejó el poco control que mantenían las autoridades dentro del penal, la inexistencia de una política definida en materia penitenciaria, una inadecuada e ineficiente infraestructura, elevados niveles de hacinamiento; donde los presos eran tratados como despojos humanos violándose sus derechos más fundamentales, por lo que se llegó a concluir que “La cárcel, tal  como la hemos visto, es una tortura para la inocencia, un escollo para la virtud y una escuela practica del vicio” (Revista Semestral del Ministerio de Justicia, 1981: 8). 

 Esta situación fue de conocimiento para la sociedad desde el 21 de julio 1958, a través de un artículo publicado en el Diario Nacional, medio por el que se informó y alarmó a las autoridades la necesidad de solucionar la problemática de los reos varones.  Ante tales circunstancias se concluye la necesidad de construir una nueva penitenciaria en la que se respetaran los derechos humanos y se brindara un tratamiento adecuado a los delincuente, sin embargo, dicho proyecto no fue  realizado, por lo que los internos continuaron dentro de la Penitenciaría Central hasta 1979.   

  Por tal motivo la ley de Defensa social no pudo tener el éxito esperado dadas las precarias condiciones en las que vivían los reos de la Penitenciaría Central y su frustrado intento por transformar el penal de San Lucas en una colonia penal agrícola; lo que llevó a que en 1970 se conformara una comisión para analizar la Reforma Penitenciaria que concluyó en la destitución del Consejo Superior de Defensa Social y la creación mediante la ley 4762 del 8 de mayo de 1971 (publicada en la Gaceta Nº 144 del 15 de julio de 1971) de la Dirección General de Adaptación Social, la cual tiene como fines: 

1. La custodia de aquellos detenidos a quienes se les atribuyen la comisión de hechos punibles. 

2. La ejecución de las sanciones y medidas de seguridad cautelares, que impongan las autoridades competentes, sin perjuicio de lo que disponen los artículos 518 y 519 del Código de Procedimientos Penales. 

3. El tratamiento de las personas sujetas a tales sanciones o medidas. 

4. La investigación, formulación y realización de políticas y programas para la prevención del delito.  

5. Lo anterior representó para el Ministerio de Justicia y Gracia una transformación en la terminología implementada anteriormente, reflejándose una profunda evolución en la concepción del sistema penitenciario “Mientras que Defensa Social enfatiza en el aspecto de protección del cuerpo social mediante la reclusión carcelario, Adaptación Social acentúa el aspecto de tratamiento rehabilitación.” (Ministerio de Justicia y Gracia, 1977: 6) 

 a. Cambio de Paradigma: El sistema Progresivo.1970-1990

Para la incorporación de un nuevo Modelo Penitenciario se debieron establecer o gestar una serie de modificaciones a nivel jurídico y penitenciario, entre los que podemos encontrar:  la promulgación de un nuevo Código Penal en 1971 y otro de Procedimientos Penales en 1976, la creación del Centro Nacional de Diagnóstico en 1975, el cual como se abordará más adelante representa una pieza importante para el sistema punitivo costarricense, además del cierre de la Penitenciaría Central en 1979, y la inauguración del Centro Penitenciario La Reforma y por último, la regionalización de los centros penales con el fin de propiciar un acercamiento de los internos con su familia y  con el juez que le compete. 

 Para la regionalización de centros penales se recurrió a la adquisición de terrenos para la construcción de fincas, donde se instauró el Centro para mujeres menores en San Luis de Santo Domingo de Heredia, entre otros. 

  Además de la creación en 1975 de la Escuela de Capacitación Penitenciaria la cual surge con la finalidad de responder a la necesidad primordial de capacitar al personal penitenciario para así continuar con el proceso de modernización de la legislación penitenciaria.   

  El Sistema Penitenciario Progresivo que se venía ejecutando en nuestro país tiene sus antecedentes con su precursor el “(…) coronel Manuel Montesinos, que lo implantó en el presidio de San Miguel de los Reyes de Valencia , España, en 1836. Montesinos divide la condena en tres periodos: hierro, en el que lleva una cadena al pie; de trabajo y, finalmente, el periodo de libertad intermedia. En este último período los reclusos salían durante el día a la ciudad regresando de noche al penal. Posteriormente, en 1845, el Capitán Alejandro Maconochie, implanta un sistema progresivo en las colonias penales de Australia” (Rodríguez, 1977:13). En dicho sistema se implementan tres etapas, la primera de aislamiento celular continuo y de trabajo obligatorio, la segunda de trabajo diurno en común, y por último la de libertad condicional, es importante mencionar que a partir de la segunda etapa el recluso entraba a un sistema de vales como premio a su conducta y trabajo que les permitía el acceso a las siguientes etapas.   

  Por último, en 1855 Sir Walter Crofton, director de la prisión de Irlanda, aportó al Sistema Progresivo la creación de un nivel intermedio entre la prisión cerrada y el régimen de libertad condicional, llamándolo prisión intermedia, el cual era visto como un periodo de prueba que serviría para asegurar cuál de los reclusos está preparado para vivir en sociedad.  Por tanto los cuatro periodos fueron: 

1. Aislamiento celular de día y de noche 

2. Aislamiento celular de noche y trabajo diurno en común 

3. Periodo intermedio 

4. Libertad condicional. 

  Sin embargo, y desde un breve abordaje por intereses investigativos, tal como lo plantea Artavia y otros (1986), la Ley de Adaptación Social fue una continuidad de la Ley de Defensa Social al incorporarse dentro del mismo modelo positivista, un  enfoque criminológico multifactorial que tomaba en cuenta la prevención, el tratamiento, la investigación y la Pena- Rehabilitación, en donde el fenómeno de la delincuencia no solo presentaba elementos individuales sino también factores sociales que influyen en el desarrollo individual. Este último aspecto vendría a ser una especie de condición que propicia y permite la acción delictiva del individuo, el cual posee una supuesta predisposición al delito persistiendo así la segregación del delincuente y el tratamiento individualizado como marco para su rehabilitación y óptima reincorporación a la sociedad. 

Prosiguiendo con los planteamientos expuestos por Artavia (1986) en lo referente a la Dirección General de Adaptación Social, ésta desarrolla desde su creación y hasta 1985, cinco programas que a continuación procederemos a explicar, dado que fueron de gran relevancia para el sistema penitenciario nacional, por ejemplo, el Programa de Prevención del Delito creado en 1985 y condujo a un cambio en el abordaje criminológico y en el nombre de la dirección.

- Programa Nacional de Admisión

Este programa fue implementado por primera vez cuando es clausurada la Penitenciaría Central, el lugar que se utilizaba para empezar con este programa fue la Unidad de Admisión de Alajuela. 

 Contaba con un “Reglamento General de Admisión” en donde se especificaba que éste no solo funcionaba como custodio de la población penal imputada sino que debía brindar toda la atención jurídica y especializada para lograr una excarcelación o un traslado al Centro Nacional de Diagnóstico, para luego ser ubicado en un tratamiento adecuado. 

 Dentro de sus objetivos principales se encontraban:  

 1. El cumplimiento de derechos fundamentales de los internos; mas sin embargo esto se dificulta al no contarse con recursos suficientes y /o adecuados.

 2. Fomentar el proceso de desinstitucionalización de una forma rápida y efectiva.

 3. Preservar la integridad psicológica de los internos. 

Por otra parte, el Programa Nacional de Admisión pretendía una descentralización al tratar que  cada región contara con una unidad de admisión que evitara el desarraigo del individuo; permitiéndole contar con la cercanía de su familia y autoridad juzgadora. Este proceso inicia la implantación a lo largo del país de unidades de admisión, lográndose una regionalización del programa.  

Tanto los objetivos trazados, como el proceso de regionalización se ven enfrentados a ciertos obstáculos como: el incremento de la población, permanencia de internos sentenciados y el escaso personal técnico para su atención. 

Como posibles soluciones a las limitantes se plantearon poner en práctica el artículo 55 del Código Penal para imputados, mencionado con anterioridad. De igual manera, se visualiza la importancia de reducir la sentencia de prisión preventiva y la creación de un centro para indiciados; con ello se combatiría el hacinamiento y la poca o mala atención técnica.

-  Programa Nacional de Diagnóstico Criminológico 
De igual manera que el Programa Nacional de Admisión, el Programa Nacional de Diagnóstico Criminológico es implementado en la Unidad de Admisión de Alajuela en 1977, extendiéndose posteriormente a otras instancias penitenciarias. 

Este programa nació con la finalidad de realizar estudios integrales a los internos para así lograr una correcta ubicación, tanto en la unidad como en el régimen adecuado y así lograr un tratamiento satisfactorio al tomar en cuenta sus características, si están en calidad de indiciados o sentenciados, reingreso o retroceso del programa Prueba y Liberad Vigilada (ver más adelante).

Dicho diagnóstico consistió en un periodo de observación sistemática, intervención de especialistas en diferentes áreas para luego valorizar la situación del interno a través del Consejo de Diagnóstico y finalmente establecer si este debía permanecer en un programa de tratamiento (régimen cerrado) o en el Programa de Prueba y Libertad Vigilada (régimen abierto). Esto con la intención de no separar al interno de su contexto social particular y conocer previamente sus relaciones socioeconómicas, jurídicas y políticas, así como sus capacidades mentales y físicas. 
 

- Programa de Tratamiento Progresivo para Adultos 

El Reglamento de Adaptación Social La Reforma crea este programa en 1975 asignando un Consejo de Tratamiento para cada unidad del sistema (servicios técnicos, administrativos y seguridad) en donde trabajadores sociales, orientadores, psicólogos, técnicos laborales, etcétera, trabajaban conjuntamente para el análisis sobre el tratamiento de los internos y así velar por el cumplimiento de las pautas establecidas en el diagnóstico criminológico, brindando posibles modificaciones o recomendaciones o ratificando dicha evaluación. 

Paralelamente existía un Consejo Asesor conformado por los mismos miembros del Consejo de Tratamiento, estos brindaban una atención asistencial (Observación de la convivencia del interno dentro  del centro) o técnica (elementos de tratamiento del Sistema Penitenciario Progresivo costarricense: Trabajo- Educación- Disciplina- Convivencia y Recreación-Aseo- Relaciones con el exterior- Psicoterapia-Asambleas de Módulo) 

-Programa de Prueba y Libertad Vigilada  

En 1979 La Oficina de Prueba y de Servicios Criminológicos pasa a ser el Programa Prueba y Libertad Vigilada. Este programa llega a formar el último eslabón del Sistema Penitenciario Progresivo Nacional y se centra en el Régimen de Confianza y la des-institucionalización, ya que fomenta la preparación progresiva del individuo para su posterior liberación a través de un tratamiento integral; en donde, los miembros de las comunidades sean sujetos activos en el proceso de reinserción social. PDI.
El Régimen de Prueba y Libertad Vigilada consto de tres etapas:  

 A. Confianza Limitada: se le permitía al interno salir los días domingos y regresar por la noche en un periodo de 90 días. 

 B. Confianza Amplia: los internos pueden laborar fuera del centro por un periodo de 90 días, llegando a pernoctar. Además se les concede el permiso de visitar a sus familiares durante el fin de semana. 

 C. Confianza Total: los internos laboran y viven fuera del centro, pernoctando solo los días sábados con salida domingos a las 10:00 am. Durante un período de 90 días el primer año serán evaluados y a partir del segundo año cada 180 días, tomándose en cuenta el trabajo, el hogar y la vecindad. 

De no cumplirse las normas establecidas el interno podrá repetir la fase o será ubicado en una etapa anterior. 

-Programa de Prevención del Delito

Con la creación del Departamento de Prevención del Delito en 1985, se inicia un trabajo centrado en la población juvenil institucionalizada, tratando de dar seguimiento en el nivel de comunidad. Este programa estaba conformado por todas las acciones que abogaban por la disminución o evasión de la delincuencia  procedentes de la Dirección General de Adaptación Social, el cual establecía como funciones de dicho programa la elaboración, promoción, interpretación, publicación, sensibilización, proposición y desarrollo de proyectos, actividades, recomendaciones, campañas e investigaciones en coordinación y colaboración de otras entidades públicas y privadas, sobre las condiciones sociales causantes de criminalidad y sus posibles alternativas de prevención. 
Prosiguiendo con la década de los setentas, el Sistema Progresivo para sus precursores tuvo como finalidad el romper con el sistema celular, ya que el “aislamiento total, el silencio y el ocio hundían al reo en la enfermedad, la muerte y la locura” (Rodríguez, 1977: 14). Por otro lado se planteó la transformación en la concepción de tratamiento dado que se pretendía convertir al interno en un sujeto activo, inmerso en un proceso de adaptación social dinámico y permanente con el propósito de lograr a través de su propio esfuerzo la superación y los logros necesarios para comprobar su proceso de rehabilitación para una gradual reincorporación del sujeto a la sociedad. 

Para nuestro Sistema Penitenciario Progresivo cualquier programa o plan tal como el de regionalización mencionado anteriormente debía partir del hecho de considerar a La Reforma como el eje y centro del sistema penitenciario, ya que para las autoridades el  hecho de representar el mayor porcentaje de la Población Penitenciaria  permitía la generalización hacia el resto de la población, ya sean mujeres y menores de ambos sexos.  

Los ideales o principios fundamentales (Ver Diagrama 2, pg. 106) en los que se sustenta dicho modelo punitivo según el “Reglamento del Centro de Adaptación Social La Reforma” de 1977 se basa en el trabajo, la educación, la convivencia y la disciplina. La ejecución de las sanciones y medidas privativas de libertad se orientan hacia un tratamiento por medio de la rehabilitación dentro de la sociedad permitiendo preparar al interno para las condiciones existentes fuera del centro.

Los y las internos (as) están en la obligación (como es lógico en todo sistema represivo) a respetar a las autoridades así como a las leyes y reglamentos, además son considerados (as) sujetos de derechos como ser humano por lo que ningún empleado (a) o funcionario (a) podrá violar su dignidad o integridad física y psicológica; objetivos que serán alcanzados según el Artículo 6 de dicho reglamento  a través de un “(…) régimen de adaptación del interno que se caracteriza por su individualización y progresividad.  La individualización está definida por la existencia de periodos de diagnostico, tratamiento y evaluación para cada interno. La progresividad se concretiza por la existencia en el Centro, de los regímenes de Máxima Seguridad, Mediana Seguridad, Mínima Seguridad y Confianza y el establecimiento de un sistema progresivo, el cual consta de estímulos e incentivos en cada una de las etapas de tratamiento” (Ministerio de Justicia y Gracia, 1977: 11)  

El Centro Nacional de Diagnóstico con su personal técnico tuvo la responsabilidad de establecer desde el ingreso de cada uno de los internos (as) en los diversos centros penales, el tipo de terapia y tratamiento que se le debe brindar, así como el régimen y etapa de la que iniciara. Lo anterior será señalado a través de un diagnóstico integral (médico, psicológico, social, pedagógico y ocupacional) en donde se evalúa la personalidad del interno (a), por medio de las constantes valoraciones justificadas a las que están sujetos durante el cumplimiento de su sentencia y que permitirá así fijar nuevas pautas para el tratamiento y determinar según sea el caso, el traslado del interno (a) a otra unidad del régimen ya  sea en sentido progresivo o regresivo.  

Es así como la incorporación del sistema progresivo estuvo basada en un modelo médico psicobiologista que concebía a los y las reclusos (as)  como enfermos que debían ser tratados y curados por medio de una tratamiento terapéutico a cargo de los técnicos dentro de los centros penales, los cuales se visualizaban como clínicas que debían cumplir la función de devolver a los individuos a su medio social y familiar en el momento que no representen un peligro o amenaza para la sociedad.  

No obstante, los precursores de dicho modelo pudieron visualizar algunos obstáculos para que este llegara a implementarse logrando los resultados esperados, tales como la necesidad de preparar al personal técnico, otorgar suficientes recursos materiales, además “(…) no hacer del sistema penitenciario progresivo de tratamiento un proceso rígido, en el cual todos los presos tuvieran que iniciar el proceso de rehabilitación desde las etapas más cerradas.  Por el contrario cualquier sujeto podía ser ubicado, según las pautas del diagnóstico técnicamente definidas, en cualquiera de esas etapas (…) También se advirtió y quiso combatir el peligro de centrar el proceso de rehabilitación en el aspecto disciplinario.  Se estimo necesario no sobrevalorar la simple “buena conducta”…entendida como no comisión de faltas disciplinarias, o acatamiento de las normas de disciplina.” (Arroyo 1995:161) 
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Dicho modelo también estuvo sujeto a una serie de cuestionamientos, ya que no tomaba en cuenta el delito como un hecho social inmerso en un contexto o sociedad, a la que el individuo deberá enfrentarse cuando egrese de prisión con circunstancias exactas o similares a las que lo llevaron a delinquir anteriormente. 

Asimismo, la década de los setentas  (Estado asistencialista) representó para Costa Rica un periodo de crecimiento económico como consecuencia de las transformaciones que se venían gestando dentro de la estructura productiva y el proceso de diversificación de los mercados externos costarricenses, hechos que propiciaron un incremento en el desarrollo socioeconómico de manera sostenida, permitiendo por tanto que el país lograra mejorar las condiciones en salud pública, educación, seguridad social, vivienda y electricidad, entre otros.  

Sin embargo, para la década de los ochenta el país debió enfrentar un período de crisis financiera como consecuencia del aumento en el precio del petróleo, bajos y fluctuantes precios de los principales productos nacionales exportables en el mercado internacional, elevados índices inflacionarios, la creciente deuda externa de Costa Rica y del resto de los países latinoamericanos, la negativa del Fondo Monetario Internacional y otras organizaciones en continuar prestando dinero o colaborando con el país hasta que no se realicen los ajustes necesarios que permitieran superar la crisis económica.  

Dichos reajustes que por lo tanto llevaron a restringir el financiamiento de las políticas y programas sociales  propias de un Estado asistencialista que anteriormente tomaba recursos para el desarrollo social a través del endeudamiento externo, hechos que condujeron a un crecimiento constante de la pobreza y toda la problemática que esta conlleva. 

El periodo de la creación del Sistema Progresivo estuvo matizada por un período de bonanza que llevó a que se diera un importante desarrollo penitenciario; sin embargo esta institución debió enfrentar las consecuencia de la crisis de los 80, la cual “debido a que la coyuntura económica de esa época era otra, lo que permitía un financiamiento más acorde a las necesidades del sistema, eso se muestra en la evolución y creación de obras, dotación de recursos, tanto humanos como materiales, lo que podríamos enmarcar hasta 1981, ya que a partir de ese año, los avances han sido aislados, esto nos conllevaría a relacionar el desarrollo del sistema, con lo que Mario Víquez J. llamó ciclos recurrentes” (Artavia, 1986: 499)  

 Es así como dentro del rubro del presupuesto Nacional dirigido al sistema penitenciario se vieron reducidos los recursos materiales y humanos, deteriorándose las condiciones de vida dentro de los centros penales, lo cual ocasionó que en las cárceles surgieran problemas de hacinamiento, violencia, promiscuidad, mala alimentación y atención por parte de los equipos técnico. 

Por consiguiente las limitantes a las que tuvo que enfrentarse la Dirección General de Adaptación Social son en primera instancia un deterioro del proceso de atención que brindaban los equipos de atención, ya que en la mayoría de los centros estos equipos  trabajaban incompletos, obstaculizando así alcanzar los objetivos y metas propuestas. Por otro lado, el deterioro en los bienes materiales tales como la infraestructura y los utensilios de mínima necesidad, como producto de la carencia de   recursos financieros dirigidos al mantenimiento y creación de nuevas instalaciones que les permita albergar a la creciente población.  

El Sistema Penitenciario Progresivo también fue sujeto de críticas ante la ausencia de  un proceso de planificación y objetivos acordes con el contexto social e institucional, dado que “ no ha efectuado una planificación operativa que vaya acorde con las posibilidades y limitaciones de infraestructura de recursos humanos, que permitan una ejecución de tareas de forma ordenada, realista y que tiene a cumplir con los objetivos planteados dentro de un marco de acción que este caracterizado por la necesaria coordinación interna, asegurándose de esta forma la eliminación de interferencias y duplicidades entre los distintos programas y departamentos.” (Artavia, 1986: 514) 

Otro caso de la ausencia de planificación se presenta en la distribución de recursos de manera equitativa para toda la población penal, aspecto que no se efectuaba, ya que la mayoría del presupuesto es destinado al tratamiento de los varones presos dejándose de lado el tratamiento a mujeres y a menores, planteamiento que surge como “resultado del Primer Congreso de Evaluación del Sistema Penitenciario que se realizo en 1984, en que se hace el balance de la realidad y que se dan lineamientos para (…) introducir el tratamiento para la población penal femenina (…)sin embargo lo anterior no ha respondido a una planificación integral, sino que a medidas aisladas, lo que ha sido la tónica lamentablemente en el desarrollo de una política penitenciaria (…)Es por esta razón que se considera fundamental que se realice un esquema de planeación operativa y que de acuerdo a las directrices y prioridades establecidas para cada periodo, se programe el trabajo con sus respectivos objetivos y metas concretas (…) ” (Artavia y otros, 1986:515- 516) 

La función de las prisiones como instituciones regeneradoras y resocializadoras se han distanciado de la realidad al no lograr cumplir con sus propósitos de reintegrar al individuo a la sociedad, por el contrario las prisiones se han constituido en sitios de estigmatización, marginalización y criminalidad. Junto a este cuestionamiento encontramos el debate que se construye alrededor del sistema progresivo costarricense al sustentarse en un abordaje psicobiologista de la criminalidad.

El Sistema Penitenciario Progresivo es acusado de caer en un proceso de mecanización de la práctica diaria y las experiencias acumuladas,  reflejando la inexistencia de un verdadero proyecto técnico. Por tanto Caamaño (1990) plantea que los logros o avances que logran los internos no son el resultado de la interacción y trabajo en conjunto del equipo técnico, sino que aparecen como meritos de los profesionales o favores hacia los individuos con lo que la labor técnica adquiere el carácter de beneficencia.   

Por otro lado los y las internos (as) son sometidos (as) a evaluaciones injustificadas, este aspecto entorpece la labor de los funcionarios (as) dado que se da tratamiento a ciertos casos en que no es necesaria una atención tan constante como en otros, situación que lleva a saturar la demanda de servicios brindados por el personal penitenciario, y otros donde el tipo de cura, rehabilitación y tratamiento son construidos por funcionarios (as) que se distancian de la realidad y necesidades de los internos e internas, ya que obvian la estructura social que lo rodea. 

Un aspecto característico dentro del tratamiento brindado a los y las internos (as) se constituye en el modelo positivista, ya que este plantea una relación sujeto - objeto (funcionario - interno o interna) donde existe una relación limpia, neutral y objetiva en la que el funcionario no posee carga ideológica, ni moral o política, con lo que se garantiza su honestidad de solo tratar de curar al interno (a).   

Sin embargo la realidad es opuesta, debido a que se trata de un ser humano cargado de valoraciones u opiniones condicionadas por su ideología y sus particularidades (profesión, clase, sexo) “Así, la ciencia y los profesionales y técnicos legitiman la violencia implícita en los procesos de socialización primaria y secundaria, con mayor énfasis aun en el proceso de socialización secundaria, ya que el interno se encuentra totalmente desvalido ante la institución y sus funcionarios” (Caamaño, 1990:99) 

La institución penitenciaria debió replantearse para así abandonar la idea del trabajo de los y las internos e internas como un entretenimiento o forma de tranquilizarlos (as); es así como se propone una nueva mentalidad en este campo a través de proyectos agrarios e industriales que permitan optar por mejores trabajos y condiciones de seguridad laboral, además de reconocer las labores domésticas como un trabajo equiparable como cualquier otro dentro del Programa de Prueba y Libertad Vigilada ubicado dentro del régimen de confianza. 

En 1986, la institución penitenciaria debió enfrentarse al gran porcentaje que representaban los y las presos (as) sin condena, un 48% específicamente, lo cual demandaba al Estado altos recursos institucionales durante su estadía, esto a pesar de que eran incorporados (as) dentro del tratamiento técnico. 

b. La introducción del Sistema Progresivo al Centro Penal Buen Pastor.1980-1990

La incorporación del modelo progresista al Buen Pastor  empezó a generar diversos cambios que años más tarde (1985) propiciarían la salida de las religiosas, sin embargo anterior a este hecho el modelo progresista empezó a emplearse entre 1980 y 1981, de acuerdo con el decreto Nº 5 del 31 de enero de 1962 del Reglamento Orgánico del Consejo de Superior de Defensa Social establece que: 

“El Consejo Superior dictará disposiciones para adecuar el funcionamiento de estos centros a los sistemas generales progresivos de resocialización, conforme se perpetua en el presente cuerpo reglamentario.  Cuando el establecimiento esté a cargo de una congregación religiosa, deberá ésta ajustar su funcionamiento a los dictados contenidos en este Reglamento Orgánico, y cuando pudiera suscitarse alguna dificultad con las reglas de la orden con tal motivo, tomará el Consejo Superior las medidas del caso para armonizar los preceptos reglamentarios con aquellas normas” (Ministerio de Gobernación, Policía, Justicia y Gracia, tomado de Caamaño, 1990:116) 

Asimismo, el área administrativa debía estar a cargo de las religiosas y el área técnica de la Dirección General de Adaptación Social. Es así como empieza a mezclarse el modelo de las religiosas con el procedente de dicha institución, al igual que en los centros penitenciario para varones el Buen Pastor debía separar a las internas en regímenes como los de máxima seguridad, seguridad media y secciones en el caso de ser necesarias para delincuentes psicópatas o enfermos mentales que no pudieran ser recluidos en asilos. 

Durante 1983 - 1984 se hizo un Proyecto de Reglamento, donde se plantea la diferenciación entre secciones, procesos de evaluación y clasificación, lineamientos que condujeron que para 1990 el Buen Pastor se encontrara dividido en las siguientes secciones: 

 1. Diagnóstico o “San Rafael”

 2. Admisión A y Admisión B

 3. Sentenciadas A

4. Sentenciadas B

5. Sentenciadas C

6. Casa Cuna y Beneficiadas 

Este centro no contaba con su propio reglamento a diferencia del Centro Penitenciario La Reforma, aspecto que condujo a que “no haya claridad en cuanto a los diferentes procedimientos en casos de sanciones, retrocesos, adelantos, beneficios, etc.; que no haya diferenciación entre las diferentes etapas; y que no se rija el tratamiento por criterios técnicos, ni haya una sistematización de la labor técnica” (Caamaño, 1990:118). Esta situación refleja la inexistente planificación y subordinación a la que son  sometidas las mujeres, al relegarlas a un segundo plano, negándoles las mismas condiciones que se les brinda a los varones. 

La salida de las religiosas representó para el centro la apropiación de otros tipos de valores o preceptos científicos. Por su parte dicha situación simbolizó para las internas el abandono y desamparo ante una “difícil situación”, la cual era cambiante y atemorizante, sin embargo gozaron de mayores libertades en cuanto a vestido, vocabulario, actitudes hacia las otras internas y funcionarios; condiciones que en muchas ocasiones fueron cuestionadas ya que se afirmaba que desde que las religiosas abandonaron el Buen Pastor, el respeto y la disciplina habían cambiado, porque anteriormente las instalaciones eran más limpias y ordenadas así como la presentación de las mismas. 

La nueva dirección del Centro de Adaptación del Buen Pastor, según Caamaño (1990) debió enfrentar a un sin número de dificultades tales como: la falta de planificación y de reglamento, y enfoques contradicciones entre el mismo personal técnico en lo pertinente al tratamiento de las mujeres internas. Esta situación no se presentó como un hecho aislado propio del Buen Pastor, sino que se sumió dentro de un conflicto que abarcaba a todo el sistema penal. El centro debió enfrentarse a una problemática específica a raíz de la salida de las religiosas tal como lo fue por un lado se cesan las ayudas externas y por otro se generó un entorno de caos al ingresar nuevo personal técnico que no logró adaptarse al centro. 

Lo anterior condujo a que en 1988 se nombrara una comisión por parte del Ministerio de Justicia, la cual se encargará de realizar un análisis institucional que llevaría a reflejar la falta de lineamientos políticos y asesoría por parte del Instituto Nacional de Criminología, la Dirección General de Adaptación Social y principales representantes ministeriales. Dentro de los aspectos problemáticos señalados dentro de dicho diagnóstico encontramos:  

1 Carencia de recursos materiales 

2 Ineficiente atención médica (odontológica, ginecológica, pediátrica, etc.) 

3 Falta de alimentos, ropa, cobijas y utensilios de cocina. 

4 Restricciones en el horario para el uso del gas. 

5 Infraestructura deteriorada. 

6 Deficiencia en el mantenimiento e iluminación 

7 Agua Contaminada. 

8 Insuficiencia de personal técnico y de seguridad. 

9 Ausencia de fuentes laborales externas y ausencia de convenios de capacitación con otras  entidades.

10 No existía una diferenciación real entre secciones. 

11 El consejo de tratamiento no contaba con lineamientos que le permitieran establecer las pautas de tratamiento concisas y claras.

5.3. Tercer Periodo: El abordaje del Buen Pastor desde un visón institucional penitenciaria. 1989 - 1993

Con los cambios de dirección en 1989, se da un tercer periodo dentro del Centro del Buen Pastor, considerado por algunos funcionarios como una etapa de transición, en la que se nombra una comisión de apoyo por parte del Instituto Nacional de Criminología, con el fin de ayudar a solucionar el aislamiento de la institución con otras instituciones, mejorar la comunicación entre los sectores y crear un nuevo reglamento que aclare los procedimientos y pautas a desarrollar en el centro, acciones que deben estar precedidas por una descripción de las características que presenta esta población y así darles un tratamiento acorde a sus particularidades. “Se ha tratado de trasplantar las directrices con la población masculina hacia la mujer. No se parte de las necesidades reales de la mujer. Tratamos de aplicar las mismas ideas y programas que a los hombres.  Esto se ha modificado a la luz de un diagnóstico a partir las políticas con la mujer”. (Caamaño 1990:125) 

Por tanto la Dirección General de Adaptación Social debió enfrentarse a una serie de dificultades  como lo fueron la creación de nuevos espacios de comunicación con todos los diferentes sectores involucrados en el tratamiento de las internas, establecer una política de estímulos que motivara a la población carcelaria, desarrollar una política laboral que tuviera no solo una finalidad terapéutica sino también capacitadora y generar nuevas fuentes laborales así como el fortalecimiento de proyectos y convenios laborales y de capacitación existentes, sin embargo, muchos de estos proyectos se constituyeron como falsas expectativas ante la dificultad en lo referente a recursos humanos y materiales. 

Para Briceño (1990) al principio de la década de los noventa existía una política de conducción institucional dentro del Buen Pastor caracterizada por dos aspectos interdependientes y complementarios, el primero es comprendido como un estilo de dirección con una fuerte tendencia al verticalismo, al autoritarismo y actuación unilateral, bloqueando la comunicación de esta institución con el resto de los sectores institucionales; y el segundo como un nivel de intervención directo de las autoridades del Ministerio de Justicia en el Centro Buen Pastor, que en ocasiones rompe con la línea de coordinación y comunicación de Adaptación Social y el Instituto Nacional de Criminología. Lo anterior se encuentra estrechamente relacionado con el conflicto entre las políticas emanadas del Ministerio de Justicia y con las que provienen de los organismos técnicos. 

Estos dos aspectos desencadenaron alteraciones en el funcionamiento institucional tales como:

1 Carencia de una auténtica y adecuada línea de autoridad institucional. 

2 Ruptura significativa de la mayoría de los procedimientos y la normativa institucional 

3 Ausencia de verdaderos y adecuados espacios de comunicación e interacción entre los sectores y por ende, anulación de algunos sectores en cuanto a la discusión, determinación y ejecución de políticas institucionales. 

4 Ausencia de un reglamento dentro del Centro Buen Pastor. 

No obstante por medio del Decreto Ejecutivo No 19-560-J del 9 de marzo 1990, y como un intento por reglamentar la ley 4762 de la Dirección General de Adaptación Social del 8 de mayo de 1971, y con el propósito de reformular estructuralmente el Sistema Penitenciario es que se plantea un nuevo reglamento, el cual ideológicamente propone la necesidad de crear un ordenamiento de garantías jurídicas y procesales enmarcada en los Derechos Humanos, sin abandonar las terapias y psicoterapias para los internos que las necesiten.  

Específicamente en lo que respecta al abordaje de mujeres internas se introducen que“El Centro Buen Pastor funciona con el mismo modelo de atención que el Centro La Reforma, manteniendo una estrecha coordinación con el Programa Nacional de Indiciados, para la atención de la población indiciada y con el Programa de Prueba y Libertad Vigilada para la atención de las internas beneficiadas” (Ministerio de Justicia y Gracia, 1990:87).   

Dentro del Centro Buen Pastor se retomaron 3 de los 6 programas del Sistema Penitenciario Nacional: El Programa de Prueba y Libertad Vigilada, Indiciadas y Contraventoras y Atención Institucional. La implantación de estos al centro femenino evidenció  fallas y fracasos en su implementación y ejecución, al no ser formulados desde la realidad y necesidades de las mujeres, lo que provocó la asignación de recursos humanos y materiales de forma poco equitativa y justa para el desarrollo de dichos programas en comparación con los centros para varones.  

6. Un nuevo modelo institucional: Plan de Desarrollo Institucional  1993-2006

Para 1991 surge una nueva propuesta dentro de la institución dirigido por la Ministra en curso, la Licda. Elizabeth Odio Benito, la cual propone“… implantar un nuevo modelo criminológico que incorpore conceptos y métodos de trabajo penitenciario totalmente actualizados, que no tiene antecedentes en América Latina, pero que responden a la madurez demostrada por nuestro sistema social” (Martínez, 1991:5) 

Este nuevo modelo según Martínez  (1991), debería  incorporar o contemplar lo siguiente: 

1. Una ruptura con el modelo clínico tradicional del Tratamiento y con el concepto retributivo de la pena para dar paso a un análisis del fenómeno criminológico en el que se incorporen variables sociales, económicas y culturales. 

2. Cuestionar el carácter rehabilitador de la cárcel ya que esta estigmatiza y ofrece pocas posibilidades de reincorporarse socialmente con éxito, esto permite dar sentido al manejo de Desinstitucionalización del sujeto privado de libertad. 

3. Permanecerán en centros cerrados solo aquellas personas que impliquen un riesgo para la sociedad. 

4. Dar coherencia a los distintos programas (Consulta Externa, Clasificación, Imputados, Atención Institucional y Prueba y Libertad Vigilada)  para así garantizar la fluidez de la información entre cada una de las partes. Proponer la creación de una definición criminológica de las mujeres privadas de libertad y los programas de atención institucional de menores, los cuales fueron desarticulados. 

5. El dirigirse hacia la Desinstitucionalización y no institucionalización de las personas lo que implica procurar: una estrecha coordinación con el Poder Judicial, la policía y con las autoridades del Poder Ejecutivo, control de la institución en todos los centros del país, mejorar la convivencia de los internos, la prestación de servicios institucionales adecuados, la proyección de pautas para el egreso, ubicación de fuentes laborales y el agotamiento de los recursos legales para el egreso. 

6. Iniciación de un diseño nuevo proyecto para la atención de la Mujer Privada de Libertad, el cual se sustenta en principios propios adecuados a las necesidades económicas, sociales y personales de la mujer en Costa Rica. 

7. La necesidad imperante de una transformación integral en el Programa de Prueba y Libertad Vigilada 

La disconformidad que se venía desarrollando alrededor de la crisis penitenciaria quedó expuesto dentro del Plan de Desarrollo Institucional (PDI) en donde manifestó “…la Dirección General de Adaptación Social y el Sistema Penitenciario se encontraba en una grave crisis que abarcaba todos los aspectos, desde lo humano hasta lo político.  Una concepción equivoca del problema de la criminalidad, un sistema penitenciario incoherente, burocrático y deshumanizante, determinaban los pobres resultados que se estaban produciendo.  La ausencia de un verdadero sistema era reflejo de la distancia que existía entre las decisiones de los jerarcas y la realidad que enfrentaba el personal de base, realidad que los rebasaba, cotidiana y dramáticamente” (Ministerio de Justicia, 1993:1) 

 El Plan de Desarrollo Institucional fue aprobado el 22 de febrero de 1993, por medio del Decreto Ejecutivo No 22198-J, publicado en el Periódico la Gaceta del 1 de junio del mismo año y el cual constituye legalmente un nuevo reglamento orgánico y operativo para la Dirección General de Adaptación Social que encuentra su referente jurídico: La ley 4762 y el “Reglamento de Derechos y Deberes de los Privados de Libertad” aprobado a través del Decreto Ejecutivo No22139-J del 26 de febrero del año en curso. 

Este modelo es percibido como la oportunidad para solucionar la problemática penitenciaria e incentivar las políticas de desinstitucionalización, ya que aboga por un uso mínimo de la cárcel dado que está no es el espacio predominante para la ejecución de la pena en este modelo, sin embargo una política penitenciaria alternativa depende más de otras instancias, tales como la legislativa y judicial ya que  “la política penitenciaria a lo sumo podría realizar una selección posterior, separando candidatos para otorgarles alternativas a su institucionalización acordada externamente” (Artavia 1999:190). Panorama punitivo envuelve el optimismo de un nuevo modelo que busca romper con los lineamientos del sistema progresivo presente desde la década de los setenta, no obstante este se encuentra inmerso en un contexto social, político y legal que aboga por el endurecimiento de las penas, aumentando los años de encierro y la disminución de beneficios aspecto que abordaremos más adelante.
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Un eje medular del Plan de Desarrollo Institucional fue el visualizar la prevención del delito como una forma de evitar que este se constituya en un acto de supervivencia, que al egresar de los centros no se reincidan en actos delictivos y mantener en las cárceles a quienes constituyan una amenaza para la sociedad; por tanto el mismo orienta la prevención del delito como medio de prevención social. 

 Por ende las cárceles al no ser concebidas como espacios exclusivos para la ejecución de la pena, ven como primordial el fomento de proceso de desintitucionalización y no institucionales   “… a través del análisis y desarrollo de potencialidades del privado de libertad, que se atenderán sus necesidades prioritarias de su condición de adulto (mujeres y hombres) y de menor (niñas y niños), a través de diferentes niveles de intervención y una estrecha relación de coordinación directa y responsable con la estructura social” ”(Ministerio de Justicia, 1993:4) 

 Este cambio de paradigma planteado por la institución implicó desde una nueva concepción de la privada (o) de libertad como sujetos activos en el conocimiento y desarrollo de sus potencialidades, apoderándose de su responsabilidad como personas de derechos y obligaciones.  Los funcionarios por su parte se convierten en sujeto-actor, facilitador y compañero del privado de libertad dentro de este nuevo enfoque criminológico integrador, que  procura ejercer un proceso de comunicación e información retroalimentación  

 Una institución abierta, flexible y dialogante con los diferentes sectores de la  sociedad es la meta del Ministerio de Justicia durante la década de los noventas, y donde también se facilite por medio de la investigación y capacitación asumir un rol social activo - denunciante dentro de la prevención general del delito. 

 El desarrollo institucional de nuestro Sistema Penitenciario Nacional es el resultado de un proceso evolutivo y acumulativo de conocimientos y prácticas que dentro del Plan de Desarrollo Institucional condujo a la creación de tres políticas: la institucionalización, desinstitucionalización y no institucionalización. 

 La institucionalización persigue la contención física de las personas que amenacen la seguridad y vida de otros miembros de la comunidad, además de aquellas (os) que manifiesten  conductas que constituyan una grave violación de valores fundamentales y quienes reiteren su negativa a someterse a un plan de atención conjuntamente establecido. 

 Dentro de esta política se encuentra el Nivel Institucional, el cual busca el segregar a una persona con el fin de evitar su deterioro al introducirlo en un medio que ya se encuentra  deteriorado, por lo que es importante acompañar esta situación de proceso de  atención técnica que va desde la prevención, la vulnerabilidad y desarrollo de potencialidades con el fin de preparar al privado (a) de libertad hacia niveles cada vez más abiertos y flexibles dado que la permanencia en centros cerrados se va definiendo según las  particularices de cada persona. Es importante aclarar que la característica legal de la población dentro de estos centros son tanto de  indiciadas(os) como de sentenciadas (os) 

La desinstitucionalización tiene sus bases en el Programa de Prueba y Libertad Vigilada. “Aun antes, en los tiempos del Consejo de Defensa Social ya existía esta política, con la aplicación del Artículo 56 del Código Penal, antecedente al Artículo 55 del Código Penal o la Libertad Condicional o la existencia de colonias agrícolas” (Ministerio de Justicia, 1993:58) 

Dicha política enfatiza en el hecho de no visualizar la cárcel como el único medio para la ejecución de la pena, sino que se debe ubicar a la población en alternativas diferentes según niveles de contención que la institución estime convenientes y de acuerdo a la capacidad convivencial de la misma y donde es de gran importancia contar con la cooperación y ayuda de la familia y comunidad en el proceso privativo de libertad. 

Es así que se fomenta el uso de Niveles de Atención de carácter semi abierto (semi institucional) y abierto (comunidad), sin embargo han tenido un desarrollo inferior al institucional con limitados recursos humanos, materiales y financieros. 

El nivel semi institucional tal como lo plantea Arroyo (1995) se visualiza como una continuación del nivel institucional o cerrado y donde se identifican tres componentes de importancia que conforman este nivel: las necesidades particulares de cada privado(a) de libertad, los aspectos propios de la institución y los aspectos referentes a la comunidad 

La institución se orienta en este nivel en promover en el privado(a) de libertad la formulación de un proyecto que lo vincule de acuerdo a sus capacidades y potencialidades al proceso de acercamiento comunitario, por lo que se debe contemplar además la interacción directa del funcionario(as) con la comunidad y la relación directa del privado(as) de libertad con su medio social, el no ser una amenaza para la comunidad teniendo una conducta adecuada y que definan un proyecto de egreso sustentado en ubicación e inserción comunitaria.   

La evaluación que se realiza para la ubicación así como en el proceso contempla aspectos como la posibilidad de desempeñarse laboralmente, contar con una familia o sustituto que facilite la incorporación en el medio social y la capacidad convivencial de la persona ya sea con compañeros, funcionarios y la comunidad de residencia 

Por su parte el Nivel de Atención en Comunidad es definido “… como aquellas acciones y estrategias institucionales que permiten la atención del privado de libertad por las instituciones de la comunidad y ella misma…En este Nivel se deben ubicar aquellos privados de libertad y privadas de libertad que sean capaces de utilizar los servicios de que dispone la comunidad…es fundamentalmente preventivo por lo que la permanencia en el mismo busca minimizar la posible reincidencia”(Ministerio de Justicia, 1993:40-41) 

En este nivel se continúo con el plan de atención en el caso de que el sentenciado provenga del nivel institucional o semi institucional pero es importante aclarar que una persona puede ingresar directamente a este nivel dado que se ha roto con el concepto de progresividad.  

Los ejes medulares en los que se sustenta el Nivel Comunidad parten de la comprensión de los hombres y mujeres como sujetos de derechos y obligaciones a los que la institución les debe estimular la credibilidad en su asignación, este al ser un nivel abierto requiere de la sensibilidad y acciones por parte de la comunidad, dado que son primordiales para la incorporación del privado o privada de libertad, por lo tanto su papel es participativo y solidario siendo imprescindible establecer una comunicación permanente entre la institución y los entes comunitarios 

El último nivel planteado dentro del Plan de Desarrollo Institucional es el de Niños y Niñas y adolescentes, el cual se encarga de abordar a la minoridad infractora que es referida por los diferentes juzgados tutelares y mixtos al ser detectados y aprehendidos en situación de riesgo social, sin embargo por interese investigativos no ahondaremos más dentro de este nivel. 

La tercer y última política planteada es la no institucionalización, la cual plantea como objetivo evitar la institucionalización de sujetos que no la requieran, con lo que se busca fortalecer el proceso de coordinaron interinstitucional con los órganos policiales y el espacio con el Poder Judicial así como el incremento de actividades no gubernamentales. 

La población a la que va dirigida la no institucionalización son sujetos sentenciados que no requieran estar en un nivel cerrado, brindando atención técnica a las distintas problemáticas durante la confirmación de la sentencia,  además dentro de este mismo proceso los imputados que estuvieron presos  una vez que son sentenciados no tienen porque seguir segregados, lo anterior con el propósito de reducir los ingresos tanto de imputados como de sentenciados a las cárceles cerradas o, al menos reducir su institucionalización.  “Para ello es necesario el análisis de las características del sujeto, del hecho y las circunstancias, así como de su capacidad convivencial y la necesidad institucional de contención física y técnica” (Ministerio Justicia, 1993:61) 

En síntesis el Sistema Penitenciario plantea desde 1993 hasta la actualidad cuatro diferentes niveles de atención: Institucional, Semi Institucional, Comunidad y Niños, niñas y adolescentes. Asimismo establece distintas áreas  para  la atención a las necesidades básicas del sujeto, así como sus potencialidades. Estas son:

1. Área de capacitación para el trabajo: Es la encargada de realizar acciones que permiten lograr la ocupación laboral plena de los y las privados (as) de libertad.  Asimismo favorece la capacitación laboral haciendo uso de los recursos intra y extra institucionales. 

2. Área de proyectos agroindustriales: Es responsable de planificar y ejecutar los proyectos productivos de diversa índole que permita ubicar laboralmente a los y las privadas de libertad, niños, niñas y adolescentes. 

3. Área administrativa: Organiza la acción administrativa de soporte para la ejecución del Plan de Desarrollo Institucional. 

4. Área de salud: Es la responsable de atender las necesidades integrales, en salud ambiental, mental y física. 

5. Área de atención a la drogadicción: Atiende problemas de drogodependencia en sus diferentes niveles de prevención. 

6. Área educativa: Atiende en lo relacionado a formación académica, desarrollo humano y socio productivo. 

7. Área de convivencia: Promueve la organización de actividades orientadas a fomentar la interacción entre las personas privadas de libertad y  funcionarios (as), con la finalidad de crear y mantener un clima de confianza, respeto y tolerancia que facilite el crecimiento personal de todos los sujetos intervinientes. 

8. Área comunitaria: Encargada de planear una estrategia coherente de trabajo que permita participar activamente en el proceso de atención social. 

9. Área jurídica: Es responsable de estructurar y velar por el proceso de legalidad institucional, así mismo brindar la asistencia jurídica en relación con la Corte Suprema y atender todas las necesidades jurídicas derivadas de la privación de libertad de los sujetos. 

10. Área de seguridad: Vela por la seguridad de los y las privadas de libertad en coordinación con las diferentes áreas. 

11. Área de atención a la violencia: Es la encargada de atender las necesidades de atención a ofensores, ofensoras y víctimas de violencia emocional física y sexual, así como la minoridad. 

12. Área de investigación: Responde a la necesidad de investigación en las distintas áreas y niveles con el propósito de contribuir al diseño de programas de trabajo que permitan atender eficientemente a las personas privadas de libertad. 

13. Área de capacitación: Atiende las diferentes necesidades de capacitación en las distintas áreas y será la responsable de la coordinación y difusión del pensamiento penitenciario vigente. 

Las distintas áreas deben cumplir entre otras la función de investigar, diagnosticar, planificar, ejecutar y evaluar las estrategias atinentes al área correspondiente de estas mismas se desprenderá una comisión representativa de la institución que funcione coherentemente con lo pautado por el Consejo Técnico Institucional, siendo prescindible por tanto establecer canales firmes de comunicación entre la base técnica, la comisión de área y el Consejo Técnico Institucional.  

Por su parte los funcionarios (as) deben trabajar y permanecer exclusivamente en su área, planteamiento que según el P.D.I permitirá abordar una problemática más compleja y global, si el centro no cuenta con todo el personal necesario para cubrir la totalidad de las áreas, solo se deberán crear las que se consideren vitales 

Como se ha desarrollado la estructura organizativa del Ministerio de Justicia como de la Dirección General de Adaptación Social fue modificada con el fin de garantizar “la eficacia y eficiencia en la consecución de los objetivos; un sistema coherente y funcional con una adecuada racionalización de recursos dentro de un sistema legal ajustado a la realidad…”(Ministerio de Justicia, 1993:4) y es de nuestro interés con el propósito de brindar una mayor claridad que incorporamos un esquema organizacional tomado de Arroyo (1995) el cual hemos y continuaremos explicando  
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Como dificultad el PDI tuvo que lidiar con el conflicto de competencias o contradicciones entre la legislación y la reglamentación que mostraba una serie de distinciones entre las leyes de Adaptación Social del Ministerio de Justicia y el Código Penal vigente, al presentarse incoherencias entre los contenidos de índole criminológico y penológico, esto “ a pesar de la renuncia explícita al tratamiento penitenciario y a la rehabilitación por parte del PDI, los otros cuerpos normativos continúan incorporando estos principios de larga tradición criminológica, propios del positivismo” (Artavia, 1999: 195) tal como se presenta dentro del artículo 51 del código penal vigente donde plantea que la prisión debe ejercer sobre el condenado su acción rehabilitadora. 

Así se evidencia que el modelo penitenciario vigente no se ajusta a las necesidades institucionales producto de las mismas reformas, proponiéndose para tal caso, o una reforma al modelo o la sustitución por el anterior, sin embargo no podemos negar que este dio avances importantes a la política penitenciaria pero a la vez se vio inmerso en una problemática semejante al progresivo debido a los escasos paradigmas criminológicos - penológicos, recursos materiales y humanos, la conformación de personal y la atención de población dentro de las áreas, las oportunidades de beneficios alternativos y la clasificación y ubicación de los privados y privadas de libertad  así como su evaluación/valoración (Artavia,1999)

Además, el problema de la rehabilitación, resocialización o readaptación que continúa presentándose, no radica en su uso terminológico o el alcance que tenga el discurso positivista, sino en la incapacidad de trascender y trasformar tanto la teoría como las prácticas penitenciarias y punitivas.

El contexto social y político en el que se enmarca el PDI se encuentra caracterizado por una década de grandes transformaciones y cambios en materia legislativa con las reformas al Código Penal (1994), el nuevo Código Procesal Penal (1996) y el Proyecto de Ley de Ejecución de la Penal, entre otros, que en conjunto responden a una problemática social como es el sentimiento de inseguridad ciudadana, miedo al crimen y ser víctimas de este.

En el diario La República del 20 de junio de 1993, tal como lo presenta Llobet (1997) a través de una encuesta de opinión pública, el 65% de los entrevistados  por ese medio manifestaron que se sentían más inseguros, los más angustiados eran los habitantes del área metropolitana, en otra encuesta realizada por  La Nación el 28 de noviembre de 1994 un 49% consideró que estaban poco protegidos frente a la delincuencia y un 36% totalmente desprotegidos. 

Miedos que son incentivados y alimentados por los medios de comunicación de masas dado que, mediatizan las actitudes y los comportamientos de los costarricenses con respecto a los hechos de trascendencia social (Sáenz, 1995) influyendo así sobre la reacción social alrededor de la delincuencia y sobre el sentimiento de inseguridad ciudadana al difundirse las noticias de manera inadecuada mediante lo que se conoce como “terrorismo informativo”. 

“…en los últimos años la atención especial de la prense se ha centrado fundamentalmente en: a) el aumento de robo de vehículos automotores, unido a la existencia de bandas dedicada a dicho robo, b) la aparición de bandas juveniles (que se les ha dado el nombre de chapulines) (… ), c) la realización de una serie de asaltos bancarios por personas fuertemente armadas, dentro de los que sobresalen los realizador por una banda venezolana, d) la ejecución de secuestros, dentro de los que sobresalen el realizado en la Embajada de Nicaragua, el de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, (…) el de una guía turística de origen suizo y una turista alemana a principios de 1996, y el de un matrimonio holandés a mediados del mismo año; e) la extensión del tráfico internacional de drogas, utilizando a Costa Rica como puente del mismo y la formación de grupos especialmente violentos ligados a la mafia del narcotráfico, unido también al aumento del tráfico de drogas interno y f) la divulgación que se ha dado a una serie de delitos violentos, especialmente homicidios y violaciones” (Llobet, 1997:123)

El sentimiento de inseguridad y temor presente en los ciudadanos y ciudadanas aunado a una política estatal que plantea “la seguridad como cosa de todos”, ha provocado un aumento en la adquisición de armas y dispositivos de seguridad (alarmas, rejas y perros, entre otros)  y consigo el aumento de la agresión y la violencia social, miedo que produce en las personas “ una sensación generalizada de vulnerabilidad, una situación de alarma, un sentimiento de pérdida de control sobre la faceta de la vida cotidiana y una alteración del juicio” (Sáenz, 1995:37)

Es así que la población costarricense a través de lo que se conoce como reacción social informal, la cual parte de una reacción primeramente individual y manipulable,  manifestó la necesidad imperante de que el Estado con sus instituciones policiales y judiciales actúen de forma eficiente en la protección y seguridad, la cual solo encuentra como respuesta acciones regresivas y represivas, presentadas a la población como la mejor y única solución  con la que inevitablemente o por convicción deberán renunciar a ciertos derechos y garantías personales ya que “En sociedades que prefieren el orden a la justicia, hay cada vez más gente que aplaude el sacrificio de la justicia en los altares del orden” (Galeano1996: 5) 

Sin embargo los aparatos del estado también se han visto cuestionados por ende se han convertido en sujetos de desconfianza ante una ineficiente y/o corrupta labor, factor que es atribuido a la desaparición del Estado benefactor y la reaparición del Estado juez y gendarme del proyecto neoliberal de sociedad (Artavia 1999), al cual  no le interesa desarrollar una política social sino que recurre a la cárcel y al derecho penal como medio de solucionar la criminalidad, constituyéndose así la reacción institucional del delito, el cual influenciado por los medios de comunicación y por la reacción informal marca dos claras tendencias para esta década:  un endurecimiento penitenciaria en el que se da un aumento de las penas y la disminución de los beneficios a los que puede optar la población penitenciaria  

Ahondando en la Reforma Penal que inició en 1994, encontramos el Proyecto de Ley de Ejecución Penal  el cual se establece como una extensión ampliada del PDI y del Reglamento Orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social, el cual retoma la figura del Juez de Ejecución Penal como la instancia inmediata superior del Instituto Nacional de Criminología en materia de apelaciones,  investido de una gran potestad resolutiva en situaciones referentes a sobre población penitenciaria,  hacinamiento, disciplina, medidas preventivas y alternativas.

Las reformas al Código Penal presentadas en marzo de 1994 responden muy claramente al contexto social que anteriormente se venía perfilando a grandes rasgos para ésta década, dado que en las modificaciones dadas a los artículos 51 y 55 de éste código se da la ampliación del control penal, incluyendo el predominio de los aparatos represivos sobre los ideológicos.

Es así que la ley 7389, del 22 de abril de 1994, publicado en La Gaceta No 83 del 2 de mayo, establece dentro de su primer artículo que dentro de las reformas al Código Penal el Artículo 51  plantee que  la pena de prisión y las medidas de seguridad se cumplirán en los lugares y en la forma que una ley especial lo determine, de manera que ejerzan sobre el condenado una acción rehabilitadora. Su límite máximo es de 50 años, dándose una significativa ampliación de la pena de 25 años.

El Artículo 55 es reformado a través de la ley 7398 del 3 de mayo, publicado en La Gaceta No 89 del 10 de mayo, decretando que: El Instituto Nacional de Criminología, previo estudio de los caracteres sociológicos, psiquiátricos y sociales del interno, podrá autorizar al condenado que haya cumplido por lo menos la mitad de la condena, o al indiciado, para que descuente o abone la multa o la pena de prisión que le reste por cumplir o que se le llegue a imponer mediante el trabajo ordinario equivale a un día multa y cada dos días de trabajo ordinario equivalen a un día de prisión(…) 

Ante tales planteamientos nos cuestionamos si los creadores de estas leyes son conscientes que la cárcel “no readapta ni resocializa, sino que es un eslabón más dentro del proceso de criminalización, (…) así como tampoco el manicomio sirve para la rehabilitación del enfermo mental. Ambos responden a una exigencia (…) del sistema social que tiene como fin último la marginación de quien rompe con el juego social” (Sáenz, 1995:34)

El aumento en la pena máxima y en otros delitos repercutió inevitablemente en la población carcelaria al aumentarse la población hacinada y la disminución de beneficios a la que podían optar (no desinstitucionalización), a pesar que el modelo penitenciario vigente se planteó como objetivo una política de desinstitucionalización y no institucionalización más agresiva.

El Nuevo Código Procesal Penal fue emitido por la ley No 7594 del 10 de abril de 1996 pero es publicado en junio de ese año en la Gaceta No 106, entrando en vigencia a partir del 1 de enero de 1998, derogándose el anterior código de 1973, al sustentarse que “el proceso penal no está ofreciendo una verdadera solución al problema delictivo. Existe un amplio sector de la población judicial e inclusive administradores de justicia que consideran que con enviar a prisión al reo se está ofreciendo seguridad y solución al fenómeno delincuencial. Nada más errado. No es reprimiendo severa e indiscriminadamente con largas condenas que solucionaremos el problema delictivo. La violencia institucional genera más violencia. Aquella formula de que a mayor represión menor delincuencia ha quedado en los anaqueles.” (Artavia, 1999:242)

Este código ha decido judicializar la fase de ejecución de la pena dado que el juez de ejecución tendría por misión atender los aspectos que modifican la sanción penal ejercida desde los tribunales y juzgados, dejando a la institución penitencia el velar por el cumplimiento de la pena, con lo que hay una pérdida de potestades penitenciarias en la fase de ejecución. Además no queda claro lo relativo a los derechos y facultades otorgados al condenado por la ley y el reglamento penitenciario, la provisionalidad de las medidas de la administración penitenciaria ni sus funciones 

Por lo que el panorama penitenciario nacional desde 1994 hasta la fecha se ve marcado por la creciente población que vive en condiciones de hacinamiento, con ineficientes y escasos recursos materiales y humanos; el incremento en las penas y la disminución de los beneficios que dentro de un periodo corto generara dentro de las instituciones penitenciarias una nueva problemática “las cárceles geriátricas” la cual requerirá condiciones y atenciones diferenciadas y especializadas a las del resto de la población lo que representa un mayor costo económico para el estado. 

7.  Situación Actual del Sistema Penitenciario Femenino 

Este periodo se caracteriza por un avance en materia legal con respecto a la mujer, en donde se ha dado toda una crítica a la situación discriminatoria y de desigualdad social a la que son sometidas, tanto en el ámbito público como privado. Producto de esto se han realizado a nivel nacional e internacional un sin números de leyes, decretos, declaraciones, convenciones, propuestas y proyectos para la protección de los derechos humanos de ésta población. Así se han tratado temas de gran delicadeza y necesidad social como la violencia doméstica, abuso sexual, derechos laborales y reproductivos, entre muchos otros.

Contradictoriamente este periodo también representa un retroceso en la historia de mujeres privadas de libertad, pues si bien es cierto se han llevado a cabo grandes disputas con respecto a su situación actual no se encuentran avances significativos en la ley o en el Sistema Penal o Penitenciario (tanto en su formulación como en la práctica)

Por tanto para este último recuento histórico hemos optado por presentar los avances, propuestas de proyectos y algunos avances significativos en la materia, sin embargo no se encontró datos relevantes o contundentes que demuestren la situación actual de las mujeres privadas de libertad.

Primeramente en 1996 se da un esfuerzo en materia penal de realizar una recopilación de los principales convenios y leyes que se aplican de forma específica a las mujeres en general, este  “Código de la  Mujer” parte de la necesidad de dar a conocer las disposiciones jurídicas que amparan los derechos de las mujeres. Este compendio se basa en ocho categorías: derechos en general, derecho a una vida libre de violencia, derecho a la no discriminación de las mujeres en el empleo, derechos en el ámbito familiar, derecho a la salud, derecho a la participación política, derecho a la imagen sin estereotipos sexuales e instituciones de protección a los derechos de las mujeres. 

El primer capítulo, a manera de ejemplo, se incluyen dos cuerpos legales en que resaltan los derechos de la mujer en diversos ámbitos; primero la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, principal  instrumento de cobertura internacional de protección a los derechos de la mujer (adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidad en 1979, ratificado por la Asamblea Legislativa de Costa Rica en 1984 y entro en vigencia en el año de 1985) segundo, la Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer No7142 del 8 de marzo de 1990, la cual “engloba dos tipos de normas: normas de aplicación directa, cuyo cumplimiento puede exigirse ante los Tribunales de Justicia y normas que establecen obligaciones para las instituciones del Estado y que deben ser reglamentadas por órganos competentes”    (Código de la Mujer, 1996:VI)


Sin embargo y a pesar del gran esfuerzo y logro que pudiera representar tal documento no es posible localizar dentro de este ninguna ley o reglamento que vele por los derechos de las mujeres privadas de libertad, con lo que surge la duda de si debemos dar por sentado si el Código de la Mujer rige de igual manera para estas mujeres o si sus particularidades fueron contempladas.

Para 1977 el Ministerio de Justicia y Gracia realizó un informe basado en los principales “Aspectos Generales de la Atención que se le Brindan a la Mujer Privada de Libertad en Costa Rica” el cual parte de la inexistencia legal y específica de regulaciones para las mujeres;  por lo que esta población de nuevo debe ajustarse a lo establecido, siendo por tanto  un documento meramente descriptivo y nada crítico de la situación real de las mujeres 

Las instalaciones que fueron construidas en 1952, presentaban para el momento del estudio  una capacidad para 218 privadas de libertad que debían ser ubicadas en 6 ámbitos de convivencia, según las características personales e historial delictivo de las privadas, cuando en realidad se albergan a 335 mujeres, existiendo ámbitos donde la población  se excede en el doble a su capacidad.  Además la organización del centro por áreas de atención se presenta de igual forma como la contemplada dentro del Plan de Desarrollo Institucional con todas las limitantes que estas representan aunadas a la problemática propia del centro Buen Pastor, tal como las encontradas en el área de capacitación y trabajo donde la opción laboral es escasa  y la formación académica  está dirigida a “permitir descubrir las habilidades y destrezas de que son portadoras”, enfatizándose ocupaciones como  la costura, camba y en el mejor de los casos gracias a la colaboración de la Embajada de Holanda,  cursos básicos y avanzados de computación.

Muchas de las áreas de atención, tales como la de Educación, trabajaron en coordinación con diferentes instituciones a través de convenios con el fin de brindar una atención más amplia presente en programas como: 1. ALFA- MUJER: dirigido a mujeres con problemas de lecto - escritura  o analfabetas por desuso, 2. ENSEÑANZA GENERAL BÁSICA, 3. TELE SECUNDARIA: el cual inicio en 1997 con la participación del Ministerio de Educación Pública y la República Méxicana. 4. CINDEA: dirigido a población que no ha finalizado primaria o secundaria y 5. BACHILERATO POR MADUREZ

En el caso de aquellas mujeres privadas de libertad que desean continuar sus estudios superiores la Universidad Estatal a Distancia desde 1982, por medio de convenios con el Ministerio de Justicia y como resultado de un proceso que desde 1977 se gestaba en el Centro Penal La Reforma, es que se inicia este plan educativo en donde tres estudiantes recluidas en el Centro Buen Pastor comienzan sus estudios superiores. ” Este hecho no fue resultado de una intervención del personal de la universidad o del centro penal, sino que surgió como consecuencia de una iniciativa de las mismas privadas de libertad y de sus familias, quienes se interesaron en que ellas estudiaran en la UNED” (Herrera, s.f.e: en línea) y es a partir de esta iniciativa que la universidad implementa en cooperación con el centro medidas que beneficien a la población como lo son: becas, préstamo material didáctico y exámenes dentro del centro, lográndose que para el 2003, 132 mujeres hayan ingresado al programa con un promedio de 4 a 6 privadas por año


 En 1998 se visualizan los primeros esbozos por parte del Ministerio de Justicia y Gracia alrededor de la construcción de un programa dirigido a las mujeres en donde se contemple una “…doble situación de vulnerabilidad una es su condición de género y la otra tiene que ver con sus precarias condiciones socioeconómicas”, tal como lo respalda la caracterización poblacional donde la mayoría se ubica en edades de 28 a 47 años, son madres -jefas de hogar, con antecedentes de diversas maneras de victimización y son penalizadas en su mayor porcentaje por quebrantar la ley de psicotrópicos. 


“A su ingreso a prisión arrastran sus responsabilidades hogareñas, haciéndose patente el traslado de la pena a la familia, a la vez que sobrellevan simultáneamente los problemas propios de la institucionalización con los hijos y muchas veces los de su compañero preso y otros problemas de su familia de origen” (Ministerio de Justicia y Gracia, 1998: 2)


Tal propuesta plantea como acciones estratégicas: 

1. Promoción de la capacitación en género, orientada hacia las privadas de libertad y el personal del centro.

2. Una acción de empoderamiento que tiene como propósito dar más poder a las mujeres mediante una mayor confianza en si mismas.

3. Coordinación con instituciones que desarrollan acciones en torno a la situación de  las mujeres en nuestra sociedad. 

Los principios de  esta propuesta parte que desde la perspectiva jurídica - criminológica se requiere estar en capacidad de hacer lectura de la criminalidad femenina  que visualice los obstáculos que el sistema patriarcal de forma implícita o explícita se encuentran en la comisión del delito como en la imposición de la sentencia;  que las privadas de libertad deben gozar de un ambiente y trato digno enmarcado en los Derechos Humanos; que por medio de la capacitación, educación y oportunidad laboral se pueda acceder a una mejor calidad de vida en lo material, cultural y espiritual; y finalmente el desarrollo de acciones asistencialistas dirigidas a satisfacer las necesidades básicas de la población. Es importante recalcar que la propuesta pretende romper con la segmentación o división del trabajo en las área de atención al plantear la integración por un lado del área de violencia, drogadicción y comunitaria y por el otro el área de educación, convivencia y capacitación y trabajo. 

Es conocido que los principales problemas a los que se enfrenta todos los centros penales en nuestro país son el hacinamiento, carencia de recursos humanos, materiales y de infraestructura, sin embargo en lo relacionado a las mujeres privadas de libertad este diagnóstico presento de forma concreta como su principal problemática:

1. El área de capacitaron y trabajo no brinda una oferta laboral real y remunerativa lo que es poco beneficioso para las mujeres en mira a su salida del penal.

2. Aumentar el número del personal de seguridad para que así las diferentes actividades planeadas no se vean impedidas por la falta de vigilancia.

3. Creación de un área de atención familiar la cual debe contar con suficientes recursos materiales y humanos dado el factor traslación de la penal a la familia por lo que se debe evitar la desintegración y criminalización de la misma.

4. Ser consientes que las mujeres privadas de libertad caso en su totalidad han vivido largos periodos de victimización y revictimización por lo que los procesos de atención son más largos e individualización esto último a petición de ellas. 

5. el área de saluda debe contemplar el problema de la poli consulta ya no solo como factores fisiológicos sino enmarcados dentro de patrones psicosomáticos y autodestructivos.

6. Programas de salud dirigidos a la atención de los niños y niñas que se encuentran dentro de casa cuna

7. La implementación de un programa nutricional que mejore sustancialmente la calidad en la alimentación

Como principales puntos de crítica a este propuesta encontramos: su población meta es únicamente la localizada en el centro Buen Pastor, se simplifica la comprensión integral de la mujer al enfocarse principalmente en la visión de mujer-familia y no se toma en cuenta el factor de la regionalización en la vida de ellas. 

Como respuesta al último aspecto que busca evitar la ejecución de la pena de las mujeres privadas de libertad de forma centralizada es que, en diciembre del 2001, la Oficina de la Presidencia registró como logros de la administración Rodríguez Echeverría, la conclusión de la segunda etapa de los Centro de Atención Institucional de Liberia y del Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón donde se  destinó “un espacio” dentro del penal con el fin de ubicar a la población femenina del CAI Buen Pastor que vive las zonas. (MIDEPLAN, 2001: en línea) 

La Dirección General de Adaptación Social ha procurado de esta forma  fomentar los procesos de regionalizaron femenina, aumentar la capacidad de los diferentes centros penitenciarios tanto para varones como mujeres procurando brindar mejores condiciones en las áreas de capacitación y trabajo, y donde además se amplía la preocupación por mejorar las condiciones del personal y de los 650 nuevos policías penitenciarios graduados. Por último, se inician los trámites para la concesión de la obra pública del Centro Penal de Pococí para albergar una población de 1.200 privados de libertad de mediana y máxima seguridad. “por una inversión del orden de 20.000 millones de colones, para poder volver a construir lugares de máxima seguridad, que no se edificaban en Costa Rica desde que se construyó La Reforma, en los años 70. Y para poder hacer posible que tengamos un aumento de más de mil posiciones nuevas, que vengan a asegurarnos la capacidad del sistema penitenciario de dar respuesta” (MIDEPLAN, 2002: en línea) 

Siguiendo con esta tendencia institucional  en febrero del 2002 se creó en el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor un nuevo centro destinado para la población adulta joven sujeta a la Ley de Justicia Penal Juvenil y un módulo para población adulta mayor, inagurándose “estas nuevas instalaciones del Centro de Atención de Mujeres el Buen Pastor, con una capacidad total de alojamiento de 473 personas. Con nuevos módulos que aumentan y duplican la capacidad para atender a mujeres privadas de libertad. Una inversión de 516 millones de colones en la construcción, más obras complementarias, como una planta de tratamiento de aguas residuales, un muro de gaviones y una tapia, que levantan a una inversión total de 631 millones que aquí se lleva adelante. Y con esto se elimina el problema de hacinamiento que sufrían las privadas de libertad, que cuando entramos al Gobierno había una sobrepoblación del 78% en mayo de 1998. Y hoy entregamos las instalaciones para evitar la sobrepoblación y el hacinamiento de las mujeres en el sistema penitenciario costarricense”  (MIDEPLAN, 2002: en línea)

Con las nuevas edificaciones la dirección del centro inició el traslado de la población seleccionada al nuevo edificio, situación que creó disconformidad entre las privadas de libertad realizándose el 2 de marzo del 2002 un motín por parte de 40 privadas de libertad demandando el traslado de todas ellas al nivel semi-institucional o el otorgamiento de la libertad condicional;  hechos que no pasaron a más dado que la situación fue abordada por los funcionarios y funcionarias del centro por medio del diálogo, proceso que además sirvió para que algunas mujeres denunciaran al personal del área de seguridad por ingresar drogas y licor para la población penal conduciendo al despido de 8 funcionarios(as) .

Esta situación trajo consigo otras repercusiones dentro del centro que se resumen en el descontento de la población y un sin fin de reuniones con diferentes funcionarios (as) superiores del Ministerio de Justicia. El 24 de marzo del 2002, un grupo de 17 privadas solicitaron la presencia del Ministro de Justicia a lo que acudieron algunos superiores  junto a la Directora y Sub Directora y el coordinador del área de educación del centro, reunión en la que demandaron el traslado de 4 funcionarios (as), valoraciones extraordinarias, mejoras en la alimentación y condiciones generales;  prometiéndose soluciones prontas, sin embargo para la noche del mismo día,  un grupo de 5 privadas de libertad iniciaron un incendio que destruyó por completo el módulo 4, dormitorio 8 y a la vez en el ámbito F  se da la quema de colchonetas por parte de otras mujeres.

En octubre del 2003 ante el Juzgado de Ejecución de la pena del Primer Circuito Judicial algunas privadas de libertad solicitan que se valore su situación en relación a la falta de centros penitenciarios bajo la modalidad del nivel semi-institucional que les permita su ubicación en zonas cercanas a su núcleo familiar  y cuenten con las condiciones  mínimas y la posibilidad de acceder con mayor facilidad a un beneficio. 

Con lo anterior,  dicho juzgado reconoce que históricamente la administración penitenciaria le a negado, en comparación a la población masculina, un mayor acceso a medidas alternativas a las mujeres, determinando por tanto que no es responsabilidad jurídica sino administrativa, de los jerarcas del Ministerio de Justicia y de la Dirección General de Adaptación Social, estableciéndose  el plazo de un año para la instalación de  centros semi-institucionales en un espacio adecuado para que las mujeres sentenciadas del Centro Buen Pastor puedan acceder a estos centros con opciones similares a la que se les ofrecen a los hombres. (Expediente N0 03-200791-198-PE)

Un documento de gran relevancia y significatividad para comprender la problemática de las mujeres privadas de libertad lo constituye el informe de la Defensoría de  la Mujer del 2003-2004, el cual a través de dos diagnósticos llevados a cabo en 1995 y el 2002, ha identificado una serie de problemas que persisten y que necesitan de un constante seguimiento, entre los que se encontraron:

1. Que el Instituto Nacional de Criminología elabore un Reglamento de Deberes y Derechos desde la realidad especifica de las mujeres privadas de libertad

2. Tomar en cuenta durante el proceso de desintitucionalización las características de las mujeres, así como el fomentar una mejor atención y el fortalecimiento de programas en su fase de egreso del Buen Pastor e ingreso al nivel Semi institucional

3. Que el Instituto Nacional de Criminología emita políticas claras respecto a las posibilidades de egreso de la privadas de libertad extranjeras

4. Fortalecer y crear nuevos convención laborales con instituciones privadas e instituciones del gobierno

5. Establecer un lugar adecuado para la atención psicológica y psiquiatrita de forma individual y respetando su intimidad.

6. Mejorar aspectos como alimentación, infraestructura, habitaciones y servicios

7. Resolver el problema de tratamiento de aguas servidas en las nuevas instalaciones

8. Programas de capacitación que les permita un acceso real al mercado laboral 

9. Elaborar programas y políticas para casa cuna que velen por los derechos de las madres pero principalmente los del niño o niña 

10. Solucionar los problemas de ubicación e infraestructura de casa cuna

11. Es imperante la necesidad de contar con programas de regionalización para así asegurar el cumplimiento de garantías mínimas y el derecho a la no discriminación

12. En los centros debe existir personal femenino de seguridad para los días en que pernoctan mujeres los centros

Además en este documento se adjunta el informe del febrero de 2004 en el que se realizó el "Taller Regional de Análisis y recomendaciones para la acción sobre las condiciones de las mujeres en prisión en América Central", celebrado en el país, en donde se establecieron recomendaciones a seguir por las Defensorías de los países participantes. Entre éstas se destacan como urgentes e inmediatas las que se señalan a continuación: 

1. Introducir programas que analicen transversalmente, desde una perspectiva de género, la situación de las mujeres privadas de libertad, ajustada a los preceptos contenidos en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos.

2. En todos los países de la región existen en este momento planes de construcción carcelaria en ejecución a pesar que deberían utilizarse en mayor medida sanciones alternativas a la pena de prisión pero, si han de construirse cárceles, la primera recomendación la de lograr una adecuada distribución regional de éstos, de manera que las personas sean procesadas y eventualmente condenadas en su comunidad. 

3. Ante la evidencia de que muchas mujeres reclusas carecen de referentes familiares y/o afectivos que puedan asumir el cuidado de sus hijos e hijas mientras dura su reclusión se recomienda instalar sectores maternales y guarderías en los centros penales, dando cumplimiento a lo establecido en la normativa internacional y nacional o aplicar el arresto domiciliario de la reclusa madre durante los primeros años de vida de su hijo o hija.  

4. Adoptar las medidas necesarias para avanzar hacia el objetivo del pleno acceso a la educación y al trabajo de todas las mujeres privadas de libertad.  Promover asimismo su derecho a la recreación y a la participación en actividades culturales que les posibiliten un adecuado desarrollo personal. 

Estas últimas recomendaciones dadas por la Defensoría de la Mujer no fueron aceptadas de forma abierta por parte de todos los funcionarios y funcionarias del Ministerio de Justicia al manifestarse que “los actuales programas y políticas ya contemplan aspectos de género” (INC-0437-05)

Los últimos avances dentro del Ministerios de Justicia se dan a partir de los primeros meses del 2005, al crearse una comisión encargada de generar un Programa Nacional  de la Mujer Privada de Libertad, el cual tiene su génesis en la preocupación e inquietud de algunas funcionarias del ministerio y de los diferentes centros de atención femenina con respecto a su situación (Buen Pastor, Liberia y Pérez Zeledón)  tomando en cuenta lo demandado por diferentes organismos internacionales y la Defensoría de la Mujer. 

Dicho programa tiene como misión la de contar con la incorporación a partir de su organización funcional y operativa, estrategias diferenciadas para la atención integral de dicha población por medio de programas específicos. Para poder construir una propuesta concreta y que tome en cuenta el parecer de los distintos centros de atención femenina y su personal es que esta comisión realiza una serie de actividades tales como el foro realizado en mayo del 2005 en las instalaciones de la Escuela de Capacitación Penitenciaria; sin embargo y desde nuestro parecer, para lograr un cambio profundo y significativo dentro de los centros femeninos es necesaria una transformación desde los más altos puestos de la política nacional, donde el cambio de paradigma o visión con que se aborda la criminalidad se dirija hacia enfoques humanizantes y con conciencia de género, es decir  no basta con un programa especifico para dicha población, que puede estar lleno de muy buenas intenciones, si sus políticas y lineamientos están basados en modelos positivistas desprovistos de cualquier comprensión profunda y totalizadora desde el amplio espectro que esta problemática implica, como lo son la política penitenciaria, penal, legislativa y judicial. 

La problemática por atender dentro de los centros penitenciarios en general va más allá del hacinamiento y escasez de recursos, la inexistencia de controles reales para evitar la entrada de drogas a los penales hecho que se hizo evidente el 14 de enero del 2006 cuando se sorprendió a  una oficial de seguridad con una trayectoria de 28 años en la institución queriendo ingresas al centro de mujeres 250 piedras de crack y una cajetilla de cigarros con marihuana. “Según informó la oficina de prensa del Ministerio de Justicia, la funcionaria portaba la droga adherida a su espalda y fue gracias a la revisión que realizaron los mismos policías del centro penal, como se logró detectar la existencia de droga en el cuerpo de la mujer.” (Solís, 2006: en línea)

En agosto del 2006, la vicepresidenta de la República y Ministra de Justicia Laura Chinchilla dio a conocer a través de un comunicado de prensa realizado en la cárcel del Buen Pastor la necesidad de desarrollar acciones y estrategias que permitan ofrecer a la mujer privada de libertad las condiciones necesarias para su desenvolvimiento en prisión, las cuales tal como manifestó son una prioridad institucional para la presente administración, en la que se debe solucionar la falta de infraestructura carcelaria diferenciada, que permita aplicar los programas de atención y la inexistencia de bolsas de empleo regionales en donde ubicar a las internas que son trasladadas del nivel institucional al semi institucional. 

Además se señaló el problema que representa para las mujeres el tener que cumplir su condena en la mayoría de los casos en  este centro sin importar el distanciamiento familiar, comunal y ambiental que influye significativamente en su desenvolvimiento personal y grupal. Otro de los aspectos señalados “es la falta de continuidad en los procesos de capacitación laboral, pues si una interna recibe un curso pero al finalizarlo no puede conseguir los materiales o su producto es difícil de vender, entonces no se logra el objetivo de la capacitación, esto aunado a la frustración o desánimo que pueda causar en la mujer”. (Ministerio de Justicia, 2006: en línea) 

Por lo que para romper con esta visión histórica que ha tenido el Sistema Penitenciario Nacional es que la presente administración se ha propuesto: 

-Programa de Atención a la Mujer: elaborar un programa de atención orientado desde la perspectiva del trato, para fortalecer y redefinir los servicios básicos, servicios de apoyo al desarrollo humano y servicios técnico-asistenciales dirigidos a las mujeres recluidas. Esto permitirá enfocar los esfuerzos hacia el rol productivo, reproductivo y comunitario que cumple la mujer en nuestra sociedad. 

-Regionalización los centros de atención: lograr la apertura de centros en las zonas de donde provienen los mayores grupos poblacionales, como Puntarenas y Limón. 

-Impulsar la capacitación laboral: se proyecta construir espacios para instalar talleres de capacitación laboral en coordinación con diferentes instituciones. 

-Casa Cuna: en ésta área específica de atención surge la necesidad de ampliar su capacidad, dada la mayor incidencia de nacimientos en mujeres privadas de libertad que se viene registrando recientemente y buscar fortalecer alianzas estratégicas con instituciones públicas (como el PANI) y organismos no gubernamentales, la atención a los niños y las niñas. 

CAPITULO IV: 

VIVENCIAS Y RELATOS DE LAS PRIVADAS DE LIBERTAD

1. Introducción metodológica

Para el cumplimiento del tercer objetivo tal como se mencionó en la fase IV de la metodología, se procedió a la realización de entrevistas a profundidad a siete mujeres seleccionadas bajo el muestreo opinámico. Por razones de confidencialidad y confiabilidad los nombres presentes en este capítulo no corresponden a la realidad sino que se acudió a la utilización de seudónimos.

 La entrevista se aplicó basada en los principios propuestos por Ruíz e Ispiuzua (1989) descritos a continuación:  

1.
Encontrar lo más significativo e importante en la mente del entrevistado ó la entrevistada, sus significados, perspectivas e interpretaciones, la manera en que ven o clasifican su mundo. Ese marco complejo de creencias y valores por el cual manejan e interpretan la realidad y que permite a través de sus acciones comprender ese sentido único que las determina.

2.
La entrevista, por tanto nace de una ignorancia consciente por parte del entrevistador sobre el sentido que los individuos dan a sus actos, de tal modo que éstos pueden expresarlo en sus propios términos y con la suficiente profundidad para captar toda la riqueza de sus significados.

3.
La entrevista como una guía de conversación flexible está sometida a cambios continuos, que debe evitar que tanto la entrevistada como la investigadora se sientan desorientadas y limitadas, es así que se debe procurar no mantener una estructura fija durante la entrevista, pero tampoco provocar ambigüedad y redundancia.

4.
La entrevista a profundidad como parte de los métodos cualitativos, plantea que la “supuesta objetividad neutral de entrevistador - entrevistado, la entrevista entiende el logro de esta neutralidad como una quimera utópica, no solo inalcanzable sino indeseable” (Ruiz e Ispizua, 1989:129) por lo que no se pretende objetividad en el entrevistado o entrevistada ni que coincida con el mundo exterior objetivo, solamente que coincida consigo mismo con el fin de lograr una descripción y explicación que no diverja de su mundo individual. Por su parte el investigador (a) debe renunciar a una pose de objetividad neutral con el propósito de lograr una conexión con el mundo subjetivo del entrevistado, sin que esto implique desprenderse de los criterios científicos propios de la investigación

La organización y formalización de la misma, consta de 236 preguntas, (ver anexo1)que paulatinamente irán conduciendo el tema central y objeto de nuestra investigación: el conocer la percepción que tienen las mujeres privadas de libertad del CASIM con respecto a las políticas penitenciarias nacionales. 

Dichas preguntas se categorizaron bajo 16 tópicos planteados con el fin de  contemplar los diversos “Aspectos de su vida” de manera cronológica, y donde en cada tópico se inició con preguntas abiertas de carácter general con lo que se buscó  paso a paso ir estrechándose, concretando, aclarando y conduciendo la entrevista hacia lo medular, interpretativo y profundo a manera de embudo, sin olvidar o ignorar el objetivo central de la investigación a través de toda la entrevista. Como se muestra en el siguiente esquema:

Esquema No 1

1. HISTORIA (14 DATOS)


                                          Recuerdos

                                         Convivencia

2. INFANCIA                   Relaciones
        (INF )                        Educación


                                              Vivencias/recuerdos

                                              Educación


3. ADOLESCENCIA           Trabajo
        
           (ADO)                         Relaciones sentimentales







                                       Vivencias/Recuerdos                            Estado Civil
                                       Actualidad                                                   
4. ADULTEZ                Actividades

        (ADU)                    Deseos 

                                                                                                                                       Iniciao
                                                          Relaciones act. setim         Sexualidad                Experiencia      

5. VIDA SEXUAL Y PAREJA                                                                                  Agresión sexual
               (VID/SEX)



     Sentimental 
                                                                                                 Valoración      Sexual                                                                           
         
                                                                                             

                                                                                                                            Pareja

                                                                                                  Buen Pastor      Visita Cónyuges

                                                                                                                            Agresión

                                                                                                                            Lesbianismo



                                                                                                                           Cuantos                                                      

                                                                                                  Embarazo        Educ Sexual



                             Hijos
Edades

                                                                      Cambios

 6. MATERNIDAD                                      Condiciones

      (MAT)                      Buen Pastor            Separación  (casa cuna)         

                                                                       Ayuda

                                                                       Experiencia                                  

                                        CASIM           

                                            Actualidad


                                             Sentencia     Tiempo

                                                                  Ayuda

7. BUEN PASTOR
    (BP)                                                 Visitas

                                                            Convivencia (privadas de libertad y funcionarios)

                                                                   Actividades


                                   Buen Pastor      Capacitación

                                                                   Servicios

                                                                   Razón para delinquir

                                                            Valoración


                                     Traslado         Aprobación

                                                                   Ayuda



Ingreso


Pernoctación

8. CASIM
Funcionarios

   (CAS)
Problemática


Conocimiento legal


Traslado de localidad


Asistencia Post-penitenciaria

                                Antes

                                Durante

9. AMISTAD         Después

      (AMI)               Significado


                                  Antes Buen Pastor


                                 Buen Pastor     Trabajo

10. LABORAL                                Capacitación

        (LAB)

                                                                      Trabajo Actual

                                  Salida Buen Pastor     Ayuda

                                                                      Experiencia


                                                              Mamá

                                                               Papá

                                                              Hermanos (as)

11. RELACIONES ACTUALES        Pareja (as)

     (REL/ACT)                                Hijos (as)

                                                        Amigos (as)


                    Derechos

                             Ministerios


Conocimientos      Normas (BP/CASIM)

                             Información

                                             Libertad de Expresión

                                             Violación de Derechos

                                                                                                   

                                                                                                  Comunitaria


Jurídica


Áreas de Atención básica
Capacitación y Trabajo

      


Seguridad


Salud

                                                                                                        Convivencia

                                                                                                        Drogadicción

  12. ATENCIÓN                       Áreas de Atención Específica     Violencia

           (ATE)
  Educación

                    Administrativo


Funcionarios      Seguridad


                                                                           Cumplen

                                                                           Cuáles

                                                  Necesidades     Hombre/mujer

                                                                           BP/CASIM

                                                                           Áreas (Función/Carencias)

                  Calificación leyes

                                                                           Que sabe


 obtuvo


Igualdad      Existe


                                                                           Diferencia de trato (familia/Trabajo/Prisión)

                                                                           Oportunidad

13. GENERO Y CARCEL                                            Normas

             (GECA)                                                              Mayor dificultad como mujer


Proceso Carcelario       Traslado al CASIM

                                                                                         Estigmatización

              Mujer antes y después

   Tiempo libre

   Rutina CASIM (afecta)

13. VIDA ACTUAL        Que significo BP

         (VIDA)
 Que cambiaría


 Proyecto de vida



Hija


Hermana

14. PERCEPCIÓN
Amiga

            (PER)
Pareja


Madre


Mujer


          Atención

                   Infraestructura

15. RECOMENDACIONES 
Cambios        Alimentación


(REC)
              Recreación 

     Salud 

        Reglas

                Funcionarios

                                               Personal (Hijos-as/visita conyugal)

Propiamente dentro de la fase analítica se persiguió como propósito, la comprensión del mundo tal como la propia entrevistada lo construye, siendo así que como investigadoras recurrimos a una reproducción fiel de su narración, a través de los relatos fragmentados de los cuales además se debe extraer su significado.

Es por medio de la escucha constante del relato tal como lo plantea  Ruíz y Ispiuzua (1989), que se inicia una reconstrucción personal, intentando plasmar sobre el papel la contextualización de los datos recogidos en la entrevista. 

1. 1 Desarrollo metodológico y analítico de la entrevista a profundidad

 El análisis de la información correspondiente a esta fase se realizó bajo los parámetros  propuestos por Rodríguez (1999), los cuales se contemplaron y aplicaron según criterios de las investigadoras de la siguiente manera:

A. Reducción de los datos que consiste en:

- Separación en unidades:  

La primera parte de este proceso está incorporada dentro de la estructura de la entrevista elaborada previamente y representado a través de los “Aspectos de vida”, los mismos que se identificaron con siglas para fines de la codificación de la información.
-Identificación y clasificación en unidades

Contando con la previa separación en unidades de los datos correspondientes a los “Aspectos de Vida”, se procedió a identificar los principales conceptos, frases o eventos representativos dentro del relato de la(s) entrevistada(s) para posteriormente transformarlos en núcleos centrales,  esto nos permitió construir “Este mundo que el entrevistador ha intentado “extraer” y el entrevistado “trasmitir” a lo largo de la entrevista, el que se intenta reproducir y reconstruir fielmente” (Ruíz y Ispiuzua, 1989: 149)

- Síntesis y agrupamiento

Una vez identificada, clasificada y separada la información en unidades se prosiguió a ubicar los núcleos centrales dentro de un esquema temporal que comprende tres Fases de vida: Pre-penitenciaria, Penitenciaria y Post-Penitenciaria, tomando en cuenta los criterios de contextualización y cronología especificados anteriormente y que se agruparon en el cuadro de análisis (ver anexo2) 

Además dentro de cada variable (Aspectos de vida) se fue sintetizando y clasificando la información proveniente de la entrevista por orden  de importancia según criterios de las investigadoras.

B. Disposición y transformación de datos

Con el propósito de identificar no solo los conocimientos, opiniones o información que se pueda extraer de la entrevista, es que este paso adquirió importancia dado que se busca tomar en cuenta circunstancias como el tiempo, espacio, proceso; observaciones sobre el entrevistado, su comportamiento y estilos de informar (directo, brusco, misterioso, evasivo, repetitivo, etc.), para así comprobar si ha habido un proceso de interacción que haya incidido en la información y de qué manera, siempre con el fin de comprender y completar el mundo y el sentido que tiene para la persona entrevistada.

C.  Obtención de resultados y conclusiones.  

Se subdivide en:

- Obtención de resultados y conclusiones: 

La agrupación de la información realizada al completarse los Cuadros de Vaciamiento de Información (ver anexos),  nos permitió realizar un proceso de triangulación, en donde existe un amplio espacio para el análisis, comprensión y señalización de los hechos más significativos e importantes en la vida de cada una de las mujeres privadas de libertad.

El obtener los principales aspectos de la vida de cada una de las mujeres privadas de libertad en los tres momentos temporales, permitió realizar conclusiones generales y particulares alrededor de las 7 entrevistas facilitando como investigadoras una inmersión y manejo total de los datos “…de la cual puede sucesivamente desagregar minuciosamente cada una de las piezas y agregarlas de nuevo en un todo estructurado y jerarquizado” (Ruiz y Ispizua, 1989: 150). 

Es así que se podrán obtener conclusiones de cada una de las entrevistas ya sea: de forma general, en una “Fase de vida” contemplando todos o ciertos “Aspectos de vida”, o de un “Aspecto de vida” en uno o varias “Fases de vida”, según lo requiera la investigación. De este proceso individual de síntesis y análisis de cada una de las entrevistas se procederá a formular las conclusiones generales de las 7 entrevistas señalando los núcleos centrales más importantes y recurrentes, reiterándose la misma capacidad de triangulación o cruce de variables. 

- Verificación de conclusiones: 

Este paso comprende el cruce de la información obtenida del análisis general y particular de las entrevistas como el análisis de contenido contemplado en la Fase III de la estrategia metodológica, lo cual derivará en las conclusiones generales de la investigación y que se vincula estrictamente con la Fase VI de la misma. 

2. Vivencias y Comentarios de las Entrevista a Profundidad

Nuestra primer acercamiento a la vida de estas mujeres inician en un pasillo largo a una puerta casi oculta y un timbre que denota el sonido que abre el paso a un mundo desconocido, incierto y olvidado por muchos (as). Llegamos a ese espacio oscuro de la prisión. Unos espacios oscuros en muchos sentidos pero llenos de claridad en otros Al llegar al lugar notamos y sentimos de inmediato la frialdad que connota un centro penitenciario no precisamente por que no exista la calidez humana sino más bien por lo que sus paredes y pasillos transmiten al ingresar. 

La primera vez fue una sensación difícil de explicar, muchos sentimientos se entremezclan. Al ingresar te recibe la “Seño” (así le llaman las privadas de libertad a las mujeres que conforman el cuerpo de seguridad) encargada de la requisa y te expone algunos lineamientos dentro del lugar (no celular, no joyas, nada punzo cortante, hora de salida, otros), luego pasamos a firmar el registro de visitantes (cédula, institución de procedencia y motivo de la visita). Esto se repitió cada jueves y viernes del mes de diciembre a partir de las 7:00 p.m.

Posteriormente iniciamos la marcha por el pasillo hasta unas gradas que conducen a la planta alta del lado derecho puesto que a la izquierda se encuentran los varones. Llegamos y notamos que es un lugar pequeño y muy ventilado que para esas horas de la noche y época del año, se encontraba como “congelador”. Una zona amplia que sirve como centro de reuniones, charlas o comedor y que ellas deben compartir si no desean dormir o ver televisión puesto que éstos son los únicos tres espacios con los que cuentan. Esto debido a que las instalaciones fueron hace ya algunos años un convento para monjas para luego dar paso a una institución educativa dirigido por las mismas lo que nos da una clara idea de que no fue diseñada para atender población penitenciara. 

Con miradas inquietantes, algunas sonrisas y otras muestras de incertidumbre fuimos recibidas. Nuevamente otra “Seño” de seguridad nos pregunta el motivo de la visita y ubica a las mujeres dispuestas a compartir su vida.

Cada sesión duraba alrededor de 2 horas y a pesar de ser un largo periodo se hacía corto de tantas cosas por decir y escuchar. Algunas iniciaban cohibidas y después se sentían más confiadas, otras llegaban decididas a decir “¡todo lo que llevaban dentro!”, otras por el contrario empezaban abiertas y terminaban esquivas. Hubo ratos de risas y carcajadas, de seriedad, angustia y dolor para ambas (entrevistada y entrevistadora) al punto de tener que hacer el mayor esfuerzo para no llorar frente a unos ojos nublados por las lágrimas y un tono de voz quebradizo.

Muchas personas dirán que esto es no ser objetivo pero la subjetividad es algo que no está ajeno al investigador(a) y más cuando son situaciones difíciles que te tocan no solo como ser humano consciente sino como mujer, así “Nuestra propia subjetividad, abriendo la visión hacia la diversidad de formas posibles de organizar la experiencia, es la herramienta más valiosa para explorar los valores subyacentes, para intuir posibilidades en los ambientes existenciales: como seres humanos, también hemos vivido y los recuerdos de esas vivencias nos informa sobre cómo la pueden estar viviendo otras personas” (Chavaría y Orozco, 2006: ) 

Al finalizar cada viernes salíamos del lugar un poco confusas, satisfechas por la labor emprendida, felices del trabajo obtenido y por la vivencia compartida; de la misma manera con un poco de angustia y dolor, muchas veces llenas de impotencia o porque sencillamente te removían tu propia vida. Así rumbo a casa compartíamos la experiencia de cada una con su correspondiente entrevista y tratábamos de delinear puntos de encuentro y discrepancias. Así después de muchas sesiones, experiencias, estudio del material y emociones conocimos a Teresa, Marta, María, Ligia, Mónica, Hilda y Karla, mujeres muy distintas en carácter, formas de pensar y actuar, jóvenes y  adultas que hasta el momento a vista de nosotras solo tenían dos cosas en común: la experiencia de estar en prisión y el ser mujeres. Nos adentramos a la vida de estas mujeres.

2.1. Sistematización de la vida de las mujeres privadas de libertad

Este apartado corresponde a un esfuerzo por retomar o comparar eventos característicos presentes o ausentes en la vida de las mujeres privadas de libertad e interpretarlos, para así perfilar escenarios en las distintas fases establecidas: Pre-penitenciaria, Penitenciaria y Post-penitenciaria y poder entender su proceso de vida  más allá de su privación de libertad. 

Para un mayor conocimiento del perfil de las mujeres entrevistadas presentamos el siguiente cuadro que muestra las características sociodemográficas, las cuales nos permite visualizar de forma general y a grandes rasgos aspectos importantes sobre quiénes son éstas mujeres; más sin embargo éstas no son estudiadas a profundidad pues no forman parte del objetivo del presente capítulo aunque hayan brindado puntos relevantes a la investigación, como el hecho de que en su mayoría cometieron el mismo delito aunque descuentan condenas muy diferentes, cuentan con estudios en secundaria incompleta, viven en comunidades vulnerables a la pobreza, delincuencia, baja escolaridad, exclusión social, ingresan al CASIM en el mismo año, se encuentran en unión libre o separadas y solo una no es costarricense. 

VARIABLES SOCIO DEMOGRÁFICAS

	                Nombre Variables
	María
	Mónica
	Teresa
	Marta
	Ligia
	Hilda
	Karla

	EDAD
	31
	24
	43
	50
	47
	44
	23

	NACIONALIDAD
	Nicaragüense
	Costarricense
	Costarricense
	Costarricense
	Costarricense
	Costarricense
	Costarricense

	ESTADO CIVIL
	Soltera
	Unión libre
	Unión libre
	Divorciada
	Casada/separada
	soltera
	Unión libre

	HIJOS (AS)
	0
	2
	5
	11
	1
	9
	2

	OCUPACIÓN *
	Atiende cafetería
	Oficios domésticos
	Oficios domésticos
	Oficios domésticos
	Costurera
	Costurera
	Dama de compañía **

	EDUCACIÓN
	Universitarios. Operadora en computación. Diplomado Adm. Empresas
	Segundaria incompleta
	Segundaria incompleta
	Segundaria incompleta
	Segundaria incompleta
	Segundaria incompleta
	Primaria completa

	TRABAJO. ACTUAL
	Negocio propio
	Limpiar bar
	Oficio domésticos y cuido de hijos e hija
	no
	Costurera
	Costurera
	Dama compañía **

	LUGAR HABITACIÓN
	Pavas
	Desamparados
	Alajuela
	Hatillo
	Aserrí
	Desamparados
	Alajuela

	DELITO
	Robo Agravado
	Psicotrópicos
	Psicotrópicos
	Psicotrópicos
	Psicotrópicos
	Psicotrópicos
	Psicotrópicos

	TIEMPO SENTENCIA
	10 años
	5 años y 4 meses
	7 años y 6 meses
	8 años
	9 años
	8 años
	5 años y 4 meses

	INGRESO B.P.
	2001
	2003
	2000
	2004
	1999
	2002
	2003

	INGRESO CASIM
	Mayo 2005
	Febrero 2005
	Octubre 2005
	Diciembre 2005
	Junio 2005
	Junio 2005
	Junio 2005

	FIN CONDENA
	2009
	2007
	2008
	2010
	2009
	2010
	2009


*Ocupación se refiere a lo que se dedicaron antes de ingresar a prisión

** Se refiere al cuido de alguna persona enferma o adulto (a) mayor

Seguidamente se plasman sus perspectivas, vivencias y voces en un esfuerzo de sistematización y síntesis de la obtención de más de 259 páginas producto de los 7 cuadros de vaciamiento elaborados anteriormente, los cuales corresponden a la vida de cada una de las entrevistadas desde su infancia hasta la  actualidad, es decir, corresponde a la sistematización de la vida de éstas mujeres de acuerdo a los 16 tópicos planteados para así  mostrar referentes significativos con respecto al sistema género-poder y conclusiones generales de este proceso en las tres fases de vida mencionadas anteriormente.

i.
Fase Pre- Penitenciaria

Pertenece a esta fase la infancia y adolescencia. 

1 INFANCIA

Tres de las entrevistadas consideran que tuvieron una buena infancia en donde recibieron atención de sus padres, estabilidad económica, educación y un ambiente armonioso. Dos de ellas tienen buenos recuerdos; sin embargo coinciden con el resto al mencionar que tuvieron muchas carencias económicas y/o afectivas, afirmando que su infancia fue difícil.

La construcción de género a través de los distintos procesos de socialización que éstas mujeres recibieron podrán clasificarse como “tradicionales” (aunque fueron muy distintos como se pudo ver en el cuadro de vaciamiento de información de cada una de ellas), es decir familias donde la dinámica familiar se desenvuelve como el padre portador y la madre “ama de casa” o en otros casos hogares desintegrados en donde la madre tenía que trabajar para sacar a su familia adelante y como producto de esto algunas  tuvieron que asumir el cuido de los hermano/as, de labores domésticas o dejar los estudios para trabajar.

La mayoría de estas mujeres fueron víctimas de algún tipo de agresión en la infancia, tal es el caso de Marta, ésta afirma haber sufrido agresión desde que se encontraba en el vientre de su madre, posteriormente de su familia, de sus parejas, así recuerda con dolor: “de todo y de todos mucha agresión, sí todos”. Asimismo Teresa vivió mucho maltrato por parte de su padre quien era alcohólico y le propiciaba fuertes golpizas, la relación con su madre tampoco era buena y sus hermanos en varias ocasiones intentaron abusar sexualmente de ella, esto la llevó a tomar la decisión de abandonar su casa a la edad de 14 años, inició el consumo de drogas lo que la llevó a vivir experiencias degradantes.

2 ADOLESCENCIA

Como mencionamos al inicio la adolescencia también forma parte de ésta fase la cual se ve marcada de forma crucial alrededor de los 15 años de edad, debido a que es considerado como un periodo de mucha dificultad y responsabilidades debido a que inician su vida de pareja y relaciones sexuales. Para 4 de las entrevistadas el tener que enfrentarse desde temprana edad a la maternidad llevó al abandono de sus estudios e inicio de vida laboral, así como una vida llena de dificultades al toparse con parejas que les hicieron mucho daño.

Todas a excepción de María tenían hijos(as) antes de ingresar a prisión. Karla vivió ambos embarazos de forma placentera y feliz al igual que Mónica con su primer embarazo mas no con el segundo que no fue planeado. Ligia e Hilda vivieron con mucha ilusión y sin complicación sus embarazos a pesar de tener el abandono y violencia de sus respectivas parejas. Ninguna ha abortado o sufrido pérdidas; sin embargo, Teresa y Karla han tenido niñas con problemas de salud considerables, en el caso de Teresa atribuible a su adicción a las drogas

Identificamos para este momento un sistema género/poder que se manifiesta en todas sus formas, desde la infancia pero principalmente en la vida de pareja, la cual iniciaron muy tempranamente entre los 16 y 21 años de edad. Fueron mujeres maltratadas, sometidas a todo tipo de abusos, desvalorizadas de una u otra manera por lo que se impusieron roles “machistas” que las mujeres asumieron con tal de no perder a su pareja. Es en esta etapa donde se muestra más infelicidad por la subordinación a las que fueron sometidas. Algunas siguen envueltas en relaciones de maltrato y abuso.

Sin embargo sucede algo particular con respecto a la infancia y adolescencia, vemos como esta última se encuentra estrechamente ligada a la etapa adulta pues no existe una noción clara de cuándo dejé de ser niña, cuándo fui adolescente o cómo llegue a ser adulta. Estas etapas o fases de vida son identificadas por ellas por acontecimientos importantes en sus vidas (No siempre eventos placenteros). Por ejemplo, por un embarazo, por unión a una pareja (sea vía legal, religiosa o “juntada”), abandono de los estudios o por iniciar su vida laboral. No se tiene una noción clara de lo que corresponde vivir según mi edad es decir muchas fueron madres siendo casi niñas e iniciaron una vida llena de carencias y responsabilidades ajenas a ellas  alrededor de los 15 años.

A pesar de que la mayoría recuerda su infancia como feliz a la hora de llegar la adolescencia sus vidas se complican por múltiples situaciones mencionadas anteriormente, tal y como relata Teresa: 

“… comencé a enredarme con un muchacho que le tengo dos hijas a él, una de 26 la otra de 25…  me cortó…me hizo mucho daño…le metieron 7 años de sentencia…y le digo hasta aquí nos quedamos él por mi lado y yo por mi lado” así cataloga esta etapa de su vida como “Muy triste porque pase muchas cosas …Aguantando hambre, humillaciones dure metida en el alcohol tamaño tiempo y caía mucho a la cárcel me soltaban en la mañana hasta que me puse una recuperación donde unas señoras ahí que me ayudaron mucho” 

ii.
Fase Penitenciaria

3 ADULTEZ
Se podría decir que la fase Penitenciaria inicia con el ingreso a prisión  pues todas cuentan con mayoría de edad; sin embargo recordemos como todas identifican su adultez con la adolescencia por sus vivencias (maternidad, convivencia con alguna pareja, inicio de su vida laboral, salida del hogar, otros).

Se presenta un caso especial con una de las mujeres entrevistadas ya que ésta manifiesta que es a partir de su ingreso a prisión que considera inició su vida adulta a pesar de que tenía alrededor de 33 años. Sin embargo, aunque por edad podría ser considerada adulta cabe destacar que ella no identifica esta etapa con su maternidad, ni vida en pareja o laboral; esto debido a que asegura haber sido una inmadura hasta que “cayó” presa.

 Como se puede ver la edad no es un fiel reflejo de esta fase de vida, pues cada una de ellas identifica ésta etapa de acuerdo a su propia experiencia.

Por ejemplo Karla considera que inició su vida adulta a la edad de 16 años cuando tuvo a su primer hijo, tan solo un año después tuvo a su segunda hija y un año más tarde perdió a su pareja en un accidente automovilístico lo que la llevó a enfrentarse a muchas nuevas dificultades, necesidades y temores.

“Yo empecé a ser adulta primero que nada en el cuido de mis hijos, tener hijos es una responsabilidad muy grande que no es un juego de niña como cuando uno agarraba un juguete pero yo soy la mamá y él es el papá, no es lo mismo jugar que una cosa ya más seria” (Karla) 

Como el recuerdo más doloroso se identifica  “caer en prisión” y la  traición de la persona en la que más confiaban: su pareja, tal y como dice Mónica: “… lo doloroso es darle tanto a una persona, confianza o que esa persona… llegar a querer tanto a esa persona que meterse uno en algo así verdad meter la familia de uno en… en algo así para que después el día de mañana diay las consecuencias verdad, que tal vez uno por…por inmadurez o por… por estar ahí muy segado así a una persona que verdaderamente no vale la pena” 

 La mayoría de estas mujeres (6) caen en el delito de narcotráfico por influencia de su pareja y afirman sin temor que “Todo fue por amor”, solo Hilda lo hace por “necesidad” de construir una casa a sus 9 hijos(as) la cual perdieron en un incendio que los dejó “con lo andaban puesto y en la calle”. María por su parte ingresa por el delito de robo agravado, el cual llevo a cabo bajo efectos del alcohol junto con su hermano una noche cualquiera y asegura no recordar nada de lo ocurrido. 

Al llegar a prisión las mujeres privadas de libertad ven limitadas su vida familiar y de pareja, su reproducción, su sentir y deben estructurar su vida a un tiempo desconocido o casi nulo, el tiempo deja de existir, pues extrañamente allí “adentro” no existen rutinas establecidas excepto la hora de acostarse, ya que son encerradas con  “llave y candado” por niveles o ámbitos.

 La cárcel es un espacio de poder por excelencia, allí se controla el cuerpo, el acto y lo único que se mantiene libre es el pensamiento. El pensar en el mundo de afuera que se vuelve lejano prácticamente ajeno. María nos cuenta:

“Yo creo que la cárcel es el último lugar donde un ser humano puede llegar yo creo que cuando llegas ahí ¡Dios mío! como dicen ahí del portón hacia dentro todos somos iguales, no eliges con quien vivir no se te pregunta si la de arriba se va a bañar o no se va a bañar tienes que dormir con ella, yo creo que ahí es donde tienes que ponerte a pensar decir ¡bueno! tengo dos opciones: o aquí me empeoro o esto que me sirva para levantarme y mejorar; lamentablemente hay muchas que deciden empeorar pero ahí está donde tienes que tomar esa decisión: ¿Qué vas a hacer?, más en el caso mío que fue uno de esos errores (silencio) que no tenía necesidad de hacer lo que hice o sea ni siquiera esa justificación tengo porque estaba bien económicamente… soy responsable de lo que hice, nunca había tomado a pesar de vender licor, me tome unos tragos e hice lo que hice… si soy responsable pero creo que se me dio una sentencia muy alta para alguien que no había cometido más delitos anteriores, pero también se me ayudo porque aquí estoy yo y eso si se los agradezco, primero se lo agradezco a Dios y después se los agradezco a todos ellos que quizá en tres años y medio vieron mi comportamiento, me trataron dos psicólogas que quizás como decían ellas no incajaba ese delito conmigo…, creo que la cárcel es ¡Dios mío no se le desea a nadie!” 

Asimismo identificamos una clara presencia del eje olvido-muerte-individualidad. Pudimos notar que el olvido se da en una sola dirección y no en dos como plantea Makowski (2000), pues ellas no olvidan el mundo de afuera ni a sus seres amados (al menos para estas mujeres), son éstos/as los que se olvidan de ellas. 

Anterior a su ingreso al Buen Pastor Teresa, Mónica y Karla dicen haber tenido amigos y amigas pero que al ingresar al Buen Pastor las relaciones se pierden o distancian, Hilda, María y Karla dicen haber encontrado  la verdadera amistad dentro, la segunda dice que la amistad que surge dentro “es muy sincera quizá cuesta encontrarla no voy a decir que no pero cuando hallas una amiga compartes el dolor, yo dormía a la par de mi amiga, es en camarotes y cuando escuchas tal vez que está llorando la persona, entonces a esa hora te levantas verdad en lo oscuro… vas y no sabes que decirle ¿qué le puedes decir a una persona sentenciada 30 años, 35 años, no sabes qué decir… pero por lo menos le sobas la cabeza, la abraza y sientes su dolor” . Por otro lado, con respecto a esto, el resto de las mujeres concuerdan en que no existe la verdadera amistad solo relaciones de conveniencia y supervivencia que se transforman en compañerismo 

La mayoría de las mujeres fueron abandonadas por sus parejas aún cuando ellas estaban ahí por causa de ellos, los mismos las dejaron cuando salieron de prisión, tal es el caso de Ligia: “Mi esposo salió de la Reforma y fue a visitarme dos veces únicamente, ¡me dejó botada hasta el día de hoy!, a veces pregunta por mí y me da un colerón, estoy trabajando el resentimiento que le tengo, ¡por él pasé 6 años en la cárcel!. Cuando caí tuve un año de abstinencia y volví a caer en la cárcel por el mismo abandono...la droga cambia todo el físico y mi hija me dejó, doblé rodillas y tengo 5 años de estar limpia, nada, ¡ni guarito!”. .  Así se da paso a la muerte por medio de la ausencia, la micromuerte del rol de esposa o compañera es casi un constante en la vida de estas mujeres.
En el caso de Karla ella decide hacer visita de penal a penal (a ella le corresponde ir donde él) pero al salir la psicóloga le sugiere terminar con esa relación para su beneficio, ella accede desatando la furia de su pareja por lo que recibe constantes amenazas. Karla siente temor pues nos cuenta que él pronto saldrá de prisión
Por otra parte no en  todos los casos dieron micromuertes en el rol de madres, hijas o hermanas pues siguieron velando por sus hijos y familias de igual manera que recibieron un apoyo constante por parte de las mismas. La separación de sus hijos e hijas fue terrible y lo más doloroso a lo que tuvieron que enfrentarse, primero el no verles ni compartir con ellos y ellas y cuando lo hacían en las visitas sufrían una enorme angustia por las requisas a las que tenían que someterse o por el lesbianismo existente y las escenas a las que tenían que someterse. Algunas decidieron distanciar las visitas por el bien de todos(as)

Como madres coinciden en que lo más desesperante es cuando alguno(a) enferma y no poder estar ahí, lo que las lleva a pensar en fugarse pero por temor a no volverlos(as) a ver desisten del intento. El cuido de los hijos e hijas quedan en manos de su familiares más cercanos (padres -en el menor de los casos-, abuelas, hermanas mayores o amigas); Solo una opta por llevarse a su hija menor a Casa Cuna.

Así Hilda recuerda su separación con dolor: “¡¡Fatal!!...sí porque nunca me había separado de ellos...fue…fue muy duro ya no los ves todo el tiempo verdad sino que es solo una vez por semana...los grandes bueno que llegaban dos veces pero los chiquiticos cada mes cada dos meses por que como ahí hay tanta cochinada, mujeres besándose entonces en realidad yo creo que no es tan conveniente…. la relación se separa porque ya no los tengo todos los días, segundo este...la vergüenza de ellos afuera seguro en la requisa por que les quitan los zapatos, las medias...diay todo ese desagravio que pasan ellos y yo adentro me sentía muy mal...yo les decía a mis hijos no vengan, vénganse solo  un domingo pero no era porque no quería verlos sino pensando en todo lo que tenían que pasar...los policías tan conchos”
De igual manera Karla coincide afirmando que separarse de su hijo e hija:  “Es una experiencia feísima, que diay cada vez que ellos llegaban ahí y que yo me despedía de ellos, ellos se ponían a llorar, bueno no tanto la bebé, sino el varón,  el no verlos, el tiempo en que se me enfermaron, a ella me la tienen que operar entonces estuve en eso en que si la iban a operar, que parecía que era un tumor después que no, por último que era una piedra, la adenoides que la estaba afectando, muy difícil”

La individualidad surge con el rompimiento de su vida anterior, de su cotidianidad y se inicia un proceso de reconstrucción de su espacio, su tiempo, de su auto-percepción y hetro-percepción. Así par  María su único vínculo con el pasado y con el mundo exterior se resume en 20 minutos: “Los días en el Buen Pastor son como… yo creo que solo uno vive, puede vivir una 20 minutos depende como este la población porque las llamadas en esa época que yo ingrese eran ¡hem! 20 minutos, entonces esos 20 minutos uno espera, es un lapso de una llamada 10 en la mañana pueden ser 10 en la noche y te pueden agregar si la población está muy baja te pueden agregar 5 minutos si no… si no hay sujeto a cerrado en penal, entonces para un privado o una privada esos 20 minutos son los mejores porque son con  los… vas a aprovechar esos 10 minutos tienes que repartir 10 minutos entre todas las personas que tu quieres hablar, ya sea con el abogado, con tus padres, con tu familia no puedes hablar con un amigo porque no puedes desperdiciar uno, entonces eso es, vives 20 minutos…uno mira el reloj y que no se le pase la llamada así es la vida de uno todos los días una rutina”

Asimismo dentro del penal se inician relaciones de sobrevivencia y conveniencia y solo unas pocas logran confiar en ese nuevo mundo al que son sometidas, así aseguran que el secreto de haber recibido un beneficio de pena se debe a “Oír, ver y callar”.

Lo anterior se da en todas las relaciones interpersonales desarrolladas ya que el poder se ejerce no solo desde las autoridades o poder legal sino se ejerce de individuo a individuo, el no ver los delitos, injusticias, agresiones y demás que suceden, el no escuchar insultos, propuestas o comentarios malintencionados y el callar todo lo que se ve y se escucha es el éxito de mantener una buena convivencia tanto con las compañeras como con el personal administrativo y de seguridad, por ende impera la ley del más fuerte al tener que compartir con drogadictas y vendedoras (conformado por un grupo mayoritario), enfrentarse a asaltos dentro prisión, asesinas, lesbianas, agresión física, etc.

María nos dice al respecto: “yo ahí puse en práctica algo, que el respeto al derecho ajeno es la paz, ver, oír y callar y siempre repetía eso para mí y ponerlo en práctica, por mucho que mires no puedes decir que has visto porque si no te metes en un problema entonces yo aplique eso hay que sobrevivir sí y entre menos problemas porque ya para problemas tienes uno para que también meterte en otro; porque como dicen… como dicen ahí siempre hay uno más loco que otro, sí, entonces siempre si uno es loco siempre va a ver uno más loco que uno… Sí, y hay leyes hay leyes que pone el sistema que pone el cuerpo técnico que pone el sistema penitenciario pero también hay leyes a nivel de uno, como leyes de la vida, entonces valga la redundancia hay que sobrevivir”

La vida dentro del penal se resume a la construcción de una nueva rutina ya sea implantada por las normas que rigen la institución o adoptada por su “propia voluntad”, en estos casos en particular, todas decidieron seguir estudiando y capacitándose a través de cursos brindados por la Universidad Estatal a Distancia (UNED), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) u otros ministerios o grupos voluntarios;  si no contaban con la ayuda de su familia podían optar por una beca, aspecto que también favoreció en la obtención de su beneficio a excepción de Teresa que lo obtuvo por problemas en su salud. Ligia fundó un grupo de bailes folklóricos en donde confeccionaba y diseñaba los trajes típicos a la vez que montaba las coreografías. Vale aclarar que ninguna de las actividades labores, educativas o recreativas son de carácter obligatorio.
Sin embargo, pese al esfuerzo de estas mujeres por seguir estudiando y capacitándose muchas veían su camino truncado por falta de trabajo, becas y  oportunidades a aquellas que cuentan con sentencias altas. A la vez tuvieron que enfrentarse a salarios inhumanos, pocas oportunidades y poca capacitación.  Es importante recalcar que todas trabajaban para mantener a sus hijos o comprar sus propias máquinas o materiales para trabajar dentro de prisión.  Las mujeres nos cuentan que: “En lo laboral hay mucho abuso porque uno no gana lo que tiene que ganar, a veces le pagan a 1 colón por día, ¡¿puede creerlo?!, ¡15 colones a la quincena!” (Ligia); por su parte Teresa nos dice: “yo ni iba a almorzar ni nada llegaba a un sueldo de casi 12 000 pesos a la quincena, pero tenía que matarme, no comer ni almorzar ni nada, todo el día metiendo cordón y perforando bolsas me pagaban por hacerlo 2 pesos por meter el cordón y por perforar bolsas un colon cada una”.

Si en algo concuerdan las historias narradas es en la atención paupérrima de las que son víctimas dentro de prisión, condiciones degradantes tanto en infraestructura como en servicios básicos como  alimentación, salud (higiene y ornato, atención médica, odontológica, otros) seguridad, laboral y muchos otros más. Estas mujeres son obligadas al hacinamiento, a trabajar con salarios grotescos y a comida malsana, con respecto a esto último Hilda dice que lo que le daban de comer era  “un poco de yuca sancochada y un poco de pelos de pellejos de chancho porque eso es lo que le dan a uno, huevo duro que ya yo ni los quiero ver” 

Así mismo aquellas que recibían visita conyugal aseguran que las condiciones brindadas son decadente, el desaseo y la poca privacidad es algo preocupante. Al preguntarles ¿si existen condiciones adecuadas? Teresa responde: “¡Nombres! esos cuartos de ahí vieras esos cuartos ahí eran como estar debajo de un aguacero más que tenía que poner el colchón en el suelo porque las camas estaban flojas, quebradas y los colchones asqueroso,  entonces yo llevaba dos sabanas para forrarlo después llevaba un cobertor para ponerlo ahí porque la gente tal vez andaba con la menstruación y dejaba todo eso asqueroso y la señora que hacia ahí el cuarto no lo hacía con consideración porque la hija vendía el cloro, vendía el desinfectante, vendía el jabón para la droga, la señora se prestaba…Eso era un babascal”. 

Mónica por su parte comenta: “Pues yo digo que ese lugar para que sea de mujeres debería de ser un poquitico más aseado verdad, primero que todo porque diay acostarse uno en una cama que bueno viera que cama se le quebraban las patas y que un baño que tal vez no tenia agua tenía que estar jalando diay tras que estaba privada de libertad uno era el día que lo visitaba la persona que uno quería verdad porque diay que entre la persona o sea que quinientas y resto de mujeres se den cuenta que uno va a tener intimidad a un cuarto verdad no es agradable, o sea a mi me da vergüenza… veces en los baños no tenían agua y tenía que jalar uno un balde de agua para tal vez después bañarse verdad y  diay de lo que había era la cama el baño un baño desagradable o sea sucio no… no yo no veo que esto sea como o sea tienen más comodidades un hombre tal vez allá en el Virilla o en Puesto 10 que es más bonito supuestamente tiene microondas y televisión , que todavía el Buen Pastor que es un lugar de mujeres verdad deberían de como más higiénico y más bonito  supongo yo no… Pues privacidad no porque los cuartos arriba tenían huecos y ¡Dios guarde! usted pegara un grito o un alarido ahí porque ahí todo el mundo oía…Tenían ventanas del lado atrás entonces las mismas privadas de libertad pos podían ver verdad, o uno se asomaba por una ventana y veía a todas las privadas de libertad afuera”.

Según la experiencia de Karla (fue la única que realizó visita conyugal de penal a penal) las condiciones en la cárcel de varones (en Virilla) eran adecuadas, contaban  con camas adecuadas, mesitas, espejos y una buena limpieza. Sin embargo; a Ligia se le niega el derecho de visita conyugal por haber “caído” dentro de la Reforma introduciéndole droga a su pareja.

Las mujeres rescatan que algunas áreas dependiendo del funcionario/a trabajan un poco mejor, pues se cuenta con recursos muy limitados pero aunado a esto muchos se valen para no cumplir a cabalidad con sus funciones. Cuando se requiere de algún tipo de atención específica ya sea administrativa o de las distintas áreas, las mujeres deben de esperar desde un día hasta meses para ser atendidas. Cuando suceden emergencias médicas propias o familiares ellas deben esperar hasta ocho días o meses cuando se disponga de carro y así se les conceda el permiso de salida. Asimismo cuando logran salir muchas veces son mal tratadas por los mismos funcionarios/as a cargo de ellas. 

De acuerdo a la información obtenida podría calificarse de la siguiente manera a las áreas básicas de buena a regular en orden de mención: área Comunitaria, Seguridad, Capacitación y trabajo y de regular a mala el área Jurídica y de Salud.

Con respecto a las áreas específicas éstas cuentan con una mejor atención ya que todas pudieron estudiar y aprender nuevos conocimientos, tuvieron motivación y ayuda por parte del área de convivencia y aquellas que fueron atendidas en las áreas de violencia y/o drogadicción aseguran a ver recibido gran ayuda, lo que les permitió un cambio en sus vidas; sin embargo hay quejas hacia el personal ya que requieren de mayor sensibilidad en el trato y ética profesional en el cumplimiento de sus funciones.

4 ATENCIÓN DE LA POBLACIÓN:
En este apartado se presenta brevemente lo que las mujeres privadas de libertad piensan sobre diferentes aspectos que tienen que ver con una buena atención o trato hacia ellas, así se indagó sobre el conocimiento de sus derechos, instituciones, normas y necesidades así como su opinión con respecto a los Funcionarios (as).
-Derechos

Con respecto a los derechos dentro del Buen Pastor dos de ellas nos dicen que no existen derechos ahí o no los conocen; sin embargo el resto sí mencionan que tienen los mismos derechos que cualquier persona con la diferencia de que están presas, hacen hincapié en el respeto, las visitas y la buena atención (mayores oportunidades laborales, atención específica a cada necesidad, no ser tratadas según el delito sino según la persona)

 Hilda exclama: “¡Nada! Ahí cada quién se los impone”, Ligia por su parte manifiesta: “Como los que tiene usted, el presidente, un indigente, los mismos derechos, el dar y recibir respeto como cualquier ser humano”.
Solo dos de ellas dicen haber recibido información por parte del cuerpo técnico sobre sus deberes y derechos, las demás aprendieron en el camino o por otras compañeras por lo que la  mayoría desconoce actualmente a donde recurrir en caso de algún tipo de violación a sus derechos.

-Instituciones

A pesar de sus años de encierro y las “charlas” que se les impartió tanto en el Buen Pastor como en el CASIM la mayoría desconoce que los centros penales están a cargo del Ministerio de Justicia, solo una enumero correctamente los organismos que lo conforman y todas coinciden en que la función de este es castigar y encerrar. 

Con esto último se nota la estigmatización que ellas mismas han interiorizado pues algunas afirman “somos delincuentes, tenemos que pagar”, asumiendo que no tienen derechos a tener necesidades y que por el contrario merecen ser castigadas.

-normas 

A su llegada al Buen Pastor a las entrevistadas se les informó, tal como lo estipula el reglamento del centro, sobre algunas normas o disposiciones de la institución; sin embargo, muchas de estas normas son interiorizadas y puestas en práctica en el proceso, o surgen y se aprenden solo con el diario convivir y no están escritas, no obstante, aclaran que aunque estén o no  establecidas no siempre se cumplen pues la mayoría hace lo que quieren. 

“Ahí prácticamente se hace lo que se le da la gana, pero bueno, no traficar, no agresión, respetuoso mutuo, que se cumplan es otra cosa, debería pero no se hace.” (Ligia)

-libertad de Expresión 

Teresa y Ligia afirman que dentro del Buen Pastor ellas sí sintieron total libertad de expresión, el resto dice no haber sentido esa libertad pues de lo que vieran, oyeran y callaran dependía su seguridad como ya se mencionó anteriormente. Mónica comenta que: “ahí uno tenía que tener cuidado con lo que uno decía, de hecho diay si usted quería decir algo usted lo podía decir ¿verdad,  ya diay si era para molestar a una compañera o al mismo... a las mismas seños a las mismas oficiales, pues diay eso era problema suyo, pero diay si ahí usted quiere decir algo usted lo dice pero para poder estar ahí bien y no tener problemas con nadie ni meterse con nadie, ahí es mejor mantenerse al margen de las cosas verdad como dicen “ver, oír y callar” para poder diay sobrevivir y estar bien en un lugar si usted sabe que más bien tiene que durar bastante ahí.

Aseguran que la libertad de expresión existe pero cada una es responsable de sumir las consecuencias, por lo que deducimos no es cierto pues por temor a represalias muchas se ven obligadas al silencio.
-Funcionarios (as)

Para Karla, María y Ligia la atención y trato que recibieron por parte de los funcionarios penitenciarios es considerado como bueno y sin problemas; sin embargo dicen  haber escuchado como se les insultaba a sus otras compañeras, de igual manera se enteraban de castigos o maltratos pero nunca presenciaron acto alguno. El resto de las mujeres coinciden en que los funcionarios deberían tener más humanidad y no culpabilizarlas con su trato, además deben de aprender a manejar los conflictos sin poner en riesgo su persona. Así mismo dicen haber visto como mujeres mantienen “amoríos” con funcionarios/as del área de seguridad, a la vez que se prestan para el  tráfico de drogas, prostitución (ofreciendo fotos en otros penales para luego brindar “visitas conyugales”) o simplemente hacen caso omiso de situaciones graves como el consumo de drogas por parte de las privadas, asaltos y otros. 

Mónica dice haber sido violentada en su privacidad y María de recibir un trato cruel e inhumano; sin embargo la mayoría afirma que los funcionarios administrativos se dirigían a ellas con respeto aunque tuvieran que esperar días para ser atendidas. 

Seis de las mujeres eran conocidos y llamadas por su nombre, Hilda fue reconocida como tal hasta que presentó la solicitud de beneficio dos años después de ingresar.

-Necesidades

Para las entrevistadas las necesidades de ellas dentro del Buen Pastor se catalogan como más palpables, concretas y urgentes al verse separadas de sus hogares y familia, estableciéndose dentro de sus prioridades como mujer privada de libertad el seguir siendo mujeres -madres.

Hilda sostiene que dentro del penal: “lo tratan a uno como un animal…Dios guarde ahí tener necesidades, uno tiene que ver como hace para sobrevivir… a veces este...reparten un higiénico y ¡ojalá fuera un nevax de esos!... De 30 pesos que duran como dos días (risas)... ¡por mes! Y una pasta chiquitica y a veces no hay pasta, a veces higiénico y jabón o a veces solo jabón y pasta porque no hay higiénico por que todo se lo roban en la cocina”

Algunas otras de las muchas necesidades que se les presentan como mujeres son las siguientes:

-Atención médica pronta y oportuna en donde se mejoren los servicios brindados y el transporte a hospitales o clínicas ya que se cuenta con un solo carro para todas las áreas. 

-La visita conyugal, ya que el ingreso de los hombres al centro no se maneja con privacidad a parte no cuentan con condiciones adecuadas de higiene e infraestructura.

-Mayores oportunidades para optar por un beneficio pues aseguran que a los hombres privados de libertad se les da con más facilidad

-Que se les permita contar con algún artefacto para calentar agua o comida, así como contar con servicio sanitario dentro de las celdas y en buenas condiciones de higiene y privacidad.

-Permitir un contacto más frecuente con sus hijos en casos especiales ya sea para que ellos ingresen o ellas salgan, tal es el caso de enfermedad.

-Mayor y mejor capacitación, selección y sensibilización del personal para que haya un trato más humano tanto en las áreas como en los funcionarios administrativos.

- Supervisar que se cuente con una alimentación balanceada y nutritiva

-Es necesario más higiene en el penal en general

- Establecer por escrito castigos o llamadas de atención para que no dependa del “humor” de los funcionarios

-Condenas mayores para las contravenciones constantes y de acuerdo al delito cometido 

-Los funcionarios/as deben participar en la formulación de reglamentos 

-Poner a disposición más camas y evitar el hacinamiento

 En síntesis la cárcel representa para estas mujeres una gran lección de vida, en donde se envuelven muchos malos recuerdos y algunas pocas buenas experiencias como el estudio o el compartir con las compañeras, María nos relata su experiencia:  “Vea tengo cosas bonitas, ahí pude llegar a entender este que muchas veces como humanos no volvemos a ver hacia arriba no valoramos lo que tenemos, ahí uno llega y tiene que saber que tiene y que no tiene que me di cuenta que no tenia amigas no tenía amigos, pero me di cuenta que tenía una gran familia (voz quebrada) sobre todo que existía un Dios y esa es la parte de mi vida que si la considero bonita porque hoy en día me sirve para valorar lo que tengo por muy poquito que tenga lo valoro e grande porque, porque el estar ahí me recuerda, ¿cómo le explico?, deje buenas amigas y amigas de verdad de esas que se sabe lo que se siente estar ahí, deje unas grandes amigas sentenciadas a unas sentencias muy altas pero que si las considero amigas y tengo cosas bonitas pero también mucho dolor, mucho dolor porque, como le explico, todo el mundo ahí tiene problemas o sea afuera los tenemos pero es que ahí a parte de los que tienes también hay problemas adentro, ¡Ya vivir es un problema! Como le dije antes no se le pregunta a uno bueno ¿vas a estar con esta?, ahí lo mismo estas con alguien que está consumiendo drogas, tiene el mismo derecho de estar donde yo estoy, y no es que uno tiene que hacer excepción de personas pero si la otra persona no se baña tienes que aguantarte eso también, si la persona amaneció de mal humor como dicen ellas ¡Con ganas de matar a alguien! Lo que tienes que pedirle a Dios es que Señor que no sea yo este la víctima, ha, entonces son tantas cosas que ¡hu Dios mío! Es muy duro”

iii.
Fase Post- Penitenciaria

El traslado se logra como se mencionó anteriormente por haber estudiado, trabajado y buena conducta, aparte deben presentar una oferta laboral y pasar por distintas visitas de campo, valoraciones y recomendaciones del cuerpo técnico y la aprobación del Instituto Nacional de Criminología. 

Antes de que se les aprobara el traslado a Mónica y Ligia se les denegaron la solicitud por razones como: no haber abandonado a su pareja o no ser apta para la sociedad.   Teresa y Ligia debieron someterse a un tratamiento en ASERPA antes de ingresar al CASIM. El tiempo de aprobación oscila entre un mes y seis meses.

Tres mujeres pernoctan dos días a la semana, dos pasaron de dos días a uno como premio a su  cumplimiento y la restante solo llega un día desde su ingreso. 

Teresa fue trasladada del Centro San Agustín ya que este fue modificado para adultos mayores. Karla y Mónica fueron trasladadas de la “casita” (Paso Ancho) al centro en Guadalupe, ambas aseguran que les gustaba más estar allá por que había un ambiente más hogareño pues se sentían como en casa en cambio aquí Karla dice sentir un retroceso, se siente de nuevo como encerrada, además concuerdan con el asunto de la cocina pues allá podían prepararse o calentar su propio almuerzo, aquí no cuentan con esa facilidad pues el almuerzo se sirve a las 4:00pm tanto para hombres como mujeres sin contemplar su jornada laboral.

Todas concuerdan en que acceder a este nivel les ha beneficiado en la convivencia con su familia en especial en el cuido de los hijos y se sienten más en libertad; sin embargo al inicio no fue fácil adaptarse a su libertad al retomar responsabilidades y al enfrentarse al entorno y diario vivir. 

 las mujeres se enfrentan a una nueva reconstrucción de lo cotidiano, su tiempo, espacio, vida en familia, retomando roles que habían abandonado o suprimido. Así al salir se encuentran con un mundo público desconocido y uno privado ajeno y muy distinto al que dejaron. Con respecto  esto Hilda nos dice:  “se siente uno como que no es uno, yo estaba en mi casa y de pronto qué estoy haciendo yo aquí...llega uno y donde uno dejó la azúcar ya no está...uno desorientado…Tengo que llegar a empezar a buscar cómo hago la vida de antes ya todo está cambiado”

Escuchamos a las mujeres hablar de sus múltiples intentos por retomar una vida, una familia, un hogar, un trabajo, reencontrarse a sí misma, a las personas que conforman su círculo de confianza y hasta el amor. Anécdotas que nos parecen “chistosas” pero que son testimonios crueles de la realidad a la que ellas se deben enfrentar: “un día fui con mi hija al banco y se mete uno en una cosa así de vidrio y le digo yo... ¡¿hay Vero para donde vamos?! Yo nunca me he montado en ascensores (risas) y me dice hay mami no sea ridícula (risas)...y vieras que montón de cosas!” nos cuenta Hilda, de igual manera María comenta “me sentía mariaa, sentía el cuerpo extraño tenía miedo, tenía miedo de ver la gente… uno no quiere oír una discusión, uno no quiere, uno no quiere oír bulla…uno va con el trauma lleva muchas cosas adentro que uno no puede explicar, a mi me costó mucho pasarme la calle por lo menos en lo personal, yo me pude pasar una calle  a los dos meses solo, ves es volverte a…mi me causaba pavor. Mi mamá me llevó  a los ocho días ahí por… por avenida central, yo miraba aquel montón de gente y yo sentía que me mareo, yo sentía algo extraño en mi cuerpo porque yo estuve allá en la cárcel…uno siente que uno como un rotulo aquí que dice vea acabo de salir,  viera que es muy grande”. 

 Por otra parte todas han tenido que enfrentar un proceso de adaptación al retomar su rol de madre, Karla e Hilda comparten aún el cuido de sus hijos con sus abuelas, en el primer caso por falta de confianza hacia ella y en el segundo porque sus 3 hijos más pequeños no quisieron irse con ella de nuevo. En caso de hijos adolescentes o adultos les ha sido difícil retomar su figura de autoridad. Teresa nos cuenta su experiencia:  “ cuando yo estaba adentro ellos hacían lo que les daba la gana con la abuelita llegaban a las 10 a dormir habían días que no llegaban a dormir y ahora cuando yo salí ellos llegaban también a esa hora entonces yo no podía dormir pensando en que no llegaban que les pasara algo, más que tenia ese de 20 que andaba en la droga hasta ahora que está bien…pero, pero muy diferente, muy diferente porque salí no encontré mis cosas que tenia, no encontré nada no tengo nada”
Pocas logran conseguir un empleo y desempeñarse como cualquier otra persona, por lo que deben trabajar desde su casa o en labores domésticas o socialmente asignadas para mujeres como: aplanchar, lavar, cuidar enfermos, cocinar, coser, entre otros. 

Aseguran que aquí se sienten mejor atendidas y apoyadas, no han tenido problemas con sus compañeras ni funcionarios(as). Estos últimos se preocupan más por ellas, están pendientes de sus necesidades. 

Lo anterior ayuda a que las mujeres se sientan bien dentro del centro aunque algunas no niegan que les da pereza venir por motivos de traslado, dejar su casa, sus hijos y venir solo a dormir pues las terapias individuales y grupales son una vez al mes respectivamente  y cuando están ahí no hay otra cosa que hacer más que hablar, ver televisión o dormir. Agradecen el estar aquí ya que les permite continuar con su vida; sin embargo no deja de ser una alteración en su vida cotidiana.

“Cambia...todo cambia porque mis hijos salen a las 5-40 y si la vecina no está y desde los martes ando buscando ve  (tono acelerado) es una alteración entonces ¡desde el martes estoy estresada! Porque si yo entrara los miércoles a las 8 para mí no habría ningún problema”  (Teresa)

Cuando se les ha presentado algún problema para venir a pernoctar no hay consecuencias siempre y cuando avisen al centro y después presenten comprobante de citas o algún documento que haga constar su falta y deben reponer el día; de no ser así se castiga con un día más de pernoctación o si el caso es más grave deben permanecer el fin de semana hasta un mes o más. 

Con respecto a las normas todas tienen una comprensión clara y bastante amplia de lo que deben y no deben hacer dentro del centro aparte de que son informadas por parte del cuerpo técnico así como por carteles o letreros recordatorios, esto no sucedía en el centro Buen Pastor en donde cada una aprendía las normas y reglas en el transcurso de su estadía ahí o por información de sus compañeras.

Con respecto a su vida de pareja Hilda y Mónica no han tenido pareja desde antes de ingresar al Buen Pastor hasta la actualidad. Las cinco restantes mantienen una relación actual dentro de las cuáles ninguna se ha vuelto a casar pero todas se han “juntado”, Mónica y María  retomaron viejas relaciones y Karla se aventura a una nueva relación con el hijo de una de sus ex compañeras reclusas. Ligia aún conserva su relación lésbica, dentro de la cárcel decidió iniciar una relación íntima con una reclusa con la que lleva 5 años y que actualmente su condición le permite vivir con ella durante los fines de semana, ésta afirma: “Lorenzo (Así le llaman) se responsabilizó de mí, no dejó de visitarme y me ha tratado mejor que un hombre, me ayudó a obtener  todo lo que tengo, es la primera relación buena que tengo porque las demás fueron llenas de inestabilidad y violencia”

Las relaciones lésbicas nos cuenta Ligia,  son vistas como algo normal pues asegura que un 50% de las privadas de libertad se “vuelcan”, muchas son lesbianas antes de entrar a prisión pero la mayoría se hacen dentro de ésta, ella nos confiesa que tuvo una experiencia lésbica a los 19 años. “Es fácil identificar al “machón” porque éstas siempre juegan fútbol y se va creando la concepción de que son hombres, nos dice que solo “Lorenzo” su pareja se vestía como hombre”. La seguridad no interviene en las relaciones por lo que pueden andar abrazadas, de la mano o besarse y en la actualidad pueden permanecer en el mismo ámbito antes no. Muchas de las relaciones surgen, según ella, por la falta de cariño a la negación de una visita conyugal. Hilda por su parte comenta como dentro de la cárcel se rentan cuartos (celdas) para que las parejas puedan compartir íntimamente, así exclama: ¡Uno ve cada cosa, es Todo un negocio!

Al referirse a los cambios que éstas harían para tener más comodidad serían: mejores condiciones de infraestructura e higiene, contar al menos con un microondas, utilizar el tiempo de pernoctación de una manera más eficiente y brindar condiciones específicas para aquellas mujeres que lo requieren, tal es el caso de Marta que por sus condiciones de salud el bañarse con agua fría a perjudicado su condición.

Es de relevancia mencionar  la oportunidad que brinda el CASIM  a estas mujeres de retomar e incorporarse o reiniciar sus vidas, al permitirles la convivencia con sus seres queridos, el realizar labores más productivas, el sentirse libres pero con una plena conciencia de que aún falta tiempo para encomendar el daño hecho. Asimismo la atención de esta institución pareciera ser mucho mejor que en la prisión y es un claro esfuerzo por humanizar el sistema penal y respetar los derechos de las personas privadas de libertad sin dejar de decir que aún falta mucho por hacer.

El CASIM una opción que les permite sentirse más humanas y vivas al tener la posibilidad de retomar su vida 6 días a la semana; mas sin embargo aún queda mucho por hacer con respecto a condiciones de infraestructura y servicios, pues estas mujeres aseguran que el trato y atención es mucho más humano. A la vez es necesario brindar espacios enriquecedores durante su pernoctación pues la mayoría de las veces van a “perder el tiempo” (hablar, comer y dormir) pues no reciben orientación alguna.

5 GÉNERO Y CÁRCEL

En la fase pre-penitenciaria resalta que la mayoría son provenientes de  hogares “machistas” en donde las madres eran amas de casa. En la mayoría hubo diferencias en el trato las hijas hacían oficio o tenían menos privilegios, los hombres estudiaban, a excepción de Karla cuya mayoría eran mujeres y un solo hombre entonces sus obligaciones eran por parejo y Ligia cuya madre era jefa de hogar y debían repartirse los quehaceres.
     La experiencia o vivencia de los hombres y mujeres dentro de los centros penales presenta una connotación que los diferencia según las entrevistadas y esta es la violencia con la que actúan los hombres para que sus demandas y necesidades sean atendidas. María está convencida de que: “tanto ellos como uno necesitamos de la misma atención pero a ellos se les atiende mejor” 

La atención de las demandas y mejores condiciones que pueden presentar los centros penales de varones se debe a que tal como las entrevistadas nos cuentan, los hombres obtiene mayores beneficios de diversa índole como la libertad condicional, al utilizar medios violentos para ser escuchados por lo que el temor a represarías conlleva a que las respuestas y acciones por parte de la institución sean más eficaces y rápidas, situación que para ellas  no se debería presentar pues consideran que como madres tienen más necesidades

Hilda y Karla piensan que ambos procesos carcelarios son iguales a nivel emocional y psicológico pero que ellos cuentan con una mejor atención; por el contrario María y Mónica consideran que las mujeres sufren más por sus hijos y sus necesidades son más urgentes por lo que se necesita una atención particularizada; sin embargo, la segunda dice que los hombres la pasan peor dentro por la violencia que se genera, coincidiendo con Teresa ya que ésta dice que existe más violencia sexual y asaltos en los penales masculinos.

La mayor dificultad a la que se enfrentaron como mujeres tiene que ver con su papel de madre, hija y/o esposa, separarse de sus seres queridos, saberlos enfermos y no estar. Para Mónica y María no fue solo dejar a su familia sino enfrentarse al lesbianismo le fue particularmente difícil.

Para la fase post-penitenciaria, todas afirman que tanto hombres como mujeres tienen los mismos derechos y deberes en el trabajo, la salud, estudios “pero que eso de la igualdad suena muy bonito pero no se cumple a cabalidad debido a que todavía existe el machismo que considera a los hombres más fuertes aunque sea un mito” (Hilda).  Solo Ligia considera que existen las mismas oportunidades “pero eso depende de cada quién”, asimismo se siente que existe igual oportunidad en la educación pero no en el trabajo pues a las mujeres  se les complica por el cuido de los hijos y el hogar.

6 VIDA ACTUAL

Con su egreso del Buen Pastor (post-penitenciaria), Hilda, Ligia a pesar de las dificultades y María manifiestan que siempre han tenido una buena relación con sus padres, hermanos/as e hijos/as y aún ahora se mantiene. El resto de ellas son apoyadas por algunos miembros de la familia pero reciben recriminaciones de otros (as) o demuestran falta de confianza hacia ellas. El círculo de confianza se reduce precisamente a su familia o nueva pareja.
La mayoría tiene poco tiempo libre entre el trabajo y sus hijos, solo María estudia y trabaja a la vez. 

El paso por el Buen Pastor significó un cambio para todas pues aprendieron a valorar su libertad y muchas se libraron de las drogas, todas concuerdan en que estos dos aspectos serían los que cambiarían de su vida si tuvieran la oportunidad de retroceder el tiempo: el delito cometido y el haber caído en las drogas (Ligia y Teresa). 

Como metas todas anhelan tener un mejor trabajo, su negocio propio o expandirlo, ser buenas madres, estudiar, trabajar y/o vivir feliz con poco.

El arrepentimiento en estas mujeres es claro y afirman que jamás bajo ninguna circunstancia volverían a delinquir, así María nos cuenta: “Yo regreso a mi claridad valiendo no menos ni más que nadie, un valor igual aunque ya la gente no vuelve a ver a uno igual pero sintiéndolo yo es lo que a mí me interesa,  porque dios no me está viendo el vestido ni viéndome pintada, me está viendo mi corazón y mi alma y eso es lo que a mí me interesa”. Por su parte Ligia dice que su testimonio es muy grande: “yo no me paraba a ver un árbol o un pájaro, solo quería vivir para consumir y consumir para vivir. Mi recuperación de la adicción, abstinencia, entender que me estaba matando sola, que en la vida se puede sobrevivir sin delinquir, aplanchar lo hice de joven ¿por qué no ahora?, vender chayotes, cualquier cosa antes de delinquir, antes de violar mi libertad, ¡como la aprecio ahora!.... es más le voy a contar…hoy venía caminando y me senté en la Plaza de la Cultura a fumarme un cigarro y me quede viendo todo y recordé como en una película cuando una vez me llevaron al San Juan de Dios y quería fumarme un cigarro y le pedí a la seño que me llevara afuera, yo estaba esposada y veía a la gente pasar y retrocedí…ahí mismo alcé las manos como si estuviera esposada y me dije… ¡Dios mío estoy libre!...hasta hoy lo comprendí” 
Para la mayoría de las mujeres la experiencia que vivieron dentro del Buen Pastor a pesar de ser doloroso les permitió ser mejores personas y se consideran buenas hijas (es interesante que al responder todas se refieren a su madre) y amigas siempre y cuando no sean traicionadas con excepción de Ligia que considera no tiene amigos/as más que su familia y Mónica que no cree en la amistad. Todas dicen ser buenas hermanas.

En general como mujeres, tres nos dicen tener un alto autoestima y sentirse capaces por haber salido adelante, María y Mónica se sienten con bajo autoestima y poca cosa, Karla se sentía igual pero ahora dice estar bien con ella misma

“Me siento con el autoestima muy en alto, el hecho de que estuve ahí y no cambiara...es decir, por la experiencia que viví, aprendí mucho, a veces de los errores se aprende mucho, entonces siempre me siento bien y salgo con la frente en alto  porque diay...más bien me voy a sentir hasta el último día que termine de pagar mi delito verdad, por lo menos digo ya pagué y aparte de que ya le he pedido mucho perdón a Dios por todo lo que hice, porque en el momento en que uno está ahí agarrando plata ni le interesa porque no ve uno aquello pero ya con todo esto que me pasó, uno reflexiona y vuelve a ver todo el daño que causó, en la moral de las personas, la gente destruyéndose, robando, matándose...y Dios?!...pero yo ya he pedido perdón vamos a ver si Dios me perdona, yo ya he puesto todo de mi parte, ¡ahora hay que esperar!” (Sonríe) (Hilda)

Como conclusión diríamos que lo oscuro de esta experiencia y de lo que tantas mujeres privadas de libertad viven adentro es precisamente eso la prisión como tal y todo lo que se desenvuelve allí, la negación del ser humano en todas sus formas y dimensiones, la no presencia de un trato humanitario por parte de muchos y muchas; mas lo claro es sencillamente el ser mujer con sus particularidades y necesidades, el cómo no se olvidan los seres amados, el esfuerzo de mantener económicamente a muchos/as de afuera, la superación personal y el coraje de retomar una vida. Mujeres que no decidieron estar ahí en la mayoría de los casos pero que enfrentaron su proceso de forma digna pues todas se sienten orgullosas de ser mujer y merecedoras de una nueva oportunidad dado su arrepentimiento.

No podemos afirmar que todas las experiencias son iguales así como todas las mujeres son distintas pero al menos lo que nos tocó vivir fue más luz que oscuridad pues dejando de lado la condición en las que se encuentran siguen siendo mujeres, siguen siendo humanas. 

3. Percepción de los y las funcionarios (as) con respecto a la situación de las mujeres privadas de libertad.

A partir de abril del 2005 el Ministerio de Justicia y Gracia a través del Departamento de Investigación y Estadística  nos extiende una invitación para formar parte de la Comisión a cargo de la elaboración de un Programa Nacional para la Mujer Privada de Libertad. Es así como al ser parte de este proceso nos involucramos de manera directa con el personal penitenciario, lo cual nos permitió ampliar nuestro horizontes de conocimiento y hacer aportes como investigadoras.

Por tanto el tema de la perspectiva de los y las funcionarios (as) no fue abordado por medio de una entrevista a profundidad sino que por medio del foro: “Estrategias para la Atención Técnica de las Mujeres en el Sistema Penitenciario Nacional” realizado el día 27 de mayo del 2005 en la Escuela de Capacitación Penitenciaria nos fue posible obtener sus aportes y opiniones al respecto.

El objetivo principal del foro fue propiciar un espacio de análisis y reflexión sobre el diseño de una política diferenciada de atención específica para las mujeres adscritas al sistema penitenciario Nacional, así contamos con la  participación de cuarenta funcionarios (as) de los diferentes Centros del Sistema Penitenciario Nacional destinados a la atención de la población femenina, como lo son los representantes de los Centros de Atención Institucional del Buen Pastor, Liberia, Pérez Zeledón y el Centro de Atención Semi Institucional para la Mujer (CASIM), entre otros, lo cual nos brindó un panorama más amplio y diverso al contar con tal variedad de informantes.
Como objetivos específicos de dicho foro se propuso:
1. El intercambiar experiencias de atención y acompañamiento con mujeres en el Sistema Penitenciario Nacional.

2. Sensibilizar al personal penitenciario sobre la necesidad de una atención específica para las mujeres en el Sistema Penitenciario Nacional.

3. Promover un proceso de construcción y unificación de estrategias de atención para las mujeres en el Sistema Penitenciario

Dicha actividad se diseño dentro de la modalidad metodológica de Taller, que propicia la participación activa mediante la reflexión y el aporte de las personas participantes, por lo que se dispuso su organización a partir de los tres objetivos específicos plantados anteriormente y que en  consecuencia pretenden:

1. Presentar una panorámica de la población femenina adscrita al Sistema Penitenciario Nacional.

2. Generar acciones que sensibilicen al personal sobre las diferencias para la atención técnica de las mujeres en el Sistema Penitenciario Nacional.

3. Construir líneas estratégicas para las mujeres en el Sistema Penitenciario Nacional.

La información obtenida afirma la necesidad de la existencia de un programa nacional específico dirigido a la atención de la población femenina que contemple entre otros aspectos, una conciencia de género en donde se tome en cuenta en especial, los múltiples roles y responsabilidades que conlleva el  ser mujer y cómo se desempeñan en su vida cotidiana (madre, esposa, hija, hermana, abuela, etcétera), para sí reconocer sus derechos y deberes y lograr relaciones igualitarias, enfatizando el manejo sexual, ya que éstas se encuentran sometidas a una constante explotación en este ámbito. Por lo tanto es urgente una capacitación constante en materia de género, tanto de las mujeres privadas de libertad como de los y las funcionarios (as).  Asimismo se vislumbra la necesidad de una regionalización de dicho programa.

Seguidamente dentro de las fortalezas del quehacer institucional, según los y las participantes, se muestra un interés en brindar una atención adecuada a las mujeres privadas libertad; por lo que la atención técnica ha  jugado un papel importante que ha permitido una menor reincidencia y un trabajo con las familias para minimizar el traslado de la pena al hogar. Por otro lado,  se menciona el apoyo externo de grupos y personas comunitarias, organizaciones no gubernamentales, así como el trabajo autogestional ante la ausencia de posibilidades labores.

Se señalan algunas debilidades, principalmente  en las condiciones de infraestructura en cuanto a espacio, ya que se cuenta  con un único centro nacional (“El Centro Buen Pastor”) que no permite la clasificación de la población y conlleva a un hacinamiento y desarraigo de la población. De igual manera se expone la dificultad en la continuidad de la atención técnica, lo que muestra una clara contradicción, puesto que como se mencionó anteriormente, se cataloga la atención técnica como una fortaleza del quehacer institucional pero posteriormente se aclara que ésta no cumple con sus visiones a cabalidad, quizás debido a la falta de un marco ideológico preciso.

De este modo se plantean varias estrategias o procedimientos para el mejoramiento en la atención de las privadas de libertad según niveles de custodia, entre ellas se menciona:

· Elaborar estrategias y procedimientos para capacitar a los y las funcionarios (as) penitenciarios en el abordaje de la mujer en la atención de género y la normativa Nacional e Internacional.

· Involucrar a las mujeres en la elaboración de la política penitenciaria a partir de sus necesidades y su realidad.

· Fomentar más convenios instituciones para facilitar alternativas laborales a las privadas de libertad.

· Que el Área de Capacitación y Trabajo promueva actividades laborales donde la mujer pueda incursionar en otros campos de la sociedad.

· Una mayor utilización de recursos en las diferentes instituciones públicas y privadas para la atención con la mujer.

Lo anterior responde a las necesidades de las mujeres privadas de libertad de contar con mas espacio para la instauración de  Casas Cunas en diferentes regiones que permitan el fortalecimiento del vínculo familiar; de igual manera, se necesita la apertura de un centro ocupacional para éstas, así como el cumplimiento obligatorio del establecimiento de cupos definidos en los convenios para la incorporación de las mujeres en diferentes áreas de trabajo. Para ello, se debe inquirir y fomentar el otorgamiento de becas para la continuidad de capacitación y aprendizaje así como de atención terapéutica a las mismas.

Para que lo anterior se lleve a cabo satisfactoriamente, se debe sensibilizar a los miembros de la estructura institucional, fortalecer los niveles Semi-institucionales partiendo de la identificación de las necesidades propias de las mujeres, tal es el caso de los días que más les conviene pernoctar.

En síntesis  se afirma que lo fundamental en la atención por áreas es la visión integral, ver a las mujeres como un todo, brindando  una atención más personalizada e interdisciplinaria, en donde se tome en cuenta el contexto social inmediato, por lo que es fundamental la incorporación de la familia y comunidad.


Así desde la organización por áreas que tienen las diferentes instituciones penales, los y las participantes sugieren ciertas pautas que pueden lograr una mayor y mejor coherencia entre las acciones implementadas y el enfoque de género:

· A nivel del área de Violencia: la prioridad es el trabajo de su condición de víctimas, por las recurrentes historias de victimización y de subordinación con miras a su empoderamiento
· Capacitación y Trabajo: se requiere que el Área haga una búsqueda más activa de opciones laborales intercarcelarias y extracarcelarias. Igualmente se requieren mayores acciones de capacitación y de instrumentación laboral que sean visibles y que tengan financiamiento y seguimiento posterior a su reclusión.

· Un fortalecimiento en el proceso de regionalización ya que no se cuenta con acciones laborales ni con el apoyo comunal en donde se debe tomar en cuenta diferentes aspectos en distinto ámbitos como: 

· Educación: buscar otras opciones educativas para las mujeres que les permita un fácil acceso laboral. Reforzar los programas a distancia y el apoyo de educadores pensionados o estudiantes.

· Comunitaria: el trabajo con la familia es primordial, mucho del trabajo debe ser en el afuera,  reforzando los planes de egreso.

· Drogadicción: el trabajo con la familia es fundamental como codependientes, actores y víctimas de los problemas de adicción.

· Establecer y fomentar redes de atención y apoyo para así  implementar tareas conjuntas en cuanto a capacitación, documentación, financiamiento, estudios investigativos en cuanto a la condición de las mujeres, asesorías (legales y de atención); tal es el caso de: INAMU, CCSS, CEFAMINA, CIEM, Defensoría de la mujer, Oficina de la mujer, Juzgados de Violencia Doméstica, entre otros.

CAPITULO V:

ANÁLISIS DE CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS PENITENCIARIAS DESDE UN ENFOQUE DE GÉNERO

1. Desarrollo de la Herramienta Teórico- Metodológica Propuesta por Alda Facio

Facio propone una herramienta que tal y como ella menciona no pretende ser un nuevo método de análisis feminista ni entrar en discusiones sobre lo que se entiende por métodos o análisis de investigación, pues asegura que lo que hace la diferencia es darle la importancia a lo que las mujeres tienen que decir, “el fin de este documento: plasmar una teoría de cómo debe procederse al emplear los mismos métodos que emplean analistas tradicionales para llegar a conclusiones/soluciones no sexistas ni androcéntricas”(Facio,1999: 6). Por ende parte de un marco teórico de referencia que sustenta dicha metodología dividida en dos bloques: Marco teórico general (sexo/género como categoría social) y Marco teórico específico  (Concepción amplia del Derecho)

A pesar de que ambos marcos son de gran riqueza para el análisis de cualquier texto desde una perspectiva de género, hemos decidido transcribir solo los puntos que fundamentan el marco general ya que son el pilar de la metodología propuesta, aparte de que el marco específico corresponde a la esfera jurídica desde la rama del  Derecho. No abordaremos de manera profunda sus componentes, pues partimos de nuestro propio marco teórico; sin embargo podría decirse que ambos se asemejan al contemplar el género como elemento primordial de análisis y como categoría social.  Por ende, los fundamentos teóricos son: 

1. Sobre la existencia probada de las condiciones desventajosas y posición inferior de la mujer con respecto al hombre en todas nuestras sociedades en diversos estudios realizados por las Naciones Unidas, gobiernos, universidades, grupo de mujeres, otros.

2. Sobre la importancia de la definición que da la “CEDAW” en relación con lo que debe entenderse por discriminación de la mujer y su importancia en tres dimensiones: primero se da por entendido que una ley  será discriminatoria si tiene por resultado la discriminación de las mujeres aunque no haya sido promulgada con este objetivo, segundo su carácter de legalidad al ser ratificado por un país y tercero toma en cuenta las esferas política, económica, social, cultural y civil o cualquier otra dándole igual importancia a la esfera pública como privada.

3. Sobre la importancia del lenguaje en donde se afirma que el hombre ha sido el único que ha tenido el poder de definir lo que es y no es, de conformar la cultura pues “ el lenguaje no solo comunica sino que conforma esos hábitos…Si sólo los hombres han tenido el poder de definir, sólo ellos han conformado la cultura y por ende, esta cultura es masculina”(Facio,1999:19)
4. Sobre la importancia y significado de trabajar con una perspectiva de género al tener una conciencia de la subordinación que viven las mujeres por su sexo en la sociedad y el privilegio que implica por su sexo ser hombre/varón, teniendo claro que el género es una categoría socialmente relevante. 

5. Sobre la importancia de concientizarse acerca del androcentrismo en el fenómeno jurídico ya que el hecho de que algunas legislaciones reconozcan las opresiones que viven las mujeres no significa que el Derecho esté dejando de ser androcéntrico.

La segunda parte de esta herramienta teórico-metodológica consiste en las implicaciones metodológicas, la cual está conformada por seis pasos para realizar un análisis de género. Para fines del presente análisis se aplicarán y describirán  5 de los 6 pasos planteados por la misma, los cuales corresponden al 1, 2, ,4 y 6;  amparadas en la aclaración de Facio de que si bien se enumeran los seis pasos “no siempre tiene que llevarse a cabo cada uno de ellos, ni tienen que realizarse en el orden que aquí se propone” (Facio, 1999: 7). 

Los pasos a seguir serían:

PASO 1: Tomar conciencia de la subordinación del sexo femenino en forma personal. 

Es con este paso que se inicia cualquier estudio, investigación y/o reflexión con perspectiva de género, ya que sin una plena conciencia de la situación de hombres y mujeres en un contexto particular sería imposible de llevar a cabo. Así surge el presente estudio después de una revisión exhaustiva de material en el campo penitenciario en donde sobresalían los varones recluidos en distintas situaciones emergiendo la pregunta ¿Cuál es la situación de las mujeres privadas de libertad, se cubren sus necesidades y particularidades? ¿Están las mujeres presentes en las políticas penitenciarias? ¿Cuál mujer está presente y por qué?

PASO 2: Se trata de profundizar en la compresión de lo que es el sexismo y las formas en que se manifiesta, identificando y cuestionando los elementos de la doctrina jurídica, de los principios y fundamentos legales y de las investigaciones que fundamentan esos principios y esas doctrinas, que excluyen, invisibilizan o subordinan a las mujeres. 

Facio plantea los siguientes 7 tipos de sexismo  desarrollados a continuación, los cuales serán identificados en el análisis de contenido de las políticas penitenciarias para así visualizar qué tipo de mujer es el que está presente en ellas:

-Androcentrismo: se da cuando un estudio, análisis o investigación se enfoca desde la perspectiva masculina únicamente presentando la experiencia masculina como central a la experiencia humana y por ende la única relevante, dando por sentado que es igual a la población femenina y se toman en cuenta únicamente las necesidades, experiencias y/o preocupaciones del sexo dominante masculino “. Este se divide en dos: Ginopia: imposibilidad de ver lo femenino o invisibilización de la experiencia femenina” Y Misoginia: repudio a lo femenino (Facio, 1999: 89). 

Para el presente análisis serán utilizados solo alguno de estos dos términos, teniendo en cuenta que forman parte del androcentrismo.

-Sobregeneralización y  Sobreespecificidad: el primero ocurre cuando un estudio analiza solamente la conducta del sexo masculino y presenta los resultados de ese estudio como válidos para ambos sexos, cuando es tan general que es difícil identificar de qué sexo se habla o cuando a pesar de presentar la palabra mujer o género el resto del texto se encuentra en masculino  (Facio, 1999: 97).  El segundo, consiste en presentar como específico de un sexo, ciertas necesidades, actitudes e intereses que en realidad son de ambos (Facio, 1999: 98). 

-Insensibilidad al género femenino: se presenta cuando se ignora la variable sexo como una variable socialmente importante o válida, otras veces se convierte en una forma de ginopia al negar la variable sexo como socialmente importante o simplemente cuando se trata de mejorar la situación de las mujeres sin tomar en cuenta sus particularidades y necesidades como seres humanas distintas al sexo opuesto. (Facio, 1999: 101).

-Familismo: radica en la identificación de la mujer-persona humana con la mujer-familia, al referirse a las mujeres y relacionarlas siempre con la familia, con el cuido de los hijos, hijas y de los otros. 

-Doble parámetro: es similar a lo que muchas(os) conocemos como la doble moral. Se da cuando una misma conducta, una situación idéntica y/o características humanas, son valoradas o evaluadas con distintos parámetros o distintos instrumentos para uno y otro sexo, fundamentadas precisamente en el dicotomismo sexual y en el deber ser de cada sexo (Facio, 1999: 103).

-Deber ser de cada sexo: parte de que hay conductas o características humanas que son más apropiadas para un sexo que para el otro, tales como mujer-madre, mujer-esposa, mujer-hija, mujer-ama de casa, mujer-dependiente, mujer-protección, entre muchos otros estereotipos. Este tipo de sexismo generalmente está estrechamente vinculado con el familismo (Facio, 1999: 105).

-Dicotomismo sexual: consiste en tratar a los sexos como diametralmente opuestos y no con características semejantes (Facio, 1999: 106).

PASO 4: Identificar cuál es la concepción o estereotipo de mujer que sirve de sustento al texto para encontrar soluciones prácticas a la exclusión, los problemas y necesidades de las mujeres que no impliquen la institucionalización de la desigualdad
Este punto forma parte del análisis de contenido general para así poder deducir cuál tipo de mujer está presente como eje central en las políticas penitenciarias, es decir, forma parte de las conclusiones encontradas en el paso 2.

PASO 6: Colectivizar el análisis, no solo para que sea enriquecido por mujeres (y hombres conscientes) de distintos sectores a la vez que se hace educación legal popular, sino más importante aún, para continuar el proceso de concientización que es, como lo he venido diciendo, el paso previo a cualquier análisis de un texto legal, ya que sin la toma de conciencia de que las mujeres por nuestro sexo, somos subordinadas y discriminadas, ni siquiera se puede iniciar un cuestionamiento de un sistema legal desde una perspectiva de género.
Este es el fin último de cualquier investigación, tratar de brindar aportes y estrategias para así concienciar a diversas poblaciones en distintos contextos y abrir puertas a estudios futuros. Este paso será cubierto con la conclusión de la misma.

En síntesis los pasos a seguir quedarían conformados de la siguiente manera

ANALISIS DE CONTENIDO

CONCIENTIZACIÓN


IDENTIFICACIÓN DE TIPOS DE SEXISMO PRESENTES
(Paso 2: Tablas de contenido y análisis)

CONCEPCIÓN DE MUJER QUE SUSTENTA EL TEXTO
(Paso 4: Conclusiones de capítulo)

APORTES Y ESTRATEGIAS
(Paso 6: Conclusiones Finales)

   

Debido a que el PASO 1 fue nuestro punto de partida y el PASO 6 el de llegada, a continuación se procede a la aplicación del PASO 2, el cual consiste en presentar las tablas de contenido (ver anexos) con  los tipos de sexismo identificados, para así dar lugar al análisis de los mismos correspondiente al PASO 4.                     

2. Aplicación de la Herramienta Teórica Metodológica: 

2.1.  PASO 2: IDENTIFICACIÓN DE LAS DISTINTAS FORMAS EN QUE SE MANIFIESTA EL SEXISMO
2.1.1
Algunas Acotaciones  Teórico- Metodológicas 

Primeramente esclarecemos que hemos entendido como Políticas Penitenciarias todos los documentos extendidos por instituciones oficiales en el campo penal o de Derechos Humanos tales como: Constituciones, Códigos, Leyes, Reglamentos, Declaraciones, Convenios, Congresos, Resoluciones y circulares; instituidos fuera o dentro de nuestro país y que se encuentran actualmente vigentes en el mismo. 

Debido a la amplia concepción del término anterior para dicho análisis se procedió a la selección de fragmentos específicos de cada documento oficial, es decir, el análisis abarcará una revisión exhaustiva de cada política penitenciaria en su totalidad para así identificar si existe o no algún tipo de sexismo pero solo serán presentados en tablas de contenido aquellos que rigen o son aplicables en el sistema penal, mujer o mujeres privadas de libertad; esto con la finalidad de identificar qué tipo de mujer está presente o ausente en la ley (Paso 4) y posteriormente trazar algunas líneas sobre lo estipulado en las políticas penitenciarias con la realidad, y así llegar a ciertas conclusiones generales sobre qué tanto se asemejan o distorsionan unas de la otra. 

La información de las tablas de contenido que se brindan a continuación, fue organizada en  orden de acuerdo a los 16 tópicos constitutivos de la entrevista a profundidad, para así complementar la información brindada por las mujeres privadas de libertad.

Los documentos analizados se seleccionaron bajo los siguientes 4 parámetros

a. Sustento Legal:  

Constitución Política

Código Penal

Código Procesal Penal

b. Reglamentos y leyes Institucionales del Ministerio de Justicia y Gracia

Plan de Desarrollo Institucional (1993)

Reglamento Orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social

Ley que crea la Dirección General de Adaptación Social 

Reglamento General de la Policía Penitenciaria

Reglamento de Deberes y Derechos de los privados y privadas de libertad (Decreto 22139-)

Reglamento de Visitas a los Centros del Sistema Panal Costarricense (Decreto 25881-J)

Reglamento de Requisas de personas e inspección de Bienes en el Sistema Penitenciario Costarricense (Decreto 25882-J)

Reglamento de Incautación de Drogas y Control de Medicamentos en el Sistema Penitenciario Costarricense (Decreto 25883-J)

c. Documentación sobre Derechos Humanos de los y las privadas de libertad:

Declaración Universal de Derechos Humanos 

Reglas Mínimas para el tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas

Manual de Buena Práctica Penitenciaria

Convención Americana sobre Derechos Humanos

Sexto Congreso de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del delincuente

Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión (resolución 43/173- 9 de Dic1988)

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Adaptada en 1984- entra en vigor en 1987)

Principios básicos para el tratamiento del recluso

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) (Adoptado en 1966, entra en vigor en 1976)

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (adaptado en 1966- entra en vigor 1976)

d. Documentación sobre Derechos Humanos sobre las Mujeres privadas de libertad

Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.  Convención de “Belem do Pará. 

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. 
El punto a y b fueron seleccionados debido a que constituyen actualmente los cuerpos legales y normativos que rigen el Sistema Penitenciario Nacional, es decir, regulariza todo el proceso carcelario desde su detención, enjuiciamiento, condena, ingreso y egreso de los penales. Asimismo, la documentación elegida bajo los puntos c y d corresponden a una revisión exhaustiva con respecto a la materia de Derechos Humanos en general así como dirigida a los y las privadas de libertad, siendo de vital importancia aquellos dirigidos propiamente a las mujeres. Estos abarcan Convenciones, Congresos, Pactos, Manuales y Declaraciones que enriquecen la legislación penal y penitenciaria y resguardan las condiciones de vida, derechos y deberes de los seres humanos en general y por ende de los y las condenadas (os). Sin embargo es importante aclarar que la selección de los mismos se llevó a cabo siguiendo el orden del esquema de análisis de contenido No2 (presente a continuación), el cual se desprende del esquema de la entrevista No1, es decir, la documentación responde a una búsqueda en materia con respecto a algunos de los 16 tópicos que fueron tratados en las entrevistas a profundidad y que son considerados de mayor relevancia.
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2.1.2 Tópicos y sexismo: algunas breves acotaciones

Es importante aclarar que al trabajar con políticas penitenciarias se toman en cuenta solo los tópicos referentes a la fase penitenciaria como tal pues son los documentos que rigen para privados y privadas de libertad, dejando por fuera otros tópicos propios de la fase pre-penitenciaria y post-penitenciaria. Por tal motivo la identificación del tipo de sexismo en las tablas de contenido presentadas anteriormente contemplan solo dichos tópicos y los mismos serán sometidos análisis y/o comentarios breves a continuación.

- Vida sexual y de pareja

El tema de la sexualidad es un asunto vetado en la historia de las mujeres, en todas sus formas y expresiones; esto como producto de nuestra cultura patriarcal en donde se les ha negado a las mujeres su disfrute y el derecho a elegir cómo vivirla.

Así vemos como la Constitución Política y el Código Penal costarricense utilizan un lenguaje sexista  para la redacción de las normas y los conceptos o términos que éste encierra con respecto a la sexualidad de las mujeres, pues ampara solo a aquellas consideradas “mujeres honestas” y nos preguntamos, ¿qué se entiende por honestidad?, ¿quién decide los parámetros para medir la honestidad? Si es que se puede medir; por supuesto que dependerá de las instituciones, organismos y especialistas en Derecho encargados de hacer cumplir la ley, así la mujer honesta podría ser sinónimo de mujer casada, con hijos, fiel, ama de casa o mujer soltera, trabajadora, sin hijos ni experiencia sexual alguna, entre muchas otras. El no definir el término honestidad permite que la ley sea aplicada de muchas formas y las mujeres puedan a la vez ser sometidas a muchas injusticias y humillaciones.

La construcción social de género al estar sujeta a un contexto patriarcal, ha manejado un sin número de estereotipos, mitos y  prejuicios con respecto a lo que conlleva ser una mujer honesta. Así aquellas que deben trabajar por las noches en las calles, bares o demás lugares nocturnos son vistas como mujeres no merecedoras de protección pues si en algún momento éstas se presentaran a denunciar un acto de violación entraría en juego su “honestidad” vs. “mala fama”, dejándose en “tela de juicio” su dignidad y calidad de ser humana. 

Aunado a esto, se habla de  “especial” atención al abuso sexual dentro de las prisiones con población femenina pero no se habla de la misma manera sobre el abuso de los varones privados de libertad. No existe fundamento alguno para catalogar de “especial” una situación real y contundente, comprobada como tal en todos los centros penales nacionales e internacionales, ¿por qué seguir tratando  situaciones y hechos tan dolorosos para la condición humana como “especiales y propios” del sexo femenino cuando ambos sexos son víctimas de abuso, siendo  urgente y palpable la  necesidad de atención al respecto?

Por otra parte, cuando la legislación busca ser equitativa e igualitaria cae en prácticas que no toman en cuenta las particularidades de las mujeres. Tal es el caso de la visita conyugal en donde se estipula que ésta regirá de acuerdo a la modalidad de custodia y disposiciones internas, cuando en  la realidad dichas disposiciones han sido establecidas para toda la población penitenciaria sin distinción de sexo, obviándose sus necesidades propias. Asimismo las requisas se aplican bajo las mismas normas para visitantes hombres o mujeres cuando el procedimiento debería considerar ciertas particularidades como sexos semejantes pero no iguales.

-Maternidad

Como se puede observar en la tabla de contenido correspondiente a este tópico no existe mucho en materia legal que sea aplicable a las mujeres privadas de libertad, lo encontrado remite a un esfuerzo de los organismos de las Naciones Unidas por plasmar y abogar por la protección de los derechos humanos de las mujeres en condiciones de embarazo; mas sin embargo no existe ningún documento oficial por parte de las instancias del Sistema Penal y Penitenciario que las respalde. 

De igual manera a lo comentado en el tópico anterior, la maternidad es tratada como una condición “especial” de mujer, si bien es cierto solo las mujeres quedan embarazadas, no solo ellas tienen hijos e hijas sino que también existe un padre que también merece el disfrute de la concepción, nacimiento y cuido de los mismos. 

A la vez, la maternidad es vista como sinónimo de familia pero no así los asuntos correspondientes a paternidad, es decir, la maternidad es sinónimo de mujer y como tal el padre está libre de todo beneficio y deber. 


Por ende notamos una clara sobreespecificidad (maternidad= mujer) y sobregeneración (familia=mujer)

-Buen Pastor

Como se mencionó en los tópicos anteriores, la legislación o políticas penitenciarias que rigen en el Sistema Penal en su mayoría invisibilizan a las mujeres o son tan generales que incurren en la dificultad de saber a ciencia cierta para quiénes se dirige y lo poco existente no es suficiente par aun abordaje profundo de las condiciones y situaciones con respecto a las mujeres privadas de libertad. 

En el caso de centros penitenciarios femeninos como bien es sabido, el país cuenta solo con uno a nivel Institucional dirigido a población femenina, dos a población mixta (hombres y mujeres) y uno a nivel Semi-Institucional destinado en su totalidad a la atención de las mujeres y aunque esto no es justificación alguna para que ésta población no cuente con legislación propia podría decirse que la nula existencia de las mismas se resguarda en este hecho, el ser una minoría numérica. 

Esta minoría numérica trae consigo un sin número de consecuencias para la población femenina penitenciaria, ya que a la hora de destinar recursos y esfuerzos por parte del Ministerio de Justicia y Gracia, ésta siempre se va a ver en desventaja cuantitativa en comparación a la población masculina, ya que las asignaciones presupuestales destinadas a la atención de privados y privadas de libertad siempre se rigen por la superioridad numérica, “al ser los varones más necesitan más atención”.

De igual manera, las políticas penitenciarias vigentes en el Buen Pastor pecan de sexistas, empezando por su conceptualización y formulación desde y para la población masculina. Algunos aspectos encontrados positivos se refieren a procedimientos meramente logísticos o por que en la formulación suenan muy adecuados y hasta idóneos, pero tal y como manifestaron las mujeres privadas de libertad  éstos no se llevan a cabo de la misma manera.

Con respecto a la sentencia, primer concepto analizado, encontramos que su abordaje se encuentra estipulado solo en  el Código Penal y Código Procesal Penal, en donde se identificó que ambos van dirigidos a delincuentes, reos, prófugos, autor, instigador, cómplices, sometidos e imputados (todo en masculino). El único caso en que se menciona al sexo femenino se da en el artículo 212 del código Procesal Penal, el cual se refiere a la agresión sexual que pueden sufrir las mujeres privadas de libertad durante la declaración o testimonio cuando así se requiere; sin embargo llama la atención el ver como esta protección se dirige solo a menores agredidas (mujeres) y no menores agredidos (varones), asimismo se alude a personas agredidas sexualmente, lo que nos hace pensar en la protección de los varones víctimas de abuso de poder y autoridad por parte de funcionarios o los agredidos física y sexualmente dentro de prisión.  

Se da por sobreentendido que éstas leyes rigen y amparan tanto a hombres como mujeres pero esto no debe seguir siendo de esta manera pues es un violación a los derechos humanos inherentes a toda persona, el contar con principios claros de igualdad en la protección en cualquier proceso o situación a la que se enfrenten.

Con el artículo 9 del Código Procesal Penal el cual dice: “Estado de inocencia: el imputado deberá ser considerado inocente en todas las etapas del procedimiento, mientras no se declare su culpabilidad en sentencia firma… hasta la declaratoria de culpabilidad ninguna autoridad pública podrá  presentar a una persona como culpable ni brindar información sobre ella en este sentido” sucede algo particular, se afirma que una persona no puede ser tratada como culpable hasta que no se demuestre lo contrario pero al ser detenidas éstas son encarceladas y estigmatizadas, tal es el caso del Buen Pastor en donde solo el ingreso y las condiciones de infraestructura, alimentación y atención en general las culpabiliza y estigmatiza antes de que ley compruebe o no su inocencia al ser sometidas a un trato denigrante. Esto aunado a que desde su detención la sociedad (familia, amigos, otros) también las estigmatiza y condena. 

El amparo a los derechos con respecto a la sentencia se da gracias a la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre derechos Humanos (Pacto de San José) y Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en donde se concierta la igualdad ante los tribunales y el derecho de recibir una atención pronta y adecuada.

Esta atención pronta y adecuada queda establecida en el artículo 11 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, donde se plantea: “Toda persona acusada de delito tiene derecho a…  juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesaria para su defensa”. Sin embargo a pesar de que este artículo rige tanto para hombres como para mujeres, éstas últimas manifestaron haber recurrido a los servicios de abogados públicos para su defensa pero que no se sintieron bien representadas al no brindarles la atención adecuada.

Cuando se habla sobre la separación de la población se hace de una manera específica tomando como parámetro al varón imputado; y en el artículo 8 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos  se aclara que los parámetros establecidos deben tomar en cuenta el sexo pero utiliza para el resto de los incisos: los reclusos, los detenidos y de una manera más general las personas presas, pareciera que al decir “según sexo” se debe dar por sentado que rige para ambas poblaciones penales aunque su contenido nos remita a al sexo masculino.

Siguiendo este concepto es importante recalcar que aunque en diferentes políticas penitenciarias se establece la separación de la población según el delito o condición penal esto no se hace en los centros penales, ya que debido a nuestra experiencia pudimos constatar que dentro de prisión se da una convivencia sin distinción, es decir, ahí se permite tener contacto con todas las mujeres independientemente del delito cometido a excepción de aquellas consideradas peligrosas y que deben mantenerse bajo vigilancia en máxima seguridad.

Por otro lado si bien el Conjunto de Principios para la protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de Detención o prisión y el Reglamento de Visitas a los Centros del Sistema Penitenciario Costarricense resguardan en su mayoría los deberes y derechos con respecto a las visitas y  distintas formas de relaciones con el exterior, algunos artículos siguen incurriendo en faltas de concepción y utilización de vocablos tal es el caso de aquellos que definen “Deber de los  visitantes”, “Derechos de los visitantes”, “Del cuido de los menores”, cayendo en sobregeneralizaciones . 

En aquellos artículos considerados positivos como ya hemos mencionado no siempre esto se cumple en la realidad, podemos mencionar como ejemplo el artículo 3 del Reglamento de visitas a los Centros del Sistema Penitenciario Costarricense en donde se instituye que las condiciones deben ser de orden, respeto y seguridad, al menos en los dos primeros aspectos, muchas de las entrevistadas aseguraron no tener un espacio adecuado para reunirse con sus familiares y allegados(as) en donde se pueda conversar tranquilamente, sentar o compartir. Esto también se da con respecto a la visita conyugal en donde ésta se realiza en condiciones insalubres y con poca privacidad.

Otro ejemplo dado por las mujeres fue el uso del teléfono público, ellas mencionaban que en La Reforma se les permite el uso libre del mismo, mientras que en el Buen Pastor y en el CASIM se hace con horario y tiempo de duración restringido (Dos horas al día durante 10 a 20 min aproximadamente) lo que les imposibilita muchas veces comunicarse adecuadamente y más aún cuando hay situaciones de emergencia.

Con respecto a estas situaciones de emergencia la regla 44 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos estipula: “Notificación de defunción, enfermedad y traslado. Se informará al recluso inmediatamente del fallecimiento o de la enfermedad grave de un pariente cercano. En caso de enfermedad grave de dicha persona, se le deberá autorizar, cuando las circunstancias lo permitan para que vaya a la cabecera del enfermo solo o con custodia”. Según los testimonios de las mujeres privadas de libertad la comunicación no siempre es tan efectiva y resulta de mayor dificultad lograr el otorgamiento de un permiso para acudir a un familiar enfermo. Algunas comentaron sus experiencias con respecto a situaciones de gravedad con respecto a sus hijos(as) en donde después de un comunicado esperaban de tres días a una semana para ser trasladada al hospital o casa de habitación en busca de su ser querido, en algunos de los casos se tuvo que presionar para lograrlo, por lo que cuentan como ante una situación como esta y la desesperación las lleva a pensar en fugarse del centro penal.

Por último tenemos lo referente al Traslado: valoración, aprobación y ayuda que se le brinda a las privadas de libertad. Encontramos una ausencia total de la presencia de éstas en los documentos analizados y en aquellos casos donde se supone están contempladas son tan generales que se invibisibiliza, así todo lo referente a este tópico en su mayoría clasifica como una sobregeneración o sobreespecificidad.

 El traslado se encuentra estrechamente vinculado con el acceso a un beneficio (libertad condicional o mediadas alternativas como el ingreso a un centro Semi- Institucional); este depende en una primera instancia de la aprobación del Instituto Nacional de Criminología previa valoración tal y como lo plantea el artículo 60 del Código Penal: “Requisitos: la concesión de la conducta de ejecución condicional se fundará en el análisis de la personalidad del condenado y su vida anterior al delito en el sentido de que su comportamiento posterior al mismo, especialmente su arrepentimiento y deseo demostrado de reparar en lo posible las consecuencias de su acto… el Tribunal otorgará el beneficio cuando de la consideración de estos elementos pueda razonablemente suponer que el condenado se comportará correctamente sin necesidad en todo caso, deberá recurrir un informe del Instituto de Criminología en donde se determine si es el caso, el grado de posible rehabilitación del reo”, este órgano se basa en las evaluaciones periódicas brindadas por el Consejo de Valoración de cada centro penal las cuales deben brindarse cada 6 meses según el Reglamento Orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social 

(Decreto No 22198-J). 


Como vemos el artículo anterior rige para ambas poblaciones penitenciarias pero está dirigido a la población masculina al referirse a los condenados; sin embargo es tan general que pareciera inofensivo. Solo se identificaron como positivos algunas disposiciones generales implantadas en el Reglamento orgánico y Operativo de la Dirección General de Adaptación Social y estos son lineamientos meramente procesales como lo son: artículo 68, 101, 116 y 117.


El traslado a otro nivel o alternativa se encuentra vinculado con lo laboral pues para obtener este beneficio se debe contar con una oferta laboral y esta dependerá en gran parte de las posibilidades y capacitación que se brinde dentro del penal como veremos a continuación. 

-Laboral 


El único artículo presente que pareciera amparar los derechos laborales de las mujeres se estipula en el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; sin embargo a pesar de que se establece “en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores de los hombres, con salario igual por trabajo igual”, lo cual nos indica derechos igualitarios, todo el resto del contenido se presenta en un lenguaje masculino: “condiciones dignas para ellos y para sus familias”. Este artículo pretende contemplar los derechos de las mujeres trabajadoras pero el resto del artículo que toca puntos fundamentales para hacerlos valer se establece desde una concepción masculina lo cual es contradictorio, por tanto se identificó como sobregeneración pues aunque se hace un esfuerzo por tomar en cuenta a las mujeres este no es del todo igualitario. 

Con respecto a la situación laboral propia de las mujeres que se encuentran en prisión encontramos que ésta no cuenta con un documento específico tanto a nivel laboral como diferenciado para los sexos, pues el tema es abordado en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos y los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos. Como se puede observar ambas políticas penitenciarias son dirigidas exclusivamente para los reclusos es decir, varones privados de libertad o al menos eso indica su nombre y todo su contenido al ser escrito desde una concepción y lenguaje masculino, así se habla de condenados, los jóvenes, los trabajadores, los reclusos, pero de manera singular rige para ambas poblaciones penitenciarias (hombre y mujeres) dándose una invisibilización total de las mujeres (Ginopia) al tratarse lo laboral como propio del sexo masculino (sobreespecificidad). 

Por otra parte el Principio 8 establecido en los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos plantea: “se crearán condiciones que permitan a los reclusos realizar actividades laborales remuneradas y útiles que faciliten su reinserción el mercado laboral del país y les permitan contribuir al sustento económico de su familia y al suyo propio”. Como queda claro en los relatos sistematizados en el capítulo anterior y en los cuadros de vaciamiento de información de cada una de las entrevistas (anexos), esto es muy diferente en la realidad puesto que las mujeres privadas de libertad afirman que no existen oportunidades igualitarias aún dentro de la misma prisión, pues entra en juego las sentencias y menos aún en comparación a los penales masculinos donde se cuentan con un poco más de recursos físicos y humanos. Así mismo no existe una capacitación constante y en muchos de los casos no se les enseñan oficios que permitan una fácil reinserción social-laboral, puesto que la mayoría actualmente se dedica a la costura, el cuido de sus hijos u otras personas.

Esto tiene que ver con el Área de Capacitación y Trabajo dentro del Buen Pastor  ya que ésta no brindan ofertas laborales continúas y constantes, además de que las condiciones en las que se desarrollan los trabajos dentro de los penales no son adecuadas, de igual manera la remuneración es inhumana. Sin embargo es importante aclarar que no toda la culpa es de esta área puesto que el Estado y el Sistema Penal como tal no se han comprometido por una búsqueda efectiva de nichos de trabajo donde estas personas puedan desarrollarse y optar por una medida alternativa que les permita un traslado a un nivel más abierto (nivel semi-institucional).

Es aquí donde entra en juego la desinstitucionalización, la cual permite a los y las privadas de libertad optar por mejores condiciones de vida y en donde el acceso a ese nivel semi institucional depende de que las mujeres y hombres en prisión presenten una oferta laboral que en la mayoría de los casos deben buscar por sus propios medios. 

-Atención 

Este tópico alude a los conocimientos e información que se les debe brindar a los y las privadas de libertad  con respecto a diversos aspectos que deben tomarse en cuenta para una adecuada atención, sin que sean violentados sus derechos como seres humanos y humanas. Asimismo, en este caso en particular,  se pretendía conocer si las particularidades y necesidades de las mujeres como privadas de libertad  son abordadas, tanto en la legislación como en la práctica sea en el Buen Pastor como en el CASIM. 

En primera instancia constatamos que las mujeres privadas de libertad no conocen sus derechos. Como hemos analizado en las tablas de contenido las políticas penitenciarias relacionadas a este tema se clasifican en dos tipos de sexismo: la sobreespecificidad al estar elaboradas y ejecutadas desde una perspectiva masculina y la sobregeneralidad en donde no queda a ciencia cierta si está dirigido a ambas poblaciones o solo uno pues se hace imposible discernir, por ejemplo, en el artículo 35 de la Constitución Política  en su apartado sobre Libertad de petición, pronta resolución menciona: “Se garantiza la libertad de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución”; a la vez este artículo fue identificado dentro de otro tipo de sexismo: la insensibilidad de género ya que al mencionarse “funcionario público” no toma en cuenta a las mujeres  profesionales o que desempeñan algún cargo público.

Asimismo se identificaron algunos apartados positivos dentro de las consideradas políticas penitenciarias analizadas  en donde el máximo exponente al respeto de los derechos de todas las personas, la Declaración Universal de Derechos Humanos, enfatiza en su artículo 2 inciso 1 que “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”

Siguiendo esta línea, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos afirma categóricamente que lo estipulado en este reglamento debe ser acatado imparcialmente sin distinción alguna “de raza, color, sexo, lengua, religión, opinión política o cualquier otra opinión, de origen nacional o social, fortuna, nacimiento u otra situación cualquiera” , esto sería lo idóneo pero solo se convierte en una utopía pues si hemos comprobado una y otra vez a lo largo de esta investigación que no existe una igualdad real de derechos en las políticas penitenciarias este principio queda totalmente revocado pues no puede ser aplicado si no existe una condición que lo permita. Por otro lado, en este mismo documento hemos identificado algunos artículos como positivos, como por ejemplo el artículo 31, mas sin embargo son postulados que no pretenden  ser discriminatorios y que por sí mismos no lo son pero si se toma como referencia la fuente nos remiten a la población masculina. Por esta misma razón algunos artículos presentes en este tópico de Atención fueron clasificados con dos tipos de sexismo a la vez y que son contradictorios: sobregeneralización y sobreespecificidad, debido a que si partimos del artículo como tal corresponden a la primera categoría pero si tomamos en cuenta la fuente pertenecería al segundo. 

Propiamente en el campo penal encontramos muchos casos singulares, tal es el caso del Plan de Desarrollo institucional (PDI). Este material creado en 1993 marca de cierta manera la introducción de la mujer en el Sistema Penal pero no así la perspectiva de género. Lo anterior se da debido a que a pesar de que por primera vez se formula una política penitenciaria pensada en mujeres se recurre al más viejo artificio de emplear el término mujer como sinónimo de igualdad de condiciones. Así  manifiesta el deseo de contemplar las necesidades específicas de  los privados y privadas de libertad; se siguen utilizando términos y concepciones  masculinos, así se menciona: “La respuesta que se dé a los problemas penales dependerá de cómo, en ese derecho penal, se entiende a la persona, de cómo se responde a la pregunta: ¿Qué es el hombre?”. Este postulado es particularmente preocupante pues parte de una noción de hombre equivalente a persona y más aún deja a libre albedrío la aplicación del derecho penal afirmando que dependerá de lo que cada persona quiera entender como lo humano. Por lo que es claro que el PDI fue formulado pensando en la población masculina al ser este el paradigma predominante, es un claro ejemplo de androcentrismo más específicamente  de Ginopia.

También se da un caso semejante en el artículo 8  del Reglamentos de Deberes y Derechos de los Privados y Privadas de Libertad en donde se establece que el cumplimiento y aplicación de la normativa dependerá del ordenamiento jurídico y lineamientos institucionales vigentes, lo que nos conlleva a cuestionar ¿Cómo son esos lineamientos? ¿Quién/es lo establecen?; partiendo de las premisas descritas anteriormente podríamos asegurar que son sexistas ya que no existe una presencia contundente de perspectiva de género. 

Por su parte el Manual de Buena Práctica Penitenciaria pregona su mezquindad al aclarar que hace uso de las palabras prisión, reclusos y sinónimos existentes para referirse a TODAS las personas que han cometido un delito, valiéndose de esto para obviar a las mujeres privadas de libertad, su problemática, condiciones y necesidades,  que está dirigido a TODOS los que elaboran la políticas penales y no a teóricos (como si no pudiéramos entender) y para finalizar puntualiza que el manual no es PERFECTO ni COMPRENSIVO pero que puede ser utilizado ¡en todo el mundo! ¿Esto es lo que se conoce como buena práctica penitenciaria?  A la vez este manual niega la existencia de mujeres profesionales en posiciones de autoridad utilizando solo términos masculinos: el Director, el inspector, los abogados, el subdirector, los funcionarios, entre otros. 

Contrariamente la Convención c7ontra la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes presenta un auxilio en materia de derechos para las mujeres p.d.l  así como el  Reglamento Orgánico Operativo de la Dirección General de Adaptación Social, el Reglamento de Deberes y Derechos de los Privados y Privadas de libertad, la Declaración de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Conjunto de principio para la protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de detención o Prisión; éstas políticas han dado una apertura y han hecho grandes esfuerzos por cambiar la situación de las mujeres en distintos ámbitos y situaciones y han brindado a la vez, grandes aportes en materia penal.

Esto no quiere decir que algunos artículos requieran de una  revisión  dentro las políticas mencionadas anteriormente, como se puede observar en las tablas de contenido en donde se identificaron algunos tipos de sexismo, lo anterior responde especialmente a los tópicos referentes a la libertad de expresión, denuncias y/o violación de Derechos, esto debido a pesar de que su contenido aboga al derecho de expresarse y el respeto a sus derechos, muchos de los artículos siguen presentando sobregeneralidad y sobreespecificidad.

En el capítulo anterior correspondiente a los relatos de las vivencias de las mujeres privadas de libertad pudimos constatar que éstas no poseen un conocimiento claro o correcto de las instituciones donde pueden denunciar alguna violación a sus derechos o el procedimiento a seguir. Por ende muchas privadas de libertad son sometidas a tratos crueles, inhumanos, degradantes sin percatarse de que están siendo violentadas y que pueden exigir mejores condiciones, así lo estipula el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos donde se enfatiza que “Nadie será sometido a torturas ni penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”; sin embargo muchas, si no es que todas, han recibo tratos inadecuados sin ninguna posibilidad de denunciar o defenderse pues al no tener conocimiento y al existir una relación de poder no se atreven a expresarse. 

Así las Reglas 35 y 36 contenidas en las Reglas Mínimas para el Tratamiento del Recluso, considerada como sobreespecifica ( toma en cuenta solo a la población penitenciaria masculina) abogan por que el recluso al ingresar a prisión debe ser informado de sus derechos, obligaciones y de los medios autorizados para informarse y formular quejas; dentro del Buen Pastor esto pareciera no ocurrir pues todas las mujeres entrevistadas dijeron haber conocido sus deberes y derechos en el camino o por cartelones, peor aún, nadie les informa sobre su derecho a quejarse o denunciar tratos inadecuados o condiciones denigrantes. De igual manera sucede con la sección III punto 19 contenida en el Manual de Buen Práctica Penitenciaria en donde se insta a los reclusos a denunciar o reclamar contra los profesionales de salud, abogados, etc. 

Como aspecto positivo y de gran relevancia con respecto a este tópico lo plantea la Convención Americana sobre los Derechos Humanos en su artículo 13 Libertad de Pensamiento y de Expresión “1. Toda persona tiene derecho  la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”, este principio es difícil de cumplir dentro de prisión, a pesar de que se encuentra dirigido a toda persona, privada o no de su libertad y por ende aplicable para aquellas en prisión puesto que como cuentan las mujeres su código de supervivencia y mucho a lo que le deben la oportunidad de haber accedido a un beneficio remite a ver, oír y callar, al no expresar sus pensamientos o sentimientos por miedo a represarías.

En lo concerniente a las Áreas de atención tenemos lo estipulado en el Reglamento de Deberes y Derechos de los Privados y Privadas de libertad en sus artículos  9 y 32, Derecho a la Comunicación con las Instancias y Funciones de las Áreas respectivamente, donde se menciona que los privados y privadas de libertad tendrán acceso a todos los reglamentos y disposiciones y el derecho a una comunicación directa con las diferentes instancias, esto no se concretiza pues la mayoría de las mujeres privadas de libertad manifestaron haber conocido sus derechos y deberes de forma verbal por parte de otras compañeras o en el peor de los casos como producto de su experiencia y su vivir en prisión, además aseguran que para poder comunicarse con el cuerpo técnico, consejo de Valoración o Instituto de Criminología debían esperar hasta meses para ser atendidas y a veces se ignoraban sus peticiones. Esto se da más en el Buen Pastor pues en el CASIM pareciera que se les brinda una atención más personalizada y se interesan por que las mujeres estén informadas al respecto. 

En lo que a Capacitación y trabajo se refiere, todo lo legislativo hace referencia a los reclusos (varones) excepto en el artículo 15 del Reglamento de Deberes y Derechos de los Privados y Privadas de libertad titulado Derecho a la educación y el trabajo, en donde se estipula que: “ Todo privado o privada de libertad tendrá derecho a la educación, a recibir capacitación para el trabajo y a que se le asigne un trabajo, sin más limitaciones que las derivadas de su situación personal e institucional”

En la realidad este principio queda en tela de juicio pues en prisión las condiciones existentes no permiten que todas las mujeres trabajen o reciban educación, en la mayoría de los casos por falta de recursos económicos y humanos pues el sistema penal no ha instaurado estrategias con respecto a estos temas y cuando se brindan oportunidades se dan explotaciones y tratos inhumanos en cuestión de salarios. A la vez no se toman en cuenta las necesidades de las mujeres como sustento de sus familias o su necesidad de salir con una buena opción laboral, nos se capacita o forma para optar por puestos profesionales especializados sino que se les delimita al estudio de cursos de servicio o entretenimiento.

Con respecto a las áreas de salud se parte de la necesidad de brindar una alimentación de buena calidad y valor nutritivo en la Regla 20 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos estipula: “1.Todo recluso recibirá de la administración de buena calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea suficiente para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas”, este artículo fue el único encontrado con respecto a la importancia de alimentación en todas las políticas penitenciarias analizadas y fue tipificado como sobreespecífico ya que alude solo al recluso en términos masculinos.  

Dentro de este mismo documento se plantea en las reglas 22, 24, 25, 26,52 y 62 la atención médica que los y las privadas de libertad deben recibir, en todos los casos y como  era de esperarse al encontrase  bajo un título que connota por si solo discriminación, fueron identificados como sobreespecíficos. Así dentro de estas reglas queda por sentado que todos los establecimientos penales deben contar con los servicios médicos necesarios dentro de los cuales deben existir  especialistas en psiquiatría, odontología y demás cuando así lo ameriten, esto se convierte solo en una quimera después de los relatos brindados por las mujeres privadas de libertad pues algunas no recibieron atención odontológica en años perdiendo piezas dentales después de soportar fuertes dolores o la espera casi interminable por recibir atención médica y de igual manera medicamentos. Algunas debieron recurrir a huelgas o algún tipo de acto violento con tal de ser trasladas a un hospital tanto como amenazar con quitarse la vida.

Con respecto a esto el Manual de Buena Práctica Penitenciaria contempla un artículo con atención médica “específica” para algunos presos pero como es de esperarse en este grupo selectivo contempla a las mujeres embarazadas o lactantes seguidos de aquellos enfermos e impedidos, es decir se considera la condición de embarazo como un impedimento o enfermedad. 

Los aspectos positivos en donde se incluye a las mujeres privadas de libertad corresponden a algunos artículos y principios contenidos en el Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas  Sometidas a Cualquier forma de Detención o Prisión (Principio 9, 25, 26), al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 9 y 12) y al Reglamento de Incautación de Drogas y Control de Medicamentos en el Sistema Penitenciario Costarricense (artículo 8). 
Pareciera que la convivencia dentro de la prisión es un tema tratado con menos restricciones ya que se cuenta con reglamentos que promueven la libertad de organización, recreación así como el desarrollo de las potencialidades de privados y privadas de libertad, esto se sustenta con las narraciones obtenidas de las entrevistas a profundidad en donde se cuenta como se da una total libertad de asociación, es decir, la amistad, compañerismo o relaciones se dan de distintas maneras, por diferentes motivos, intereses y necesidades. Algunas deciden ser más selectivas, otras más tolerantes lo que sí es cierto es que la flexibilidad a veces acarrea problemas de drogadicción, prostitución, lesbianismo, asaltos y otros. 

“Las y los privados de libertad deben mantener entre sí y con los visitantes y personal del Centro una relación de respeto, disciplina y buen trato, facilitadora de una adecuada convivencia. Asimismo, deben respetar el descanso, los momentos de recreación de sus compañeros y compañeras y permitir y facilitar la atención institucional” (Artículo 25, Reglamento de Deberes y Derechos de los y las Privadas de Libertad)

La Infraestructura forma parte de la atención y es un tema delicado y de mucha consideración, pues está demostrado que el Sistema Penal se encuentra en una situación de alto riesgo al sobrepasar su capacidad de acogida. El hacinamiento que se vive en toda América Latina es alarmante y nuestro país no se escapa de semejante problemática, por lo que queda demás tratar de fundamentar o derogar todo artículo o principio que la ley estipule, empezando por lo que se contemplada en el artículo 9,10,11,12, 13 y 14 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos en donde se afirma que cada celda o cuarto no será ocupado por más de un solo recluso al menos de ser necesario temporalmente así como la necesidad de higiene, ventilación, alumbrado, calefacción, contar con servicios sanitarios al alcance y buen estado; a la vez el recluso (se plantea todo en estos términos masculinos) deberá mantener un aseo personal constante y el centro será encargado de proporcionar todos los implementos necesarios.

 Sin embargo, todos estos requerimientos al haber sido implantados para población masculina a dejado de lado muchas necesidades de las mujeres privadas de libertad tal es el caso de la regla 16 en donde se menciona el derecho a hacerse la barba (afeitarse) y este reglamento rige para ambas poblaciones. Por otro lado, si en algo concuerdan las mujeres entrevistadas es en la falta de higiene y de implementos para su aseo personal en donde se les da un higiénico, pasta y jabón al mes cuando hay o si no deben recurrir a  personas de afuera para la adquisición de los mismos y algunas se aprovechan para venderlos a sumas exageradas. 

Así concordamos con la Sección III Punto 1 del Manual de Buena Práctica Penitenciaria que acertadamente pregona que “Las condiciones de vida en una institución penal son uno de los principales factores que determinan el sentido de autoestima y dignidad de un preso. Donde él o ella duerma: qué se les permita usar; qué, cómo y dónde comen, si tienen camas con frazadas y sábanas o si duermen en el suelo o tapándose con trapos; si se les permite o no lavar y con qué frecuencia; si tienen acceso constante a una letrina o si tienen que pedir (o en ocasiones suplicar) al guardia cada vez que necesiten usarla, todo esto tiene gran influencia en su bienestar físico y mental”
En conclusión se nota una clara exclusión de las mujeres en las políticas penitenciarias al respecto y una urgencia por adaptar o formular reglamentos que satisfagan sus necesidades pues la atención en general fue calificada como pésima por parte de las mujeres situación que mejora al llegar al CASIM.

-Personal Penitenciario 
Con respecto al personal penitenciario,  en las diferentes políticas penitenciarias analizadas se presenta lo profesional como propio del sexo masculino (Insensibilidad de Género): los miembros, los funcionarios, los agentes. También se enfatiza en las posiciones de autoridad y/o poder dentro del Sistema Penal como apropiados para los varones al hablarse solo de Director y Subdirector.

Artículos rescatables, en un menor grado, se presentan en el Manual de Buena  Práctica Penitenciara, Reglamento General de Policía Penitenciaria y el Reglamento de Deberes y Derechos de los Privados y las Privadas de libertad,  ya que exponen los deberes, derechos y procedimientos que deben acatar el personal penitenciario de una manera neutral (personal, funcionarios y funcionarias, administración penitenciaria, la Dirección, otros).

Un caso interesante se da en la regla 53 punto 1 y 3 contenidas en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos en donde se estipula que: “En los establecimientos mixtos, la selección de mujeres estará bajo la dirección de un funcionario femenino responsable, que guardará todas las llaves de dicha sección del establecimiento” seguidamente, “La vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por funcionarios femeninos. Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo masculino, especialmente los médicos y personal de enseñanza, desempeñen sus funciones profesionales en establecimientos o secciones reservados para mujeres. Como se logra ver aunque se hace un esfuerzo por proteger las necesidades y derechos de las mujeres privadas de libertad al introducir a la mujer, el resto del contenido sigue siendo de carácter masculino. 

Sin duda alguna estas políticas se aplican tanto al personal masculino como femenino así como a ambas poblaciones penales demostrando una incapacidad de ver la variable género como relevante.

-Necesidades mujeres privadas de libertad  

Anteriormente hemos descrito las diversas situaciones a las que las mujeres deben enfrentarse no solo en su condición de privadas de libertad sino como personas del sexo femenino. Queda claro que con lo mencionado anteriormente que si las mujeres siguen siendo “medidas” o tratadas bajo parámetros masculinos sus necesidades como seres humanas no están siendo acatadas y satisfechas. 

Aclaramos que las necesidades tratadas en este apartado corresponden a aquellas “amparadas” en las políticas penitenciarias estudiadas y no a las referidas por las mujeres privadas de libertad. Como se verá a continuación se encuentran presentes solo aquellas relacionadas con la familia (facilismo)

Esto queda demostrado en los artículos y reglas analizadas, por ejemplo, en el artículo 51 de la Constitución Política referente a la  “Protección especial a la familia, a la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido” y 71 denominado “Trabajo de mujeres y menores de edad”, el primero se refiere a la protección “especial” de la familia en donde se incluye a la madre pero no al padre, el niño pero no a la niña, el anciano pero no a la anciana y el enfermo desvalido no desvalida, quedando claro que la única condición  que merece una “especial” atención es la de mujer madre (familismo). El segundo corresponde al “Trabajo de mujeres” el cual merece de igual manera una protección “especial” ¿acaso existen trabajos solo para mujeres o propios a su sexo? Como se comentó en otro tópico anterior, se toman como necesidades especiales de las mujeres situaciones que no tienen nada de particular y que de igual manera son necesidades de los varones solo que extrañamente al referirse a ellos no son tratadas como necesidades “especiales” (Deber ser de cada sexo). 

Asimismo en el Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente se abordan necesidades especiales de las mujeres reclusas, el artículo 9 tiende a reconocer algunas de las problemáticas vividas por éstas;  mas sin embargo vuelve a caer en el error de ver a la mujer de familia como una condición propia a su sexo y/o género como es la lejanía  de sus familias al ser ubicadas en centros de detención distantes que no les permiten ejercer “sus responsabilidades familiares” (así se plantea en el documento), pero no se menciona la necesidad que tienen los varones privados de libertad  de estar cerca de miembros de su familia ni el deber que tienen de velar por el cuido de los mismos. 

Por otra parte sucede que a veces se plantean principios para las mujeres privadas de libertad  pero esto se reduce a las mujeres embarazadas y lactantes, además dentro de los mismos se mencionan a los niños, jóvenes e impedidos siendo en última instancia la mujer el punto central, como es el caso del principio 5 del Conjunto de Principio para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier Forma de Detención o Prisión.
-Género y Cárcel

El presente tópico alberga muchos matices debido a que como se describió en el marco teórico el término género es bastante complejo y conlleva toda una construcción social que implica no solo la subjetividad de cada persona sino la cultura misma, las prácticas y valores sociales, la religión, la legislación, condiciones económicas y demás. El género depende de muchas variables y contextos, depende de donde se parta o se mire y de la interpretación a la que esté sujeta. 

En la ley esto se complica aún más pues se deben tomar en cuenta los diferentes componentes que la constituyen, a grandes rasgos nos referimos a los componentes políticos- culturales (¿Quiénes redactaron la ley?, ¿Qué se ha escrito sobre la conducta que esa ley pretende regular?, ¿Cómo es la actitud de la mayoría de la gente con respecto a la conducta que se pretende regular?), Componentes estructurales (¿Quiénes van a interpretar y aplicar la ley?) y componente s formal- normativos (¿quién es el modelo o paradigma del sujeto de obligaciones y derechos que otorga la ley?) (Facio, 1999: 116). Si bien no entraremos en mayores detalles, es importante tener claro que el estipular una ley igualitaria conlleva el análisis de muchos factores explícitos e implícitos.

Sin embargo el gran error más común y actualmente presente en muchos ámbitos es el de tomar el género como sinónimo de mujer por lo que se han olvidado de que el sexo masculino también tiene género, el cual debe ser igualmente valorado y protegido. 

En este caso en particular, la identificación de sexismo en la ley, el peor y más vivo ejemplo es la utilización de la palabra mujer como sinónimo de igualdad e inclusión, como si una simple palabra cambiara el curso de la realidad. El género en un texto legal va más allá de una simple terminología, consiste en convertir en una realidad patente y perceptible las condiciones igualitarias entre los sexos sin que esto deje de tomar en cuenta sus necesidades como seres distintos pero humanos, desde su formulación hasta su puesta en práctica. 

Por otra parte se da una tendencia al uso de “universales” para disfrazar la desigualdad, tal es el caso de términos como: Todos, hombre, personas, sujetos, individuos. Aunque es claro que todos los vocablos se encuentran en masculino algunos son tan indefinidos que tienden a confundir, mas sin embargo, cuando se da un lectura profunda del documento se identifica claramente que ese sujeto, persona e individuo son conceptualizados desde el androcentrismo, es decir, toman como paradigma de lo humano al hombre/varón. 

Vivo ejemplo de esto es el Código Penal, el cual estipula en su artículo 33: “Todo hombre es igual ante la ley”; aún en la Declaración Universal de Derechos Humanos en artículos fundamentales como la definición de Igualdad ante la ley (Artículo 7) enfatiza: “Todos son iguales ante la ley”, dejando claro que las mujeres no contamos con este derecho de igualdad.

En lo que se refiere a población penitenciaria femenina propiamente se cuenta, por decir de alguna manera, con el Reglamento de Deberes y Derechos de los Privados de Libertad y el Manual de Buena Práctica Penitenciaria. El primero aunque su nombre denota ser un reglamento contemplado para varones privados de libertad, éste contempla amblas poblaciones al distinguir privado y privada de libertad pero esta diferenciación no está presente en todo el contenido pues si bien defiende los mismos derechos para ambas poblaciones exige las mismas obligaciones, situación que debe ser valorada. 

El segundo a pesar de ser muy benévolo en su presentación manifiesta el androcentrismo en su máxima representación, por lo que lo hemos tipificado como misógeno; esto debido a que considera en el Punto 14 a las mujeres privadas de libertad como “grupos especiales de reclusos”, en donde se lee: “…Además el manual sólo se refiere en forma breve a algunos otros grupos de presos como menores, mujeres, extranjeros, perturbados mentales y drogadictos”; por lo que las mujeres son vistas como un grupo minoritario en desventaja y por ende inferior, encontrándose en la misma categoría que los perturbados mentales y drogaditos, necesitando un “tratamiento” diferenciado.

Por último podríamos decir que lo único positivo encontrado es la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (BELEN DO PARÁ), políticas que velan por una igualdad de derechos de la mujer y su protección en situaciones de violencia y como tales son válidas para aquellas mujeres privadas de libertad. 

 Sin embargo gracias a los relatos de las mujeres privadas de libertad nos atrevemos a decir que “del dicho al hecho hay mucho trecho” y lo estipulado en estas convenciones está en muchos casos distantes a ser aplicados en la realidad. 

2.2.  PASO 4: IDENTIFICAR CUÁL ES LA CONCEPCIÓN O ESTEREOTIPO DE MUJER QUE SIRVE DE SUSTENTO AL TEXTO 

Como se manifiesta anteriormente se han identificado los 7 tipos de sexismo definidos por Alda Facio en los diferentes tópicos de la siguiente manera. 

Al identificarse que la ley es sexista  estamos afirmando que a la vez es  androcéntrica, desde su conceptualización hasta su práctica, pues  queda claro que el hombre/varón sigue siendo el modelo, prototipo y paradigma a seguir y al parecer, en la mayoría de los casos, el único ser humano de derecho en la ley y por ende en el Sistema Penal, pues si bien en algunos casos donde se identificaron artículos con el signo positivo (+) esto no quiere decir que la realidad sea tal y como se escribe, es decir, se plantea de una manera correcta y adecuada para todos y todas las personas pero la realidad dista de ser igualitaria en su aplicación. 

Las políticas penitenciarias van dirigidas a sectores masculinos y no femeninos, se ha concebido el espacio carcelario como un lugar de hombres al ser éstos mayoría y se han dejado de lado las necesidades y particularidades que como mujeres privadas de libertad poseen  por el mismo hecho de ser mujeres (Ginopia). 

Asimismo, la misoginia representa un término bastante fuerte, el repudio a lo femenino y pareciera difícil de ser identificado pues el lenguaje y la legislación a simple vista no es tan discriminatorio pero desde el mismo hecho de ser invisibilizadas y no ser reconocidas como seres humanos igualmente diferentes, con necesidades y particularidades semejantes pero no iguales a la del varón,  es negarnos la existencia y eso solo puede ser repudio a nuestra condición de mujeres, de seres humanas,  y  cuando algunas de éstas son reconocidas se cae en el familismo .

Con el afán de no confundir aclaramos que no es que esto sea malo, muchas de estas necesidades y particularidades son parte de nuestra condición como humanas y son valiosas, y como tales necesitan ser contemplados en la jurisprudencia nacional e internacional,  tal es el caso de el poder de dar vida a otro ser, pero no quiere decir que éstas sean nuestras únicas particulares o que nuestras necesidades “especiales” se remitan al ámbito privado o familiar, de igual manera tiene derecho una mujer privadas de libertad de estar cerca de sus hijos/as y familia como un padre privado de libertad.  

“ A partir de la necesidad que tienen los hombres/varones de protegerse contra imputaciones de paternidad, debido a que por su sexo no pueden tener entera certeza de ser los padres biológicos de una criatura, existen en casi todos los códigos una serie de artículos que regulan esta materia. Esta necesidad no la tenemos las mujeres y sin embargo a esas regulaciones no se les llama “protecciones especiales a los hombres/varones, mientras que los artículos que regulan, por ejemplo  las licencias por maternidad, son llamadas “de protecciones especiales a las mujeres trabajadoras” (Facio, 1999: 113).

Muy ligado al familismo encontramos el deber ser de cada sexo. Las mujeres privadas de libertad  cargan un doble proceso de estigmatización, el ser delincuentes y por otro lado el abandonar a su familia. Asimismo dentro de prisión en la mayoría de los casos se les brinda capitaciones laborales u otros trabajos solo en aspectos relacionados al hogar o al “deber ser de la mujer” tales como cursos de cocina, costura, bordado, pastelería, otros, pues se busca que éstas mujeres salgan a trabajar desde su casa dándoseles muy pocas oportunidades para la inserción laboral en la sociedad. 

El doble parámetro  no se identificó como tal en las tablas de contenido; sin embargo gracias a los relatos de las mujeres privadas de libertad podemos decir que se da mucho en la práctica, por ejemplo con respecto a la visita conyugal, ya que socialmente se piensa y cree que los varones necesitan más de relaciones íntimas (sexualmente hablando) que las mujeres, lo que conlleva a que a éstas últimas se les niegue con más frecuencia las visitas de su pareja al menos que se compruebe concretamente que mantiene una relación estable con el mismo; situación que no ocurre de igual manera con los varones privados de libertad, los cuales pueden solicitar hasta mujeres privadas de libertad con las que nunca han tenido contacto para una visita conyugal de penal a penal y hasta pedir servicios sexuales de prostitutas dentro de prisión. Asimismo, las mujeres deben “ser honestas” y cuidar “su honor” estipula la ley, claro está desde un punto androcentrista estas concepciones se refieren al no disfrute de su sexualidad, a una “mujer de hogar y familia”, por el contrario el hombre puede ser alarde de sus conquistas.

Como se pudo observar en las tablas de contenido un tipo de sexismo bastante presente es la sobreespecificidad pues en la mayoría de los tópicos tratados muestran lo laboral, sexual, atención, comunicación, comportamientos, derechos, entre muchos otros aspectos como necesidades y actitudes particulares de los varones siendo en la mayoría de las situaciones desventajoso para las mujeres. De la misma manera se consideran como actitudes propias del hombre el ser victimario, delincuente, violador, agresor, etc., mientras que las mujeres siempre son victimarias de esas múltiples situaciones, de ser así no habrían mujeres privadas de libertad  dándose una especificidad a favor de la mujer pero no del hombre. 

Esto está vinculado con el Dicotomismo sexual el cual se refleja en que al ser la población femenina privada de libertad una minoría en comparación a los varones, se relejan las necesidades de las mujeres al pensarse que éstas son menos importantes, dándose privilegio a la población masculina con respecto a atención en salud, alimentación, transporte, infraestructura, otros. 

Por último, al considerar que la ley es sexista y androcéntrica, por ende se da una  Insensibilidad al género femenino al ignorarse la variable sexo como una variable social de relevancia pues “se olvida que los sexos tienen género y que los efectos son distintos en cada sexo si se toma en cuenta los roles sexuales, la valoración de cada género, la utilización del tiempo y el espacio diferenciada para cada sexo…cuando no se toma la variable género es imposible identificar cuáles son los problemas que no se vieron para uno u otro sexo, porque sencillamente la información no está presente” (Facio, 1999: 101) Un ejemplo de esto se da con respecto al ámbito profesional o administrativo del sistema penal pues se niega la fuerza de trabajo de las mujeres como una categoría socialmente importante, así cuando se habla de puestos jerárquicos se hace siempre de forma masculina: director, subdirector, administrador, abogado, entre otros.

Así después de hacer un recorrido por las manifestaciones de sexismo  presentes en las políticas penitenciarias llegamos a la conclusión de que las mujeres seguimos siendo discriminadas en la ley y por ende en la sociedad pues al no haber un respaldo legal que nos ampare y nos dé el valor de seres humanas de derecho no existirá igualdad alguna pues seguimos siendo contempladas como minorías, grupos en desventaja social, “especiales” o invisibilizadas  dentro de un marco masculino.

En síntesis la concepción o estereotipo que sustenta las políticas penitenciarias y nos atreveríamos a decir que la jurisprudencia en general, sigue siendo la de mujeres-madres, mujeres-esposas, mujeres-objetos sexual, mujeres-reproductoras pero no mujeres-personas.

CAPITULO VI

REFLEXIONES FINALES

Conclusiones 

Según lo recabado en los capítulos IV y V, vivencias y relatos de las mujeres privadas de libertad y el análisis de contenido respectivamente, con respecto a las Políticas Penitenciarias y Derechos Humanos llegamos a la conclusión de que actualmente contamos con Políticas Penitenciarias androcéntricas y por ende sexistas.


Lo anterior debido a que se identificó un claro y constante uso de  lenguaje sexista en las políticas sociales, criminológicas y por ende penitenciarias. El lenguaje construye cotidianidades, interacciones, crea y legitima realidades sociales porque al utilizarse un lenguaje construido desde lo masculino se da por sentado que éste debe ser el modelo o paradigma a seguir, que es el género relevante y por ende se le otorga un poder social de una manera casi imperceptible y considerándosele erróneamente como una condición natural. Hasta que no se inicie la introducción y aplicación de un lenguaje inclusivo en los diferentes ámbitos de la sociedad y hasta que las mismas mujeres no valoricen ni  se apropien de su condición como sexo/género femenino, no se darán cambios significativos en sus derechos.

Asimismo en la mayoría de los casos,  abordan aspectos particulares o específicos referentes a las mujeres privadas de libertad  pero en la mayoría de los casos caen en tipos de sexismos al catalogar ciertas conductas o situaciones como propias del sexo femenino cuando también son vividas de una forma diferente por los varones privados de libertad, el caso más reiterativo y claro presente es la maternidad  en donde se alude a las mujeres como las responsables de mantener el núcleo familiar o cómo las únicas interesadas en el cuido de sus hijos; negando la existencia de padres responsables, amorosos, cuidadosos y deseosos de vivir su paternidad o convivir con su familia.
Si afirmamos que las políticas penitenciarias son androcéntricas estamos afirmando a la vez que son discriminatorias pues se olvidan de tomar en cuenta la otra mitad de la humanidad, las mujeres. Cuando hablamos de mujeres hablamos de todos los “matices” existentes, pues no existe una única mujer. Nos referimos a que aún cuando se habla de mujeres sigue siendo discriminatoria, esto debido a que en el marco legal de nuestro país no se toman en cuenta los diversos efectos que produce la ley en las mujeres de distintos sectores o contextos, según su etnia, condición social, orientaciones sexuales, discapacidades, edades, religiones, entre muchos otros aspectos y ni pensar en aquellas que se encuentran privadas de libertad pues si no se toma en cuenta las necesidades y particularidades de las mujeres como tal mucho menos de aquellas socialmente estigmatizadas y encarceladas. 

El Organismo de las Naciones Unidas ha abogado considerablemente por la búsqueda de un cambio contundente en la implementación de leyes y políticas referentes al reconocimiento de las mujeres como sujetos de derechos y deberes. Muchas de sus Declaraciones, Convenciones, Ratificaciones, Manifiestos y demás, han logrado de cierta manera una mejora en la calidad de vida de dichas mujeres o al menos han “sacado a la luz” mucha de la problemática a la que éstas se enfrentan y se someten; mas sin embargo pese a que Costa Rica se manifiesta como un país participante y acoge casi en su totalidad dichos planteamientos vemos como a la hora de ser implementados no se llevan a cabalidad. Muchos de los documentos emanados de ésta organización siguen manteniendo un lenguaje sexista a pesar de ser dirigidos a la población femenina, complicando su aplicación y más aún si éstos son implantados en el Sistema Penal por parte de un personal penitenciario masculino y/o femenino sin conciencia de género.
Así pese a que a partir de los noventas se da por una parte un intento por el abordaje equitativo y el reconocimiento de los Derechos Humanos de las mujeres dándose un esfuerzo por ofrecer una mayor igualdad social, esto no ha pasado de ser “buenas intenciones” plasmadas en proyectos de ley, reformulaciones, planteamientos de programas, entre otros, que aún no han sido promulgados o concretizado, dejándose en claro que aún queda mucho por hacer pues en la realidad, en muchos de los casos,  lo que se estipula en las políticas penitenciarias no son un fiel reflejo de lo que se pregona o se ejecuta y más aún si de mujeres privadas de libertad se trata.

Dentro de esta misma década, específicamente para 1993, el Plan de Desarrollo Institucional pretendió ser el primer plan que contemplara a la población penitenciaria femeninas; sin embargo identificamos una clara introducción de forma explícita del término mujeres dentro del contenido como parte de la población privada de libertad pero no así un abordaje desde la perspectiva de género, por lo que no representó un cambio contundente en las políticas penitenciarias y por ende en la realidad de esta población. Así  a pesar de que fue un intento por cambiar los paradigmas predominantes en años pasados no se han llegado a dar notificaciones de cambios significativos con respecto a la población penitenciaria ni mucho menos en la femenina, pues queda claro después del análisis de contenido que éste ha dejado al lado la realidad de las mujeres privadas de libertad al no incluirlas de forma  concreta dentro de sus planteamientos y ejecución, esto a pesar de que una de sus políticas manifiesta que la institución penitenciaria deberá organizarse y atender a dicha población según sus especificidades.
Por tanto debido a lo descrito anteriormente, es evidente que no se toman en cuenta las particularidades y necesidades de ésta población puesto que la poca existencia de normas o programas no permiten una atención adecuada y digna ni la  comprensión de la realidad femenina ante la existencia de un cuerpo legal, normativo o disciplinario que no las comprende ni las toma en cuenta. 
La vida en prisión sigue siendo no solo una prohibición al libre tránsito sino a la libertad en su concepción máxima, es decir, a la libertad de sentir, pensar, crear y vivir; se deja de ser humano/a y por ende se pierde todo derecho a la vida integra y plena.  

Reflexiones finales

· Desigualdad de género: ¿eterna paradoja?

Como sabemos nada es eterno como nada es permanente en la Sociología, por lo que la eterna paradoja de la igualdad de género a la que nos remitimos en un inicio corresponde a una metáfora social por llamarlo de alguna manera ya que históricamente como ya lo vimos, el tema de la igualdad de género ha sido tratado de una manera equívoca y hasta “manoseada” por muchos ámbitos de la sociedad; sin embargo no ha sido aplicada cabalmente. 

Es decir la igualdad de género trae ya muchos años de controversia, disputas y contradicciones; mas sin embargo esperamos que esta no sea eterna aunque desdichadamente no podemos afirmar que sea efímera.

La paradoja en sí remite al distanciamiento claro que existe entre el discurso y la práctica, entre el querer y el hacer, entre la utopía y a la realidad, presentes en la elaboración y ejecución de las políticas penitenciarias costarricenses con respecto a la población femenina estudiada. 

La Sociología como Ciencia Social nos permite adentrarnos en muchos y distintos espacios o escenarios sociales, en este caso en particular, nos muestra como el género al ser una construcción social influye y limita directamente el desarrollo de las mujeres en distintos ámbitos no solo públicos sino privados, pues los relatos de las mujeres nos muestra como las relaciones de poder basadas en diferencias de sexo se viven principalmente en el ámbito más privado e íntimo, el hogar. Aquí inician y se reproducen comportamientos, conductas, estilos de vida que las personas asumen como propios de cada sexo/género sin saber que son instaurados por la misma sociedad.

Estas relaciones que hemos denominado Sistemas de género/poder las acompañan prácticamente que toda su vida, en la infancia por parte de las figura masculinas que tuvieron a cargo su crianza, en la adolescencia y edad adulta en sus relaciones de pareja y aún dentro de prisión son violentadas por el Estado, el Sistema Penal y penitenciario, personal de seguridad y administrativo, que siguen reproduciendo parámetros masculinos.

Las políticas penitenciarias son el más claro ejemplo y  máximo representante de Sistemas de género/poder pues no se han tomado medidas para elaborar o reformular cuerpos normativos-legales que tomen en cuenta las necesidades y particularidades de las mujeres. No existe hoy en día una política penitenciaria dirigida a mujeres y mientras no sean nombradas serán invisibilizadas y por ende desprovistas de todo derecho.

Así pudimos constatar que por más intentos y buenas voluntades propuestas y hasta ratificadas por organismos nacionales e internacionales las condiciones carcelarias a las que se deben enfrentar dichas mujeres son denigrantes dándose una violación a todos sus derechos, esto debido a que siguen siendo “medidas” bajo parámetros masculinos.

· ¿Por dónde empezar?

La situación penal y penitenciaria se encuentra en crisis desde hace muchos años atrás y la controversia con respecto a la función social que la cárcel debe desempeñar surge casi  que con su nacimiento, esto debido a que se ha dejado en el olvido que la criminalidad es un problema social que no se soluciona con la reclusión sino que va más allá de un celda, remite a toda una interrelación y dinámica social que ha nuestro parecer inicia con la desigualdad y por ende exclusión y discriminación social: “ Si las reglas sistemáticamente desvían los valores de modo que proporciona ventajas a ciertos grupos y desventajas a otros, entonces la justicia no prevalece” (Joyanes, 2006:38)

En el caso que nos compete la desigualdad social de género a lo largo de toda la historia, ha llevado a las mujeres a vivir en un mundo lleno de carencias, limitaciones y dominaciones, desde el ámbito más privado, cercano e íntimo (el hogar) hasta el más público. Este último no solo alude al acceso al trabajo o a la educación sino también al entretenimiento y a la socialización puesto que como vimos a las mujeres se les infunde temor a ciertos espacios y horarios por el peligro a ser víctimas de violencia física y sexual. Asimismo la cotidianidad de las mujeres se ve limitada a una rutina dependiente a horarios organizados según la organización sexual del trabajo.

Con respecto a las mujeres privadas de libertad la situación se agrava ya que nos atreveríamos a decir que son triplemente castigadas por la sociedad, por el sistema penal y por ellas mismas.

Por tanto, se debe iniciar por una concientización real de la situación subordinada, discriminatoria y de exclusión de las mujeres en todas sus diversidades y situaciones, pues sin una plena conciencia de estos elementos no es posible cambiar la visión androcéntrica que sustenta nuestra cultura que conllevan a la utilización de concepciones sexistas presentes en las políticas emanadas por el Estado y diversas organizaciones nacionales e internacionales en materia penal y penitenciaria. 

Por tanto, es imperante revalorizar el compromiso por parte del Estado y la sociedad en la adopción y aplicación de mecanismos eficaces para la exigibilidad de derechos y de las sanciones, cabe aclarar que se debe iniciar con un análisis de esas mismas sanciones en donde se hace urgente el reconocimiento de las diversidades, particularidades y necesidades de las mujeres en la legislación y las políticas penitenciarias; así como dejar de percibir a las mujeres como sinónimo de condiciones de desventaja social consideradas “especiales” pues esto conlleva a que sean tratadas como  minorías o grupos en desventaja, desvalorizando su condición de seres humanas para no seguir profundizando la exclusión y discriminación social.

· ¿Hacia dónde vamos?
Históricamente el Estado costarricense y las instituciones penales y penitenciarias han abordado la problemática delictiva de manera ineficiente o parcial al implementar visiones o modelos que han abogado por un incremento de la institucionalización (prisión),  generando condiciones de deterioro social y deshumanización tanto para hombres como para mujeres, tal y como queda sustentado en el capítulo III.

Así hemos constatado que  a lo largo de la historia penitenciaria costarricense las mujeres privadas de libertad no han sido tratadas en condiciones igualitarias o dignas, puesto que han sido señaladas con estereotipos y prejuicios que han denigrado su condición de humana. Por tanto las mujeres han estado bajo la sombra de regímenes masculinos.  Así el Centro de Atención el Buen Pastor no ha contado ni cuenta actualmente con una normativa y reglamentación exclusiva para esta población.
Como ya se ha mencionado el Sistema Penal y Penitenciario no ha cumplido a lo largo de la historia con su función resoliciadora, rehabilitadora y mucho menos con la readaptación social. Actualmente se mantiene el debate con respecto a si la función social de la cárcel debe ser la reinserción social o la represión y el castigo.

Podría decirse que en las últimas décadas los Derechos Humanos han incursionado en el escenario carcelario por lo que ha nivel institucional se pregona una cárcel humanitaria, con trato especifico y cumplimiento de necesidades pero esto se queda en un discurso meramente político y la realidad nos muestra otro panorama, la cárcel sigue siendo un medio de control formal, represivo, inhumano y degradante.

Esta es la realidad, mas a ciencia cierta no podríamos afirmar contundentemente hacia dónde vamos pues las soluciones y propuestas siguen siendo tan confusas como en sus inicios; sin embargo podríamos afirmar que actualmente el sistema penal y penitenciario se encuentra en un retroceso que a su vez trae consigo grandes contradicciones, pues ante sus intentos por “humanizar” las penas y los centros carcelarios se sigue dando una tendencia a la reclusión, privatización e institucionalización del delito.

En conclusión creemos que el Sistema Penal y penitenciario seguirá siendo progresivo, optando por el encarcelamiento en el Nivel Institucional (ámbito cerrado) y en un menor número al Nivel Semi-Institucioanl (ámbito semi-abierto), esto debido a que se ha venido desarrollando un contexto social marcado por políticas penales que abogan por un endurecimiento y rigor penal para el abordaje de la “creciente criminalidad” e inseguridad penitenciaria que azota el país, por lo que a existido un auge del derecho penal encaminado hacia corrientes represivas y regresivas.
Por otra parte, la sociedad costarricense vive actualmente con un latente y constante temor a ser víctima de la delincuencia, este sentimiento de inseguridad ciudadana es incentivado por los medios de comunicación, los cuales buscan abiertamente mostrar la noticia de la manera más amarillista y sensacionalista posible llegando a mediatizar las actitudes y los comportamientos de los costarricenses, influyendo así sobre la reacción social informal de la ciudadanía que clama por un aumento en la represión y prevención del delito. La reacción social informal tiene la capacidad de mermar dentro de las corrientes legislativas y de sus representantes, los cuales se mueven dentro de recetas conocidas para abordar esta problemática por el temor de brindar opciones más liberales o alternativas a las típicas como lo son el aumento de penas, cadena perpetua y pena de muerte

· ¿Qué falta por hacer?
El abordaje de la problemática femenina dentro del Sistema Penitenciario Nacional desde una perspectiva de género,  permite afirmar la urgente e imperante necesidad en la creación y formulación de un “Programa Nacional” especifico dirigido a la atención de la población femenina que contemple entre otros aspectos, los múltiples roles y responsabilidades que conlleva el ser mujer y cómo se desempeñan estás en su vida cotidiana al ser madre, esposa, hija, hermana, abuela, etcétera, reconociéndolas como sujetas de derechos y deberes. 

Frente tal situación procedemos a mencionar aquellas manifestadas por las mujeres privadas de libertad que formaron parte de este estudio, las cuales si bien fueron siete casos específicos nos atreveríamos a decir que son extensivas al sentir y vivir del resto de la población penitenciaria femenina. Además hacemos nuestros aportes de aquellas situaciones, necesidades y particularidades encontradas a lo largo de la presente  investigación.

A nivel Institucional: 
· Se debe dar no solo la introducción del leguaje inclusivo sino un cambio en el contenido y en su ejecución a partir de las necesidades de hombres y mujeres para una implementación eficaz, en donde se deje de considerar al género como exclusivo de lo femenino, es decir como sinónimo de mujer, pues la perspectiva de género va más allá que un simple término. 
· Se debe reformar contundentemente las condiciones ambientales, de infraestructura e higiene así como la atención brindada por parte de todas  las áreas específicas que forman parte del Sistema Penitenciario nacional. Dentro de éstas se identifican como urgentes:

- Ofrecer espacios dentro del Centro de Atención Buen Pastor adecuados e higiénicos para la convivencia los días de visitas. Asimismo la visita conyugal debe brindar condiciones más humanas a las privadas de libertad y sus parejas dado que actualmente son espacios insalubres, sin servicios básicos y en ocasiones faltos de privacidad.

-Brindar una alimentación más balanceada y nutritiva.

-Que dentro de los dormitorios se cuente por lo menos con un servicio sanitario con privacidad para el uso de las mujeres ya que  en casos de emergencia (estomacales o menstruales) deben solicitar a las oficiales de seguridad que les abra la puerta del cuarto o en ocasiones hacer sus necesidades en recipientes que quedan al descubierto creando un ambiente insalubre.

· Crear vínculos más estables y activos de cooperación con las distintas instituciones públicas o privadas que les permitan mayores oportunidades de capacitación y trabajo para cubrir sus necesidades materiales, seguir contribuyendo a sus familias e hijos (as),  optar por el traslado a un régimen semi-abierto. Para esto es necesario también que las distintas áreas, capacitación, trabajo y educación cuentan con mayores recursos con el fin de dar una mejor atención y un trabajo en equipo. 

· En el caso del CASIM se debe optimizar el tiempo de pernoctación, mejorar la infraestructura (salidas de emergencia, espacio exclusivo para reuniones, espacios para compartir con las compañeras, ambiente más cálido), tomar en cuenta que la rutina de las mujeres es muy distinta a la de los hombres, por lo que los horarios de alimentación, atención individual y pernoctación deberían ajustarse a sus necesidades.
· Tanto en la fase penitenciaria como post-penitenciarias se debe dar un proceso de capacitación y sensibilización en materia de género al personal y a las mujeres privadas de libertad, en especial a aquellas que han sido víctimas de agresión o abuso sexual, físico y/o psicológico o se encuentran en riesgo. Así mismo, se debe brindar información más constante en torno a los derechos, normas y deberes como privadas de libertad, puesto que de esto dependerá una mayor y adecuada atención, así como la valorización de su condición humana.

· Es deber del Estado y el Ministerio de Justicia y Gracia buscar medias alternativas y mecanismos de acción para mejorar la calidad de vida dentro de los centros penales, para ello se debe incentivar las políticas de desinstitucionalización y no institucionalización para así brindar mejores condiciones de vida a la población penal femenina y por ende evitar el incremento de la problemática descrita anteriormente dentro del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor. 

A nivel académico: 
· Aplicar la “Metodología para el Análisis de un Texto Legal” propuesta por Alda Facio en otros campos, ámbitos legales o investigaciones, ya que al ser una herramienta teórico metodológica flexible con enfoque social nos permite una amplia gama de aplicación al partir de la ley como una construcción social en donde influyen diferentes componentes en su elaboración y ejecución. A la vez permite conocer la situación de las mujeres con respecto a la ley. Sería provechoso el retomar el apartado que corresponde al Marco jurídico, el cual no fue aplicado en esta investigación.

· Profundizar en áreas de atención, Fases de Vida o tópicos, encontrando nuevas relaciones y ampliando el escenario que hemos tratado de trazar, puesto que al ser un estudio tan complejo y ambicioso se pretendió presentar un panorama general de la situación de las mujeres privadas de libertad con respecto a las políticas penitenciarias; mas sin embargo corresponderá a futuras investigaciones ahondar en algunos aspectos aquí señalados.

· Conocer la situación de la población penal masculina con respecto a las políticas penitenciarias para contrastar su realidad con la percepción, vivencias y situaciones de las mujeres privadas de libertad para así tener un panorama más amplio y claro de cuáles son las diferencias existentes entre un proceso carcelario vivido por un hombre y una mujer (acceso a beneficios, desinstitucionalización, condiciones ambientales, entre muchos otros). Recordemos que el presente estudio partió de la percepción de las mujeres privadas de libertad únicamente por medio de sus relatos de vida. 

· Realizar investigaciones con equipos interdisciplinarios en diferentes escenarios carcelarios para una mayor comprensión y abordaje de la criminalidad por medio de políticas penitenciarias acordes a la realidad, a sus necesidades y a su derecho a ser igualmente diferentes.  
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